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Introducción

La incierta senda de las reformas

José Antonio Alonso y Pavel Vidal

1. Los objetivos de la reforma

Han transcurrido cinco años desde que Raúl Castro asumiera la presidencia en 
sustitución de su hermano Fidel. En este periodo se ha puesto en marcha un 
proceso de reforma estructural del modelo económico cubano que comporta 
transformaciones en la esfera política e innumerables retos desde el punto de 
vista institucional. A la par, la política fiscal ha tenido que ocuparse de los des-
equilibrios heredados y agudizados por la crisis internacional, al mismo tiempo 
que se libra una batalla contra la corrupción. Muchas son las expectativas que se 
han formado dentro y fuera de Cuba con las nuevas acciones y propuestas del 
gobierno cubano. Aún quedan muchas incertidumbres sobre el futuro de la 
reforma, pero parece quedar clara una tendencia de graduales pero continuas 
trasformaciones que están moviendo el sistema hacia lugares desconocidos 
para la mayoría de los cubanos nacidos después del triunfo de la revolución.

El más renovador de los cambios ha sido la expansión de la empresa priva-
da y las cooperativas. La proyección oficial es que para el año 2016 el 40 por 
ciento del empleo se genere fuera de las empresas estatales. Para ello, desde 
2010 se comenzaron a emitir nuevas licencias para los trabajadores por cuenta 
propia que ahora pueden también ser microempresarios e incluso llegar a con-
vertirse en pequeñas empresas privadas, pues por primera vez desde los años 
sesenta tienen autorización para contratar fuerza de trabajo. También se les ha 
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permitido comercializar bienes y servicios a entidades estatales y tener acceso 
al crédito bancario, entre otras flexibilizaciones.

Al cierre de 2011 se contabilizó que el 22,7 por ciento del empleo ya no se 
generaba en las empresas y organizaciones estatales. Los cuentapropistas y 
microempresarios generaron ese año 244.100 puestos de trabajo, destacándose 
las actividades de restaurantes y cafeterías, servicios de taxi, el comercio mino-
rista y el arrendamiento de casas y apartamentos; esta última actividad repre-
senta ya el 15 por ciento de la oferta habitacional disponible para el turismo 
internacional. La intención expresa del gobierno es continuar liberalizando el 
trabajo por cuenta propia y la microempresa. En 2012 se anunció la decisión de 
arrendar a los privados todos los establecimientos estatales gastronómicos que 
actualmente operan con menos de cinco trabajadores. También se hizo público 
el propósito de incrementar la lista de 182 actividades autorizadas y permitir 
que la comercialización mayorista pueda realizarse desde el sector privado. La 
limitación que todavía persiste, y sobre lo cual no se han anunciado modifica-
ciones, es la exclusión de la lista de actividades permitidas de aquellos servicios 
de mayor valor agregado, vinculados a actividades profesionales, de manera que 
siguen excluidos de esta posibilidad los graduados universitarios.

Para llegar a un 40 por ciento del empleo en la empresa privada y coopera-
tiva, tal como las autoridades han sugerido, el gobierno ha impulsado la deses-
tatización de la agricultura. Desde 2008 comenzó la entrega de tierras ociosas a 
productores agrícolas individuales y a cooperativas en la forma de usufructo por 
10 y 25 años, respectivamente, con posibilidades de renovación del contrato 
finalizado el periodo. En 2012 se instrumentaron nuevas flexibilizaciones, 
como la elevación del máximo de tierra por productor de 40 a 67 hectáreas, 
facilidades para la obtención de insumos y la posibilidad de construir viviendas 
e infraestructura en las tierras entregadas, entre otras. Asimismo se anunció 
una transformación radical en el funcionamiento de las Unidades Básicas de 
Producción Agropecuaria (UBPC), que es el tipo de cooperativa que cuenta con 
las mayores extensiones de tierra para actividades agropecuarias. Previamente, 
se había abierto por primera vez un canal para que las cooperativas agrícolas 
pudieran venderle directamente a los hoteles. Al igual que en el caso del traba-
jo por cuenta propia y la microempresa, se están dando pasos significativos, 
pero ello ocurre de manera muy gradual y manteniéndose restricciones que, a 
su vez, impiden que las medidas tomadas ofrezcan todos los resultados espera-
dos. Ello es más patente en la agricultura, rama por donde comenzó el proceso 
de reforma, pero que ha dado lugar a resultados más bien magros.

Dentro de los cambios relacionados con la propiedad de las empresas, se 
encuentra la pretensión de extender las cooperativas hacia actividades no 
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agropecuarias. Se espera que una parte de las pequeñas y medianas empresas 
estatales en la esfera de los servicios y la pequeña industria cambien su sistema 
de propiedad y dirección al formato de cooperativa. A principios de 2013 se 
notificó la aprobación del primer grupo de 126 cooperativas no agropecuarias 
que comenzarán a operar próximamente en la organización de los mercados 
agropecuarios, en los servicios de transporte de pasajeros, en el reciclaje de 
desechos y en determinadas actividades de la construcción. Estos cambios se 
han promovido a través de un procedimiento que empieza a ser habitual en 
Cuba: se hace primero un experimento, se comprueban los resultados, se ajus-
ta la propuesta y después se generaliza mediante la conformación y aprobación 
del marco legal. La secuencia de prueba y generalización otorga al proceso una 
especial lentitud, que contrasta con la demanda de rápidas y visibles transfor-
maciones que emana de buena parte de la sociedad cubana. 

Al interior de la empresa estatal y en su entorno más directo han ocurrido 
bastante menos transformaciones. Algunas empresas exportadoras han 
ganado autonomía en el manejo de sus presupuestos mediante los llamados 
Esquemas Cerrados de Financiamiento en Divisas. Con el mismo objetivo, 
en 2013 han empezado a funcionar 11 Organizaciones Superiores de Dirección 
Empresarial (OSDE), que son una especie de corporaciones que agrupan a 
las empresas estatales de cada sector y se supone que cuenten con más grados 
de libertad en relación a los ministerios; dos de las OSDE corresponden a la 
industria azucarera y a la biotecnología. En cualquier caso, no queda claro 
qué papel tendrá el mercado en el entorno empresarial estatal, además de 
que no se hace referencia a la eliminación de monopolios y aumento de la 
competencia ni se hace énfasis en el nuevo marco de incentivos que debería 
regir a una empresa estatal más autónoma. Esta en muchos casos necesitará 
para su desarrollo asociarse con el capital foráneo como vía para incremen-
tar su capital, revertir el atraso tecnológico e insertarse en los mercados 
internacionales, sin embargo, la reforma tampoco ha definido una mayor 
apertura al capital extranjero más allá de los límites vigentes desde los años 
noventa. 

En contraposición a la liberalización que ocurre en el sector privado y 
cooperativo, la asignación y control de los recursos en la empresa estatal se 
sigue apoyando en la planificación centralizada. De hecho, parece incluso exis-
tir un regreso a las concepciones sobre la planificación que regían en los años 
setenta y ochenta, no solo por su carácter centralizado, sino también por el 
nivel de detalle que se exige y los pocos espacios libres que el plan deja a las 
empresas para poder ajustar su dinámica a las exigencias del mercado nacional 
e internacional. En esencia, el modelo económico de asignación de recursos 
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típico de un país socialista se conserva y se refuerza en muchos aspectos, a pesar 
de la acumulada evidencia que existe cuestionando su eficiencia. 

El control de los recursos estatales se ha convertido en una obsesión para 
el gobierno. En 2009 fue creada la Controlaría General de la República para 
supervisar y auditar la actividad de ministerios, empresas y funcionarios. Un 
año después, empezaron a ser sancionados o sentenciados directivos naciona-
les de alto rango, y en algunos casos empresarios extranjeros, en los sectores de 
las telecomunicaciones, la aviación civil, la industria alimentaria, el azúcar, el 
níquel y el comercio. La lucha contra la corrupción, sin embargo, no ha sido 
acompañada por políticas que incrementen la transparencia y la rendición 
pública de cuentas en las organizaciones y empresas estatales, tampoco en las 
empresas mixtas o cien por ciento de capital extranjero; siguen siendo opacos 
al conocimiento y control ciudadano los contratos, las licitaciones y las condi-
ciones de adjudicación de los proyectos inversionistas. 

El control igualmente se ha reflejado en las cuentas fiscales. En 2008 los 
gastos del presupuesto estatal llegaron al 78 por ciento del PIB, desde entonces 
el gobierno de Raúl Castro ha venido aplicando una política de ajuste fiscal. Para 
2013 se presupuestan gastos que representan el 68 por ciento del PIB, es decir, 
se han contraído 10 punto porcentuales en relación con el PIB. Ello ha servido 
para reducir el déficit fiscal desde 6,9 por ciento en 2008 hasta 3,8 por ciento 
en 2012. Como parte de este esfuerzo, se han venido revisando los subsidios y 
los gastos asociados a la política social. Todo el aparato ministerial y de direc-
ción empresarial se pretende reorganizar, teniendo como meta reducir signifi-
cativamente su plantilla; para 2016 se planifica que más de un millón de traba-
jadores abandonen el Estado y se reubiquen en el emergente sector privado y 
cooperativo. El ajuste fiscal ha contribuido a la salida paulatina de una crisis de 
impagos que en 2008 y 2009 perjudicó a inversionistas, proveedores y acree-
dores externos del país. Los bancos, que en esos años se vieron obligados a 
congelar cuentas de clientes internacionales y de empresas nacionales debido a 
la escasez de divisas, han logrado reintegrar progresivamente los compromisos 
pendientes. En suma, el gobierno de Raúl Castro ha mostrado resolución y 
racionalidad en el manejo de los gastos, lo que se refleja en avances sustantivos 
en el restablecimiento de los equilibrios macroeconómicos y la credibilidad 
financiera del país. Obviamente, ese proceso no se ha hecho sin costes, que han 
afectado a la provisión y calidad de diversos servicios sociales, incluidos aque-
llos más identificativos de los logros de la revolución (educación y salud).

Por el lado de los ingresos fiscales también se han realizado cambios. En 
2013 entró en vigor una nueva ley tributaria que persigue promover mediante 
incentivos fiscales el desarrollo local, la agricultura, la creación de cooperativas 
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y la protección del medio ambiente. La nueva ley añade exenciones impositivas 
a los trabajadores por cuenta propia y microempresarios en los primeros tres 
años de creación de los negocios. El presupuesto estatal igualmente se está 
planteando avanzar en un proceso de descentralización fiscal, a la par que se les 
otorga una mayor autonomía a los gobiernos locales. En las nuevas provincias 
de Mayabeque y Artemisa se están realizando experimentos en este sentido con 
el fin de tomar lecciones para su generalización. 

La reforma ha llevado a la eliminación de un grupo de absurdas prohibi-
ciones a las cuales estaban sujetos los ciudadanos cubanos, la mayoría contaba 
con varias décadas de instrumentación sin adaptarse a los mutaciones del 
entorno, y en gran medida provenían del fervor de los primeros años de la 
revolución, de las instituciones de la era soviética y del enfrentamiento político 
con el gobierno de los Estados Unidos. Así, por ejemplo, en estos cinco años se 
les comenzó a permitir a los cubanos la compra-venta de casas y autos usados, 
el hospedaje en los hoteles anteriormente destinados únicamente al turismo 
internacional, el uso de líneas de telefonía celular, la libre compra de equipos 
electrónicos y computadoras en la red de tiendas, así como los viajes al exterior 
sin la necesidad de solicitar un permiso de salida del país como parte de un cam-
bio en la política migratoria.

Entre los objetivos más difíciles que tiene la reforma por delante se 
encuentra la eliminación de la dualidad de monedas y de tipos de cambio, dis-
torsión monetaria que igualmente se ha dilatado en el tiempo, posponiéndo-
se una y otra vez su solución. El documento que ofrece las pautas generales y 
principales objetivos de la reforma (Lineamientos de la Política Económica y 
Social del Partido y la Revolución), aprobado en el VI Congreso del Partido 
Comunista de Cuba, en abril de 2011, define la erradicación de la dualidad 
monetaria como uno de los propósitos que tienen en la mira las autoridades 
económicas y políticas, pero sin ofrecer detalles sobre la estrategia financie-
ra que se seguirá para acometer dicho empeño. Para eliminar la doble mone-
da el Banco Central requiere propiciar una convergencia de los tipos de cam-
bio. La manera y velocidad en que se realice el ajuste cambiario definirá los 
efectos en la inflación, en las cuentas fiscales y en los balances de empresas y 
bancos. La reforma monetaria conecta con el resto de las transformaciones, 
puesto que la situación actual distorsiona toda la medición de eficiencia, cos-
tos y competitividad que se requiere para tomar las decisiones guiadas por 
criterios de eficiencia. La convergencia de los tipos de cambio aportará clari-
dad a las cuentas públicas y empresariales y permitirá que afloren los verdade-
ros focos de ineficiencia del modelo, hoy ocultos tras la circulación paralela de 
dos monedas. 
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2. Economía política de las reformas

Es difícil exagerar la dimensión de los desafíos a los que enfrenta la reforma 
económica en Cuba. Se conoce bien el punto de partida, se sabe que la lógica 
que gobernó la economía cubana a lo largo de las últimas cuatro décadas está 
llamada a extinguirse, que, de hecho, esa lógica se demostraba ya agotada antes 
incluso del desmoronamiento del bloque de la Europa socialista, que las episó-
dicas y reversibles reformas acometidas desde entonces no han proporcionado 
bases suficientes para un proceso continuado de crecimiento económico y de 
mejora del bienestar de la población y, en fin, que confiar en las generosas 
aportaciones de un socio redentor o en el impacto de un proyecto salvífico de 
quimérica plausibilidad no hace sino retrasar la auténtica búsqueda de solucio-
nes. Todo eso se conoce hoy mejor que nunca. La reforma se convierte, por 
tanto, para muchos —cada vez más— cubanos en inevitable y, también, en ina-
plazable. 

Lo formuló de una manera muy clara Raúl Castro cuando para describir la 
situación de la economía cubana empleó la metáfora del arriesgado caminante 
que se pasea por el borde del precipicio. Si se quiere salvar algo de lo que la 
revolución construyó, necesariamente la economía cubana debe dar un giro 
radical, alterando las bases de su funcionamiento. El problema es que si bien se 
conocen sobradamente las insuficiencias del escenario de partida, se tiene 
mucho menos claro cuál debe ser el escenario de llegada. La meta final no está 
clara para el ciudadano de a pie, pero tampoco parece que lo esté para las auto-
ridades cubanas. Estas parecen haber asumido como propio el lema machadia-
no de “hacer camino al andar”. Inmediatamente se advertirá que si siempre es 
difícil una reforma económica, incluso cuando se tiene clara la meta, más difícil 
resulta si ese escenario de llegada aparece cargado de incertidumbres. 

Vistas las incógnitas que rodean al proceso, una primera cuestión a diluci-
dar es si, en esta ocasión, la reforma descansa en una voluntad firme de las 
autoridades cubanas, dispuesta a ser renovada y mantenida de una forma con-
sistente en el tiempo. La trayectoria reciente de Cuba está sembrada de expe-
riencias de reforma, urgidas por las exigencias del momento, que al poco tiem-
po se revertieron en cuanto que la economía cubana lograba superar los 
episodios más críticos que las motivaron o cuando se advertían las consecuen-
cias (no siempre deseables) de su aplicación. ¿Se estará ante un nuevo episodio 
de reformas reversibles?

Aunque respecto a Cuba nunca sobran las cautelas, todo sugiere que, en 
esta ocasión, parece existir una voluntad firme de reforma, al menos en el sec-
tor de las autoridades cubanas que rodean a Raúl Castro. No parece, por tanto, 
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que el proceso pueda revertirse, aun cuando puedan producirse algunas correc-
ciones en su senda. Existen dos factores que justifican este juicio (Alonso et al., 
2011).

En primer lugar, nunca como hasta ahora se ha sometido el pasado recien-
te del modelo económico cubano a una crítica tan franca y descarnada por parte 
de las autoridades. En el pasado, se anunciaban las reformas, pero se evitaba 
poner en cuestión las limitaciones del modelo que las hacía necesarias. Eran 
mucho más fruto de las exigencias de un entorno cambiante que de la incapaci-
dad del propio sistema. En la actualidad, sin embargo, se acompañó el anuncio 
de las reformas con unos juicios severos acerca de las ineficiencias y excesos del 
modelo previo, que se presentó como manifiestamente insostenible. De esta 
manera, las autoridades aproximaron su opinión a la que los propios cubanos 
tenían acerca del funcionamiento efectivo de su economía.

En segundo lugar, el cambio en el liderazgo del país ha tenido consecuen-
cias no solo sobre el estilo de trabajo del gobierno, sino también sobre sus 
prioridades. Raúl Castro carece del carisma de su hermano Fidel, por lo que es 
consciente de que su liderazgo necesariamente tiene que asentarse sobre otras 
bases, adoptando una visión más pragmática y un estilo de trabajo menos per-
sonalista, más proclive a la formación de equipos y a la creación de normas. No 
es una novedad, porque esa fue su forma de actuar cuando estuvo al frente de las 
Fuerzas Armadas. Y es, de hecho, de este cuerpo —las Fuerzas Armadas— de 
donde Raúl ha extraído una buena parte de sus principales colaboradores. Al 
tiempo, Raúl parece más consciente que su hermano Fidel de la necesidad de 
introducir cambios en las formas de gestión de la economía cubana, si se quie-
re preservar algo de lo conseguido por la revolución. 

Ahora bien, si parece firme la voluntad de reforma, existen muchas más 
dudas acerca de su alcance y de su secuencia temporal. Por empezar por este 
último aspecto, las autoridades han optado por asumir una secuencia continua, 
pero notablemente pausada de cambios. En el extremo opuesto a la terapia de 
choque, tratan de dosificar los cambios y de graduar las novedades. En ocasio-
nes, estas vienen precedidas de pruebas piloto en entornos acotados, en los que 
se analizan los efectos de las nuevas medidas, antes de que estas sean generali-
zadas al conjunto de la economía. 

En principio, esta opción por la gradualidad y la experimentación parecie-
ra responder a un sano criterio de prudencia. La experiencia revela que, en 
general, los procesos graduales de reforma suelen ser más exitosos y generar 
menos costes sociales, al facilitar a los agentes un proceso más secuencial de 
adaptación a los cambios. En el caso de Cuba, sin embargo, esta opción por la 
excesiva gradualidad puede tener también sus riesgos. 
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El primero se refiere al horizonte vital de la dirigencia cubana. Para llevar 
adelante la reforma se requiere de una autoridad asentada que lidere el proceso, 
haga creíbles los cambios y venza las resistencias a que aquellos puedan dar 
lugar. Hasta ahora ha sido Raúl Castro quien asumió de una manera muy perso-
nal y protagonista esa dirección de la reforma. Aporta al proceso la autoridad de 
una de las figuras clave de la revolución, con peso indiscutible en el partido y en 
la estructura del Estado. A su lado, el silencio confirmatorio de Fidel Castro 
constituye una fuente adicional de legitimidad. Ninguna otra autoridad cubana 
hubiese estado en condiciones de liderar un proceso como el hasta ahora segui-
do, que comporta un cuestionamiento implícito del pasado, sin que ello hubie-
se dado lugar a tensiones de resultados impredecibles. Así pues, la presencia de 
Raúl Castro a la cabeza del proceso constituye un elemento de seguridad y via-
bilidad de las reformas. Ahora bien, el horizonte vital de estos líderes históricos 
de la revolución no permite una secuencia excesivamente parsimoniosa de la 
reforma. Y, aunque se han establecido los mecanismos de sucesión, no es claro 
que el elegido herede la autoridad que se le supone a los Castro, máxime si se 
tiene en cuenta que semejante relevo constituye un hecho insólito en la expe-
riencia cubana, por lo que aparece cargado de toda suerte de incertidumbres. 

El segundo problema tiene que ver con la eficacia de la reforma. En muchos 
casos, los cambios en un aspecto requieren, para hacerse operativos, de modi-
ficaciones en otros ámbitos complementarios. Es decir, es necesario simulta-
near cambios en diversos órdenes para lograr que las reformas sean efectivas. 
De poco vale admitir la autonomía de las cooperativas agrícolas si no se modi-
fica el sistema de abastecimiento de insumos a esas unidades, será frágil el 
desarrollo de la microempresa si no se realizan modificaciones en el sistema 
financiero para permitirles el acceso al crédito o, en fin, es difícil que se pro-
mueva la inversión extranjera si no se modifica el sistema de contratación 
laboral de sus empleados. El vínculo existente entre estos aspectos obliga a que 
las reformas se emprendan de forma simultánea, tratando de crear las condi-
ciones para que las nuevas formas de organización económica operen. Y esto 
conspira contra una excesiva gradualidad de los cambios.

Por último, el tercer problema tiene que ver con la economía política de las 
reformas. Todo cambio suscita resistencias, especialmente entre aquellos sec-
tores que piensan que pueden perder posiciones relativas en el seno de la 
sociedad. En el caso cubano, esta situación afecta a sectores importantes de la 
burocracia del Estado y del partido comunista. Frente a estas resistencias, los 
reformadores deben ir concitando el respaldo de aquellos sectores sociales que 
son favorables a la reforma; es decir, aquellos que consideran que mejoran sus 
condiciones de vida como consecuencia de los cambios decididos. La excesiva 
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gradualidad de los cambios hace que estos apenas hayan afectado a las condi-
ciones de vida de la población, particularmente las que se refieren a la alimen-
tación y el transporte, que son dos problemas básicos de vida cotidiana en Cuba. 
Hay, por tanto, el riesgo de que las resistencias a la reforma se acrecienten, a 
medida que son más los sectores afectados, sin que se hayan construido las 
alianzas sociales a favor de los cambios. Ese riesgo se vería acrecentado si, ade-
más, se produce un relevo obligado, por razones biológicas, en la generación de 
los decisores o si se agravan las condiciones internacionales en las que opera la 
economía cubana.

Si existen dudas acerca de la secuencia temporal de la reforma, mayores 
son las que se refieren a su alcance. Los Lineamientos marcan algunas directri-
ces de cambio, pero están lejos de ser un programa completo y consistente de 
reformas. Hay cambios que se expresan de forma meramente enunciativa, otros 
ni siquiera se mencionan, aun cuando es obvio que se tendrán que adoptar. Es 
esa falta de precisión lo que hace que la reforma en Cuba sea hoy un proceso 
abierto, que encierra enormes potencialidades, pero que deja también sembra-
dos infinitos interrogantes.

3. La oportunidad del libro

Son esos interrogantes los que justifican la oportunidad del presente libro. Un 
proyecto que nació con el respaldo de la Agencia Española de Cooperación 
Internacional (AECID) y que se concibió, desde sus mismos orígenes, como el 
resultado de un esfuerzo compartido entre investigadores españoles y cubanos 
por estudiar algunos de los problemas más relevantes del proceso de reformas 
en Cuba. Para ello, asumieron las tareas de dirección y coordinación del estudio 
dos institutos universitarios, uno de la Universidad de la Habana, el Centro de 
Estudios de la Economía Cubana (CEEC), y otro en la Universidad Complutense 
de Madrid, el Instituto Complutense de Estudios Internacionales (ICEI). El 
propósito de poner en marcha un proyecto conjunto se llevó hasta el extremo de 
hacer que en la autoría de cada uno de los capítulos participasen investigadores 
cubanos y españoles, compartiendo el análisis. Son capítulos, pues, hechos a 
cuatro manos, a través de una comunicación que ha superado las distancias, no 
solo las geográficas, entre las comunidades investigadoras de uno y otro lado 
del Atlántico.

De forma voluntaria, el libro pretendió huir del tono prescriptivo, de reco-
mendación de lo que se debe hacer, para adoptar un enfoque más analítico, de 
consideración crítica de las implicaciones que encierran los diversos 
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escenarios a los que se enfrenta el proceso de reformas en Cuba. No es función 
de los investigadores asumir la responsabilidad que los políticos tienen en los 
procesos de decisión, pero sí estudiar las implicaciones que esas decisiones 
pueden tener y discutir las alternativas disponibles. Tal es lo que modestamen-
te se propone el presente libro.

Un libro que nació con la voluntad de ser algo más que la suma de un con-
junto de capítulos independientes. De hecho, todos los capítulos, en sus versio-
nes previas fueron sometidos al debate del conjunto de los autores participan-
tes en el libro en sendos seminarios realizados en La Habana, en junio de 2012, 
y en Madrid, en noviembre de ese mismo año. Las versiones finales de los capí-
tulos se vieron así enriquecidas por los comentarios, críticas y aportaciones de 
todo el conjunto de los participantes en el proyecto.

Dada la complejidad del proceso de reforma, se sabía que necesariamente 
el libro debía ser selectivo, centrándose en aquellas dimensiones más relevan-
tes y de mayor impacto para el futuro de la economía y de la sociedad cubana. 
Hacer esa selección no fue sencillo y, visto en perspectiva, es fácil advertir que 
existen elementos no considerados que hubieran merecido también ser objeto 
de atención singularizada en un capítulo del libro. La única disculpa que nos 
cabe como editores es señalar que ninguno de los aspectos finalmente seleccio-
nados carece de ese mismo interés.

Pues bien, con esos criterios en mente, el libro se abre con el capítulo de 
José Antonio Alonso y Juan Triana dedicado a estudiar las nuevas bases sobre las 
que debe descansar el crecimiento económico en Cuba. El análisis del pasado 
sugiere que no basta con el empleo extensivo de las posibilidades productivas 
del país: es necesario también mejorar la calidad de los factores productivos 
empleados y hacer más dinámico y sostenible el crecimiento, atendiendo a la 
naturaleza de los sectores implicados. Es esta composición del producto lo que 
resulta más revelador de las debilidades de la economía cubana.

Uno de los factores para alentar un crecimiento económico sostenido está 
asociado a la capacidad de proyección internacional de la economía cubana. El 
capítulo 2, de Ileana Díaz y José Carlos Fariñas, se orienta hacia ese aspecto, 
explorando los factores de competitividad de la economía cubana. Se conside-
ran, en este caso, no solo los elementos macro que condicionan la posición 
competitiva del país, particularmente relacionados con la sobreevaluación del 
tipo de cambio, sino también los elementos sectoriales y empresariales que 
condicionan la capacidad de internacionalización de la economía cubana.

Ni el crecimiento económico ni la competitividad mejorarán si no se pro-
duce un esfuerzo en materia de innovación y de aplicación de esas innovaciones al 
sistema productivo. El capítulo 3, de Isabel Álvarez y Ricardo Torres, se dedica a 
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este tema. Desde perspectivas diversas estudian la situación comparada de la 
economía cubana en materia de innovación, identificando los puntos más 
débiles sobre los que se debería centrar la política tecnológica del país.

Uno de los cambios más relevantes que comporta la reforma tiene que ver 
con la emergencia de un creciente sector llamado a operar en un entorno de 
mercado. La función del Estado está, por tanto, llamada a ser cambiada, desde 
organizador de la producción a diseñador de las normas que regulan los espa-
cios de competencia en los que operan los agentes privados. Una parte de ese 
cambio tiene que ver con la forma en la que se nutre de ingresos el Estado, 
debiendo adquirir mayor relevancia aquellas fuentes relacionadas con la exac-
ción impositiva. El capítulo 4, de Carlos Garcimartín, Omar Everleny Pérez y 
Saira Pons, se dedica a estudiar las especificidades del sistema fiscal cubano en 
relación con los dominantes en la región latinoamericana. El capítulo dedica 
una atención especial a las formas de imposición que se pueden aplicar al sector 
cuentapropista que está desarrollándose en la isla.

Caracteriza al Estado cubano una limitación financiera para afrontar el 
conjunto de los servicios y prestaciones que, con carácter universal, ha venido 
ofreciendo el sector público. Aun cuando algunos servicios mantengan su rango 
de prestaciones universales —educación y salud, básicamente—, otros necesa-
riamente habrán de reconvertirse, focalizándose más centralmente hacia aque-
llos sectores de la población más vulnerables. En cierto modo —y para ciertas 
actividades—, habrá que pasar de servicios universales a prestaciones focaliza-
das. Este aspecto es estudiado en el capítulo 5, elaborado por Anicia García, 
Susanne Gratius y Luisa Iñiguez.

El Estado cubano ha estado caracterizado siempre por su notable centrali-
zación: una centralización que se manifiesta tanto a escala territorial, respecto 
a las competencias de provincias y municipios, como a nivel funcional, al con-
centrar los procesos decisorios de buena parte de los agentes económicos 
(empresas del Estado). La reforma pretende reducir esos grados de centraliza-
ción, permitiendo mayores márgenes de autonomía tanto a las empresas esta-
tales como a los entes territoriales. El proceso no es fácil porque afecta a uno de 
los ejes clave de articulación del poder y de definición de los espacios para la 
participación de la ciudadanía. Este aspecto, relacionado con el proceso de des-
centralización, es estudiado por Santiago Díaz de Serralde y Julio César Guanche 
en el capítulo 6.

Finalmente, el último de los capítulos, de José Antonio Alonso y Pavel 
Vidal, está destinado a estudiar los cambios institucionales que deben acompa-
ñar el proceso de reformas, para que estas surtan su pleno efecto. Todo cambio 
en las reglas económicas es un cambio de naturaleza institucional, lo 
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importante es que los decisores tengan en cuenta esa dimensión para favorecer 
las modificaciones que se requieren en la arquitectura institucional. En este 
ámbito es mucho lo que queda por hacer en Cuba, un país poco habituado a que 
las decisiones se sujeten a norma.

Como se ve, la relación de temas analizados no agota los posibles, pero 
ofrece un marco amplio desde el que estudiar las potencialidades, limitaciones 
y efectos del proceso de reformas en Cuba.

4. Desafíos

Transcurridos cinco años de reforma —lo que normalmente se considera un 
mediano plazo— las cifras del crecimiento macroeconómico no parecen responder 
a las expectativas. Apenas un 2,75 por ciento ha crecido el PIB como promedio en 
este periodo, lo cual se queda por debajo de las previsiones oficiales y de los resul-
tados que se necesitan para sumar mayores consensos alrededor del proceso de 
cambio. Por el lado del gasto, el gobierno ha puesto sus esperanzas de reanimación 
económica en los planes inversionistas anunciados para el puerto del Mariel, en 
distintas refinerías, en prospecciones petroleras, en proyectos inmobiliarios aso-
ciados a campos de golf, en el níquel, en la agricultura y la industria y en el sector 
de la construcción. El grado de plausibilidad de estos proyectos es muy variable, no 
excediendo algunos de ellos el rango de la mera conjetura.

Mientras tanto, en 2009 y 2010, la inversión agregada se vio afectada por 
el ajuste de los gastos. En particular, en 2009 la formación bruta de capital cayó 
un 19 por ciento. El plan para 2011 y 2012 contemplaba un aumento de las 
inversiones de alrededor del 25 por ciento cada año, pero finalmente estas cre-
cieron un 7,1 por ciento en el primer año y 15 por ciento en el segundo. Para 
2013 el gobierno planifica un incremento de las inversiones del 34 por ciento, 
pero la ineficiencia aún latente en la empresa estatal y una legislación y política 
desacertada hacia el capital extranjero podrían hacer mella nuevamente en la 
ejecución de los proyectos previstos.

En este entorno, el crecimiento cubano ha seguido dependiendo en exceso 
de las relaciones especiales que mantiene con Venezuela. Después del estanca-
miento que presentara en 2008 y 2009 la exportación de servicios profesiona-
les (integrado principalmente por la comercialización de servicios médicos en 
Venezuela), el gobierno ha logrado reanimar este rubro que sigue siendo el más 
relevante ingreso en divisas para la economía. En 2010 se expandieron un 26,1 
por ciento y en 2011 un 14,9 por ciento, para llegar a la cifra de 9.000 millones 
de dólares anuales, valor que debe haberse superado en 2012. Se ha mantenido 
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el acuerdo con Caracas de indizar el valor de los servicios médicos al precio del 
petróleo, con lo cual el menor ritmo de envío al exterior de profesionales cuba-
nos se logra suplir por la vía de mayores precios en los servicios prestados. El 
intercambio comercial con Venezuela representó en 2011 un 18,3 por ciento del 
PIB a precios constantes, lo cual da idea de la vulnerabilidad de la economía a un 
cambio en las circunstancias de la economía o la política de aquel país latinoame-
ricano. La ajustada victoria de Nicolás Maduro en las elecciones venezolanas, tras 
la muerte de Chaves, le otorga al gobierno cubano un cierto margen para poder 
llevar adelante con orden y estabilidad las transformaciones internas. 

La extrema gradualidad y ausencia de resultados significativos le añaden 
más incertidumbre a una reforma que es impulsada por una generación de 
políticos en su mayoría octogenarios y que no han logrado facilitar una transi-
ción del poder a las generaciones más jóvenes ni han logrado consolidar insti-
tuciones que garanticen la continuidad del proceso de cambios. Es cierto que el 
gobierno ha comenzado a dar algunos pasos para enfrentar las carencias insti-
tucionales y políticas más evidentes. Así, se prevén cambios en la constitución 
para ponerla a tono con las nuevas características del sistema hacia el que se 
mueve el país. Se ha anunciado —lo que es una auténtica novedad— que se limi-
tará a un máximo de dos periodos consecutivos de cinco años el desempeño de 
los principales cargos del Estado y del gobierno y se establecerán edades máxi-
mas para ocupar esas responsabilidades. A tono con esas decisiones, Raúl 
Castro anunció públicamente que este será su último periodo como presidente 
del país. Por otro lado, en 2013 se renovó en un 55 por ciento el Consejo de 
Estado para contar ahora con una edad promedio de 57 años. Y, en fin, se desig-
nó un nuevo vicepresidente primero del Consejo de Estado y del Consejo de 
Ministros, Miguel Díaz-Canel Bermúdez, de 53 años, que se convierte en el 
número dos y sustituto de Raúl Castro en caso de ausencia.

Muchas son las transformaciones económicas, institucionales y políticas que 
se requerirán para transformar Cuba en una sociedad capaz de aprovechar su po
tencial de progreso y, al tiempo, preservar aquellos logros adquiridos durante su 
periodo histórico precedente. La tarea no es sencilla, porque son muchos los cam-
bios a realizar y poco el tiempo de que se dispone para hacerlo. Detrás de esos cam-
bios están las demandas de una sociedad que quiere estar a la altura de su tiempo y 
que sabe que la peor de las opciones es encerrarse en la complaciente reivindica-
ción de su pasado. El proceso requerirá de imaginación y voluntad de cambio para 
buscar respuestas específicas a una realidad económica y social que es notablemen-
te peculiar. No caben, por tanto, ni el recurso a las fórmulas preconcebidas ni el 
trasplante mimético de experiencias. El presente libro pretende modestamente 
contribuir a esa búsqueda de caminos útiles para una Cuba renovada. 
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CAPÍTULO 1 

NUEVAS BASES PARA EL CRECIMIENTO

José Antonio Alonso y Juan Triana Cordoví

1. Introducción

Uno de los propósitos más centrales de buena parte de los responsables y ges-
tores públicos, cualquiera que sea su color político, es conseguir para sus eco-
nomías un ritmo continuado de expansión en el tiempo. Se es consciente de 
que el crecimiento económico, aunque no agote las aspiraciones sociales, es 
condición necesaria para hacer realizables buena parte de ellas. El crecimiento 
es la base del progreso material de una sociedad, permite reducir los niveles de 
pobreza, mejorar los parámetros sociales, asentar las instituciones y consolidar 
regímenes políticos estables y abiertos a la participación social.

En los últimos tres años Cuba se ha visto envuelta en una serie de cambios 
importantes, no solo económicos, que culminan con los Lineamientos Económicos 
y Sociales, aprobados en el VI Congreso del Partido Comunista de Cuba, y rati-
ficados por la Asamblea Nacional del Poder Popular en su primera sesión del 
año 2011. Esos cambios apuntan en lo fundamental hacia el objetivo de recupe-
rar la capacidad productiva del país y, a través de ello, de su potencial de pro-
greso. Paradójicamente los resultados alcanzados en términos de crecimiento 
del Producto Interno Bruto (PIB) (apenas superior al 2 por ciento promedio 
anual para los últimos tres años, 2009-2011), han sido menores que los repor-
tados entre el año 2004 y el año 2008. La meta planeada para el quinquenio 
2011-2015, 4,1 por ciento de promedio anual, solo será posible de lograr si se 
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cumple la meta del año en curso, 3,4 por ciento, y en los años subsiguientes se 
alcanzan tasas de crecimiento del PIB superiores al 5 por ciento. 

El trabajo que a continuación se presenta concentra su esfuerzo en explicar 
la importancia del crecimiento económico para Cuba y pretende contribuir al 
examen de este fenómeno y al debate sobre qué políticas se pueden arbitrar para 
facilitar ese propósito. Acorde con este propósito, el trabajo se articula en las 
siguientes secciones: a esta introducción sigue un epígrafe dedicado al análisis de 
los planteamientos básicos con los que explica el crecimiento desde la doctrina 
económica; el epígrafe tercero está dedicado a discutir las principales aportacio-
nes realizadas a la explicación del crecimiento económico en Cuba; el epígrafe 
cuarto se orienta a extraer algunas conclusiones acerca de los modelos de creci-
miento puestos en vigor durante los últimos años a escala internacional; el quin-
to epígrafe analiza la senda de crecimiento de la economía cubana a lo largo de los 
últimos años, considerando tanto la dimensión del dinamismo como su sosteni-
bilidad; en el epígrafe sexto se discute la política económica requerida para crecer 
y, finalmente, en el epígrafe séptimo se extraen algunas conclusiones.

2. La teoría del crecimiento1

2.1. Planteamientos teóricos

La moderna teoría del crecimiento gravita sobre la definición de las condicio-
nes propias de aquel estado estacionario (steady state) que hace compatible el 
progreso del PIB agregado (o del PIB per cápita) con la preservación de la con-
diciones del equilibrio de la economía a largo plazo. El crecimiento, a su vez, se 
entiende como un proceso lineal de expansión continuada del PIB per cápita, 
expresado a través de un flujo de bienes cuya composición, en la mayor parte de 
los modelos, se considera irrelevante. De ese esfuerzo analítico se deriva tanto 
la determinación de los factores promotores del crecimiento como la explica-
ción de la dinámica de acercamiento al estado estacionario: ambas planteadas 
como propuestas de alcance universal, cualesquiera que sean las condiciones 
de los países implicados. En el marco de este esfuerzo analítico, la teoría del 
crecimiento ha avanzado a través de generaciones sucesivas de modelos, cada 
una de ellas tratando de eludir o superar los problemas o limitaciones de la 
generación anterior. 

Pues bien, para la primera generación de modelos, construida por Harrod 
(1939 y 1948) y Domar (1946), la variable que determina el crecimiento econó-
mico es la inversión: esta aparece determinada por la propensión a ahorrar, que 

A0086 CUBA (5).indd   24 6/6/13   12:44:50



25

incide en la expansión del producto condicionada por la productividad media 
del capital (la inversa de la relación capital-producto). Si se supone que esta 
última variable es relativamente inalterable en el tiempo (aunque cambiante 
entre países), será la capacidad de ahorro y, por tanto, la inversión resultante la 
que determinará la posibilidad de crecimiento de la economía. En la interpre-
tación de Harrod, la inversión tiene la doble función de ampliar la capacidad 
productiva de una economía y de impulsar la demanda requerida para ese cre-
cimiento. Este planteamiento parecía conforme con una amplia relación de 
estudios empíricos, que asociaban la transición de las economías a un régimen 
de rápido crecimiento con el logro de un incremento sostenido en sus tasas de 
ahorro e inversión. No obstante, dado que se partía de una relación estable 
entre capital y producto, el mantenimiento del pleno empleo de los factores 
obligaba a que las tasas de crecimiento del producto y del stock de capital coin-
cidiesen con las propias de la población, salvo que se aceptase la existencia de 
un progreso técnico que amplificase, de modo continuado, la productividad del 
trabajo. Aunque no se explicó la procedencia de este progreso técnico, se supo-
ne que aparece asociado a la creciente acumulación de capital que la dinámica 
de crecimiento promueve. 

Hay dos consecuencias del modelo Harrod-Domar que resultan inquie-
tantes: la primera es que la historia cuenta: cualquier perturbación o accidente 
que sufra la trayectoria de crecimiento de un país tiende a perpetuarse en el 
tiempo, ya que no existe dinámica de convergencia al estado estacionario; la 
segunda es que la condición de equilibrio del modelo resulta improbable e 
inestable. 

La segunda generación de modelos de crecimiento, planteados en la déca-
da de los cincuenta, tratará de dar solución a este último problema. Para ello, la 
nueva propuesta —Solow (1956 y 1957) y Swan (1956)— convierte en variable 
endógena la relación capital-producto, al admitir la sustituibilidad de factores 
en la función agregada de producción. De este modo, el modelo identifica una 
condición de equilibrio (el estado estacionario) estable. Esa condición de equi-
librio queda determinada por parámetros como la propensión a ahorrar, la tasa 
de crecimiento de la población o la tasa de progreso técnico. Adicionalmente, el 
modelo contempla la existencia de una dinámica de convergencia hacia el esta-
do estacionario: el crecimiento es tanto mayor cuanto más alejada esté la eco-
nomía de su senda de equilibrio a largo plazo, atenuándose a medida que se 
acerca a ese objetivo. Este proceso sugiere la progresiva igualación de los nive-
les de renta per cápita de todas aquellas economías que compartan estado esta-
cionario, cualquiera que sea su nivel de desarrollo de partida. Posteriormente, 
autores como Cass (1965) o Koopmans (1965) desarrollaron este modelo 
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suponiendo que los agentes tienen una conducta intertemporal óptima, otor-
gando con ello un desarrollo analítico más completo al enfoque.

Pese a su elegancia formal, el modelo de Solow-Swan arrastra algunas con-
secuencias paradójicas. La primera es que la tasa de ahorro influye en la deter-
minación del nivel de renta de equilibrio, pero no tiene papel alguno en la 
promoción del crecimiento de la economía, una vez alcanzado el estado estacio-
nario. Un resultado, este último, que resulta contrario a lo que parece dictar la 
intuición económica y que contrasta con lo prescrito por el modelo Harrod-
Domar. El segundo resultado paradójico deriva del supuesto de rendimientos 
marginales decrecientes de los factores sobre el que se asienta la función de 
producción agregada. En ausencia de progreso técnico, el crecimiento de una 
economía depende de la capacidad para incrementar su nivel de capitalización. 
No obstante, a medida que se incrementa la ratio capital por persona, las posi-
bilidades de crecimiento del PIB per cápita se atenúan en virtud de los rendi-
mientos marginales decrecientes del capital, hasta llegar a su total extinción en 
el estado estacionario. 

Así pues, en las dos primeras propuestas (Harrod-Domar y Solow-Swan), 
el dinamismo del PIB per cápita del estado estacionario queda determinado, en 
última instancia, por la misma variable: la tasa de progreso técnico. No obstan-
te, esta variable no se integra en ninguno de estos modelos, considerándose un 
factor ajeno a la explicación económica. Este tratamiento que se otorga al pro-
greso tecnológico es, de hecho, el principal inconveniente del modelo Solow-
Swan. Un inconveniente que se vio amplificado cuando las estimaciones empí-
ricas del modelo ponían en evidencia el peso que el progreso técnico 
(incremento de la productividad total de los factores) tenía en la explicación del 
crecimiento económico de Estados Unidos (cuatro quintas partes del total, en 
el periodo 1909-1949) (Solow, 1957).

Para aminorar la dimensión de este resultado paradójico se intentó enri-
quecer la contabilidad del crecimiento, bien sea cualificando los factores de 
producción o bien añadiendo factores adicionales en la explicación del creci-
miento. De todos estos ensayos, el que más incidencia tuvo en el desarrollo 
posterior de la doctrina fue el debido a Makiw, et al. (1992), que amplían la 
función de producción agregada para integrar el capital humano como factor 
productivo adicional. La presencia de este factor permite encontrar, en un aná-
lisis cross-country, con una muestra de 98 países, una explicación del creci-
miento cercana al 80 por ciento de la variación en la renta de los países. No 
obstante, también en este caso el progreso técnico permanece exógeno.

Para superar esta limitación nacieron las distintas familias de modelos de 
crecimiento endógeno desplegados tras la primera mitad de la década de los 
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ochenta. A todos ellos es común la búsqueda de un factor que reúna al tiempo 
dos condiciones: en primer lugar, que siendo un producto del crecimiento sea, 
a la vez, causa del crecimiento; en segundo lugar, que no esté sometido a rendi-
mientos marginales decrecientes. En la mayor parte de los casos, se identifica 
al conocimiento como ese factor que se está buscando. Lo que diferencia, en 
todo caso, a los diversos modelos es el modo en que se corporeiza el conoci-
miento y la forma que adopta la función de producción en el que ese factor se 
integra. A este respecto, y sin agotar la relación, cabría distinguir cinco princi-
pales formas de tratar el conocimiento en el seno de los modelos de crecimien-
to endógeno. Por ejemplo, Rebelo (1991) presupone una función de producción 
lineal compuesta por un único factor, el capital, que agrega capital físico y 
humano; Romer (1986), siguiendo los desarrollos de Arrow (1962), considera 
que el progreso técnico se genera como consecuencia de las externalidades 
asociadas al proceso de acumulación, a través de una dinámica de aprendizaje 
(learning by doing) y de efectos de derrame (knowledge spillover); Lucas (1988), 
siguiendo a Uzawa (1965), divide la economía en dos sectores, uno productor de 
bienes finales y otro de capital humano, haciendo que la complementariedad 
entre capital físico y capital humano libere de los rendimientos marginales 
decrecientes al esfuerzo inversor; Romer (1990) o Grossman y Helpman (1991) 
consideran que el dinamismo económico descansa en la existencia de un sector 
productor de ideas (de innovación, en suma) que opera en condiciones de com-
petencia imperfecta y brinda una gama creciente de input al sector productor de 
bienes finales; y, en fin, Aghion y Howitt (1992 y 1998) o Grossman y Helpman 
(1991) estiman que el sector productor de ideas promueve un proceso de upgra-
ding en la composición técnica de los bienes generados, desplazando los bienes 
previos (destrucción creativa) y mejorando la capacidad productiva del conjun-
to de la economía. No en todos estos modelos está garantizada una dinámica de 
convergencia hacia un estado estacionario; en algunos se presenta un fenóme-
no de escala —de difícil interpretación— en la determinación del crecimiento 
de la renta de equilibrio; y hay algunos en los que la presencia de un planifica-
dor (acción regulatoria del Estado) podría, al menos en teoría, mejorar las 
condiciones de eficiencia agregada.

Aún cuando no siempre el modo de tratar el progreso técnico en estos 
modelos resulta convincente, no cabe duda de que se trata de propuestas que 
intentan captar de un modo más apropiado lo que constituye la experiencia del 
crecimiento económico y, particularmente, el papel crucial del conocimiento y 
el progreso técnico en la dinámica económica. Sigue, no obstante, vigente el 
dilema que en su momento señaló Solow (1994) respecto a los modelos de cre-
cimiento endógeno: si hay rendimientos crecientes de capital sin restricciones, 
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la forma de la función de producción garantiza un output infinito en un periodo 
de tiempo finito y si los rendimientos de escala son crecientes, pero los rendi-
mientos de capital decrecientes, las implicaciones de los modelos no son muy 
distintas del modelo originario que él mismo formuló. Lo que deja una senda 
muy estrecha —expresada en valores muy exigente para los parámetros— a 
aquellas propuestas que aceptan la linealidad en los rendimientos de capital. 

Si uno considera en perspectiva la evolución de la teoría del crecimiento, 
advertirá tres rasgos básicos en su proceso de cambio: i) en primer lugar, se ha 
avanzado hacia una mayor complejidad en la explicación de la dinámica econó-
mica, incorporando nuevos factores y nuevas condiciones económicas (pre-
sencia de competencia imperfecta, por ejemplo); ii) en segundo lugar, en la 
identificación de los factores promotores del crecimiento se ha pasado del 
ámbito de lo tangible (capital físico) a otro en donde tienen mayor presencia 
factores menos tangibles, como las externalidades, el conocimiento, la tecno-
logía o el capital humano (en alguna medida, se ha pasado de atender en exclu-
siva al hardware a considerar, también, el software de una economía); y iii) la 
evolución de este cuerpo de doctrina se presenta como una sucesión de mode-
los que acogen factores diversos de explicación del crecimiento, sin que haya 
una clara sugerencia acerca de su carácter complementario (o alternativo). 
Ahora bien, ¿qué grado de respaldo empírico tiene este esfuerzo teórico?  

2.2. Problemas empíricos

No es el propósito de este epígrafe hacer un recuento de los ejercicios de vali-
dación empírica de la teoría del crecimiento: existe una abundante literatura al 
respecto (véanse, por ejemplo, Durlauf y Quah, 1999, o Temple, 1999, entre 
otros). De lo que se trata, más bien, es de extraer una impresión genérica acer-
ca del grado de acomodación entre las explicaciones teóricas del crecimiento y 
la realidad económica. 

Pues bien, pese a su atractivo formal, el modelo neoclásico más simple 
encuentra problemas serios para superar la prueba. En concreto, si se admite 
que la tecnología constituye un bien público al que acceden los países sin coste, 
como supone de forma voluntariamente simplificada Solow (1956), todos los 
países debieran acceder a similares ritmos de crecimiento de su PIB per cápita, 
una vez alcanzado el estado estacionario, y debiera existir un proceso de con-
vergencia entre aquellos países que comparten aquellos parámetros que defi-
nen ese estado estacionario. 

La abundante literatura empírica niega que exista un proceso de conver-
gencia absoluta entre países (lo que comportaría una obligada reducción de las 
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desigualdades internacionales). Como señala Barro (1991: 407): “La hipótesis 
de que los países pobres tienden a crecer más rápido que los países ricos pare-
ce inconsistente con la evidencia que emerge de los estudios cross-country, que 
indica que las tasas de crecimiento per cápita tienen una limitada correlación 
con el nivel del ingreso per cápita de partida”. Parece confirmarse, sin embar-
go, la existencia de un proceso de convergencia condicional (que comporta la 
aproximación solo entre países que comparten estado estacionario)2. De hecho, 
este último resultado ha sido presentado por Sala-i-Martin (2002: 6) como: 
“Una de las más sólidas y robustas regularidades empíricas encontradas en los 
datos”. No obstante, ese proceso incluso es discutible que se produzca en todos 
los casos. De forma más precisa, la evidencia internacional no es unánime y 
parece sugerir que la eficacia del proceso de convergencia es dispar, de acuerdo 
con el nivel de desarrollo del grupo de países considerado.

En el marco del modelo de Solow, solo cabe interpretar que las acusadas 
diferencias que se observan en los niveles de desarrollo de los países son con-
secuencia bien de la diversa ubicación de los países en relación con su respec-
tivo estado estacionario (distintas fases de su transición), bien de la existencia 
de estados estacionarios diferentes. En el primer caso, la hipótesis claramente 
sobreestima las posibilidades dinámicas de los países más pobres respecto a lo 
observado internacionalmente. Un resultado tanto más paradójico si se tiene 
en cuenta que la mayor libertad en los movimientos de capital debiera acelerar 
los procesos de convergencia, cosa que, sin embargo, no se observa. En el 
segundo caso, es manifiesto que la discrepancia en los valores de los paráme-
tros básicos que condicionan el estado estacionario en el modelo de Solow está 
muy lejos de poder explicar las diferencias que se observan en los niveles de 
renta de los países. Lo que obliga, necesariamente, a considerar que existen 
entre los países diferentes capacidades de producción (o de absorción) del pro-
greso tecnológico, sin que el modelo dé explicación de esta discrepancia.

Mankiw et al. (1992) intentan aminorar la discrepancia observada, consi-
derando las diferencias en los niveles de acumulación de capital humano entre 
países. En este caso, los bajos niveles de desarrollo de los países más pobres 
derivarían de la presencia, simultánea, de bajas tasas de inversión, bajos logros 
educativos y bajos niveles tecnológicos. La capacidad explicativa del modelo 
mejora notablemente al añadir este factor. Aun así, para que los planteamientos 
del modelo sean creíbles, las diferencias salariales entre mano de obra cualifi-
cada (capital humano) y no cualificada y los rendimientos de la educación 
deberían ser mucho más altas de las que habitualmente se observan. Tal como 
Hall y Jones (1999) demuestran, las diferencias en los niveles de capital físico 
y de logros educativos solo pueden explicar parcialmente las diferencias en los 

A0086 CUBA (5).indd   29 6/6/13   12:44:50



30

niveles de output por persona entre países. Por otra parte, utilizando paráme-
tros razonables, Romer (1995) confirma que para que el modelo dé los resulta-
dos apetecidos habría que aceptar, por ejemplo, que la tasa de rendimiento de 
la educación en los países en desarrollo debería ser 100 veces mayor que la de 
Estados Unidos y la ratio entre salarios de mano de obra cualificada y no cuali-
ficada debería ser en el primer caso cerca de 200 veces la de Estados Unidos. 
Ninguno de estos supuestos parece razonable. Así pues, aun cuando existen 
diferencias notables en los logros educativos, no parece que sean de la dimen-
sión requerida para explicar la magnitud de las desigualdades entre los niveles 
de renta de los países a escala internacional. Por lo demás, los resultados del 
modelo son altamente sensibles a los modos de aproximar empíricamente la 
acumulación de capital humano (Klenow y Rodríguez-Clare, 1998, o Dinopoulos 
y Thompson, 1998).

No son mucho más sólidos los resultados de aquellos estudios que han 
tratado de comprobar la validez de la nueva teoría del crecimiento (Sala-i-
Martin, 1997, o Durlauf y Quah, 1999). En primer lugar, los modelos que supo-
nen rendimientos constantes en el capital (tipo AK) resultan poco acordes con 
los resultados de los estudios sobre la convergencia económica, salvo que se 
considere que el proceso de convergencia se produce más por vía de la difusión 
tecnológica que a través de la creciente capitalización de la economía. En 
segundo lugar, aquellos modelos en los que se incorpora un factor de escala en 
la determinación del crecimiento del estado estacionario (como Romer, 1986, 
o Romer, 1990) parecen difíciles de interpretar, salvo que se refieran al con-
junto de la economía mundial (y no tanto a países singulares). En tercer lugar, 
tanto en estos casos como en el de Lucas (1988), que admite linealidad del 
output en el capital humano, parece difícil compatibilizar la expansión que se 
ha producido en la dotación de capital tecnológico y humano a escala interna-
cional con la inmutabilidad de la tasa de crecimiento en el tiempo. De hecho, 
como es bien sabido, la tasa de crecimiento de las economías de la OCDE 
durante las tres últimas décadas (donde ha sido mayor el esfuerzo educativo y 
tecnológico) es menor que la registrada en el cuarto de siglo precedente (en la 
llamada edad de oro del capitalismo, entre 1950 y 1973). 

Una de las implicaciones adicionales de los modelos de crecimiento endó-
geno es que la dinámica económica puede quedar condicionada por las políticas 
aplicadas por el país en cuestión. No obstante, tampoco aquí las evidencias 
resultan concluyentes. Es bien conocido el trabajo que realizaron Levine y 
Renelt (1992) para tratar de comprobar el grado de robustez de las variables 
normalmente asociadas al crecimiento económico cuando estas variables se 
incorporan en diversas especificaciones. Pues bien, de todas las consideradas 
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en su amplio escrutinio, solamente la inversión supera la prueba establecida. 
Esto podría suponer un respaldo al modelo Harrod-Domar, pero como revelan 
King y Levine (1994), la relación parece operar en sentido contrario al previsto 
por la teoría: es el crecimiento el que impulsa la inversión, más que la inversión 
la que promueve el crecimiento. 

Unos años más tarde, Sala-i-Martin (1997) repitió el ejercicio, pero esta-
bleciendo una prueba menos exigente para medir la robustez de las variables. En 
el conjunto de las 21 variables que superan su test se incluye un amplio grupo de 
factores estructurales (como la ubicación regional del país, su filiación religiosa o 
su latitud geográfica), del clima político (como derechos políticos y civiles, respe-
to a la ley o revoluciones) y algunas más directamente relacionadas con la activi-
dad económica (como inversión, número de años que lleva el país abierto al 
comercio o “grado de capitalismo” del país). De todas estas variables, solo dos 
parecen conectar con lo que constituye la teoría de crecimiento, aun cuando su 
conexión está lejos de ser nítida: los años que el país lleva considerándose una 
economía abierta y el “grado de capitalismo” propio de la economía. Como se ve, 
el balance de resultados no es excesivo, como el propio Sala-i-Martin (2002) 
reconoce. No es extraño, por tanto, que Kenny y Williams (2001: 1) concluyan 
que: “Si la evidencia muestra algo, es que muy diferentes combinaciones de polí-
ticas pueden ser apropiadas para diferentes países, en diferentes momentos”.

La acumulación de estos resultados puede ser consecuencia, sin duda, de 
la baja calidad de la información empírica o de las limitaciones de los procedi-
mientos estadísticos y econométricos utilizados. No obstante, parece que ade-
más de estos potenciales problemas existen otros que se relacionan con el 
propio modo de entender (y estudiar) el crecimiento. De especial relevancia es, 
al respecto: i) en primer lugar, el afán por buscar causas únicas explicativas del 
crecimiento, aptas para toda etapa de desarrollo y para todo lugar; ii) en segun-
do lugar, la pretensión de linealidad y causalidad de sentido único en la acción 
de los factores, excluyendo la existencia de umbrales, discontinuidades y rela-
ciones circulares; y iii) en tercer lugar, el propósito de definir una condición de 
equilibrio, única y estable. 

3. El crecimiento económico en la literatura académica 
cubana

Un examen bibliográfico revela que, desde los años sesenta hasta la década del 
2000, el crecimiento fue un aspecto subordinado en los estudios económicos 
en Cuba. No obstante, la evaluación del cumplimiento de los planes trazados 
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para cada quinquenio evidenciaba la necesidad de atender los problemas del 
crecimiento económico. En estos documentos, incluidos los informes a los 
Congresos del Partido Comunista de Cuba, se remitía el análisis muy centralmen-
te hacia aspectos de tipo más bien microeconómico (baja eficiencia, mala asigna-
ción de recursos, ineficiente ejecución del proceso inversionista, etc.), mientras 
que la relación entre crecimiento y funcionamiento macroeconómico o no era 
considerada en absoluto o lo era de forma parcial y limitada. De igual forma, los 
estudios que desde la academia se hacían no trataban de forma explícita y singular 
los problemas del crecimiento económico cubano, sino que de una forma más 
indirecta se centraban en los problemas de eficiencia, productividad, etc. 

No es hasta finales de los años ochenta cuando aparece un estudio sobre el 
crecimiento económico cubano que incorpora funciones de producción agre-
gadas. En González, Martínez et al. (1989) se utilizan por primera vez funciones 
de producción Cobb-Douglas para examinar la eficiencia en los factores pro-
ductivos en la economía cubana en el periodo 1960-1988. Ese trabajo concluye 
la necesidad de elevar el aporte de la ciencia y la tecnología al crecimiento de la 
economía nacional, si se querían elevar los ritmos de progreso. 

No es casual ese resultado. Tras experimentar la mejor etapa de crecimien-
to económico (desde 1975 hasta 1985), el dinamismo de la economía cubana 
daba muestras entonces de agotamiento. Sus resortes para crecer de forma 
extensiva se agotaban y las tasas de crecimiento de los años que van de 1986 a 
1989 se presentaban como inusualmente bajas. De otra parte, el desmantela-
miento del Consejo Económico de Ayuda Mutua, la reversión del socialismo en 
Europa del Este y en la URSS, junto a las críticas que desde el propio liderazgo 
de la Revolución se hacen al estilo de crecimiento bajo el Sistema de Dirección y 
Planificación de la Economía3, promueven nuevos tipos de análisis sobre las 
“forma de crecer” de la economía cubana. El trabajo de González y Martínez 
antes citado, realizado desde el Instituto Nacional de Investigaciones 
Económicas, perteneciente a la Junta Central de Planificación (posteriormente 
Ministerio de Economía y Planificación) es una clara muestra de esa búsqueda 
de nuevas alternativas de explicación. 

Los aportes de ese trabajo, en gran medida seminal, están asociados a que 
(Doimeadios, 2007): 

Demuestran la utilidad del instrumental analítico de la teoría del creci-•	
miento en la explicación del caso cubano.
Identifican las desproporciones macroeconómicas de la reproducción•	 4 
como una de las causas de la debilidad del crecimiento económico en el 
periodo que va de 1971 a 1989.
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Argumentan la necesidad de elevar el aporte del progreso científico-•	
técnico.
Argumentan el agotamiento del tipo de acumulación de los años setenta •	
y ochenta.

En la década de los noventa aparecerán otros trabajos que confirman algu-
nas de las causas de la crisis del modelo de crecimiento de los ochenta. Martínez 
(1990) vuelve sobre las características del periodo 1971-1990 y lo caracteriza 
como de un periodo de crecimiento con inestabilidad y desequilibrios, agudizados 
por las debilidades del sector externo; González (1997) incluye el tema de la 
influencia de las tensiones políticas en el crecimiento y Carranza y Monreal (1997) 
suscriben el agotamiento del modelo extensivo y sugieren reformas en la estilo de 
crecimiento y en la política económica. Madrid y Aris (1998), utilizando funciones 
de producción agregadas y trabajando solo con los factores tradicionales, capital y 
trabajo, constatan el aporte negativo que los factores de producción hicieron al 
crecimiento: 16 por ciento para el periodo 1981-1988. Triana (1999) puso de 
manifiesto las fallas estructurales del crecimiento económico en todo el periodo 
revolucionario y señala la falta de congruencia existente entre estrategia, políticas 
e instrumentos de desarrollo utilizados como una de las razones que explican la 
debilidad del crecimiento económico cubano. 

En la primera década del nuevo siglo aparecerá una colección más amplia 
de trabajos en los que el crecimiento se somete a contraste con instrumentos 
estadísticos y econométricos más complejos. Esto es consecuencia de diversos 
factores: en primer lugar, de la propia madurez de la academia cubana; en 
segundo lugar, la superación de los prejuicios teóricos sobre la utilización de 
herramientas econométricas en el estudio del crecimiento económico y, en 
tercer lugar, la necesidad impuesta por las dificultades para encontrar una 
senda sostenida y sostenible de crecimiento. Como consecuencia, es común en 
esta década la utilización de la contabilidad del crecimiento y de funciones de 
producción agregada en el análisis del comportamiento de la economía nacio-
nal. Vistos en su conjunto, estos trabajos arrojan un examen pormenorizado del 
crecimiento económico que contempla tanto el análisis del comportamiento de 
la productividad total de los factores como el estudio de la relación entre los 
ciclos regulatorios y el crecimiento económico. 

En concreto, Mendoza (2003) obtiene un crecimiento de la productividad 
total de los factores del 4,3 por ciento para el periodo y señala un hecho sig
nificativo para la economía cubana: al incluir el capital humano (años medios 
de escolaridad como proxy del capital humano) en la función verifica que el 
crecimiento de la productividad total toma signo negativo. Doimeadiós (2006) 
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diferencia el cambio técnico por periodos correspondientes a distintos mo
mentos del sistema de dirección de la economía cubana y encuentra que la 
crisis de los años noventa impacta significativamente en la productividad total 
de factores. En un trabajo posterior Doimeadiós (2008), utilizando datos panel, 
identifica las variables que condicionan el crecimiento económico en el perio-
do 1975-2004, incluyendo en su modelo econométrico variables asociadas al 
cambio regulatorio y estructural por primera vez en estudios de este tipo para 
Cuba. Usando cointegración, demuestra la existencia de una relación inversa 
entre el comportamiento de la productividad total de factores y un índice de 
centralización de la decisión económica construido por la autora. Sin embargo, 
a juicio de la propia autora: “La conclusión fundamental del estudio es la con-
firmación de la existencia de una brecha de ineficiencia entre el PIB efectivo, 
con la cantidad de factores disponibles, y el producto potencial que se pudiera 
alcanzar con ellos, lo que indica que hay espacios para influir en el producto a 
partir de ganancias de productividad con acciones de política económica”.

Otro grupo de trabajos se ha concentrado en la relación entre el sector 
exterior y el crecimiento económico, indagando en sus determinantes. En 
forma mayoritaria esos trabajos han utilizado la estimación de funciones de 
demanda de los flujos comerciales o modelos de crecimiento restringido por 
balanza de pagos (tabla 1).

Tabla 1

Algunas estimaciones de las funciones de comercio de la economía cubana

IMPORTACIONES                            Long (M) = c + a log (y) + b log (p) + m

Autor Periodo c a b R2 Ajustado Método

CEPAL 1985-1998 -31,85 4,11 -0,95 0,95 MCO

Quiñones y Mañalich 1977-2000 -15,63 2,50 -0,49 0,93 MCO

Sánchez 1960-2000 6,15 2,42 -0,48 Johansen

Cribeiro y Triana 1960-2004 -10,55 2,09 -0,17 0,98 MCO

Cribeiro y Triana 1960-2004 -7,95 1,70 0,25 Johansen

Quiñones y Rubiera 1970-2006 6,87 1,53 -0,65 Johansen

Vidal y Fundora 1950-2005 - 2,08 -0,41 Johansen

EXPORTACIONES                            Long (X) = c + a1D1 log (Yusa) + a2D2 log (Yurss) + a3D3 log (YOCDE) + b log (p) + m

Autor Periodo c a1 a2 a3 b R2 A Método

Sánchez 1960-2000 - 0,27 2,08 -0,88 -3,59 Johansen

Cribeiro y Triana 1960-2004 - 1,02 1,17 0,81 0,83 0,97 MCO

Quiñones y Rubiera 1970-2004 0,23 0,86 0,63 Johansen

Fuente: 
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CEPAL (2000) y Quiñones y Mañalich (2004) estiman por mínimos cuadra-
dos ordinarios las elasticidades precios e ingresos de las importaciones para el 
periodo 1985-1998. Ambos coinciden en que la respuesta a los precios resulta 
lenta. En ambos casos se argumentó la necesidad de cambios en la estructura pro-
ductiva, pues el crecimiento sostenido presiona el equilibrio externo y las variacio-
nes favorables de los precios no son capaces de introducir correcciones (Quiñones, 
2012). Sánchez (2004) y Cribeiro y Triana (2005) estimaron la función de demanda 
para periodos más recientes, 1960-2000 y 1960-2004. En los dos estudios la elas-
ticidad de las importaciones resultó mucho mayor que la elasticidad de las impor-
taciones y ambos corroboraron que la estructura de la economía favorece el incre-
mento de las importaciones antes que el incremento de las exportaciones (Quiñones, 
2012). Alonso y Sánchez Egozcué (2005), usando un modelo de crecimiento con 
restricción de balanza de pagos, concluyen que: “[…] es necesario mantener el 
énfasis sobre las políticas que se dirijan a reducir el estímulo hacia la penetración 
de importaciones, eliminando progresivamente las distorsiones hoy existentes en 
ese sentido” y que “[…] es necesario reforzar aquellas políticas dirigidas a: i) mejo-
rar la composición de la oferta exportadora cubana, haciéndola bascular hacia pro-
ductos de mayor elasticidad renta; ii) elevar los niveles tecnológicos y de calidad de 
la producción, para mejorar sus capacidades de penetración en los mercados inter-
nacionales; y iii) potenciar las capacidades técnicas y organizativas del sector expor-
tador cubano, tanto a nivel agregado (administración) como empresarial” .

Vidal y Fundora (2006), usando métodos econométricos que flexibilizan 
las elasticidades en el tiempo, confirmaron que i) la elasticidad renta de las 
exportaciones ha estado decreciendo desde 1985; ii) y que la elasticidad ingreso 
de la demanda de importaciones creció en el periodo 2003-2005, lo cual puede 
interpretarse como un retroceso en la sustitución de importaciones.

Otros trabajos se han centrado en el análisis del cambio estructural (Torres, 
2007), estudiando la dinámica de la productividad del trabajo. Este tipo de trabajos 
demuestra que en los años noventa: i) ha existido una emigración de trabajadores 
hacia sectores de baja productividad; ii) que ese movimiento refleja la incapacidad 
de los sectores más dinámicos (turismo, níquel, biotecnología) para arrastrar al 
resto de la economía; y iii) que los cambios en la estructura productiva no han 
permitido aprovechar eficientemente la fuerza de trabajo. En un trabajo más 
reciente del mismo autor (Torres, 2011) confirma el efecto negativo que sobre el 
crecimiento ha tenido el cambio en la estructura productiva cubana registrado en 
las últimas dos décadas. En ese trabajo se determinan las penalizaciones al creci-
miento que son debidas a una inadecuada asignación intersectorial del trabajo, al 
tiempo que se comprueba la desconexión entre la estructura de las exportaciones 
cubanas y las corrientes más dinámicas del comercio internacional. 
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Más recientemente Cribeiro (2011) aborda el problema de la contribución 
de la fuerza de trabajo calificada al crecimiento económico. Utilizando funcio-
nes de producción agregadas y datos panel, la autora comprueba que la contri-
bución de la fuerza de trabajo calificada en Cuba ha sido positiva y significativa 
en todo el periodo que va desde 1960 hasta 2010, pero se evidencia una tenden-
cia decreciente de ese efecto en las últimas décadas. 

Los trabajos sobre el aporte del capital humano al crecimiento económico 
no resultan demasiado abundantes en la literatura cubana. El precedente más 
importante se encuentra en Brundenius (2000), quien señala la contradicción 
entre el grado de escolaridad y los niveles de PIB per cápita de Cuba, mientras 
que Fernández De Bulnes (2005) realiza un estudio comparativo sobre la califi-
cación de la fuerza de trabajo entre Cuba y América Latina. Sin embargo las 
aproximaciones decisivas aparecieron en los trabajos ya referenciado de 
Álvarez y Mendoza (2002) y de Mendoza (2004). Odriozola y Herrera (2011), 
utilizando el modelo de Kyriacou (1991), en las diferentes formas de cuantifi-
cación utilizada, determinaron que la elasticidad renta del capital humano es 
negativa, sin que se perciba su efecto sobre el ritmo de crecimiento de la eco-
nomía; tampoco pudieron comprobar efecto significativo alguno del stock 
medio de educación.

Sobre el mismo tema Pons (2011), estimando una función translog, con 
técnicas de panel (un micro-panel constituido por 2.583 empresas para los años 
2008-2009), encuentra un coeficiente de 0,65 para la elasticidad del factor fuer-
za de trabajo calificada: un coeficiente que es mayor que los resultados de otras 
estimaciones realizadas con otras técnicas, si bien Cribeiro (2011) cuestiona la 
pertinencia de semejante comparación. Por su parte, Doimeadiós y Sánchez 
(2011), utilizando la metodología de fronteras de producción (con una función 
Cobb-Douglas), realizan un estudio sobre la eficiencia de 380 empresas (todas de 
Ciudad de la Habana) y obtienen un coeficiente de elasticidad del trabajo (utilizan 
el promedio de trabajadores) muy cercano al obtenido por Pons. 

En un trabajo también reciente, Hidalgo-Gato (2011) propone un modelo 
de crecimiento de largo plazo adecuado a una economía socialista en condicio-
nes de bajo nivel de desarrollo. Los criterios teórico-conceptuales básicos en 
que se fundamenta su propuesta son los siguientes: a) los efectos totales de la 
inversión vienen determinados por las interdependencias y la amplitud del 
mercado, por lo tanto la baja eficacia de la inversión en una economía atrasada 
puede tener diversas causas, pero entre ellas se encuentra, obligadamente, una 
de orden estructural que se precisa remover preliminarmente; b) la mayor 
competitividad de los precios externos promueve en los países menos desarro-
llados la necesidad de importar más y, en consecuencia, de incrementar las 
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exportaciones, lo que cuestiona la idea de que exportar más es siempre signo de 
buen desempeño; c) un programa realista de desarrollo debe resolver el pro-
blema del crecimiento de la productividad del trabajo. De acuerdo con su 
modelo, establece un análisis de la evolución de algunos componentes de la 
productividad total de los factores desde principios de la década de los noventa 
hasta la primera mitad del actual decenio y argumenta la existencia de impor-
tantes rezagos en el proceso de reconformación estructural, que elevan el nivel 
de vulnerabilidad de la economía cubana ante eventuales shocks externos. El 
análisis se basa principalmente en un modelo de doble brecha, contrastado con 
los resultados de un modelo econométrico que se aplica también al efecto. 

En suma, en la primera década del siglo XXI y en lo que va de la presente, 
los estudios sobre el crecimiento económico en Cuba han ganado en profundi-
dad y diversidad. De hecho, se pueden encontrar trabajos orientados a tratar 
buena parte de los factores que influyen en el comportamiento de la producti-
vidad: capital humano, investigación y desarrollo, marco regulatorio, sector 
externo, cambio estructural, incentivos o capital físico. Todos ellos han contri-
buido al juicio compartido de que la economía cubana ha experimentado un cam-
bio en el patrón de crecimiento, desde uno basado en acumulación de factores en 
el periodo que va de 1970 hasta 1989, hacia otro basado en ganancias de la pro-
ductividad total de los factores, en el periodo posterior al año 1993. Esos estudios 
también confirman lo concluido en estudios anteriores acerca del agotamiento 
del modelo de crecimiento extensivo en el periodo 1986 a 1990, y de alguna 
manera contribuyen a confirmar la tesis de que si bien el factor externo (la des-
aparición de la URSS) desempeñó un importante papel, fueron los factores inter-
nos asociados a fallas estructurales y de diseño de políticas los que condujeron a 
aquella crisis. Los trabajos referidos al sector externo constatan la alta sensibili-
dad del crecimiento a la evolución de las exportaciones y la alta dependencia 
importadora de la economía cubana. Por último, en los estudios se constata el 
papel que ha tenido la fuerza de trabajo y su cualificación en el crecimiento, y 
confirman que, a pesar de las reservas de eficiencia que aún puedan existir, es 
impostergable un nuevo patrón de crecimiento que incorpore más plenamente 
las ventajas que Cuba aún posee en cuanto a calificación de la fuerza de trabajo. 

4. La experiencia internacional

Tras haber revisado brevemente la explicación que la teoría económica ha dado 
a la dinámica económica, conviene ahora reparar en lo que ha sido la experien-
cia internacional en las últimas décadas. Semejante ejercicio permitirá 
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identificar aquellos componentes que, de forma más confiable, debieran inte-
grar una estrategia de desarrollo que se considere con posibilidades de éxito. 

4.1. Algunas enseñanzas

Tras la fiebre neoliberal que dominó la década de los ochenta, existe hoy una 
más extendida conciencia de que no cabe plantear recetas simples y universales 
para alcanzar el éxito en el proceso de desarrollo (Rodrik, 2001). Ninguno de 
los paradigmas que han dominado el pensamiento económico en los últimos 50 
años está en condiciones de erigirse como propuesta óptima. Es más, el estudio 
de los casos de éxito económico de los últimos años demuestra que los procesos 
han sido altamente específicos a las condiciones nacionales y han estado basa-
dos en una suerte de pragmatismo (más que dogmatismo) que ha sido capaz de 
combinar en dosis variadas instrumentos supuestamente opuestos como el 
Estado y el mercado, apertura internacional y proteccionismo selectivo, equili-
brio fiscal y macroeconomía proactiva. En todo caso, los así llamados fallos de 
mercado son ubicuos, de tal forma que la acción pública se convierte en esencial 
para promover el desarrollo; al tiempo que ha de reconocerse que el Estado 
tampoco está libre de fallos, lo que requiere una política activa de promoción de 
la calidad institucional y de diseño del marco de incentivos adecuado para pro-
mover el cambio económico.

De forma más precisa, sabemos ahora, mejor que en el pasado, que el rece-
tario que emana de la doctrina neoliberal no ha funcionado como prometía. De 
hecho, el modelo básico neoliberal descansa en una muy frágil fundamentación 
teórica y no ha dado lugar a la prometida aceleración del crecimiento que apa-
recía asociado a su terapia reformadora. El supuesto de que el crecimiento es 
simplemente el resultado espontáneo de un uniforme paquete de políticas, 
compuesto por desregulación, apertura financiera y comercial, algunas dosis de 
privatización y una macroeconomía estable simplemente resulta falso. En ver-
dad, la aplicación de este modelo ha aparecido asociado, en la práctica, a bajas 
tasas de crecimiento y, a menudo, a regresiones en los patrones de distribución 
de la renta.

Ahora bien, que el crecimiento no sea el resultado del funcionamiento 
espontáneo del mercado no anima ni a los más críticos a pensar que estrategias 
basadas en el cierre de los mercados con altos y generalizados niveles de pro-
tección e intervención económica puedan funcionar. En un mundo abierto, las 
economías están obligadas a aprovechar las potencialidades dinámicas que 
encierran los mercados internacionales. Es cierto que la propia competencia 
internacional puede limitar el desarrollo de las capacidades productivas 
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nacionales requeridas para competir con éxito en los mercados exteriores. De 
ahí que en los casos de éxito se haya tratado de compatibilizar la progresiva 
proyección internacional con la aplicación selectiva y temporal de medidas de 
estímulo a la producción nacional. 

De forma adicional, la presente crisis evidencia que no son sostenibles 
aquellas estrategias que optan por la creciente financiarización de la economía, 
haciendo descansar el crecimiento en una artificial y temporal elevación de los 
precios de los activos, a través de la acumulación de deuda, y el acrecentado 
apalancamiento de los agentes financieros, pero con limitados efectos sobre las 
capacidades productivas del país. Semejante proceso resulta insostenible en el 
tiempo, de modo que cuando cae el valor de los activos, las economías afectadas 
—como demuestra el caso europeo— se sumen en una profunda crisis, agravada 
por el peso del endeudamiento previamente acumulado. 

Pese a su éxito temporal, tampoco parecen sostenibles modelos que se 
basan en la acumulación intensiva de excedentes comerciales, a través del arti-
ficial mantenimiento de bajos salarios, la represión del consumo y la manipu-
lación de los tipos de cambio (tal como sucede en China). Los desequilibrios a 
que da lugar esta estrategia, tanto entre los niveles de consumo y de renta de la 
población como entre la preservación de los excedentes y la apreciación de sus 
monedas, hacen esta estrategia poco sostenible a largo plazo. Por lo demás, para 
su sostenimiento se requiere de la existencia de países que estén dispuestos a 
endeudarse de manera recurrente, lo que es causa de desequilibrios a escala 
internacional, que pueden acentuar la inestabilidad global.

La explotación internacional de recursos naturales —ya sean agrícolas o 
minerales— constituye una vía que los países en desarrollo con abundante dota-
ciones necesariamente deben saber rentabilizar. No obstante, un proceso de 
desarrollo capaz de ser sostenido en el tiempo requiere de un ascendente pro-
ceso en la complejidad y diversificación productiva y tecnológica del país. Ello 
obliga al desarrollo de capacidades productivas en aquellos sectores de las 
manufacturas y los servicios desde donde, dominantemente, se difunde la 
innovación y el cambio técnico. Por ello, cuando el recurso a la explotación 
internacional de los recursos naturales se contempla como alternativa a la 
diversificación productiva, la estrategia está condenada al fracaso, por más que 
rinda réditos a corto plazo. 

Por último, tampoco parece aceptable una estrategia de crecimiento que 
desconsidere los efectos sociales y los impactos ambientales a que dé lugar. En 
el primer caso, cuando el crecimiento económico se acompaña de una persis-
tente y acrecentada desigualdad, ese factor termina por incidir negativamente 
sobre la calidad de las instituciones, deteriorando las condiciones de 
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gobernanza del país, lo que afecta a la sostenibilidad del crecimiento. Por su 
parte, la desconsideración de los impactos ambientales no hace sino acrecentar 
los costes diferidos en materia ambiental, incrementando los riesgos naturales 
y alentando procesos de degradación ambiental que pueden ser irreversibles. 

4.2. Estrategias alternativas

Conocemos mejor que antaño aquellos modelos que no funcionan, pero ¿cómo 
identificar aquellas estrategias que resultan deseables? Cuatro criterios gene-
rales debieran tenerse en cuenta:

En primer lugar, el desarrollo es esencialmente un proyecto endógeno •	
de transformación económica y social. Los elementos externos pueden 
condicionar esa senda de cambio —facilitándola o dificultándola—, pero 
el proceso es esencialmente propio de cada sociedad. De esta primera 
afirmación se desprenden otras dos complementarias. En primer lugar, 
que las estrategias de desarrollo deben ser definidas de acuerdo con las 
condiciones específicas de cada país; no existe nada parecido a una 
pragmática universal del éxito al que todos los países se deban acoger 
(Rodrik, 2001). En segundo lugar, y muy relacionado con lo anterior, 
para disponer de una estrategia de desarrollo con capacidad de éxito el 
diseño técnico, aunque necesario, no es una condición suficiente: hasta 
cierto punto, una estrategia de desarrollo es un proyecto socialmente 
compartido de transformación y progreso. El respaldo social a la alter-
nativa económica es obligado para que esta funcione.
En segundo lugar, la definición de una estrategia que se pretenda exito-•	
sa parece poco apta para los maximalismos. El análisis de los casos de 
éxito revela que en ellos se han buscado pragmáticas combinaciones 
entre mercado y Estado, apertura y protección, estabilidad y política 
pública proactiva, cambio y gradualidad. De forma más expresa, en 
todos los casos el mercado ha tenido un amplio espacio para operar, 
pero el Estado se ha reservado un papel importante en la orientación del 
proceso de cambio, en la activa corrección de los fallos del mercado y en 
la mejora de la eficiencia dinámica agregada.
En tercer lugar, si se quiere que la estrategia dé respuesta a los múltiples •	
problemas que enfrenta una economía, debe preservarse una cierta 
coherencia agregada, de modo que los instrumentos y políticas adopta-
das para afrontar una de las debilidades no sean causa de agravamiento 
de otra. 
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Por último, parece que una adecuada estrategia debe ser capaz de com-•	
patibilizar los logros a corto plazo con la sostenibilidad del desarrollo a 
largo plazo. Ello comporta medidas orientadas a atenuar los niveles de 
riesgos, ya estén asociados al equilibrio macroeconómico (a través 
de políticas anticíclicas), a la senda de crecimiento (buscando bases 
sostenibles), al ámbito social (atenuando los conflictos distributivos) o 
en el ámbito natural (mitigando los costes ambientales). 

	
Acorde con esta visión, algunos elementos centrales de una posible estrategia 
de crecimiento podrían ser los siguientes (Cornia y Vos, 2013): 

1. La movilización del ahorro doméstico: si se quiere que el crecimiento este 
asentado sobre bases nacionales y sea poco vulnerable a las variantes condicio-
nes de los mercados internacionales, el ahorro doméstico es básico como fuen-
te de financiación de la inversión. Ello evitará que el país caiga en un peligroso 
círculo de dependencia del endeudamiento externo. A su vez, para movilizar el 
ahorro es importante preservar la estabilidad macroeconómica, promover la 
consolidación de un sólido, eficiente y accesible sistema financiero, desarrollar 
los mercados domésticos de capital y preservar unas finanzas públicas sanas.

2. La inversión en capital humano: entre los factores promotores del creci-
miento, el capital humano es el menos afectado por rendimientos marginales 
decrecientes. Es, además, una palanca para la promoción de la productividad 
y el cambio técnico, que son la base de la competitividad y del crecimiento. 
Más allá de sus estrictos efectos económicos, la promoción del capital huma-
no es una vía obligada para alcanzar otros objetivos deseables en el ámbito 
político y ambiental (al promover comportamientos más responsables e 
informados). 

3. Una política industrial para una economía abierta: el proceso de desarrollo 
comporta una senda de cambio estructural y de creciente diversificación pro-
ductiva. Como la experiencia revela, alentar esos cambios requiere de una com-
binación entre la acción del mercado y la aplicación de una política 
macroeconómica e industrial activa. Componentes de esa política son desde un 
estable y competitivo tipo de cambio hasta ciertas medidas de respaldo crediti-
cio y fiscal a la inversión, desde la mejora de las infraestructuras a medidas de 
apoyo a la Investigación y el Desarrollo (I+D) y desde la atracción de Inversión 
Extranjera directa (IED), alentando sus enlaces productivos, hasta el respaldo a 
las alianzas público-privadas. 
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4. Evitar un sesgo antiagrícola y preservar los niveles de seguridad alimentaria: 
una estrategia que persiga promover la equidad debiera enfocarse hacia aquellos 
sectores, tales como la agricultura, que forman parte de las oportunidades de 
trabajo y de los principales componentes de consumo de los sectores de pobla-
ción de menores recursos. Por esta razón debiera respaldarse activamente la 
promoción de la productividad agraria.

5. Apertura comercial gobernada: las experiencias exitosas se alejan tanto del 
desarme comercial unilateral como del recurso a la generalizada protección de 
las capacidades productivas nacionales. En un mundo crecientemente integra-
do, los mercados internacionales ofrecen a las economías una vía para rentabi-
lizar el esfuerzo productivo, dinamizar el cambio técnico y potenciar el 
crecimiento. No obstante, disponer de las capacidades productivas necesarias 
para el éxito exportador no es una consecuencia espontánea del desarme aran-
celario. Para producir esas capacidades se requiere una activa política indus-
trial, de promoción de las capacidades nacionales. 

6. Preservar niveles de autonomía financiera: no está claro el beneficio en tér-
minos de eficiencia que se deriva de la apertura financiera, especialmente la 
referida a los movimientos de capital de corto plazo. Si bien puede facilitar el 
acceso a la financiación internacional, el proceso tiene también costes en térmi-
nos de contagio, importada inestabilidad y difícil gestión macroeconómica. Por 
esta razón es razonable que los países se doten de mecanismos de regulación de 
sus cuentas de capital. Los países que procedieron de este modo (como Chile, 
Colombia, India, Malasia o Taiwán) ganaron espacio para el diseño de una políti-
ca contracíclica, mitigando los riesgos de inestabilidad macroeconómica. 

7. Macroeconomía estable y no deflacionaria: frente a la idea de que la política 
macroeconómica está dominada por restricciones técnicas y resulta neutral, 
conviene afirmar el diferente efecto que distintas alternativas de política 
macroeconómica suponen para el crecimiento y la equidad de los países. Desde 
esta perspectiva, el objetivo central de esta política debiera ser ganar espacio 
para el ejercicio de una política anticíclica, que aminore los riesgos de inesta-
bilidad y los costes de las políticas innecesariamente recesivas. 

8. Políticas ambientales y energéticas que afronten el desafío del cambio climá-
tico: contener la emisión de gases de efecto invernadero y otros impactos 
ambientales perversos constituye el mayor desafío al que se enfrenta una estra-
tegia de desarrollo que, además de combatir la pobreza, se proponga ser 

A0086 CUBA (5).indd   42 6/6/13   12:44:51



43

ambientalmente sostenible. Esa nueva estrategia tiene que promover cambios 
en la matriz tecno-energética en la que se fundamenta el crecimiento, a la bús-
queda de fuentes de energía con menor impacto ambiental y procesos produc-
tivos menos intensivos en el consumo de energías fósiles.  

9. Medidas redistributivas: Al tiempo que se alienta un crecimiento más estable 
y sostenible, debieran impulsarse políticas redistributivas, para corregir la 
desigualdad. Para ello disponer de suficiente capacidad fiscal es la vía más 
segura para que el Estado pueda proveer bienes públicos a la sociedad y aproxi-
mar la distribución de la renta a lo que sería socialmente deseable. 

	
Así, pues, es a través del crecimiento y el cambio productivo sostenible, la aper-
tura internacional gobernada, unas políticas macroeconómicas que garanticen 
la estabilidad de modo no deflacionario y medidas redistributivas eficaces que 
cabe construir una estrategia de desarrollo que promueva la equidad y la soste-
nibilidad. La combinación de medidas a adoptar y el grado con el que ellas se 
apliquen son, en todo caso, claramente dependientes de las características de 
los países. 

5. La senda de crecimiento en Cuba

En los últimos 20 años la historia del crecimiento económico en Cuba atraviesa 
al menos dos momentos bien diferenciados: el primero corresponde a los años de 
la crisis de los noventa cuando el decrecimiento acumulado del producto alcanzó 
al 34 por ciento del PIB, la peor contracción experimentada por el país en los 
últimos 50 años de su historia económica, no solo por su magnitud, sino también 
por las condiciones en las cuales se produjo; el segundo corresponde a los 18 últi-
mos años, donde la economía ha experimentado una senda de expansión conti-
nuada, con picos y valles que denotan la volatilidad del crecimiento y la debilidad 
de sus bases estructurales, pero que, a la misma vez, ponen de manifiesto las poten-
cialidades no suficientemente aprovechadas de la economía nacional.

5.1. La magnitud del crecimiento y las necesidades del país

Que una economía mantenga tasas positivas de crecimiento durante 17 años 
consecutivos es algo poco frecuente; que lo haga en un entorno que en buena 
medida no propicia facilidades para crecer hace todavía más encomiable el 
resultado. El bloqueo norteamericano es, y ha sido, el mayor de los obstáculos 
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de ese entorno y ha obligado, en muchas ocasiones, a adoptar decisiones 
subóptimas que no permiten aprovechar plenamente las potencialidades de la 
economía nacional. No obstante, el crecimiento de la economía cubana en estos 
últimos 20 años ha sido en general débil, aun cuando haya habido un par de 
años de resultados extraordinarios. De hecho, las tasas promedio están por 
detrás de las correspondientes a América Latina o a las correspondientes a los 
casos de éxito en el mundo en estos últimos 30 años (Banco Mundial, 2008).

Si se extendiera el periodo de análisis a los últimos 20 años entonces se 
observaría que la tasa de crecimiento promedio del PIB cubano en las últimas 
dos décadas ha estado alrededor del 1,8 por ciento anual, entre las peores de 
América Latina. Si se toman en cuenta solo los años posteriores a 1993, el pro-
medio se eleva al 3,2 por ciento, inferior al promedio de la región en el mismo 
lapso. Por último, desde 1994 la economía logró recuperar tasas de crecimien-
to positivas aunque con una gran volatilidad (Torres, 2011).

Si se atiende a las tasas de crecimiento de los tres últimos años, siempre 
menores del 3 por ciento, se comprende que la meta del 4,1 por ciento como 
promedio anual para el quinquenio en curso (2011-2015) resulta ambiciosa y 
podría generar tensiones en el comportamiento macroeconómico, pues signi-
fica crecer en los próximos tres años a un promedio anual mayor del 5,1 por 
ciento, esto es, casi tres puntos porcentuales por encima de la tasa promedio del 
periodo 2009-2012.

Gráfico 1 

Tasa de crecimiento anual y tasas promedio
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En economías como la cubana, que combinan fuertes restricciones de 
oferta, esas tensiones suelen expresarse en forma de un acrecentado 
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desequilibrio externo (o se incrementa el déficit comercial o disminuye el 
superávit, con afectaciones en la cuenta corriente) o del desabastecimiento de 
los mercados internos (especialmente de los de insumos, pero con extensiones 
hacia los mercados de bienes finales) o en forma de tensiones inflacionistas. 
Evitar estas situaciones requerirá de apoyos desde la fiscalidad o desde el aho-
rro externo, preferiblemente en este último caso, en forma de inversión 
extranjera directa.

Otro ángulo del mismo problema alude a la evolución del PIB per cápita. 
Ciertamente, no basta solo con crecer de forma absoluta, es importante tam-
bién examinar cuánto crece la disponibilidad del producto entre los habitantes 
de un país. Pues bien, el crecimiento del PIB en Cuba durante las décadas de 
1960 a 1990 fue suficiente para generar un crecimiento del PIB per cápita, que 
tuvo efectos positivos en la disminución de la pobreza heredada, acompañado, 
además, del logro de niveles de equidad nunca antes conocidos en el país. Pero 
en el caso de Cuba el crecimiento de la renta per cápita no se tradujo en una 
ampliación de las capacidades para preservar el dinamismo económico, sino 
que reprodujo un patrón de crecimiento extensivo de muy baja productividad y 
eficiencia. Lo que sugiere que la mejora de la renta per cápita en sí misma no es 
garantía per se de una dinámica virtuosa de crecimiento (Hidalgo-Gato, 2011).

La tasa de crecimiento del PIB per cápita cubano en los últimos diez años 
alcanza el 5 por ciento de promedio anual: se trata de una tasa muy aceptable, 
aunque está muy influida (distorsionada) por las tasas alcanzadas en los años 
2004 y 2005, con crecimientos del 11 por ciento y el 12 por ciento, respectiva-
mente. No obstante, desde la perspectiva cualitativa, debe considerarse que la 
magnitud del PIB per cápita en Cuba no refleja de manera directa la capacidad 
de consumo y ahorro de las familias, debido a las distorsiones monetarias que 
aparecen asociadas a la contabilidad del producto. 

Desde otra perspectiva, otros trabajos han demostrado el bajo peso que 
tienen los salarios cubanos en el total del PIB (32 por ciento del PIB real), muy 
por debajo del promedio mundial (61 por ciento del PIB real) (Hidalgo-Gato, 
2011: 97). Ello tiene como lógico resultado una baja propensión al consumo y al 
ahorro individual. Este último factor —el ahorro— aparece desestimulado por 
un sistema de incentivos perversos, como los existentes en el país desde hace 
más de 40 años y que para muchos responde a las “características” propias del 
socialismo cubano5.

En cuanto al comportamiento dinámico de la última década, es posible 
apreciar dos momentos bien diferentes: i) el correspondiente al periodo 2003-
2005, con una tendencia franca al crecimiento determinada en lo fundamental 
por el impacto de la exportación de servicios médicos al mercado venezolano; y 
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ii) los años 2006 a 2011, donde la tasa de crecimiento promedio cayó hasta 
situarse en el 1 por ciento en 2012. 

Gráfico 2 

Comportamiento del PIB per cápita
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Fuente: AEC,ONE.

En resumen, crecer a tasas altas de forma sostenible parece ser la manera 
de poder no solo saldar los déficit —económicos y sociales— acumulados en el 
tiempo, sino también de insertarse con ganancias en la dinámica de la econo-
mía mundial. Sin embargo, los niveles planificados de crecimiento del PIB y del 
PIB per cápita en los próximos cuatro años quedan aún lejos de los niveles 
deseados.

5.2. La calidad del crecimiento

La calidad del crecimiento importa tanto o más que la cantidad. De una u otra 
manera es la calidad del crecimiento lo que determina su sostenibilidad. La 
calidad tiene que ver tanto con la composición sectorial del crecimiento como 
con el carácter intensivo o extensivo del mismo; tiene que ver también con la 
manera en que ese crecimiento repercute en el mejoramiento de los estándares 
de vida de la población del país y con las bases para expandir las oportunidades 
para mejorar esos estándares; por último, se relaciona también con la manera 
en que ese crecimiento global se distribuye en los diferentes territorios de un 
país, incorporándolos a la dinámica global.

¿Cuáles son los sectores que crecen? ¿Cómo crecen esos sectores? ¿Qué 
ramas, dentro de esos sectores, lideran el crecimiento?6 Estas son preguntas 
relevantes y las respuestas resultan determinantes si se quiere alcanzar 
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un crecimiento alto y sostenido en el tiempo. Sin embargo, esas respuestas 
dependen de las condiciones concretas de cada país. No hay demasiado espacio 
para respuestas generales. Por ejemplo, la experiencia podría sugerir como 
preferibles aquellos sectores que incorporan alto valor agregado o que promue-
ven el crecimiento sostenido de la productividad del trabajo. Sin embargo, en 
algunos casos concretos, pudiera ser deseable que la dinámica de crecimiento 
provenga de sectores con un menor desarrollo tecnológico, pero con una mayor 
capacidad para generar vínculos (hacia delante y hacia atrás) con el resto de la 
economía, generando empleo en sectores industriales de no tan alto estándar 
tecnológico, pero que permiten un mayor aprovechamiento de las potenciali-
dades del país y de sus territorios. 

La estructura del PIB cubano, en prácticamente todo el periodo revolucio-
nario pero especialmente desde mediados de los años sesenta, ha favorecido 
históricamente al sector de los servicios (tabla 2). Ello es el producto de una 
política deliberada de asignación de recursos hacia esas actividades. Como con-
traste, ello hizo que la mejora social derivada de esa asignación no trajese como 
resultado la elevación de la productividad en los sectores productivos7.

El sector agrícola con solo el 3,5 por ciento de aporte al PIB empleó el 18,4 
por ciento del total de ocupados en la economía, mientras que Administración 
Pública, que incluye servicios comunales sociales y personales8 (en lo funda-
mental donde se concentra el empleo burocrático, de muy baja productividad) 
alcanzó, en 2010, el 43,3 por ciento del total del empleo. En síntesis, dos secto-
res de muy baja productividad del trabajo concentran hoy el 61,7 por ciento del 
empleo total.

Por ello, para el caso cubano, resultan deseables políticas que promuevan 
un desplazamiento del empleo hacia aquellos sectores de mayores niveles de 
productividad del trabajo (la industria en general y los servicios transables) o 
que reduzcan la asignación de recursos (incluyendo el gasto en salarios) en los 
sectores de menor productividad, tal cual ha sido el propósito de la política 
económica aplicada desde el año 2010. Sin embargo, las fuertes limitaciones 
financieras que enfrenta Cuba, junto a la baja capacidad de creación de ahorro 
interno y la persistencia de una concepción y manejo en exceso discrecional de 
la inversión extranjera directa, impidieron la creación de puestos de trabajo en 
sectores de más alta productividad o con encadenamientos hacia la economía 
nacional. 

Frente al problema señalado, las dos alternativas a las que parece acudirse 
en el presente, la generación de empleo en el sector agrícola y la expansión del 
trabajo por cuenta propia, no resultan suficientes. La primera, porque incre-
menta el empleo en un sector (el agrícola) de baja productividad cuando la 
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tendencia debería ser incrementar la producción y la productividad vía cambio 
tecnológico. En cuanto a la segunda de las alternativas, el trabajo por cuenta 
propia, porque concentra su empleo en actividades de baja complejidad tecno-
lógica, además de que el sector tiene limitaciones para su crecimiento debido a 
las restricciones de recursos (materiales y financieros, a pesar de la apertura de 
créditos a privados). 

Tabla 2 

Composición Estructural del PIB 

  2005 2006 2007 2008 2009 2010

Producto interno bruto 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

Agricultura, ganadería y silvicultura 4,2 3,2 3,7 3,6 3,7 3,5

Pesca 0,2 0,2 0,2 0,2 0,2 0,1

Explotación de minas y canteras 0,7 0,6 0,6 0,6 0,6 0,7

Industria azucarera 0,5 0,4 0,3 0,4 0,4 0,7

Industrias manufactureras (excepto industria azucarera) 13,4 13,1 14,2 14,3 14,6 15,0

Construcción 5,6 6,3 5,5 5,4 5,4 5,0

Suministro electricidad, gas y agua 1,3 1,9 1,9 1,7 1,6 1,6

Transportes, almacenamiento y comunicaciones 8,8 7,8 7,8 8,1 8,3 8,3

Comercio; reparación de efectos personales 18,5 23,2 21,5 19,4 18,7 18,7

Hoteles y restaurantes 5,1 4,2 4,0 4,3 4,5 4,8

Intermediación financiera 2,1 1,8 1,9 1,9 1,6 1,6

Servicios empres., actv. inmobiliarias y de alquiler 3,0 2,7 2,7 2,7 2,6 2,8

Administración pública, defensa; seguridad social 3,3 3,6 3,0 3,1 3,4 3,2

Ciencia e innovación tecnológica 0,5 0,5 0,3 0,4 0,4 0,4

Educación 10,0 8,9 8,5 9,3 9,6 9,3

Salud pública y asistencia social 15,1 14,5 15,7 16,3 15,9 15,6

Cultura y deporte 3,2 3,5 3,9 3,9 4,3 4,7

Actv de serv. comunales, de asoc. y personales 3,4 2,6 3,0 2,9 3,0 3,0

Derechos de importación 1,2 1,1 1,1 1,5 1,0 1,0

Fuente: ONE, AEC, 2010.

La ausencia de este desplazamiento entre sectores resulta en una pérdida 
continuada de capacidad para crecer, porque los sectores que captan una mayor 
proporción de recursos (humanos y financieros) tienen una menor productivi-
dad por trabajador. La pérdida es aún mayor si se tiene en cuenta que la incor-
poración de fuerza de trabajo de alta y media calificación a estos sectores de baja 
productividad constituye una penalización al crecimiento inmediato y compro-
mete el crecimiento futuro (Torres, 2011)9.
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Gráfico 3

Evolución de las tasas de crecimiento sectoriales
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Fuente: AEC, ONE.

El análisis de la composición del crecimiento a lo largo de los últimos diez 
años permite apreciar varias características relevantes que condicionan la sos-
tenibilidad del dinamismo agregado: los servicios no comerciales han mante-
nido el predominio en el crecimiento en cada uno de los periodos, lo que resul-
ta congruente con la política económica que el gobierno mantuvo en especial 
entre los años 2000 y 2007. El sector productor de bienes ha sido el de menor 
crecimiento en el periodo 2000- 2010, con una muy leve recuperación en los tres 
últimos años del periodo, también resultado de un cambio en la orientación de la 
política de gobierno. Se aprecia una reducción drástica de la tasa de crecimiento 
promedio del sector de infraestructura en el periodo 2007-2010. Sin embargo, el 
crecimiento alcanzado en el periodo 2000-2007 está fuertemente determinado 
por el dinamismo atípico del año 2006, que alcanzó un 19 por ciento. Si se excluye 
ese año, fuertemente influenciado por el esfuerzo en la transformación de los sis-
temas de generación y distribución de electricidad, entonces la tasa de crecimien-
to promedio cae tres puntos porcentuales. Se constata la debilidad del crecimien-
to en los sectores comerciales de la economía.

Si a estas características, que reproducen y profundizan la debilidad 
estructural del crecimiento y cuestionan su sostenibilidad, se le suma la evolu-
ción de la estructura del PIB (gráfico 4), se entiende entonces la necesidad de 
producir un cambio radical en la manera de crecer de la economía nacional, lo 
que comporta mutaciones en las formas de asignación de recursos entre los 
diferentes sectores. Este objetivo aparece, unas veces de forma explícita y otras 
de forma implícita, en los Lineamientos de la Política Económica y Social. Sin 
embargo, a pesar de esos propósitos, todavía en el año 2010 los servicios no 
comerciales alcanzaban el 37 por ciento de la estructura del producto, un 7 por 
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ciento mayor que diez años atrás, mientras que el sector de bienes disminuía su 
participación porcentual del 23 por ciento al 18 por ciento y la infraestructura 
permanecía con una participación estable.

Gráfico 4 

evolución de la Estructura del PIB
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Fuente: AEC, ONE.

Una lectura combinada del crecimiento sectorial y de la participación sec-
torial en la estructura del PIB permite sostener que:

Las políticas implementadas a inicios de la década pasada no rentabili-•	
zaron al máximo las posibilidades de crecimiento.
Las medidas tomadas a partir de 2007 no han logrado producir la •	
corrección necesaria ni en el crecimiento sectorial ni en la estructura 
del PIB.
De ahí la necesidad de diseñar una política consistente de crecimiento •	
económico que transforme radicalmente las tendencias prevalecientes 
en la década de 2000-2010.

La afirmación anterior se confirma si se atiende a dos factores claves para 
el crecimiento, la dinámica de la formación bruta de capital y la estructura de 
las inversiones.

En los últimos diez años la Formación Bruta de Capital (FBC)10 resulta 
significativamente baja, con un promedio anual que apenas rebasa el 10 por 
ciento. Tiene además un comportamiento relativamente volátil y altamente 
concentrada en los últimos tiempos en una rama (la energética). La caída de la 
dinámica de la FBC en los años 2009 y 2010 es también el resultado de las 
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fuertes restricciones de gastos implementada en esos años, dadas las fuertes 
limitaciones financieras del país. Pero más allá de la coyuntura, las experien-
cias de éxito en el crecimiento económico demuestran que los países deben 
lograr tasas de ahorro y de formación bruta de capital fijo (y también de inver-
siones) por encima del 25 por ciento de forma sostenida (Banco Mundial, 
2008). En el caso de la economía cubana, la tasa de formación de capital para los 
últimos 16 años apenas rebasa el 9 por ciento.

Gráfico 5 

Formación Bruta de Capital fijo. Tasa anuales y tasas promedio
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Obviamente, una tasa sostenidamente baja de formación bruta de capital ade-
más de ser una demostración de la debilidad productiva de una economía se 
convierte también en un factor que compromete la capacidad de crecer de esa 
economía en el mediano y largo plazo. En el caso de la economía nacional 
(Hidalgo-Gato, 2011: 144): “Todo indica que la inversión, decisiva para el cre-
cimiento, ha devenido una variable de ajuste —dadas las circunstancias extre-
mas que han debido afrontarse y los criterios de política aplicados en esta 
esfera—, con el correspondiente impacto de este hecho sobre la dinámica de la 
economía”. 

Otro aspecto que resulta relevante a los propósitos de este análisis está 
asociado a la estructura de las inversiones. Considerando el periodo completo 
que va desde 1994 hasta 2010, el sector que más recursos recibe para la inver-
sión es el de servicios no comerciales y dentro de este sector la administración 
pública, la defensa y la seguridad social, que alcanzaron el 44 por ciento del 
total del sector. En el periodo 1999-2007 es donde más evidente se hace el 
sesgo estructural hacia los servicios no comerciales y, aunque en este caso la 
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inversión en educación alcanzó el 30 por ciento del total de las inversiones del 
sector, nuevamente los recursos destinados a la administración pública, defen-
sa y seguridad social resultan superiores y alcanzaron el 37 por ciento del total. 
Por último, se produce una reorientación de las inversiones hacia el sector pro-
ductivo y la infraestructura a partir del año 2008, consecuente con la política 
que busca fortalecer la capacidad productiva de la economía nacional.

Gráfico 6 

Comportamiento de las inversiones por periodos seleccionados y sectores
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Fuente: AEC, ONE.

Una visión combinada de las características del crecimiento económico y 
del comportamiento del empleo, la formación de capital y la estructura de las 
inversiones confirma: primero, las deformaciones estructurales del creci-
miento económico experimentado en estos últimos 20 años; segundo, la insu-
ficiencia de la formación de capital; tercero, una asignación de los recursos de 
inversión que comprometió la capacidad de crecimiento de la economía y limi-
tó las posibilidades de expansión de los sectores productivos, los cual a su vez 
generó impactos negativos en las posibilidades exportadoras del país y reforzó 
la propensión a importar, con consecuencias negativas para la balanza de 
pagos.

6. Política de crecimiento

El vocablo crecimiento económico no aparece en el documento rector de las 
transformaciones en curso en Cuba11, sin embargo, en la resolución del VI 
Congreso del Partido Comunista de Cuba (PCC) 2011 que aprueba ese docu-
mento (Lineamientos) se afirma que: “La actualización del modelo económico se 
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realiza […] con el objetivo de garantizar la continuidad e irreversibilidad del 
Socialismo, el desarrollo económico del país y la elevación del nivel de vida de 
la población […]” (propósitos muy difíciles de conseguir sin lograr una tasa alta 
y sostenida de crecimiento económico. Sin embargo, no hacer explícito el pro-
pósito puede conducir a políticas no congruentes e incluso contradictorias con 
ese propósito. 

Para los países subdesarrollados —Cuba entre ellos— el crecimiento econó-
mico debe promover cambios estructurales que lo hagan sustentable y beneficios 
en términos de incrementos del ingreso per cápita y de la distribución del ingreso 
que lo hagan socialmente viable. Por ello mismo, el esfuerzo en pos del crecimien-
to debe ser dirigido, estimulado desde los poderes públicos para lograr el máximo 
aprovechamiento de las potencialidades productivas del país. El propósito de cre-
cer de manera sostenida y sostenible debe conducir a delinear de forma explícita 
los resortes de ese crecimiento. El Banco Mundial (2008) hizo una delimitación de 
las áreas que son claves para promover el crecimiento (tabla 3). 

Tabla 3 

Áreas críticas para el crecimiento alto y sostenido

Un estudio realizado sobre experiencias de éxito en países capitalistas (subdesarrollados) de alto 
crecimiento (Banco Mundial, 2008) identificó cinco áreas críticas:

1. Liderazgo y buen gobierno
- Gobierno con credibilidad para el crecimiento.
- Compromiso verosímil con la inclusión.
- Administración capaz.

2. Estabilidad macroeconómica
- Inflación modesta.
- Finanzas públicas sostenibles.

3. Apertura externa
- Importar conocimiento.
- Explotar la demanda mundial.

4. Asignación de recursos
- Asignación por parte del mercado.
- Recursos orientados por los precios.

5. Orientación futura
- Inversión alta.
- Ahorro alto.

Fuente: Banco Mundial, 2008.

Aun cuando pueden aparecer discrepancias sensibles entre los diferentes 
países en la forma y en los tiempos en que manejaron estas cinco áreas, todas 
ellas parecen relevantes en las experiencias más exitosas. En el caso de Cuba, 
un país decidido a mantener y desarrollar una opción socialista, estas experien-
cias deben considerarse y adaptarse, sabiendo que muchas de ellas descansan 
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en una lógica que atribuye al mercado y a los precios un papel clave en la asig-
nación de los recursos. En Cuba ese papel en la asignación lo asumió el plan, 
aunque no de una manera muy eficiente, como es sabido. El actual proceso de 
transformaciones económicas emprendido, con la coexistencia de diversas for-
mas de propiedad (Fernández, 2011: 6), obliga a una reconsideración profunda 
del lugar y papel de la planificación y el del mercado en el futuro modelo econó-
mico. Pero aun con esa especificidad y teniendo en cuenta experiencias más afi-
nes a Cuba, como es el caso de China y Vietnam, aquellas cinco áreas parecen 
definitivamente relevantes en esos esfuerzos de crecimiento alto y estable.

La transformación (racionalización, modernización) de las instituciones 
de gobierno y la creación de espacios de descentralización que refuercen la 
“inclusión” en el esfuerzo de crecimiento parecen incuestionables. Las trans-
formaciones introducidas (con carácter experimental) en los gobiernos pro-
vinciales (Mayabeque y Artemisa) deben permitir aprender sobre la marcha y 
extender las buenas experiencias hacia el resto de los territorios del país. De 
igual forma la reducción del aparato estatal, la delimitación clara de las funcio-
nes empresariales y estatales y la creación de grupos empresariales con carácter 
nacional que no estén subordinados a los antiguos ministerios deben promover 
un mejor entorno institucional que facilite el crecimiento económico vía mejo-
ra de las condiciones de funcionamiento microeconómico.

El impulso al sector no estatal y la posibilidad de contratos entre el sector 
no estatal y el sector estatal es también otra medida que propiciará el creci-
miento vía mejora de la eficiencia del sistema en su conjunto. De la misma 
forma, el comienzo de la introducción de formas cooperativas (de manera 
experimental) en los sectores no agrícolas debe contribuir al propósito de cre-
cer. No obstante se necesita de otras medidas y definiciones de política para 
impulsar un crecimiento alto y sostenido en el tiempo. De entre ellas, tres des-
tacan por su relevancia12:

1. Una política cambiaria congruente con el crecimiento alto y sostenido. Una 
tasa de cambio (peso cubano [CUP] y peso cubano convertible [CUC] vs. dólar) 
sobrevaluada en el sector empresarial tiene efectos negativos sobre la competi-
tividad y sobre las exportaciones y, por lo tanto, sobre el crecimiento presente 
y futuro, a la vez que estimula la propensión a importar. De igual forma una tasa 
de cambio CUP vs. CUC subvaluada en el segmento CADECA (casas de cambio 
oficiales) impacta negativamente sobre los incentivos individuales, la produc-
tividad del trabajo y la demanda agregada.

La política cambiaria vigente combina, por tanto, las dos opciones de peo-
res consecuencias para el crecimiento económico. Su permanencia en el 
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tiempo (en el caso de la sobreevaluación de la tasa de cambio oficial CUC = 1 dó
lar) no es más que la extensión de la tasa de cambio entre el CUP y el dólar 
norteamericano que existía desde la década de los sesenta, esto es, durante más 
de 40 años y que ha operado sin interrupción en las cuentas oficiales y en el 
sector empresarial estatal, produciendo distorsiones significativas en la medi-
ción real de los gastos, en la eficiencia, en la productividad y en la asignación de 
recursos, además de generar impactos negativos en el desempeño empresarial. 
De otra parte, mantener fija la tasa 1 CUC = 24 CUP, hecho que ocurre desde 
2004, junto a la existencia de un segmento de mercado (el mayor de todos) con 
precios (monopólicos) altos, a la vez de generar un incentivo negativo a trabajar 
por un salario en pesos cubanos devaluado que ha perdido más de un 40 por 
ciento de su capacidad de compra en comparación con 1989 (Vidal, 2008), des-
conecta el “precio del CUC en moneda nacional” de la oferta y demanda del 
mismo y puede contribuir a adulterar las “señales del mercado” no solo cam-
biario sino también de bienes en pesos cubanos. Posponer el arreglo cambiario 
no resulta ser la mejor opción, dadas las consecuencias negativas que se derivan 
de las distorsiones monetarias antes mencionadas. En este sentido, regresar a 
franjas de flotación para el segmento monetario manejado por CADECA y 
comenzar un proceso de devaluaciones del CUC frente al dólar en el sector 
exportador podría ser una opción a considerar a corto plazo.

2.Promoción de las exportaciones. Generalmente se ha percibido la globaliza-
ción como una gran amenaza para nuestro país, sin embargo, es importante 
asumirla también como una gran oportunidad. Cuba es un país pequeño, por lo 
que exportar debiera ser algo natural, prácticamente una condición de vida de 
las empresas. Alcanzar escalas de actividad que hagan competitiva cualquier 
producción generalmente llevará a rebasar la capacidad de absorción del mer-
cado nacional13. La paradoja está en que lo que para la economía nacional 
resulta un gran problema, esto es, una demanda nacional y externa en expan-
sión, es en realidad la condición ideal que todo sistema productivo y que toda 
empresa desea. En los momentos actuales, por ejemplo, la elevación de los 
pecios de los alimentos se convierte en una carga adicional para las cuentas 
externas cubanas por tres razones: la primera, porque las políticas agrícolas no 
han permitido incentivar convenientemente la producción y los rendimientos 
agrícolas; la segunda, por la incapacidad de las políticas de sustitución de impor-
taciones para alcanzar sus objetivos, un resultado determinado por la debilidad 
del sistema productivo, por políticas cambiarias que estimulan la importación 
y por regulaciones que restan flexibilidad y velocidad de respuesta al sistema 
productivo; y tercero, porque los precios a los productores nacionales en 
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aquellos productos en que esa sustitución es factible aún distan de los precios 
internacionales a los que Cuba compra esos mismos productos en el mercado 
mundial, con lo que se produce una transferencia de recursos (escasos) desde 
la economía interna hacia el exterior.

Pero esa misma alza de precios podría beneficiar al país, porque permite el 
fomento de producciones tradicionales que estaban prácticamente desahucia-
das u operando a niveles productivos significativamente bajos (ese es el caso del 
café, el cacao, los cítricos, el arroz, el azúcar, etc.)14. Sin embargo, la desco-
nexión entre los precios nacionales e internacionales y una capacidad de reac-
ción muy lenta a ese estímulo, en lo fundamental asociada a restricciones institu-
cionales, puede provocar que esas oportunidades se pierdan totalmente o no se 
aprovechen en toda su potencialidad.

En los Lineamientos se insiste en esa necesaria vinculación entre las condi-
ciones del mercado internacional y del mercado nacional, pero su implementa-
ción es compleja. Por ejemplo, los esquemas de financiamiento en divisas, uno 
de los instrumentos para lograr esa respuesta ágil, son todavía escasos y muchas 
veces no cubren toda la cadena productiva que desemboca en el producto 
exportable. De la misma forma la centralización excesiva de las compras de 
insumos y el regreso a una planificación detallada y altamente centralizada puede 
ser uno de los mayores obstáculos para alcanzar una inserción dinámica en ese 
mercado mundial globalizado y en expansión.

3. La actualización de la inversión extranjera. La baja tasa de formación bruta de 
capital y su composición es una de las debilidades que caracteriza a la economía 
cubana, al menos en estos últimos 16 años. Aun aceptando que la inversión 
extranjera directa es un sustituto imperfecto del ahorro y de la inversión nacio-
nal (Banco Mundial, 2008: 3), parece que es una de las formas para promover 
tasas altas de crecimiento a corto plazo. De hecho, no parece que la inversión no 
estatal nacional (incluyendo la privada y la cooperativa) vaya a convertirse en 
uno de los resortes del crecimiento, pues en ese mismo documento se deja claro 
que: “En las formas de gestión no estatales no se permitirá la concentración de 
la propiedad en personas jurídicas o naturales” (PCC, 2011: 11), de donde el 
motor del crecimiento alto y sostenido quedará en lo fundamental en el ámbito 
de la inversión estatal. Entonces, si desde el Estado no existe suficiente apoyo 
fiscal para alcanzar la tasa de inversión necesaria, queda solo la IED como 
paliativo frente a esa limitación.

En los Lineamientos queda explícito el deseo de fomentar aquella inversión 
extranjera congruente con los objetivos de desarrollo del país. Se declara allí el 
propósito de hacer más ágiles los trámites e incluye las Zonas Especiales de 
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Desarrollo (ZED) y el desarrollo local. Sin embargo, cambios asociados al 
entorno regulatorio y al manejo centralizado y discrecional de la inversión 
extranjera no aparecen explícitamente planteados. Desde otro ángulo, las expe-
riencias demuestran que la IED suele fomentar la transferencia tecnológica y 
ello permite que los sistemas productivos de los países receptores salten etapas 
en la evolución tecnológica en determinadas ramas y productos, con impactos 
positivos en los niveles de productividad y en las exportaciones. En el caso de 
Cuba el contraste entre la industria del níquel y la industria azucarera no deja 
lugar a dudas. La primera pudo ser recuperada y modernizada gracias a la IED, 
en la segunda, a pesar de que la Ley permite la IED, las reticencias oficiales 
impidieron la entrada de capital y tecnología para su modernización, lo que no 
solo ha tenido efectos económicos muy costosos, sino también impactos socia-
les muy negativos a escala local.

7. Reflexiones finales

El crecimiento obtenido en el periodo 2004-2007 llevó a pensar que se había 
encontrado una forma de crecer con relativa independencia de los recursos 
externos. Así, por ejemplo, Hidalgo-Gato (2011: 153), en un análisis de doble 
brecha refiriéndose al periodo antes mencionado, señala que: “La economía 
puede crecer, en las nuevas condiciones, con una mayor independencia res-
pecto de las importaciones de bienes productivos y ello hace que, aparente-
mente, el ahorro externo deje de fijar el límite del crecimiento. [...] La 
productividad interna adquiere una muy baja dependencia de las importacio-
nes de bienes de producción”. Pero más adelante (Hidalgo-Gato, 2011: 153-
154) señala que: “i) aun cuando el ahorro externo deje de fijar el límite del 
crecimiento, de ninguna manera esto significa que se puede crecer a ritmos 
no acotados por la capacidad de importación; ii) que la vulnerabilidad externa 
de la economía cubana se mantiene, y no solo por la posibilidad existente de un 
cambio desfavorable en la demanda de los servicios que se exportan en el pre-
sente; y iii) que el proceso de crecimiento no está tributando apreciablemente 
a la indispensable sustitución de importaciones; ni de bienes de producción, ni 
de bienes de consumo”. 

Después de esos años (2004-2007) de muy alto crecimiento, la economía 
volvió a caer a tasas que no han rebasado el 3 por ciento promedio anual, reafir-
mando, de una parte, la volatilidad del crecimiento y, de otra, la debilidad y 
desestructuración de los sistemas productivos. Adicionalmente, este pobre 
resultado es fruto también de errores en los diseños de política o en la ausencia 
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de una política consistente de crecimiento económico que permita alinear tras 
ese objetivo el funcionamiento de la economía. 

Cierto que el crecimiento no agota los objetivos sociales deseables, pero es 
difícil que Cuba recupere el terreno perdido en términos de bienestar sin 
alcanzar altas tasas de crecimiento, de la misma forma que no podrá lograr un 
desarrollo sustentable si ese crecimiento no se asienta sobre sectores que per-
mitan obtener ganancias de productividad y conduzcan a un cambio significa-
tivo en el empleo. Seguir empleando a más del 60 por ciento de los trabajadores 
en sectores de baja productividad supone renunciar a las posibilidades de un 
mayor crecimiento, desperdiciando una buena parte del potencial humano 
creado por el país y relegando las aspiraciones de progreso individual y colecti-
vo de buena parte de la población. 

El proceso de cambios económicos en los que está inmersa Cuba define 
una oportunidad notable para afrontar ese desafío. No obstante, para que ese 
dinamismo se logre es importante que las reformas sean suficientemente 
ambiciosas y consistentes como para remover los obstáculos (regulatorios y de 
incentivos) que atenazan la marcha de la economía cubana en el presente. 
Algunos de esos obstáculos han sido mencionados a lo largo de este capítulo.

Notas

	 1.	 Para un tratamiento más detenido de estos temas, véase Alonso, 2009.
	 2.	E n el primer caso, la estimación es del tipo  yi,t,t+T  =  b0 –  b1  lnYit  +  eit; por su parte, en el caso de la 

convergencia condicional, la estimación es del tipo yi,t,t+T  =  b0 –  b1  lnYit + b2  lnYi
* +  eit. Donde y es la 

tasa de crecimiento del PIB per cápita, Y es el nivel del PIB per cápita del país en cuestión e Y* expre-
sa la renta per cápita del estado estacionario. En el primer caso se considera que todos los países 
comparten el mismo estado estacionario (o, al menos, que tal estado no depende del nivel de 
renta).

	 3.	E ste periodo que abarcó desde finales de 1984 se conoció como Periodo de Rectificación de Errores y 
Tendencias negativas.

	 4.	R efiere a la relación acumulación-consumo, sector productor de bienes de capital-sector productor 
de bienes de consumo, ahorro interno-ahorro externo. 

	 5.	A l menos en el caso cubano, el ahorro personal no estuvo concebido como una fuente de recursos 
para incentivar el crecimiento económico, de hecho durante años permanecieron de forma pasiva 
miles de millones de pesos cubanos en cuentas de ahorro personales. De una parte, el excesivo pater-
nalismo del socialismo cubano fue un factor de desmotivación indiscutible, de otra, las regulaciones 
y prohibiciones asumidas como “naturales al socialismo”, junto a una concepción donde práctica-
mente solo el Estado Socialista podía invertir, impedían la “capitalización del ahorro privado” hacia 
destinos productivos. Incluso hoy, luego del proceso de “actualización del modelo”, esos incentivos 
están limitados a segmentos de mercado de escaso impacto en la dinámica productiva del país.  

	 6.	E xisten otros temas relevantes a la calidad del crecimiento, como los asociados a la eficiencia, la 
productividad, el cambio estructural, la remuneración laboral, la calidad del empleo, etc., que han 
sido estudiados por diferentes autores cubanos. 

	 7.	 Una discusión acerca de las causas de este resultado contra-intuitivo rebasa los marcos de este artícu-
lo. Cabe significa que varios trabajos (entre ellos varias tesis de doctorado) desarrollados en la 
Facultad de Economía, el Instituto Nacional de Investigaciones y el Centro de Estudios de la 
Economía Cubana han contribuido a identificar aquellas causas.
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	 8.	E n el Anuario Estadístico de Cuba 2010 se utilizan denominaciones diferentes para este sector en el 
Capítulo de Cuentas Nacionales (en este se denomina Administración Pública, defensa y seguridad 
social) y en el Capítulo de empleo y Salarios (aquí se denomina Servicios Comunales, Sociales y per-
sonales). No se aclara en las notas metodológicas de este capítulo qué actividades específicas com-
prende, se asume por lo tanto que incluye todas las personas empleadas en actividades del Estado y 
el gobierno a sus diferentes niveles, la defensa y las organizaciones sociales.

	 9.	I nvestigaciones recientes (Cribeiro, 2012) confirman la tendencia decreciente del aporte de la fuer-
za de trabajo calificada al crecimiento económico.

	 10.	E n el Anuario Estadístico de Cuba se plantea que se obtiene mediante la suma de la formación bruta de 
capital fijo más la variación de existencias. Mientras que la tasa de formación bruta de capital fijo se define 
como los gastos de construcción, adquisición y puesta en funcionamiento de bienes de capital destinados a 
la formación de activos fijos por parte de las entidades mercantiles, unidades de servicios gubernamentales 
e instituciones no lucrativas. En este trabajo se utiliza la tasa de formación bruta de capital.

	 11.	E l hecho de que en el documento rector de las transformaciones que se realizan en el país (Los 
Lineamientos de la política económica y social del Partido y la Revolución) no aparezca el término 
crecimiento económico no debe interpretarse como que no exista una política dirigida hacia este 
propósito. Por el contrario, a lo largo de todos sus capítulos es posible identificar el objetivo de crecer 
como elemento que deba dar sustento a esas mismas transformaciones.

	 12.	S e reconoce de antemano que este análisis debe ser más amplio e incluir otros aspectos de relativos 
a la política de crecimiento económico. El presente artículo se concentra en solo tres de esos aspectos 
de política que a corto plazo podrían contribuir a cambiar los ritmos de crecimiento. 

	 13.	N o es posible que el mercado nacional asimile 4 millones de toneladas de azúcar, ni las 70.000 tone-
ladas de níquel. Lo mismo pasa con los productos biotecnológicos, especialmente con las vacunas. La 
biotecnología cubana no nació con vocación exportadora, la exportación fue una condición para el 
éxito y sustentabilidad en el tiempo.

	 14.	 La cuenta es simple: si Cuba tuviera hoy un tercio de las capacidades de producción de café que tenía 
en 1959 (esto es, unas 20.000 toneladas) los ingresos por exportaciones alcanzarían los 60 millones 
de dólares (precios de 3.000 dólares /tonelada). En el año 2010 el valor de las exportaciones totales 
de café, cacao y otros productos afines solo ascendió 4.100.000 dólares (AEC 2010, ONE). En el caso 
del azúcar las “oportunidades perdidas” son aún mucho mayores.
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Capítulo 3 

Tecnología, innovación y desarrollo

Isabel Álvarez y Ricardo Torres

1. Introducción

La tecnología y la innovación, entendidos como motores de desarrollo de los 
países, han ido paulatinamente ganando una mayor atención en las explicacio-
nes de los economistas en las últimas décadas. Aunque no sea este un asunto 
completamente nuevo en la literatura económica —alusiones al cambio técnico 
pueden encontrarse incluso en los textos de los clásicos, desde A. Smith y D. Ri
cardo a K. Marx— un planteamiento más fundamentado sobre el papel que juega 
la innovación en el progreso de las economías se encuentra en los trabajos de 
Schumpeter, autor que recurriría de forma pionera al concepto de destrucción 
creativa en la explicación de la dinámica que confiere la innovación a los pro-
cesos de cambio y de desarrollo. Entre las novedades más destacables de sus 
contribuciones se encuentra la de situar la figura del emprendedor en un lugar 
prioritario de las explicaciones y la introducción del tratamiento de aspectos 
controvertidos de la literatura de economía de la innovación, tales como la rela-
ción entre innovación y tamaño de la empresa. 

Aunque hoy en día el consenso acerca del papel central que puede jugar la 
innovación en el proceso de desarrollo sostenido a largo plazo es bastante gene-
ralizado, el debate acerca de cuáles son los elementos conductores del propio 
proceso de innovación, lejos de estar concluso, sigue alimentándose de nuevos 
interrogantes, algunos de los cuales están vinculados estrechamente con las 
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economías en desarrollo. La existencia de amplias diferencias internacionales 
en la intensidad de innovación de los países invita a examinar con mayor grado 
de detalle la trayectoria del cambio tecnológico, sus factores determinantes y 
las posibilidades que el nuevo contexto de globalización brindaría en términos 
de desarrollo.

Los diversos enfoques que analizan la relación entre tecnología y desarro-
llo se centran fundamentalmente en el impacto del cambio técnico en términos 
de productividad, en la especialización productiva y comercial de los países y en 
la sostenibilidad del crecimiento a largo plazo. Sin embargo, ha sido menor el 
avance de los trabajos sobre innovación referidos al subdesarrollo y la desigual-
dad, que solo en los últimos años han recibido un impulso mayor1. Los intentos 
de renovación metodológica han propiciado que las contribuciones más recien-
tes hagan especial hincapié en la comprensión de la innovación en un sentido 
más amplio que el centrado exclusivamente en la ciencia, la tecnología y la 
Investigación y Desarrollo (I+D) de los países, asentándose su concepción en el 
proceso de construcción de capacidades nacionales. Ello amplifica el enfoque 
analítico de tal manera que, más allá del estudio de la inversión en I+D que se 
lleve a cabo en las empresas y en el sector público, puede incluir aspectos rela-
cionados con las instituciones y con la geografía económica, permitiendo así 
incorporar a la explicación los efectos sobre el aprendizaje de los spillovers, la 
concentración espacial de la actividad innovadora y la conformación de clusters, 
así como su potencial impacto en la competitividad.

Estos antecedentes nos llevan a adoptar como punto de partida para el 
estudio de la relación entre innovación y desarrollo la diferencia entre el con-
cepto de cambio técnico en sentido estricto, entendido como la superación o 
secuencia de renovación de las tecnologías disponibles, y el concepto de inno-
vación que ha ido imponiéndose y que se está aceptando de manera bastante 
generalizada en la actualidad. A este respecto, cabe referirse aquí a la innova-
ción desde una perspectiva más amplia que la tradicionalmente utilizada y que 
está cada vez más estandarizada internacionalmente. De acuerdo con la defini-
ción propuesta en el Manual de Oslo2, una innovación es la introducción de un 
nuevo, o significativamente mejorado, producto (bien o servicio), de un proce-
so, de un nuevo método de comercialización o de un nuevo método organizati-
vo, en las prácticas internas de la empresa, la organización del lugar de trabajo 
o las relaciones exteriores. 

Para llegar a una comprensión más plena de la innovación se requeriría, 
por lo tanto, ampliar el conjunto de posibles ámbitos en los que puede manifes-
tarse. Si por lo general la acepción de innovación ha estado vinculada a la idea 
de irrupciones o cambios en la oferta de productos y a la disponibilidad de 
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procesos productivos, fundamentalmente en aquellos sectores intensivos en 
tecnología, una concepción más amplia de innovación nos llevaría a abandonar 
la idea de que es un proceso exclusivo de aquellas actividades que indiscutible-
mente requieren del cambio científico y técnico. Las oportunidades de innova-
ción pueden observarse en todos los sectores productivos, incluso también 
pueden generarse en el ámbito de lo que se conoce como innovación encubier-
ta (por ejemplo, la que se daría en las industrias creativas o la fomentada desde 
el sector público). Son diversos los esfuerzos de académicos y de algunos orga-
nismos internacionales que han tratado de ir perfeccionando el método y el 
marco de interpretación de la innovación, conduciéndonos finalmente a afir-
mar que si la innovación no es solo I+D, quedaría justificada la inclusión de 
otros elementos distintos a esta y que también contribuyen a definir la capaci-
dad de innovación de los países.

Estos aspectos adquieren una expresión particular y de gran relevancia 
para Cuba. La abrupta interrupción del patrón de desarrollo del país a princi-
pios de los años noventa trajo consigo una crisis económica cuya profundidad 
terminó por impactar y trastocar todos los ámbitos relevantes para la sociedad, 
no habiéndose logrado encauzar aún los esfuerzos de desarrollo bajo un enfo-
que estratégico en el que la innovación se incorpore con la entidad que requie-
re. Dadas las debilidades estructurales vinculadas a un modelo de desarrollo 
que no acaba de abandonarse, se requiere contar con una respuesta que permi-
ta atender simultáneamente al progreso contemporáneo y a las potencialidades 
del país. 

En términos de creación de capacidades, el país continúa ubicado en luga-
res de vanguardia en su contexto regional y dentro del conjunto de países en 
desarrollo y, teniendo en cuenta el potencial creado, cabría esperar una mayor 
apropiación de conocimiento generado en otros países y tasas más elevadas de 
creación y aplicación de conocimientos y tecnologías propias.  En última ins-
tancia, ese proceso debería hacerse visible en un ritmo de transformación 
estructural más rápido, donde se aprecie un cambio gradual pero decisivo del 
patrón de inserción internacional y del perfil tecnológico de las actividades 
económicas, incluso de las tradicionales. Esto debería proveer las bases para 
mayores tasas de crecimiento a largo plazo, ancladas en niveles superiores de 
productividad y la elevación del nivel de vida. 

En este capítulo se expone, en la sección segunda, una breve reseña a la 
literatura que se ocupa de la relación entre tecnología y desarrollo. En la terce-
ra sección se muestran algunos resultados de comparaciones internacionales 
haciendo uso de una selección de indicadores disponibles. En la cuarta se pro-
cede a presentar la argumentación conceptual y algunos elementos relevantes 
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en las acciones de las políticas públicas promotoras de la innovación. La sec-
ción quinta se dedica a las características generales de la transformación pro-
ductiva y tecnológica de Cuba después de los años noventa. En la sección sexta, 
se describen los rasgos del sistema empresarial cubano y el esfuerzo innovador. 
Por último, en la sección séptima se presentan algunas ideas a modo de conclu-
sión, así como algunas sugerencias y recomendaciones que pueden ser orienta-
doras para la acción en este ámbito. 

2. Antecedentes teóricos y empíricos

Uno de los avances fundamentales en la literatura de crecimiento económico ha 
sido la incorporación de la tecnología de forma explícita en los modelos que 
explican la dinámica económica de los países, deudores de aportaciones ante-
riores que la reclamaban en la tradición del modelo Solow-Swan aunque no 
especificaran cómo tienen lugar las innovaciones ni cómo se introducen en el 
sistema productivo. Algunas de las contribuciones más notables han tenido 
lugar en el seno de lo que se conoce como la nueva teoría del crecimiento 
(Romer, 1990), que acabaron por culminar en una modelización endógena de 
la tecnología y que hicieron ganar terreno a los elementos intangibles en la 
explicación del crecimiento de la productividad. En las últimas décadas, por lo 
tanto, se ha avanzado en esta línea de investigación y se ha vuelto más sistemá-
tico el estudio de la innovación, de tal manera que actualmente se dispone de un 
marco conceptual y metodológico más consolidado y también de más evidencia 
empírica, consecuencia de las preocupaciones de gobiernos e investigadores 
por llegar a una mejor explicación de la relación que vincula la innovación y el 
desarrollo. 

La inversión en I+D, el stock de ideas y la difusión de innovaciones son 
algunos de los determinantes que se señalan recurrentemente en la literatura 
de crecimiento al explorar el papel que juega la tecnología en el avance de los 
países. Una buena parte de las contribuciones analizan el impacto de la innova-
ción sobre el crecimiento económico y las mejoras de productividad, partiendo 
de la noción del capital tecnológico que genera el proceso acumulativo de inver-
sión en I+D y su inclusión en la función de producción (Griliches, 1973; 
Grossman y Helpman, 1991; Jones, 1995; 2002; Porter y Stern, 2000; Guellec y 
Van Pottelsberge, 2001). La mayor parte de esa evidencia fue primeramente 
construida para las economías industrializadas (países de renta alta) en las que, 
sin duda, la apuesta por la ciencia, la tecnología y la innovación ha sido más 
deliberada y dilatada en el tiempo, en comparación con los países en desarrollo 
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(países de renta media y de renta baja). Otros trabajos analizan la convergencia 
en función de la difusión internacional de tecnología, asumiendo que el impac-
to de la I+D es mayor en aquellos países más abiertos a los flujos de comercio e 
inversión procedentes del exterior (Coe y Helpman, 1995; Fagerberg y 
Verspagen, 1999). 

Aunque los ejercicios de carácter aplicado hayan sido mayoritariamente 
realizados para los países de la OCDE, los hechos no difieren al ampliar la 
muestra a países en desarrollo, habida cuenta que los retornos de la I+D son 
incluso superiores a los hallados para los países industrializados (Coe et al., 
1997). La justificación de estos resultados se asentaría en la existencia de cierta 
ventaja del retraso en línea con las propuestas de autores como Abramovitz o 
Gerschenkron, quienes argumentarían que la convergencia es extremadamente 
dependiente de las características y de los niveles de atraso de los países en 
desarrollo3. No obstante, un aspecto importante a destacar es que muchos casos 
exitosos de convergencia han estado históricamente asociados tanto a la inno-
vación como a la adopción y asimilación de tecnologías desarrolladas en otros 
países (Baumol, 2004). La creación de conocimiento obedece a un proceso 
acumulativo según el cual la innovación puede incrementar las diferencias 
entre líderes tecnológicos y seguidores en el contexto mundial, mientras que la 
difusión puede actuar en sentido opuesto, favoreciendo la reducción de las 
desigualdades internacionales (Fagerberg, 1994; Verspagen, 1993; Castellacci, 
2008). El hecho es que el avance de muchos países se ha debido no tanto a que 
sus empresas lleven a cabo innovaciones radicales en el mercado mundial, sino 
más bien a su elevada capacidad para absorber y usar la tecnología desarrollada 
por otros. Asumiendo que la innovación es un medio de resolución de proble-
mas, resultaría plausible admitir la importancia de la consideración conjunta 
de los procesos de innovación y de imitación como fuerzas complementarias en 
las estrategias de las economías seguidoras, lo que podría operar como un 
mecanismo de reducción de las asimetrías en el acceso al conocimiento en el 
contexto internacional. 

Respecto al desigual comportamiento de los países, cabe apuntar que 
cuando una economía está más cercana de la frontera tecnológica mundial, la 
innovación es más importante que la imitación como fuente de crecimiento y 
gana en importancia la selección de empresas y empresarios con elevadas capa-
cidades, tal como se predice en el modelo de crecimiento propuesto por 
Acemoglu et al. (2006). La premisa que adoptan estos autores es que en econo-
mías próximas a la frontera tecnológica mundial, los incentivos de las empresas 
motivados por la competencia alientan la innovación, mientras que en aquellas 
economías alejadas de la frontera se sigue una estrategia basada en cuantiosas 
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inversiones, es elevado el tamaño medio y también avanzada la edad de las 
empresas, siendo menor el peso que juega el proceso de selección propio de la 
dinámica económica. En las economías en la frontera, la estrategia dominante 
estaría más centrada en la innovación, las empresas son más jóvenes y es mayor 
el proceso de selección, poniéndose de manifiesto, además, que las barreras a 
la competencia se vuelven cada vez más costosas cuanto más próximo se está a 
la frontera mundial. En este tipo de explicaciones se está aludiendo, por lo tanto, 
a aspectos que están relacionados con la estructura industrial y de mercado y no 
solo a los esfuerzos en I+D (Nelson, 1994). Estas implicaciones se contrastan en 
las experiencias de muchos países en desarrollo; en buena parte del periodo pos-
terior a la Segunda Guerra Mundial, en la segunda mitad del siglo XX, países como 
Corea o Japón alcanzaron buenos y rápidos resultados en términos de crecimien-
to y convergencia, habiendo seguido estrategias basadas en cuantiosas inversio-
nes, la formación de grandes conglomerados y en la aplicación de subsidios 
públicos, con mercados internos relativamente protegidos. 

También habría que hacer referencia a la importancia de la transferencia 
de tecnología y de las empresas extranjeras como medios que pueden facilitar 
el aprendizaje y la convergencia, así como a la inversión en I+D que favorece la 
absorción de conocimiento (Aghion y Howitt, 2005). Un país menos desarro-
llado que, por lo general, tiende a copiar tecnologías existentes en el mercado y 
también a adquirir más capacidades tecnológicas tendrá que igualmente inver-
tir en I+D, porque esto le permitirá comenzar a producir su propia tecnología. 
De hecho, el análisis de la evolución seguida por los patrones de comercio y las 
ventajas tecnológicas de algunos países en desarrollo (fundamentalmente asiá-
ticos) han revelado que existe una estrecha relación entre ventajas comerciales 
y tecnológicas, de forma más clara en economías como Hong-Kong o Singapur, 
siendo menos evidente en Filipinas, Malasia, Tailandia e Indonesia. Estas dife-
rencias se han debido en buena medida al cambio de la estructura industrial 
(especialización productiva y comportamiento empresarial) de los países en 
desarrollo, en los que conviven amplios sectores tradicionales (trabajo-inten-
sivos) junto a algunas actividades tecnológicamente complejas que se derivan 
de su inserción en la cadena de valor global (Uchida y Cook, 2005).

Los trabajos que siguen la aproximación a los Sistemas Nacionales de 
Innovación (SNI) tratan de avanzar en la integración de aquellos elementos que 
se consideran relevantes para la comprensión de las diferencias entre países en 
materia de innovación, y han servido de soporte para definir estrategias y polí-
ticas conducentes a fomentarla a nivel agregado (Lundvall, 1992; Nelson, 1993; 
Lundvall et al., 2002). Las contribuciones en esta línea aluden a que los factores 
determinantes de los procesos de convergencia se encuentran no solo en el 
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plano tecnológico, del comercio y de la Inversión Extranjera Directa (IED) sino 
que también integrarían aspectos vinculados a las instituciones, al sistema 
educativo, a los mercados financieros y al sistema político; esto es, al conjunto 
de elementos que conforman el SNI de un país (Fagerberg y Srholec, 2008). El 
concepto de SNI se refiere, por lo tanto, a la influencia y evolución de las acti-
vidades de producción y de investigación, considerándose de forma explícita el 
marco de las instituciones (incluyendo las leyes de protección de la propiedad 
intelectual). El argumento básico es que el avance de los países hacia una mayor 
estabilidad económica y política, y mejores niveles de desarrollo, incrementa 
las oportunidades de crecimiento y genera efectos positivos sobre el dinamis-
mo de los mercados. En este sentido, muchos países en desarrollo han realiza-
do importantes esfuerzos conducentes a activar los sistemas productivos y 
educativos y han sido exitosos en la mejora de sus capacidades nacionales 
(Mowery y Oxley, 1995; Hobday, 1995). 

Estos planteamientos están poniendo de manifiesto que el despegue tec-
nológico de los países está condicionado por la definición de estrategias en 
materia de innovación que son conducentes a generar las capacidades necesa-
rias para poder acceder al conocimiento del mundo industrializado, un aspecto 
que implicaría prestar una atención aún mayor a la relevancia de los cambios 
organizativos e institucionales, y también a fomentar actividades generadoras 
de conocimiento. Esas capacidades implican aspectos tales como la congruen-
cia tecnológica —afinidad en cuanto a tamaño de mercado o estructura sectorial—, 
las capacidades sociales —niveles de educación o dotación de infraestructuras— y 
las capacidades de absorción —habilidad para codificar y adaptar conocimiento 
externo que se traduzca en valor económico (Cohen y Levinthal, 1990). En cual-
quier caso, se sigue aceptando que para los PED es crucial que se realicen inver-
siones en I+D para poder absorber la tecnología de fuera, esto es, la dotación de 
recursos destinados a la generación de conocimiento que les permita innovar e 
igualmente adaptar eficientemente la tecnología disponible. 

3. Comparaciones internacionales

En este epígrafe se presentan algunos indicadores que son generalmente utili-
zados en las comparaciones internacionales en materia de innovación. Un primer 
indicador de input, al que ya se ha hecho mención en este capítulo, es el gasto en 
I+D, aceptándose que es reflejo de los recursos invertidos en aquellas actividades 
que, con carácter sistemático, están destinadas a incrementar el stock de conoci-
mientos disponible en la economía útiles para nuevas aplicaciones. 
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Al observar los valores promedio del gasto o esfuerzo en I+D, como por-
centaje del PIB, calculado para los grupos de países según nivel de renta, puede 
comprobarse que este es un ámbito en el que las diferencias que existen entre 
los Países de Renta Alta (PRA) y los Países En Desarrollo (PED) aún son muy 
notables (en este caso, el grupo de PED se refiere solo a países de renta media 
por falta de información estadística para los países de renta baja en el periodo 
considerado) (gráfico 1). Comprobamos que el gasto en I+D de los países ricos 
es superior al 2 por ciento del PIB entre 1996 y 2008, estando próximo a un 
valor de 2,5 por ciento en los últimos años del periodo considerado. Por su 
parte, cabe reseñar el ascenso del grupo de economías de renta media desde los 
últimos años noventa, habiendo pasado de un esfuerzo algo superior al 0,5 por 
ciento del PIB a llegar a un valor del 1 por ciento en este indicador en 2008. 
Finalmente, la evolución de América Latina se queda algo rezagada respecto al 
comportamiento del grupo de países de renta media, aunque el indicador 
regional haya seguido una tendencia positiva en el periodo. 

Gráfico 1 

Gasto en I+D (en % del PIB) 1996-2008
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Fuente: elaboración propia a partir de información del World Development Indicators database, Banco Mundial 
(último acceso: 1 de junio de 2012).

Por otra parte, el indicador de exportaciones de alta tecnología en propor-
ción del total de exportaciones de manufacturas, también en valor promedio del 
grupo de renta, permite matizar las afirmaciones anteriores (gráfico 2). Las 
diferencias no son tan notables cuando se contemplan los valores de este indi-
cador en los PED en comparación con el promedio mundial y con el que corres-
ponde a los países de renta alta. De hecho, las economías de renta media han 
ido aproximándose a los niveles de los países más avanzados en este aspecto, 
llegando incluso a alcanzar un 17,90 por ciento en 2010, superando ese valor al 
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correspondiente a los países más ricos en ese año. Para el grupo de economías 
de América Latina, por su parte, cabe observar que aún los valores del indicador 
muestran cierto retraso respecto a las agrupaciones de países según renta, aun-
que el indicador describe una tendencia positiva en el periodo que va desde 
1995 a 2010. Esto último llevaría a denotar que no parece que las economías de 
la región estén tan integradas en los mercados internacionales de alta tecnolo-
gía como otros países de su mismo grupo de renta (tal es el caso, por ejemplo, 
de las economías asiáticas). 

Gráfico 2

Exportaciones de alta tecnología (porcentaje de exportaciones 		
de manufacturas) 1995-2010
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Fuente: Elaboración propia a partir de información del World Development Indicators database, Banco Mundial 
(último acceso: 1 de Junio de 2012).

Para completar esta descripción, se puede utilizar una selección de otros 
indicadores básicos que permiten ilustrar igualmente las diferencias interna-
cionales. Entre los indicadores generalmente utilizados en el plano de los 
outputs, se encuentra el número de patentes que, siendo un mecanismo de 
apropiación y protección de invenciones, también tiene la funcionalidad de 
mostrar resultados tecnológicos. A pesar del uso generalizado de estos indica-
dores, se reconoce que no todas las innovaciones se patentan y que la propen-
sión a patentar difiere entre sectores y también entre países. Además, los artí-
culos científicos publicados por los investigadores de las instituciones 
nacionales permiten aproximar la producción científica y la capacidad de 
divulgación de los países, por lo que pueden considerarse igualmente como 
indicador de output. Por su parte, la importancia que han alcanzado las tecno-
logías de la información y las comunicaciones en la economía del conocimien-
to hace que el uso de la red o Internet sea igualmente considerado para medir el 
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acceso a las Tecnologías de la Información y Comunicación (TIC). En este caso, 
el indicador es el número de usuarios de Internet por cada 1.000 personas en 
2009. 

Pues bien, los valores promedio de estos indicadores para las distintas 
agrupaciones de países según nivel de renta y también el caso de América Latina 
permiten observar que las diferencias entre países desarrollados y PED son 
más marcadas en el caso de la variable de TIC, tanto en el grupo de países de 
renta baja como en los dos de renta media, respecto a los países de renta alta 
(gráfico 3). Las distancias son claramente menores en la producción científica 
de los PED en relación a la de los países más avanzados —el indicador es el 
número de artículos en revistas de ciencia y tecnología por cada millón de habi-
tantes, en 2007—, especialmente en el caso de los países de renta media-alta, 
mientras que son las patentes —número de patentes registradas en la USPTO 
por cada millón de habitantes, promedio 2005-2009—, el ámbito en el que se 
hace más palpable la diferencia de las economías de renta media-baja con los 
países en la frontera.

Gráfico 3

Selección de indicadores
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Fuente: elaboración propia a partir de información de Knowledge for Development database, Banco Mundial 
(último acceso: 1 de junio de 2012).

La preocupación por generar otras mediciones de las capacidades innova-
doras de los países, más allá de las que proporcionan los indicadores individua-
les, ha llevado a acometer nuevos esfuerzos por parte de algunos organismos 
internacionales, tales como el Banco Mundial, habiéndose generado algunos 
índices compuestos que reflejen la capacidad de innovar y de mejorar tecnoló-
gicamente en los países. Así, el índice KEI (Knowledge Economy Index) es un 
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indicador compuesto que representa la preparación de un país (o de una región) 
para competir en términos de la economía del conocimiento. Está construido 
como una simple media de los cuatro subíndices siguientes, que vendrían a 
representar algunas dimensiones fundamentales de las capacidades nacionales 
de innovación:

El índice de incentivos económicos y régimen institucional (EIR) com-•	
prende aquellos incentivos que promocionan el uso eficiente del cono-
cimiento nuevo y del existente, y la generación de capacidades empren-
dedoras. En este se combina un indicador de barreras arancelarias y no 
arancelarias, junto a dos referentes a la calidad institucional: el de cali-
dad de la regulación y el de cumplimiento de la ley4. 
El índice de innovación y adaptación de tecnologías parte de la idea de •	
que un sistema nacional de innovación eficiente, formado por empre-
sas, centros de investigación y universidades, consultoras y otras orga-
nizaciones puede acceder al conocimiento global, adaptarlo a las nece-
sidades locales y crear soluciones basadas en las nuevas tecnologías. En 
este índice se integran los indicadores de pagos e ingresos por royalties, 
el número de patentes y el número de artículos científicos.
El índice de educación y formación refleja que una población bien edu-•	
cada y formada es más capaz de crear, compartir y usar el conocimiento 
disponible. En este índice se contiene información del número prome-
dio de años de escolarización de la población, así como la matriculación 
en educación secundaria y terciaria. 
El índice de infraestructuras de TIC responde a la convicción de que si •	
estas son modernas y accesibles facilitan una comunicación efectiva y la 
diseminación y procesamiento de la información. Se elabora con la 
información combinada de número de teléfonos, de ordenadores y de 
usuarios de Internet.

En el cuadro A1 del Anexo puede observarse la clasificación según el índi-
ce KEI de una selección de países entre los que se encuentran los tres mejores 
y los tres peores posicionados en la ordenación mundial y los países de América 
Latina. Los datos aparecen ordenados según el valor que adopta el índice KEI en 
el año 2012, y en la columna 2 se presentan las variaciones en la posición de 
cada país respecto a la clasificación del año 2000.

Como puede observarse, los lugares que en la clasificación mundial ocu-
pan los países de América Latina son inferiores al puesto 40 para un total de 146 
países; el puesto 40 le corresponde a Chile como país mejor situado entre las 
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economías latinoamericanas y es Nicaragua el que ocupa la posición más baja, 
situado en el puesto 116 del ranking. Hay seis países que se sitúan por encima de 
la media regional en el valor del índice KEI y son los mejor posicionados en el 
contexto latinoamericano; se trata, por este orden, de los siguientes: Chile, 
Uruguay, Costa Rica, Brasil, Argentina y Panamá, todos ellos con valores en el 
indicador que superan el promedio del grupo de países de renta media-alta. En 
este índice, solo Colombia, Paraguay y Guatemala han mejorado su posición 
respecto al año 2000.

Al atender a la posición de las economías según el valor del Índice de 
Conocimiento o Knowledge Index (KI), que solo integra los pilares de innova-
ción, educación y TIC, en el cuadro A2 del Anexo, son siete los países que supe-
ran el promedio de la región: los seis anteriormente citados y Venezuela. 
Además, al considerar aquellos que superan el promedio del grupo de países de 
renta media-alta, se añaden Colombia, Cuba y México. Tres países mejoran su 
posición respecto al valor del KI en 2000: Colombia, Venezuela y Guatemala.

La comparación de los distintos pilares o dimensiones que sirven de 
soporte a la construcción de este índice de la economía del conocimiento nos 
lleva a observar que mientras Brasil y Argentina están por debajo del promedio 
regional y de su grupo de renta en el subíndice de incentivos económicos y 
régimen institucional (EIR), tres países alcanzan valores más elevados: Perú, El 
Salvador y México; este último país también supera tanto el promedio regional 
como el del grupo de renta en el subíndice de innovación. En cuanto al pilar de 
educación, Cuba, Chile y Argentina son los países de América Latina que se 
sitúan en las primeras posiciones, mientras que en el indicador de TIC esos 
primeros puestos los ocupan Uruguay, Argentina y Brasil.

Aunque en este epígrafe se muestra solo una imagen meramente descrip-
tiva y parcial de las diferencias internacionales, es posible detectar algunos 
ámbitos en los que cabría profundizar en las estrategias de desarrollo basadas 
en la innovación.

4. Políticas públicas de fomento de la innovación

El marco de comprensión e interpretación de la innovación se asienta origina-
riamente en la concepción de la tecnología como un bien que es solo parcialmen-
te público y, por lo tanto, solo parcialmente apropiable. Este aspecto amplía las 
posibilidades de difusión del conocimiento y reduce el grado de exclusión de 
otros agentes, lo que tiene potenciales efectos beneficiosos a nivel agregado; la 
consecuencia inmediata de su incompleta apropiación tiene efectos en los 
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incentivos a la inversión en conocimiento, haciendo que el mercado falle como 
mecanismo de asignación eficiente. El potencial derrame del conocimiento 
puede jugar un papel importante en el avance tecnológico y en el desarrollo de 
los países (Arrow, 1962; Callon, 1994), justificando además la intervención 
pública en este ámbito. No obstante, al asumir que la tecnología no es solo 
información y no está disponible de forma gratuita, algunos elementos de 
carácter tácito, tales como el saber hacer, pueden llegar a ser extremadamente 
condicionantes del aprendizaje, lo que explica que el acceso al conocimiento 
esté por lo general asociado a costes adicionales en los que resulta necesario 
incurrir para la generación de capacidades individuales (Polanyi, 1966), más 
ausentes, por lo general, en contextos de países en desarrollo. 

Estas características de la tecnología justifican una acción deliberada de la 
política pública en materia de innovación. Como se sugiere en la aproximación 
de los SNI y las capacidades de innovación nacionales, los ámbitos sobre los que 
actuar van más allá del referido exclusivamente a la inversión en I+D. La cues-
tión es que las diferencias competitivas entre países obedecen a disímiles capa-
cidades nacionales, a la habilidad para absorber, adaptar y usar eficientemente 
la tecnología y, por supuesto, también para crearla. La elección entre creación 
o absorción y adaptación de tecnologías existentes a partir de la expansión de la 
I+D y la innovación acaba siendo específica de cada país y depende del nivel 
inicial de desarrollo (Gerschenkron, 1962) o su nivel de modernización, por lo 
que las capacidades nacionales estarían condicionadas tanto por las caracterís-
ticas del entorno macroeconómico, como por las estrategias de las organizacio-
nes empresariales y el marco institucional. 

Una aproximación a la capacidad innovadora nacional como la que se 
muestra en el trabajo de Furman et al. (2002) la define como la habilidad de un 
país para producir y comercializar flujos de tecnología innovadora a lo largo del 
tiempo. Este marco conceptual asentado en tres áreas de investigación conso-
lidadas, la teoría del crecimiento endógeno dirigida por las ideas (Romer, 
1990), la teoría de las ventajas competitivas de las naciones basada en los clus-
ters (Porter, 1990) y la investigación realizada en la tradición de los sistemas 
nacionales de innovación (Lundvall, 1992; Nelson, 1993), conceptualiza la 
capacidad innovadora asumiendo que esta se refiere al nivel de output de inno-
vaciones alcanzadas así como a un conjunto de factores determinantes en la 
consolidación del proceso de innovación. Así, por ejemplo, las diferencias en 
las capacidades nacionales pueden deberse a variaciones en la geografía econó-
mica (lo que condiciona el nivel de spillovers entre empresas) o bien a las dife-
rencias en las políticas nacionales de innovación (fundamentalmente orienta-
das al apoyo público a investigación básica o al marco legal de protección de la 
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propiedad intelectual) o bien a las respectivas estructuras productivas y su 
dinámica de cambio. La idea clave acerca de la capacidad innovadora es que, 
aunque puede estar relacionada, es distinta del avance científico y tecnológico, 
lo que conduciría a ir más allá de aquellos elementos que son importantes para 
el desarrollo y comercialización de las nuevas tecnologías. 

Por todo lo anterior, la política pública puede jugar un importante papel en 
la conformación de la capacidad innovadora nacional siempre que se tenga en 
cuenta, además de los recursos a la I+D disponibles en la economía, aspectos 
tales como la inversión en capital humano, la mejora de la estructura de incen-
tivos a la innovación y de las condiciones de los clusters para hacer aumentar la 
calidad de los nexos o interacciones entre los distintos agentes generadores y 
usuarios de conocimiento (Furman et al., 2002). Aquellos países que han 
aumentado su nivel de capacidad innovadora en la segunda mitad del siglo XX 
(Japón, Suecia, Finlandia, Alemania) han implementado políticas de fomento 
de la inversión en capital humano en ciencia y en ingeniería (por ejemplo, 
mediante la inversión de recursos en universidades técnicas) y también han 
llevado a cabo otras acciones orientadas a incrementar la innovación sobre la 
base de la competencia (a través de subsidios fiscales a la I+D y la apertura gra-
dual de los mercados a la competencia internacional). 

La experiencia de algunos PED nos demuestra que, en muchas ocasiones, 
las estrategias nacionales han estado centradas en la adaptación de tecnologías 
importadas y en el ascenso de las capacidades locales (la mayoría de los países 
asiáticos de nueva industrialización y también es el caso de muchos de América 
Latina). El resultado es que algunos PED han llegado a desarrollar su propia 
tecnología (Brasil en aeronáutica, electrónica e informática; Malasia en elec-
trónica) y estos resultados exitosos son consecuencia de una acción combinada 
entre Estados, el capital nacional y el capital extranjero. Los procesos de avance 
tecnológico son, pues, el resultado de la construcción de capacidades en varios 
niveles de acción: la inversión en capacidades científicas y tecnológicas, el 
fomento de los flujos de información y la promoción de instituciones de apoyo 
e infraestructuras; y los esfuerzos a nivel micro, con el desarrollo de habilida-
des organizativas y tecnológicas que permitirían definir la especialización más 
apropiada (Lall, 1997). Además, el acceso a la experiencia tecnológica es un 
proceso acumulativo que requiere del desarrollo y la constitución de redes de 
naturaleza diversa, en las que las relaciones entre clientes, proveedores y otros 
elementos del entorno son cruciales (Cantwell, 1989; Lundvall et al., 2002; 
Fagerberg y Srholec, 2008; Álvarez et al., 2009). Todas esas capacidades tienen 
como fin último la introducción de innovaciones con fines productivos que 
acaba por derivar en mejoras en términos de desarrollo.
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En América Latina, donde las disparidades intrarregionales son impor-
tantes y faltan masas críticas para acceder plenamente a la economía del cono-
cimiento (Dutrénit, 2012), hay algunos casos en los que se observa una acción 
deliberada de formulación de políticas que va más allá del ámbito de la I+D y 
que enfatiza la importancia de las capacidades de innovación para conducir un 
proceso de desarrollo sostenido5. En Chile, por ejemplo, la política ha sido 
consistente con la promoción de la innovación desde mediados de los años 
2000, cuando se incorporaron estas cuestiones en la agenda de desarrollo. El 
contexto de baja productividad y escaso esfuerzo en I+D, junto a una especiali-
zación basada en los recursos naturales y una estructura productiva centrada en 
sectores de baja tecnología, hacía pertinente la definición de nuevas acciones. 
La política pública había priorizado tradicionalmente la investigación básica 
sobre la innovación empresarial. Entre las nuevas medidas que se han ido 
adoptando está la elaboración de una estrategia plurianual, 2006-2010, que 
refuerce elementos del sistema nacional de innovación; también la creación 
institucional del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad con la 
misión de velar por la estrategia nacional de innovación a largo plazo; igual-
mente se han incrementado los recursos de la estrategia de innovación y se creó 
un Fondo de Innovación para la Competitividad; otras medidas han sido el 
establecimiento de incentivos fiscales a la I+D y la reforma de la política de la 
competencia. Algunos de los retos de la economía chilena a los que estas medi-
das pretenden hacer frente son la coordinación entre instituciones responsa-
bles de financiar las acciones de la política de innovación (Ministerio de 
Economía y de Educación), la escasez de recursos humanos especializados que 
dificultan los esfuerzos públicos y privados y limitan las posibilidades de inno-
vación en las empresas.

Por otra parte, México también ha renovado sus esfuerzos públicos desde 
2000 con la aprobación de la Ley Orgánica de Consejo Nacional de Ciencia y 
Tecnología (CONACYT) y el Programa Especial de Ciencia, Tecnología e 
Innovación para el periodo 2001-2006 y 2008-2011, concediéndosele un lugar 
prioritario a la innovación. Se ha ido así constituyendo un marco de gobernan-
za del sistema de ciencia y tecnología a partir de nuevas normas y procesos con 
el objetivo de conseguir una mayor integración de los distintos agentes del sis-
tema6. No obstante, pese a estos esfuerzos de carácter legislativo, aún no se ha 
logrado alcanzar el objetivo de aumentar el esfuerzo nacional en I+D —que sigue 
siendo del 0,38 por ciento—, a pesar del incremento de la inversión empresa-
rial en innovación. También ha aumentado la inversión en infraestructuras y en 
ciencia y tecnología, mejorándose la comunidad científica. Han ido ganado en 
importancia los incentivos tributarios, aunque no llegan a beneficiar a las 

A0086 CUBA (5).indd   77 6/6/13   12:44:54



78

empresas más pequeñas que no realizan I+D de manera sistemática; por ello, 
para favorecer a las Pequeñas y Medianas Empresas (PYME), se establecie-
ron subvenciones y créditos para la innovación. Otra novedad es la creación 
de la Fundación Produce, para promocionar los sectores tradicionales (la 
agricultura) y transformarlos en actividades de elevado nivel de conoci-
mientos.

En Argentina, se llevó a cabo una importante creación institucional en 
2007 con la formación del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. El 
propósito era definir políticas más coherentes y delimitar las características del 
SNI. Se han acometido incrementos en las dotaciones presupuestarias para 
apoyo a la innovación empresarial, aunque aún se perciben debilidades debido 
a la falta de interacción entre los distintos agentes del sistema, en el ámbito 
educativo, productivo y de las instituciones públicas, y también falta de crédito 
a las PYME. La escasa colaboración pública-privada y la falta de capacitación 
técnica son algunos de los aspectos que igualmente condicionan los resultados 
innovadores y precisan un mayor impulso. 

Por último, aunque el esfuerzo en I+D de Brasil está próximo al 1 por cien-
to del PIB, persiste una importante concentración en las universidades y los 
centros de investigación. Las deficiencias del SNI se relacionan con la falta de 
capital humano y la baja capacitación en ciencias, matemáticas e ingeniería de 
la población, así como con la escasa innovación y producción científica. 
Aunque se han definido algunos sectores estratégicos (aeronáutico, biotec-
nología), la colaboración con universidades aún es escasa. Las subvenciones 
se introdujeron en el año 2000 para incrementar la financiación privada de 
la innovación e igualmente se contempla la contratación pública como ins-
trumento de desarrollo tecnológico. El Plan de Acción 2007-2010 se ha cen-
trado en reforzar el papel de la ciencia, la tecnología y la innovación en el 
desarrollo sostenible mediante una cuantiosa inversión de recursos del 
Ministerio de Ciencia y Tecnología, el de Minas y Energía, el de Salud, el de 
Educación y el de Agricultura, y el Banco Nacional de Desarrollo Económico 
y Social. Las prioridades del Plan se concentran en consolidar el SNI, en 
incrementar los recursos humanos en ciencia y mejorar la infraestructura de 
investigación y educación. También se orienta a promover la innovación 
industrial y el fomento de la I+D privada, a respaldarla en sectores estratégi-
cos y a impulsar la divulgación y la educación científica. Pese a las debilida-
des del SNI de Brasil, entre los resultados más exitosos está el hecho de que 
las empresas brasileñas han conseguido en los últimos años algunas innova-
ciones de producto para el mercado en sectores tales como el aeronáutico, el de 
motores y el agrícola.
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5. La transformación productiva y tecnológica en Cuba 
en el contexto de la crisis económica

El proceso de reestructuración de la economía cubana tras el enorme descala-
bro de principios de los noventa ha permitido volver a recuperar tasas de creci-
miento positivas del producto. El centro de gravedad de la economía se ha 
desplazado continuamente hacia los servicios. Y en general, salvo en contadas 
excepciones, la dinámica de crecimiento fundamental se ha concentrado en 
este sector mientras que el comportamiento del sector manufacturero ha sido 
muy heterogéneo, con un balance global desfavorable. Esto tiene repercusiones 
en el potencial de generación de innovaciones tecnológicas7 y en la asignación 
de recursos humanos en las distintas ramas técnicas. 

Una de las limitaciones más importantes a las que se enfrenta la dinámica 
estructural es que, de forma general, no se ha logrado diversificar el anclaje 
sectorial de la economía y los sectores emergentes no se han caracterizado por 
ubicarse en plataformas con cambio técnico acelerado. En las dos últimas déca-
das, Cuba ha modificado sustancialmente el sector líder de la economía en al 
menos dos ocasiones, dándose simultáneamente el declive de la “locomotora” 
anterior. En la tabla 1 se aprecia una descripción de los sectores que han con-
tribuido al crecimiento cubano en los últimos 40 años. La situación económica 
de principios de la década de los noventa hizo que las prioridades se volcaran 
hacia el turismo y, en menor medida, hacia la industria biofarmacéutica. Como 
contrapartida, se generó un descenso de la producción azucarera y de otros 
índices de eficiencia dentro la rama.

Tabla 1 

Las bases sectoriales del crecimiento económico en Cuba (1970-2010)

TRANSFERENCIA 
FACTORES

ESPECIALIZACIÓN 
INTERNACIONAL

ENCADENAMIENTOS 
PRODUCTIVOS CAMBIO TÉCNICO  

Agroindustria azucarera Poca Producto primario Fuertes y diversos Lento

Turismo internacional Importante Servicio primario Fuertes y diversos Lento

Servicios médicos Insignificante Servicio especializado Pocos Rápido

Fuente: elaboración propia.

Si bien desde el punto de vista del balance externo los ingresos turísticos 
brutos se multiplicaron en pocos años, esa elección puede resultar costosa a 
largo plazo por al menos dos razones: en primer lugar, la menor densidad de 
los encadenamientos productivos del turismo en comparación con la 
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incuestionablemente mayor que pudo desarrollarse en la rama azucarera (Nova, 
2006; Sulroca, 2011), ello sin tener en cuenta el debilitamiento progresivo del 
turismo de la última década8. En segundo lugar, son distintas las posibilidades 
tecnológicas derivadas de uno y otro sector, máxime si se tiene en cuenta que 
Cuba venía desarrollando un grupo de capacidades no despreciables en la 
industria del dulce, habiendo llegado a desplegar una base propia de fabrica-
ción de medios de producción. Al tiempo, como la experiencia brasileña ha 
demostrado, el cambio técnico en esa rama aparentemente tradicional se ha 
acelerado, desplegando muchas extensiones hacia ramas claves como la ener-
gética, la química y la producción de maquinarias. Cuba renunció en la práctica 
a estos desarrollos cuando avanzó sostenidamente hacia el desmantelamiento 
de la anterior base productiva nacional; de hecho, no pocos autores (García, 
2004; Nova, 2006) han afirmado que la azucarera ha sido hasta hoy la única 
verdadera cadena productiva de Cuba. 

El desarrollo tecnológico en la rama también declinó con la reestructura-
ción azucarera, con retrocesos tanto en el sector agrícola como en el industrial; 
por ejemplo, se redujeron significativamente los rendimientos, el número de 
productos comercializados, la producción de maquinaria y los resultados agrí-
colas (Sörvik, 2010). Asimismo, en términos de procesos industriales, el país 
se ha apartado de las nuevas tendencias internacionales relacionadas con el 
desarrollo de una industria basada en la caña y no en el azúcar. En las últimas 
tres décadas, el líder mundial, Brasil, ha concebido un sector donde la produc-
ción de azúcar continúa desempeñando un rol importante, junto a otros pro-
ductos como el etanol y la energía eléctrica, lo que ha permitido un avance 
sustancial en la industria química, de maquinarias y de nuevos materiales, aso-
ciado a esas materias primas. Asimismo, ha permitido una mayor autosuficien-
cia energética y una menor dependencia de los combustibles fósiles, más con-
taminantes. 

El turismo ha sido el sector más dinámico de la economía cubana en los 
últimos 15 años, siguiendo una progresión destacada en términos de ingresos 
externos y cuota de mercado. Se acepta de manera generalizada que el beneficio 
potencial de la actividad turística depende de las características de la economía 
receptora y, en ese sentido, son importantes las dimensiones referidas al tama-
ño, el nivel de desarrollo y el grado de diversificación del aparato productivo del 
país en cuestión (Goded, 2002). Por lo general, ni el segmento más importante 
(sol y playa) ni el modelo de negocio vigente han logrado incorporar algunas de 
las actividades estratégicas dentro de la cadena de valor, como es la de los tour-
operadores, que son los que controlan el negocio en el mundo y los que perciben 
los mayores márgenes de rentabilidad (Díaz y Torres, 2012). 
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Aunque los niveles de concurrencia de los productores nacionales han 
aumentado sostenidamente, ese efecto se ha notado sobre todo en ramas tecno-
lógicamente maduras como “las producciones textiles (telas, sábanas, toallas), 
muebles y confecciones, alimentaria y bebidas, materiales de construcción, 
astilleros o la fabricación de ómnibus para el transporte de turistas…” (García 
et al., 2003), aunque este último no muestra una tendencia clara hacia la con-
solidación. Adicionalmente, varios de estos avances se han revertido en la últi-
ma década, razón por la cual el balance general aún queda bastante inconcluso. 
Una posibilidad alternativa sería el desarrollo de otro tipo de oferta, con mayor 
nivel de diferenciación e incorporación de conocimientos. Como se ha demos-
trado en la experiencia de desarrollo en otros países, la generación de valor no 
tiene por qué ser exclusiva de las manufacturas de media y alta tecnología; bien 
al contrario, también cabe concebirla en las industrias primarias, manufactu-
ras basadas en recursos naturales o de baja tecnología, profundizando, entre 
otros asuntos, en la diversificación, los encadenamientos, el diseño o las estra-
tegias de marca. Una idea prioritaria es la incorporación de valor de la produc-
ción y de ahí que las rentas puras derivadas de la explotación de recursos natu-
rales sean menos relevantes; esto es, las economías que más crecen continúan 
explotando sus recursos naturales, pero lo hacen de una forma tal en la que se 
maximiza la generación de valor agregado. 

En el caso específico de las industrias relacionadas con la explotación de 
recursos naturales —como es el caso del níquel—, también denominadas 
“industrias de procesos”, se constata que la transformación directa de materias 
primas se realiza mediante métodos químicos, eléctricos, calor u otros (acero, 
papel, salsa de tomate, gasolina, plásticos). La peculiaridad principal reside en 
que el proceso de producción tiene lugar dentro del sistema de equipamiento, y 
el personal supervisa y apoya el proceso en lugar de ejecutarlo (Pérez, 2010). 
Ello implica una administración diferente del desarrollo tecnológico, que esta-
ría enfocado hacia el diseño y la eventual manufactura del equipamiento y/o 
hacia el desarrollo de nuevos procesos más eficientes (menor consumo de 
energía, ahorro de tiempo). Estos procesos requieren capacidades de ingenie-
ría que no se desarrollan a corto plazo y que han estado ausentes en la mayoría 
de los países pobres, lo que explica su continua dependencia de los proveedores 
extranjeros y su especialización en los procesos más primarios, quedando los 
eslabones más complejos, aquellos orientados hacia la fabricación de produc-
tos finales, en los países desarrollados. Por todo ello, es plausible pensar en la 
posibilidad que brinda el desarrollo tecnológico “aguas abajo”, tratando de 
aprovechar las aplicaciones del metal en otros procesos industriales, como la 
producción de acero y otras aleaciones, avance que no se ha logrado en etapas 
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anteriores de abundante financiación externa, y que es menos probable en la 
actualidad si se atiende al volumen de inversión necesaria y al declive del sector 
industrial. 

Entre 1994 y 2010, la producción de bienes fue responsable de solo el 
10,3 por ciento9 del crecimiento acumulado de la economía y, sin embargo, 
absorbe la tercera parte de la fuerza de trabajo, denotando un desfavorable 
comportamiento de la productividad. Por su parte, la agricultura cubana 
muestra pobres rendimientos en la mayoría de los cultivos fundamentales y el 
porcentaje de tierras ociosas es elevado10. La inexistencia de un adecuado 
esquema de incentivos ha determinado un importante grado de subutiliza-
ción de la tierra y un inadecuado aprovechamiento productivo; una parte 
sustancial de las tierras permanece inutilizado mientras que las importacio-
nes de alimentos abastecen la mitad11 del consumo doméstico y representan 
alrededor de la quinta parte de las importaciones anuales12, generando ten-
siones recurrentes en el equilibrio externo y poniendo en peligro la seguridad 
alimentaria de la nación. Los rendimientos agrícolas en Cuba son más bien 
bajos, en comparación con la media mundial y otros países de su entorno 
geográfico, y si se atiende al potencial científico dedicado a esta actividad el 
balance es aún peor. Esta situación afecta no solo a los cultivos orientados al 
mercado doméstico sino también a aquellos cuyo destino principal es la 
exportación, tales como la caña o el café. 

La evolución del volumen físico de producción de las ramas industriales 
(tabla 2) refleja una profunda contracción en la mayoría de estas, siendo más 
pronunciado el descenso en aquellas históricamente importantes en el desem-
peño de la economía, tales como la fabricación de maquinarias y equipos, la 
industria química, los materiales de construcción o la industria azucarera. 
Especialmente significativo es el hecho de que la inmensa mayoría de las ramas 
de alta tecnología muestra un desempeño muy pobre, con la excepción de la 
fabricación de medicamentos y productos biotecnológicos.

En cuanto a la fuerza de trabajo, la situación es similar, ya que una parte 
significativa de los puestos de trabajo destruidos en la etapa provienen de las 
manufacturas y su participación relativa en la estructura de la ocupación tiende 
a reducirse. Los empleos manufactureros se asociaron históricamente a un 
efecto positivo de carácter cualitativo, en tanto que las habilidades y las compe-
tencias técnicas requeridas para el diseño, la fabricación y el mantenimiento de 
maquinarias y equipos constituyeron la mejor escuela para la cualificación de la 
mano de obra. Esto se debe a que la diversidad y la complejidad intrínseca a la 
mayoría de las actividades manufactureras constituyen una importante fuente 
de aprendizaje en capacidades técnicas, de ingeniería y gerenciales. 
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Tabla 2

Volumen físico de producciones industriales seleccionadas (1989=100)13

1990 2000 2011

Índice general (exceptuando industria azucarera) 88,6 44,8 51,2

Producciones de alta tecnología

Medicamentos y otros - 233,4* 865,1**

Equipos de radio, TV y comunicaciones 112,6 53,6 40,6

Instrumentos médicos, ópticos y de precisión 94,2 4,5 42,9

Producciones de media-alta tecnología

Edición, impresión y reproducción de grabaciones 83,8 18,6 18,0

Otros productos químicos 97,7 104,4 86,1

Maquinarias y equipos 99,6 15,9 0,4

Maquinaria eléctrica 80,0 32,0 34,6

Equipos de transporte 79,1 19,9 3,0

Producciones de media-baja tecnología

Fertilizantes y otros 95,8 13,8 8,0

Refinación del petróleo - 30,6 50,3

Caucho y plástico 103,5 31,7 19,6

Minerales no metálicos 79,9 23,8 9,7

Materiales construcción 93,2 26,0 28,5

Metales comunes 85,1 105,1 103,9

Productos metálicos 81,6 24,7 22,8

Producciones de baja tecnología

Industria azucarera 111,0 52,8 16,4

Alimentos 90,4 52,4 67,7

Bebidas 97,2 81,1 110,7

Tabaco 98,3 86,9 97,0

Textiles 90,1 14,8 6,8

Prendas de vestir 81,9 22,7 30,7

Cuero y derivados 86,8 46,6 17,1

Madera y derivados 91,0 18,6 10,9

Papel y derivados 78,5 10,8 7,3

Muebles y otros 81,0 60,8 134,1

Fuente: Anuario Estadístico de Cuba (varios años).
(*) Dato correspondiente a 2002. 

(**) Dato correspondiente a 2009. 

De las 18 ramas incluidas en el estudio, en solo una se incrementó el número 
de trabajadores (combustibles)14, la que se benefició de la inauguración de la refi-
nería de Cienfuegos. Las pérdidas de la industria azucarera, construcción de 
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maquinarias o materiales de construcción son significativas. Es destacable que 
entre las de peores desempeños se encuentren ramas muy significativas para la 
economía nacional, tales como la azucarera (tradicional) o la de materiales de 
construcción y de maquinarias, claves para el proceso de acumulación (gráfico 4). 

Gráfico 4 

Dinámica de la ocupación en la industria, Cuba (1989-2010)
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Fuente: elaboración propia a partir de datos ONEI. 

Una clara excepción en este contexto de declive es la industria biotecnoló-
gica y farmacéutica cubana, cuyo impacto en la economía merece una reflexión 
particular. Siendo un sector de punta en el mundo y de gran valor estratégico, su 
tamaño es aún reducido para el contexto de la economía cubana, excepto proba-
blemente en lo que respecta a las exportaciones. Debido a su alta especialización y 
el nivel tecnológico requerido, la mayor parte del equipamiento e insumos claves 
deben ser importados, lo que hace que su efecto multiplicador sobre otras ramas 
industriales o de servicios sea todavía escaso. Adicionalmente, es elevado el desa-
rrollo en la biotecnología para aplicaciones médicas, mientras que otras áreas con 
mayor impacto potencial en el sector productivo, como las vinculadas a la agricul-
tura, a la industria alimentaria o a las energías renovables, muestran un menor 
avance, lo que llevaría a no sobrestimar el potencial dinamizador de este sector15. 

El rasgo característico del sector externo cubano en estas últimas dos déca-
das es el aumento sostenido de los servicios junto al discreto desempeño de las 
exportaciones de bienes. En ambos segmentos, tanto la diversidad de productos 
como el grado de sofisticación tecnológica y sus conexiones con el aparato produc-
tivo doméstico aún distan de suplir las necesidades de la economía y de aprovechar 
las posibilidades que ofrece el mercado externo (tabla 3). En el caso de los bienes, 
el desempeño ha estado muy por debajo del promedio mundial, lo que 
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indiscutiblemente ha influido en las recurrentes crisis originadas en el sector 
externo y su escaso poder multiplicador a nivel doméstico. En este comportamien-
to estarían influyendo tanto la escasa diversificación de la oferta como la baja 
incorporación de productos con un mayor contenido de conocimientos. 

Tabla 3

Exportaciones* de bienes y servicios, Cuba (1990-2011)

1990 2011 TCPA** 90-11 (%)

Total 5.435 18.329 6,0 (8,2)***

Bienes 4.910 6.300     1,2 (8,2)

Servicios 525,4 12.029     16,1 (8,1)

Fuente: UNCTADstat (2012) y estimaciones del autor. 
(*) En miles de dólares corrientes 

(**) Tasa de crecimiento promedio anual.
(***) Las cifras entre paréntesis se refieren al promedio mundial.

La especialización externa del país se centra en los sectores primarios, 
poniendo de manifiesto las debilidades del aparato productivo para aprovechar 
las nuevas ventajas competitivas que se asientan en una mayor cualificación de 
la fuerza de trabajo. Es de esperar que una mejor formación de los recursos 
humanos redunde en la mejora de las condiciones para introducir adelantos 
científicos y técnicos que puedan dar respuesta a los desafíos de la producción. 
El único sector con ventajas competitivas que muestra buenos resultados es la 
industria biotecnológica y farmacéutica, aunque esta es fuertemente depen-
diente de los intercambios en el seno de la Alianza Bolivariana para las Américas 
(ALBA). Como se puede apreciar en la tabla 4, el perfil tecnológico de las expor-
taciones de bienes no ha variado sustancialmente en las últimas dos décadas.

Tabla 4

Indicadores descriptivos del patrón de inserción internacional	  	
de las exportaciones de bienes Cuba (años seleccionados)

1997 2006 2011

Exportaciones de alta y media tecnología (a) 5,8 9,7 14,2

EXPY (b) 10.155 13.025 (c) -

Exportaciones de TIC (a) - 0,67 -

Bienes de industrias creativas (a) - 0,70 -

Número de productos exportados con IVCR>1 120 (d) 116 129 (e)

Fuente: cálculos de los autores a partir de UNCTADstat (2012). 
(a) % de las exportaciones totales de bienes ; (b) para los detalles correspondientes al cálculo del índice EXPY, ver 

Hausmann, Hwang y Rodrik (2007) ; (c) corresponde a 2007; (d) corresponde a 1995; (e) corresponde a 2009; (f) % de las 
exportaciones mundiales de bienes (dólares corrientes).
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En 2011, más del 80 por ciento de las ventas de bienes provenían de pro-
ductos primarios, fundamentalmente el níquel, y más recientemente de las 
exportaciones del refino de petróleo. Este perfil refleja en gran medida la pro-
pia evolución del sector industrial, en el que las ramas de mejor desempeño no 
son necesariamente aquellas de mayor complejidad. Un aspecto a destacar es el 
retraso de la comercialización de productos asociados a las tecnologías de la infor-
mación y las comunicaciones y aquellos conectados con las denominadas “indus-
trias creativas”, ya que en ambos casos los valores son insignificantes en el comer-
cio exterior del país. Por su parte, el índice EXPY, relacionado con el nivel de 
productividad vinculado con las ventas de bienes, se ha movido en corresponden-
cia con la creciente participación de la industria biofarmacéutica. Sin embargo, la 
evidencia empírica para otros países muestra que este movimiento está general-
mente vinculado a la diversificación hacia productos más sofisticados, mientras 
que en el caso de Cuba el progreso ha sido más bien escaso —nótese en la tabla 4 
que el número de productos exportados no ha variado prácticamente en 16 años. 

Si se recurre al espacio de producto (Hausmann y Klinger, 2006; Hidalgo, 
2009) para describir el nivel de sofisticación de las ventas de bienes y el poten-
cial de crecimiento derivados de la tipología de productos, se advierte inmedia-
tamente la especialización del país en bienes relativamente simples, ubicados 
en la periferia de este Espacio y con un valor estratégico reducido, lo que haría 
necesario realizar un mayor esfuerzo para mejorar el patrón de inserción inter-
nacional (gráfico 5). 

Gráfico 5

Espacio de Producto. Cuba 2010

Fuente: MIT Media Lab (2012).
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El problema que se revela aquí es que la especialización de Cuba hace más 
difícil el desplazamiento hacia otros bienes más “valiosos” desde el punto de 
vista del cambio estructural y el crecimiento. La relativa lejanía del centro de la 
distribución, donde se ubican los productos de mayor productividad y derra-
mes, está determinada por el tipo de activos necesarios para producir tales 
bienes, en este caso activos diferenciados que permiten acceder a una canasta 
más diversificada. La única excepción en esta regularidad es la de los productos 
farmacéuticos, que sí se ubican en la parte más densa. Este segmento ha sido 
ampliamente considerado como una producción sofisticada de alta tecnología 
que requiere unos factores de producción y un armazón institucional de alta 
complejidad y especialización, por lo que son las naciones más avanzadas las 
que gozan de una ventaja comparativa en los mismos. Esta ubicación le brinda 
a Cuba la posibilidad teórica de acceder a un conjunto más amplio de productos 
y de mayor rentabilidad, por lo que podría figurar como prioridad en la política 
industrial. 

Sin embargo, según los datos de COMTRADE, las exportaciones de este 
sector hacia Venezuela representaron en 2006 alrededor del 75 por ciento del 
total, con lo cual la especialización en este renglón depende críticamente de 
un mercado al que se accede bajo términos preferenciales. Esto también 
sugiere que para consolidar este tipo de ventajas, de alto valor para el desa-
rrollo futuro, sería necesario explotar más intensamente las capacidades 
creadas en aquellos bienes ubicados en las partes más densas del espacio de 
producto. La combinación de estos aspectos desfavorables ha incidido en la 
pobre competitividad de la nación en los mercados internacionales; su cuota 
de mercado no ha variado en el periodo considerado a pesar de que está muy 
por debajo del potencial asociado a un país con el nivel de desarrollo relativo 
de Cuba.  

Como se apuntó anteriormente, el componente más dinámico del comer-
cio ha sido la exportación de servicios, con cambios importantes en su estruc-
tura interna debidos a que la posición principal que ocupaba el turismo hasta 
principios de la década pasada ha sido asumida a partir de 2004 por los servi-
cios profesionales, fundamentalmente servicios médicos, que tienen como 
principal cliente a los países del ALBA y, específicamente, a Venezuela. En el 
gráfico 6 se aprecia que tras la firma de los acuerdos del ALBA en diciembre de 
2004, los ingresos externos por este concepto crecieron sustancialmente; en la 
actualidad, casi las tres cuartas partes de las entradas propiciadas por los servi-
cios se originan al margen del turismo, habiéndose visto este sector afectado 
por los acontecimientos del 11 de septiembre y otras decisiones de política eco-
nómica interna.
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Gráfico 6

Exportaciones de servicios, Cuba (1990-2011)
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Fuente: UNCTADstat (2012) y Panorama Económico y Social (2012).

Además de los acuerdos con el ALBA, que permitieron abrir nuevos mer-
cados para los servicios profesionales, especialmente los relacionados con la 
salud y la educación, recientemente también emergieron otras posibilidades 
en Argelia, China, Angola y Namibia. No obstante, de acuerdo a Malmierca 
(2010), a finales de 2009 casi el 91 por ciento de los colaboradores cubanos 
en el exterior trabajaban en América Latina (fundamentalmente en 
Venezuela), siendo muy elevado de nuevo el nivel de dependencia respecto a 
un solo mercado. 

El total de profesionales cubanos en el exterior al cierre de 2009 ascendió 
a 49.119 especialistas, la mayoría en el área médica (Malmierca, 2010). Esa 
cifra representa menos del 1 por ciento de los ocupados en Cuba de ese año 
(poco más de cinco millones de trabajadores). Si bien su productividad es muy 
elevada, permitiendo obtener un elevado rendimiento de la cualificación de los 
recursos humanos del país y cuantiosos ingresos que alivian la restricción 
externa, es reducido su potencial como motor de cambio estructural porque 
sigue siendo exigua la capacidad de generación de puestos de trabajo de alta pro-
ductividad. A ello se suma que las conexiones con el aparato productivo son, hasta 
el momento, escasas, lo que se debe tanto a las características de estas actividades 
como a la forma de provisión de estos servicios, que se basa en el envío de profe-
sionales al exterior. Además, cabe señalar que la industria cubana no está en 
condiciones de proveer del equipamiento necesario para un hospital o clínica 
moderna, salvo para un grupo específico de medicamentos y equipos, por lo que 
estas necesidades se suplen a través de la importación procedente de terceros 
países. Aunque un desarrollo de estas ramas manufactureras es deseable, se 
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requeriría de un desarrollo tecnológico acelerado e intenso que demandaría 
cuantiosas inversiones y recursos humanos altamente calificados.

Por su parte, cabe destacar que Cuba, con un valor de 4,19 en el índice KEI, 
se sitúa a casi un punto por debajo del promedio regional, no siendo tan notable 
la diferencia de su puntuación en el índice KI, que es de 5,10 respecto al 5,31 
que le corresponde a América Latina. Es especialmente destacable que al aten-
der a las cuatro dimensiones de la economía del conocimiento, se está muy 
distanciado del promedio de la región en el indicador de incentivos económi-
cos y régimen institucional (EIR) (1,44 frente a 4,66) y también en el de TIC en 
el que el valor de Cuba es de 2,34 frente a 5,02 de América Latina.  

Estos dos elementos permiten explicar que las distancias no sean tan 
amplias en el subíndice de innovación, en el que Cuba alcanza un 5,05 frente al 
5,80 de promedio regional, pero sobre todo que esté muy por encima en el 
subíndice de educación, con un valor de 7,93 respecto al 5,11 regional. Estos 
valores, junto al hecho de que la transformación estructural y los cambios en el 
patrón de inserción internacional sean tan deficientes, ponen de manifiesto 
una de las principales contradicciones del país: el éxito relativo en la creación 
de capacidades de innovación (educación básica y superior, investigadores, 
publicaciones) frente a unos pobres resultados (crecimiento industrial, expor-
taciones) en la creación de riqueza y bienestar. 

6. La empresa y las capacidades innovadoras de Cuba

Se puede afirmar que una gran parte de las insuficiencias que muestra la trans-
formación estructural del país puede explicase a partir de las características 
generales del sistema empresarial cubano. En un estudio de los sistemas de 
dirección de la economía después de 1959 y su impacto sobre la trayectoria 
productiva de las empresas (Díaz, 2010), se destacan dos como elementos esen-
ciales: en primer lugar, que las estrategias de desarrollo promovidas en el 
periodo se caracterizaron por la ausencia de un enfoque sistémico, impidiendo 
el cumplimiento de objetivos claves a largo plazo; en ningún caso se ha logrado 
instrumentar un conjunto coherente de estrategia-políticas-instrumentos 
orientado a generar un contexto propicio para la innovación. Y, en segundo 
lugar, que los mecanismos de regulación y control se han caracterizado por su 
centralización y verticalidad, dejando poco espacio para el desempeño de la 
empresa, con predominio de la gran empresa estatal y con un papel casi cere-
monial para las cooperativas, quedando el emprendimiento individual relegado 
a un papel virtualmente marginal. 
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El criterio básico de eficiencia dinámica se identifica con la generación de 
rentas basadas en la actividad productiva, esencialmente con la exportación de 
unos pocos sectores basados en la explotación de recursos naturales. Esto 
explicaría el hecho de que no es posible fomentar la innovación y el cambio 
tecnológico dentro de un sistema económico excesivamente enfocado hacia el 
corto plazo y al cumplimiento de metas basadas en la incorporación de mayores 
recursos de todo tipo. Por su propia naturaleza, los procesos innovadores tie-
nen un carácter acumulativo y una clara orientación de largo plazo, siendo 
extremadamente dependientes de la reasignación continua de factores y de lo 
que se ha denominado la destrucción creativa, o proceso mediante el cual nue-
vas actividades y procesos más novedosos se imponen a los obsoletos como 
requerimiento del progreso futuro. La inercia y el inmovilismo de los sistemas 
de dirección en Cuba han retardado notablemente el proceso de innovación, 
impidiendo el descubrimiento continuo de nuevas fuentes de acumulación y 
creación de riqueza. En la mayoría de los casos, para cuando el ente central 
advierte una oportunidad, es demasiado tarde para competir exitosamente en el 
mercado. 

El surgimiento de nuevas empresas y ramas ha dependido de la prioridad 
establecida centralmente, incluso la estructura interior de los sectores respon-
de más a la necesidad de maximizar las rentas que a otros criterios de eficiencia 
o al fomento de derrames. Tampoco en el contexto de mayor dependencia de los 
resultados propios para financiar la acumulación y la sostenibilidad de las pres-
taciones sociales, consecuencia de la crisis económica de principios de los 
noventa, las sucesivas actualizaciones del marco regulatorio aplicable a la empre-
sa no lograron introducir mecanismos propicios para el estímulo de los procesos 
innovadores sobre el que descansa el posterior proceso de redistribución de la 
riqueza. Bien al contrario, se retrocedió en ese aspecto al proponerse el relanza-
miento del proceso de perfeccionamiento empresarial a mediados de la década de 
2000, lo que significaría un paso atrás en cuanto a retención de utilidades y al 
margen de actuación sobre las estrategias de las entidades (Díaz, 2010). 

Si se analizan los resultados de las dos encuestas nacionales de innovación 
aplicadas a una parte del sector empresarial cubano, se puede comprobar el 
retraso presente en este ámbito y los grandes desafíos que enfrenta. Es preciso 
aclarar que el universo no es totalmente representativo de las entidades pro-
ductivas por cuanto todos los sectores no están representados y la mayoría de 
las unidades que componen la muestra son las que están en mejores condicio-
nes en sus respectivas áreas. No obstante, entre los resultados más relevantes 
que arrojara la primera encuesta cabría enunciar algunos reveladores (Chía, 
2004: 65): el concepto de innovación que normalmente maneja la empresa 
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cubana es el tradicional de innovación incremental, que no conlleva cambio 
tecnológico y que está asociado a la solución de problemas prácticos para man-
tener la producción y los servicios. Además, la innovación se considera como 
una actividad asociada al Fórum de Ciencia y Técnica y a la Asociación Nacional 
de Innovadores y Racionalizadores (ANIR) y no forma parte, por lo general, de 
la visión de los directivos para mejorar la eficiencia económica de la empresa, 
incrementar la competitividad y convertirla en un factor decisivo para el cam-
bio tecnológico. Por otra parte, no existe vinculación regular y sistemática con 
el sector científico, esto es, con los centros de investigación y universidades, y 
se mantienen más bien bajos niveles de cooperación con otras entidades de 
producción de bienes y servicios. También existe desconocimiento sobre el 
concepto de propiedad industrial y de sus implicaciones en la gestión empresa-
rial y se dominan poco los aspectos relacionados con la transferencia de tecno-
logía. Adicionalmente, predomina la falta de uso de la información como recur-
so para favorecer el desarrollo de la empresa.

La segunda encuesta abarcó una muestra mayor de entidades y los resulta-
dos generales confirman básicamente los mismos problemas que se acaban de 
exponer. Un primer aspecto tiene que ver con el tipo de innovaciones realiza-
das, siendo predominantes las de carácter organizacional, que no requieren 
grandes inversiones en equipamiento o un nivel de sofisticación tecnológica 
elevada. Esto resulta aún más llamativo si se tiene en cuenta que los sectores 
incluidos en la muestra son el transporte, las comunicaciones, la industria y la 
construcción, actividades donde la innovación tecnológica tiene un peso 
importante en el crecimiento de la empresa y la mejora de la competitividad. 
Otra observación interesante resulta de señalar que la novedad de los esfuerzos 
innovadores fue muy limitada en la inmensa mayoría de los casos, algo cohe-
rente con los propósitos de la misma, la dificultad de acceso a fuentes de finan-
ciación y la precariedad de las capacidades empresariales. En ese sentido, el 
78,6 por ciento de las innovaciones fue novedoso solo a nivel de la empresa, por 
lo que se puede inferir la discreta velocidad y profundidad del cambio tecnoló-
gico en las entidades cubanas, lo que difícilmente les permite mantenerse a la 
vanguardia en su sector ni acortar las distancias con sus pares en el resto del 
mundo. 

Los resultados son especialmente preocupantes para una empresa del siglo 
XXI, que tiene que operar y cumplir con su encargo social en un ambiente extre-
madamente competitivo y de rápido cambio técnico. Estos problemas soportan 
la insatisfactoria evolución de los indicadores de esfuerzo y output de la inno-
vación en el país. La trayectoria tecnológica de los sectores, el funcionamiento 
del sistema económico y sus implicaciones para el desempeño de las empresas 
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cubanas explican el debilitamiento progresivo de la incipiente base nacional 
de generación y apropiación de conocimientos, tendencia recogida en la evo-
lución del número de patentes concedidas así como del coeficiente de inven-
ción (tabla 5). 

Esta evolución coloca al país en una situación precaria a nivel internacio-
nal. Incluso dentro de una región como América Latina, que no se destaca espe-
cialmente por su potencial innovador, los valores la sitúan en niveles interme-
dios, solo por delante de otras naciones con un nivel de desarrollo claramente 
inferior, y que en ningún caso han hecho una inversión comparable en la for-
mación de la fuerza laboral. No obstante, el esfuerzo realizado ha tenido un 
sesgo en los últimos 20 años hacia ciertas ramas de la ciencia cuyo impacto en 
la innovación tecnológica es menos claro; por ejemplo, tanto las graduaciones 
de nivel superior como la formación de doctores se han inclinado notablemen-
te hacia las ciencias sociales y humanísticas, de indiscutible valor pero insufi-
cientes para un país en desarrollo que debe cerrar la brecha tecnológica y pro-
ductiva con los estados más avanzados. 

Tabla 5

Indicadores asociados a la innovación, Cuba (1990-2011)

1990 2009

Coeficiente de invención 1,75 0,55*

Investigadores
(por 1000 integrantes de la PEA) 1,23 1,05

Gastos I+D/PIB (%) 0,7 0,64

Graduados por ramas de la ciencia

Naturales y exactas 1.000 (47)** 572 (56)

Técnicas 5.099 (62) 5.407 (81)

Sociales y humanísticas 21.203 (80) 52.838 (398)

Fuente: RICYT (2012) y ONE (2012). * Corresponde a 2011. **Las cifras entre paréntesis se refieren a los 
doctorados otorgados en las ramas correspondientes.

La otra tendencia desfavorable tiene que ver con la estructura de las solici-
tudes de patentes16 en el periodo de 15 años que empieza en la segunda mitad 
de la década de los noventa. En el gráfico 7 se observa que la abrumadora mayo-
ría (75 por ciento) de los resultados de alto impacto con novedad mundial se 
ubican en tres áreas que se corresponden con el complejo biofarmacéutico, lo 
que está en línea con las características descritas anteriormente para el desa-
rrollo industrial y el perfil tecnológico de las exportaciones. Más allá de esta 
rama de alta tecnología, las capacidades científico-técnicas de la nación son 
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débiles, lo que repercute en su habilidad para transformar sostenidamente las 
bases de su inserción internacional y su potencial de crecimiento a largo plazo. 
Una parte del éxito de este enclave, el Polo Científico, es que ha operado hasta la 
actualidad bajo reglas muy diferentes que las aplicadas en el resto de activida-
des. Entre ellas cabe destacar la posibilidad de completar internamente el ciclo 
productivo desde la fase de investigación básica hasta la comercialización de los 
productos en el mercado externo, permitiendo acceder a la necesaria retroali-
mentación de los clientes, a la vez que retiene una parte sustancial de los recur-
sos generados. Por sus propias características, el sector ha estado obligado a 
generar permanentemente nuevas innovaciones para sostener su cartera de 
productos y conformar una imagen a tono con los mejores estándares a nivel 
internacional (Lage, 2004). Asimismo, se han conformado alianzas entre los 
distintos tipos de organizaciones para alcanzar objetivos comunes, incluyendo 
el desarrollo de nuevos productos, y el sector se ha beneficiado del alto nivel 
alcanzado por el sistema de salud cubano, que constituye el destino priorizado 
de sus fármacos. 

Gráfico 7

Solicitudes de patentes por áreas claves 					   
de la tecnología, Cuba (1996-2010)

famacéuticas, 42,21%

biotecnología, 30,07%

Química orgánica fina, 5,03%

otros, 22,69%

fuente: base de datos estadística. organización mundial de la propiedad intelectual.

El análisis precedente permite caracterizar como manifiestamente mejo-
rable la situación del sector estatal de la economía, que ha tenido hasta ahora un 
peso abrumador en la estructura del empleo y la creación de valor. No obstante, 
esta situación tiende a transformase progresivamente, siendo posible concebir 
el creciente espacio del sector no estatal cubano y su impacto en la generación 
de nuevas fuerzas impulsoras de la innovación. La idea es que este segmento 
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está creciendo rápido y es esperable que desempeñe un papel fundamental en 
la economía de los años venideros. En la actualidad, de hecho, no es desprecia-
ble su peso en el empleo, que ronda el 23 por ciento17, de los ocupados al final 
de 2011, representando el sector privado18 casi el 10 por ciento. Téngase en 
cuenta que este es una cifra que se ha multiplicado casi por tres en los últimos 
dos años, habiendo partido de niveles muy bajos. Asimismo, se espera que esta 
proporción pueda alcanzar en su conjunto más del 40 por ciento de la fuerza 
laboral en pocos años. Además, aunque los datos no lo confirman (Pérez y 
Vidal, 2011), se podría estar traspasando una proporción no despreciable de 
empleo con alta calificación, teniendo en cuenta las distorsiones del mercado 
laboral y los precios relativos, que generan contradicciones como la falta de 
correspondencia entre el trinomio calificación-calidad del puesto de trabajo-
retribución (Cribeiro, 2011). 

En estas condiciones, resulta de gran trascendencia diseñar una estrategia 
efectiva para elevar el potencial innovador del sector no estatal. Carecería de 
sentido alguno dejar al margen de un cambio estructural virtuoso una propor-
ción tan numerosa de empleados. A largo plazo resultaría decisivo que los nue-
vos puestos que se generen en el sector privado tengan un nivel de productivi-
dad por encima de la media de la economía. Teniendo en cuenta la necesidad de 
reestructurar gradualmente el empleo en el sector público, incluyendo empre-
sas y la administración general, sería oportuno considerar un tipo de desarrollo 
productivo desde “abajo”, organizado sobre la base de pequeñas y medianas 
empresas, que facilite la identificación de oportunidades que pasan inadverti-
das para los grandes planes de desarrollo. La promoción de actividades de 
pequeña escala puede generar múltiples beneficios a la economía y permitiría 
avanzar en varias dimensiones claves del desarrollo, tales como la distribución 
del ingreso, la creación de empleos, la dinámica territorial y la ampliación del 
mercado interno19. Al tiempo, si se crea un marco que facilite al acceso formal 
de este segmento a los espacios generadores de tecnología y conocimientos y los 
mercados externos, el potencial innovador de la economía se fortalecería nota-
blemente. 

La efectividad de esta opción no se define a nivel global por el volumen de 
valores creados sino por la combinación prácticamente infinita de posibilida-
des de producción dispersas por todo el territorio que podrían resultar viables. 
A este respecto, cabe reseñar las siguientes bondades de la pequeña y mediana 
empresa (Palacios, 2007): 

Alto potencial para la creación de empleos y bajos niveles de capitali•	
zación.
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Flexibilidad y adaptabilidad, muy necesarios en la estructura productiva •	
cubana.
La amplitud de oportunidades para la articulación productiva y el forta-•	
lecimiento del tejido industrial, especialmente en el ámbito local.
La posibilidad de promoción de una mayor diversificación de la pro-•	
ducción.
La ampliación de la base impositiva y la reducción de la informalidad.•	
La mayor competencia en determinados segmentos, que puede hacer •	
una contribución no despreciable a equilibrios macroeconómicos cla-
ves, como el mantenimiento de bajas tasas de inflación.
La dinamización del mercado interno.•	
La diversificación de las exportaciones.•	

La mayoría de las ocupaciones permitidas actualmente son muy primarias, 
para las cuales no se requiere un elevado nivel de cualificación. Aunque se ha 
aprobado que las cooperativas20, por ahora solo a nivel de experimentos, incur-
sionen en actividades de mayor calado en conocimientos como la informática y 
la contabilidad.  Este es un aspecto clave que debe ser constantemente evaluado 
y tenido en cuenta a la hora de concebir la estrategia productiva futura, tenien-
do en cuenta el perfil educativo de la fuerza de trabajo en el país, que cuenta con 
un nivel de escolaridad de 10,5 grados —en promedio—, siendo el más alto en 
Latinoamérica (Barro y Lee, 2010) y con una proporción de profesionales y 
técnicos no despreciable dentro de la fuerza de trabajo21. La alternativa sería 
experimentar una relocalización masiva de universitarios y otros técnicos de 
alta calificación hacia aquellas ramas que ofrecen un mayor ingreso a corto 
plazo, como en buena parte de las ocupaciones actuales en el sector “cuentapro-
pista”. 

7. Reflexiones finales e implicaciones para la política 
económica

Haciendo referencia a un reciente documento generado en la CEPAL (2012: 
34), “la fuerza motriz del cambio estructural es la innovación en procesos y 
productos sobre la base de las nuevas tecnologías y la generación de conoci-
mientos”. Esa transformación es, a su vez, la que permite un crecimiento vir-
tuoso y sostenible a largo plazo, capaz de mejorar continuamente el nivel de 
vida de los habitantes de un país y de dar una respuesta dinámica a las necesi-
dades de acumulación y a los desafíos de la restricción externa. Adoptando esta 
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línea de razonamiento, cabe afirmar que la movilización de las fuerzas que pro-
mueven el cambio estructural para el desarrollo requiere políticas públicas 
activas y gestionadas con dirección estratégica, lo que difícilmente es compati-
ble con la urgencia que impone una macroeconomía dominada por las fluctua-
ciones del ciclo económico. 

Siguiendo la reflexión asentada sobre los tres tipos de eficiencia descritos 
en el propio informe de la CEPAL, en el caso cubano se observa que en los últi-
mos 20 años han predominado las ganancias derivadas de un tipo de eficiencia 
ricardiana, derivada de los beneficios obtenidos del reacomodo a corto plazo de 
loa recursos ya existentes. Este sería el caso correspondiente al desarrollo 
turístico y la venta de servicios profesionales en mercados cautivos. Las rentas 
generadas son importantes para aliviar la restricción externa pero su efecto en 
el crecimiento se desvanece en tanto que no se fomenten otros mecanismos que 
potencien impactos más duraderos sobre la estructura productiva, tales como 
los que se derivan de los encadenamientos hacia ramas complejas o el estímulo 
de un cambio tecnológico transversal de largo alcance. Las características del 
segmento turístico decisivo para Cuba (sol y playa) y el modelo de negocios 
aplicado (todo incluido) limitan la existencia de potenciales derrames hacia el 
tejido productivo, siendo decreciente el efecto de suavización de la restricción 
externa (Díaz y Torres, 2012). 

Un ejemplo de creación de eficiencias keynesiana y schumpeteriana vendría 
a ser el correspondiente a la actividad del complejo biofarmacéutico. Sin 
embargo, atendiendo a su escala, el impacto en la economía doméstica es muy 
bajo, y seguirá siéndolo por mucho tiempo salvo que sea mayor su imbricación 
con otras ramas de mayor importancia para la estructura económica, tales como 
la agricultura y la industria. Áreas como las de la producción de plantas y ani-
males genéticamente modificados, los controles biológicos, la transformación 
de alimentos o la fabricación de biocombustibles constituyen algunos ejemplos 
en los que se podría generar un impacto positivo, contribuyendo a aliviar la 
restricción externa y a fomentar la creación de nuevos empleos de alta produc-
tividad. Piénsese que la convergencia en términos de productividad del trabajo 
ha sido hasta ahora más bien escasa, oscilando alrededor del 11 por ciento del 
valor promedio de Estados Unidos22. 

Los elementos expuestos permiten pensar en al menos dos obstáculos que 
el país precisa resolver en el avance hacia la construcción de una economía más 
innovadora. Por una parte, los cambios acaecidos en la estructura productiva, 
atendiendo a las características de las ramas más dinámicas y a la configuración 
del patrón de especialización que constituye el motor de crecimiento económi-
co cubano en las últimas dos décadas, han debilitado la capacidad del país de 
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cerrar la brecha tecnológica respecto a otros contextos. La explicación a esta 
apreciación se encuentra tanto en el relativo alejamiento de aquellos patrones 
en los que el cambio técnico es más dinámico como en la incapacidad de 
emplear eficientemente una fuerza de trabajo con alto nivel de instrucción y 
capacidad de aprendizaje, esto es, en las limitaciones detectadas a la hora de 
difundir activamente nuevas habilidades y conocimientos, tanto técnicos como 
de dirección y gestión. 

Por otro lado, la actual configuración del sistema empresarial impone tan-
tas restricciones para llevar a cabo una gestión operativa y un manejo eficiente 
de funciones estratégicas como la innovación tecnológica, que se ha venido a 
consolidar un sistema de incentivos que más que favorecer acaban por lastrar la 
movilización del talento y la energía contenida en sus valiosos recursos huma-
nos para el progreso individual y el desarrollo nacional. Estas limitaciones 
están relacionadas con aspectos tales como las dificultades para la apropiación 
individual de los resultados de la creatividad y el propio emprendimiento (tanto 
en el ámbito del sector estatal como en el privado o cooperativo), el limitado 
acceso a fondos y canales para desarrollar/vender un nuevo producto y el parti-
cular proceso de toma de decisiones para llevar a cabo la creación de nuevas 
unidades productivas, particularmente en el ámbito estatal. No obstante, Cuba 
posee algunas condiciones de partida favorables que permitirían asumir mayo-
res riesgos por parte de empresarios e individuos en general: su generosa y 
universal política social23. Dado que la continua prestación de un conjunto 
básico de servicios es objeto de consenso nacional, el coste asociado a los 
potenciales negocios fallidos no es tan elevado como en otros contextos, puesto 
que existe la posibilidad de una cobertura que garantice —a través del individuo 
o incluso de su familia— tales necesidades básicas a un coste casi nulo. Ese 
podría ser un punto de apoyo en el que se soportara un mayor espacio para el 
emprendimiento. Parece sensato enunciar, por lo tanto, que un proceso de 
naturaleza estratégica como la innovación no puede ser conducido por meca-
nismos marcadamente orientados a alcanzar un compromiso entre recursos 
disponibles y necesidades a corto plazo. En este sentido, el avance hacia nuevas 
formas de gestión más autónomas en las entidades estatales resultaría ser clave 
para movilizar el potencial que encierra su fuerza laboral. 

También hay una serie de aspectos cuya interacción ha reforzado las difi-
cultades que muestra el país para transitar hacia un ciclo expansivo duradero 
con convergencia, asentado en un cambio estructural virtuoso. En primer lugar, 
son numerosos los problemas para cerrar la brecha tecnológica y de conoci-
mientos en un contexto de bajísimas tasas de inversión, que han oscilado alre-
dedor del 10 por ciento24 del PIB en las dos décadas anteriores. Este es un 
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obstáculo crucial para renovar el stock de capital físico de la economía y aspirar 
a tasas de acumulación netas más elevadas. Téngase en cuenta que dado el brus-
co giro del patrón tecnológico de referencia a principios de los noventa, se 
multiplicaron las necesidades de sustitución de equipamiento en el país. Un 
segundo problema tiene que ver con las limitaciones que impone el cambio 
técnico incorporado como fuente de acceso al conocimiento internacional. La 
concentración de las inversiones en unos pocos sectores debe haber provocado 
el aumento de la distancia efectiva respecto a la frontera tecnológica en muchas 
ramas, incluyendo las habilidades gerenciales y de ingeniería. 

Un tercer impacto negativo estaría vinculado al deterioro de la infraestruc-
tura física, de nuevo consecuencia de los años de escasa inversión. En este 
capítulo se incluyen carreteras, puertos, aeropuertos25, acueducto y alcantari-
llado, redes eléctricas, entre otras. Especialmente relevante para las necesida-
des que impone el paradigma tecno-económico actual es el notorio retraso en 
las redes asociadas a las TIC. La difusión del conocimiento y los nuevos avances 
técnicos depende de la existencia de un tipo de infraestructura específica vin-
culada con las redes de transmisión de datos e información, como Internet. Sin 
estos adelantos, es muy poco probable el cierre de la brecha en el siglo XXI26. 

Otro aspecto destacable es que ante las agudas restricciones para acceder a 
los mercados financieros internacionales y el escaso volumen de ahorro domés-
tico, el enfoque hacia la inversión extranjera ha continuado favoreciendo una 
práctica discrecional en la toma de decisiones, con exigencias que no se adaptan 
al contexto internacional, en las que está ausente una visión estratégica y que ha 
derivado en unos flujos de inversión efectivos extremadamente bajos, alejados de 
los niveles de países de similar tamaño y nivel de desarrollo. En este escenario se 
están obviando los beneficios que esta modalidad de internacionalización permi-
te cuando se ubica dentro de una estrategia de desarrollo bien concebida; incluso 
dentro de Cuba hay algunos casos que confirman su positiva aportación. 

Las recomendaciones, por lo tanto, estarían orientadas a favorecer una 
participación creciente del ahorro externo en el esfuerzo de acumulación 
requerido en una economía de alto crecimiento. Por una parte, sería necesario 
modificar el tratamiento y las condiciones exigidas a los inversores extranjeros, 
flexibilizar la legislación en los aspectos que corresponda y elaborar una carte-
ra nacional de proyectos que considere el potencial beneficio de acceso a nue-
vas tecnologías en los sectores más retrasados, incluyendo las habilidades de 
gestión. Como parte de un planteamiento estratégico, podría prestarse una 
mayor atención a las tareas relacionadas con la transferencia de tecnologías, un 
aspecto este que resulta esencial para que un país pequeño sea capaz de cerrar 
la brecha de ingresos y productividad. 
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Otro ámbito en el que cabría definir nuevas acciones es el de las remesas 
procedentes del exterior. Hasta el presente, estas han financiado esencialmen-
te el consumo de las familias cubanas, complementando de manera efectiva el 
ingreso doméstico. En otros escenarios, se han ensayado métodos para poten-
ciar un uso productivo de las mismas, ya sea financiando directamente nuevos 
emprendimientos ya contribuyendo a atender necesidades claves como la 
construcción de viviendas. 

El derecho a la acumulación de ganancias en el emergente sector privado 
es otro asunto en el que debe imponerse un nuevo enfoque. En la actualidad, 
hay severas limitaciones que responden a una lógica que no se adecua al 
momento actual de la economía cubana y a sus desafíos de desarrollo a mediano 
y largo plazo. Cabe pensar que la reinversión de estos excedentes vendría a 
completar el ciclo de apropiación de los resultados de la innovación, enten-
diendo que es probable que los que han generado esos recursos hayan identifi-
cado y explotado exitosamente las oportunidades presentes en el mercado. Por 
su parte, dentro de las empresas estatales parece urgente la necesidad de modi-
ficar el mecanismo que las priva de los recursos mínimos de operación y de la 
posibilidad de tomar posturas estratégicas hacia procesos como la innovación. 

Otra esfera que demandará una renovada atención en los próximos años es 
la consolidación de un sistema de educación general y especializada que sea 
capaz de desarrollar las competencias básicas que son necesarias para la fuerza 
laboral del siglo XXI. Tras años de hipertrofia del sistema de educación superior 
cubano, en la actualidad se ejecuta una política de acceso más selectivo basado 
en el mérito académico, lo que debe contribuir a ordenar los incentivos relacio-
nados con la formación profesional a la vez que debe propiciar la concentración 
de los recursos disponibles en la formación de mejores graduados, con una 
mejor dotación de medios técnicos para complementar el desarrollo de habili-
dades. En la propia estructura de estudios van ganando un peso mayor las espe-
cialidades técnicas y de ciencias naturales, áreas que juegan un papel esencial 
en la acumulación de conocimientos claves para el desarrollo tecnológico. Esto 
también puede contribuir a crear una estructura de cualificaciones de la fuerza 
de trabajo más funcional al crecimiento, con un balance entre operarios, obre-
ros cualificados, técnicos medios, ingenieros, científicos y aquellos vinculados 
a las áreas de ciencias sociales y humanísticas. En otras palabras, una mejor 
correspondencia entre los que crean y usan directamente el conocimiento y las 
técnicas productivas. Sin embargo, este esfuerzo parece tropezar con el dete-
rioro en la calidad de la enseñanza básica y secundaria. El país ha logrado man-
tener la cobertura pero debe poner en práctica un conjunto de medidas para 
mejorar gradualmente esta situación; de no ser así, se estará infligiendo un 
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daño irreparable a la capacidad de ponerse a tono con los avances más novedo-
sos, con efectos de largo alcance sobre la estructura productiva. Las recomen-
daciones de política son especialmente complejas en este caso, dado el carácter 
multifacético de este fenómeno, el cual tiene un componente derivado del arre-
glo monetario, la hipertrofia en las estructuras administrativas y el bajo creci-
miento de la productividad media. 

Por último, cabe exponer que en el plano interno todos los agentes econó-
micos deben encontrar un ambiente que propicie la innovación, con institucio-
nes formales e informales decididamente orientadas a fortalecer los contactos 
horizontales entre entidades productivas y el descubrimiento de oportunidades 
en el mercado. En esa línea, resulta clave asegurar la integración progresiva de 
todo el aparato productivo27, con especial acento en el emergente sector no 
estatal. También resulta importante conectar las actividades de investigación 
básica y aplicada con los usuarios potenciales, dejando atrás el esquema “empu-
jado por la oferta”, incompatible con las restricciones actuales de recursos y las 
tendencias internacionales. Ampliar las posibilidades de empleo para ese seg-
mento no estatal abriría nuevas oportunidades para utilizar ese activo de forma 
más productiva en el país, lo que supondría mayores retornos de la inversión en 
educación. Se hace necesario crear las condiciones para que este segmento 
pueda acceder a todos los servicios productivos que requiere una empresa 
moderna, tales como la conectividad, el acceso a las finanzas y la asesoría legal, 
a lo que se une el acceso a la tecnología y el conocimiento que fundamental-
mente se generan en el sector estatal. Por otra parte, se generaría un incentivo 
adicional para contener la emigración de personal cualificado, un fenómeno 
que combinado con el envejecimiento poblacional afecta negativamente el 
desarrollo futuro de la nación. 
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ANEXOs

Cuadro A1

Indicador KEI para una selección de países y sus componentes, 		
incluido América Latina (orden según valor del KEI)

ORDEN 
SEGÚN 
ÍNDICE KEI País KEI KI

Incentivos 
Económicos y 
Régimen 
institucional Innovación Educación TIC

1 0 Suecia 9,43 9,38 9,58 9,74 8,92 9,49

2 6 Finlandia 9,33 9,22 9,65 9,66 8,77 9,22

3 0 Dinamarca 9,16 9,00 9,63 9,49 8,63 8,88

12 -8 Estados Unidos 8,77 8,89 8,41 9,46 8,70 8,51

21 2 España 8,35 8,26 8,63 8,23 8,82 7,73

PAÍSES LATINOAMÉRICA:

40 -2 Chile 7,21 6,61 9,01 6,93 6,83 6,05

46 -4 Uruguay 6,39 6,32 6,60 5,94 5,99 7,02

51 -4 Costa Rica 5,93 5,65 6,76 6,19 5,43 5,34

60 -1 Brasil 5,58 6,05 4,17 6,31 5,61 6,24

63 -19 Argentina 5,43 6,54 2,09 6,90 6,36 6,38

65 -15 Panamá 5,30 5,32 5,26 5,13 5,16 5,67

72 -11 México 5,07 5,13 4,88 5,59 5,16 4,65

74 -8 Perú 5,01 4,85 5,48 4,11 5,25 5,18

76 3 Colombia 4,94 5,18 4,25 4,68 5,28 5,57

86 -14 Venezuela 4,20 5,47 0,42 5,33 5,36 5,71

87 -4 Cuba 4,19 5,10 1,44 5,05 7,93 2,34

88 -4 El Salvador 4,17 3,88 5,05 3,10 3,53 5,00

90 -5 Rep. Dominicana 4,05 4,08 3,96 3,56 3,89 4,79

91 2 Paraguay 3,95 4,07 3,58 4,07 4,26 3,90

98 -8 Ecuador 3,72 4,38 1,74 3,95 4,47 4,72

99 1 Guatemala 3,70 3,55 4,16 3,61 2,26 4,79

100 -29 Bolivia 3,68 4,20 2,11 3,31 5,49 3,80

109 -10 Honduras 3,08 3,00 3,34 2,63 3,13 3,24

115 -8 Nicaragua 2,61 2,18 3,93 1,67 2,98 1,88

143 -1 Angola 1,08 0,95 1,48 1,17 0,32 1,38

144 -4 Sierra Leona 0,97 0,84 1,38 1,63 0,57 0,32

145 -8 Myanmar 0,96 1,22 0,17 1,30 1,88 0,48

146 -16 Haití n/a n/a 1,85 1,66 n/a 2,36

REGIONES:

1 0 América del Norte 8,80 8,70 9,11 9,45 8,13 8,51

2 0 Europa y Asia Central 7,47 7,64 6,95 8,28 7,13 7,50
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ORDEN 
SEGÚN 
ÍNDICE KEI País KEI KI

Incentivos 
Económicos y 
Régimen 
institucional Innovación Educación TIC

3 1 Asia Oriental y Oceanía 5,32 5,17 5,75 7,43 3,94 4,14

4 1 América Latina 5,15 5,31 4,66 5,80 5,11 5,02

5 -2 Mundo 5,12 5,01 5,45 7,72 3,72 3,58

6 0
Oriente Próximo y 
Norte de África 4,74 4,51 5,41 6,14 3,48 3,92

7 1 Asia Meridional 2,84 2,77 3,05 4,23 2,17 1,90

8 -1  África 2,55 2,43 2,91 3,95 1,44 1,90

GRUPOS SEGÚN NIVEL DE RENTA:

1 0 Renta Alta 8,60 8,67 8,39 9,16 8,46 8,37

2 0 Renta Media-Alta 5,10 5,07 5,18 6,21 4,72 4,28

3 0 Renta Media-Baja 3,42 3,45 3,32 4,90 2,84 2,62

4 0 Renta Baja 1,58 1,58 1,61 2,13 1,54 1,05

Cuadro A2

Indicador KI para una selección de países y sus componentes, 		
incluido América Latina (orden según valor del KI)

ORDEN 
SEGÚN 
ÍNDICE KI País KEI KI

Incentivos 
Económicos 
y Régimen 
institucional Innovación Educación TIC

1 0 Suecia 9,43 9,38 9,58 9,74 8,92 9,49

2 1 Países Bajos 9,11 9,22 8,79 9,46 8,75 9,45

3 7 Finlandia 9,33 9,22 9,65 9,66 8,77 9,22

9 -5 Estados Unidos 8,77 8,89 8,41 9,46 8,70 8,51

22 0 España 8,35 8,26 8,63 8,23 8,82 7,73

PAÍSES LATINOAMÉRICA:

48 -7 Chile 7,21 6,61 9,01 6,93 6,83 6,05

49 -9 Argentina 5,43 6,54 2,09 6,90 6,36 6,38

51 -7 Uruguay 6,39 6,32 6,60 5,94 5,99 7,02

55 -1 Brasil 5,58 6,05 4,17 6,31 5,61 6,24

58 -1 Costa Rica 5,93 5,65 6,76 6,19 5,43 5,34

62 4 Venezuela 4,20 5,47 0,42 5,33 5,36 5,71

65 -13 Panamá 5,30 5,32 5,26 5,13 5,16 5,67

Cuadro A1

Indicador KEI para una selección de países y sus componentes, 		
incluido América Latina (orden según valor del KEI) (cont.)

A0086 CUBA (5).indd   102 6/6/13   12:44:57



103

ORDEN 
SEGÚN 
ÍNDICE KI País KEI KI

Incentivos 
Económicos 
y Régimen 
institucional Innovación Educación TIC

67 10 Colombia 4,94 5,18 4,25 4,68 5,28 5,57

69 -6 México 5,07 5,13 4,88 5,59 5,16 4,65

71 -1 Cuba 4,19 5,10 1,44 5,05 7,93 2,34

77 -2 Perú 5,01 4,85 5,48 4,11 5,25 5,18

90 -4 Ecuador 3,72 4,38 1,74 3,95 4,47 4,72

92 -10 Bolivia 3,68 4,20 2,11 3,31 5,49 3,80

93 -9 Rep. Dominicana 4,05 4,08 3,96 3,56 3,89 4,79

94 -2 Paraguay 3,95 4,07 3,58 4,07 4,26 3,90

96 -3 El Salvador 4,17 3,88 5,05 3,10 3,53 5,00

100 6 Guatemala 3,70 3,55 4,16 3,61 2,26 4,79

108 -9 Honduras 3,08 3,00 3,34 2,63 3,13 3,24

118 -10 Nicaragua 2,61 2,18 3,93 1,67 2,98 1,88

144 -6 Angola 1,08 0,95 1,48 1,17 0,32 1,38

145 -6 Sierra Leona 0,97 0,84 1,38 1,63 0,57 0,32

146 -24 Haití n/a n/a 1,85 1,66 n/a 2,36

REGIONES:

1 0 América del Norte 8,80 8,70 9,11 9,45 8,13 8,51

2 0 Europa y Asia Central 7,47 7,64 6,95 8,28 7,13 7,50

3 2 América Latina 5,15 5,31 4,66 5,80 5,11 5,02

4 0 Asia Oriental y Oceanía 5,32 5,17 5,75 7,43 3,94 4,14

5 -2 Mundo 5,12 5,01 5,45 7,72 3,72 3,58

6 0
Oriente Próximo 
y Norte de África 4,74 4,51 5,41 6,14 3,48 3,92

7 1 Asia Meridional 2,84 2,77 3,05 4,23 2,17 1,90

8 -1 África 2,55 2,43 2,91 3,95 1,44 1,90

GRUPOS SEGÚN NIVEL DE RENTA:

1 0 Renta Alta 8,60 8,67 8,39 9,16 8,46 8,37

2 0 Renta Media-Alta 5,10 5,07 5,18 6,21 4,72 4,28

3 0 Renta Media-Baja 3,42 3,45 3,32 4,90 2,84 2,62

4 0 Renta Baja 1,58 1,58 1,61 2,13 1,54 1,05

Cuadro A2

Indicador KI para una selección de países y sus componentes, 		
incluido América Latina (orden según valor del KI) (cont.)
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Notas

	 1.	A lguno de los ámbitos en los que sigue siendo muy escasa la literatura es en el análisis del papel de la 
innovación en el combate de la pobreza, como se señala en Álvarez y Botella (2012).

	 2.	S iguiendo la definición del Manual de Oslo (OCDE, 2005): “Una innovación de producto es la intro-
ducción de un bien o servicio nuevo o con un alto grado de mejora, respecto a sus características o su 
uso deseado. Esta incluye mejoras importantes en especificaciones técnicas, componentes y mate-
riales, software incorporado, ergonomía u otras características funcionales. Una innovación de proce-
so es la implementación de un método de producción o distribución nuevo o con un alto grado de 
mejora. Esta incluye mejoras importantes en técnicas, equipo y/o software. Una innovación de marke-
ting es la implementación de un nuevo método de comercialización que entraña importantes mejoras 
en el diseño del producto o en su presentación, o en su política de emplazamiento (posicionamien-
to), promoción o precio. Una innovación organizacional es la implementación de un nuevo método de 
organización aplicado a las prácticas de negocio, al lugar de trabajo o a las relaciones externas de la 
empresa”.

	 3.	 Para un seguimiento en profundidad de estas cuestiones, véanse Abramovitz (1986) y Gerschenkron 
(1962).

	 4.	D enominación original, en inglés: Regulatory Quality y Rule of Law.
	 5.	S e sigue a partir de aquí el trabajo de Dutta y Pezinni (2011).
	 6.	S obre el sistema nacional de innovación en México, véase Dutrénit et al. (2010).
	 7.	 La mayor parte de las patentes se generan en el sector industrial. 
	 8.	 La centralización en la gestión de los recursos de inversión en Cuba entre 2004 y 2010 se tradujo en 

un estancamiento de las transferencias para la rama turística y una buena parte del aparato industrial. 
Desde la demanda, el crecimiento colapsó; desde la oferta, ha sido creciente la incapacidad de la base 
industrial para atender unos niveles mínimos de producción, sin hablar del mejoramiento de la 
calidad o la diversificación del surtido. 

	 9.	 Cálculos propios a partir del Anuario Estadístico de Cuba (varios años). 
	 10.	E n 2012, las tierras ociosas representaban cerca del 15 por ciento de la superficie agrícola del país y 

ello después de haber sido entregadas 1,5 millones de hectáreas que permanecían sin cultivar. 
	 11.	 Las cifras varían según el año y el método de cálculo. Las consultadas por el autor están en términos 

de energía alimentaria y van desde el 47 por ciento en 2006 hasta el 60 por ciento en fechas más 
recientes. 

	 12.	E sta proporción está sujeta a las variaciones en los precios internacionales de estos productos. En 
2010, las importaciones de alimentos representaron el 15,6 por ciento de las importaciones totales 
del país (Anuario Estadístico de Cuba, 2010). Hay que tener en cuenta que este ha sido un periodo 
donde se han establecido controles a las compras externas para reducir el déficit exterior. 
Adicionalmente, los niveles actuales no cubren la demanda interna. 

	 13.	R elaciones porcentuales del volumen físico de producción, obtenido a través de una selección de 197 
productos que se agrupan tomando como base la Clasificación Industrial Internacional Uniforme 
(CIIU) de Naciones Unidas, valorado a precios constantes de 1995. El año de referencia para el cál-
culo de los índices es 1989 y se trata de un índice de quantum que permite trazar la evolución de las 
cantidades físicas producidas sin la influencia de los precios, lo que brinda una información útil 
referida al nivel de actividad. 

	 14.	 Las siglas utilizadas para las ramas industriales son las siguientes. COB: combustibles; NFE: meta-
lurgia no ferrosa; MAQ: construcción de maquinaria no eléctrica; EE: electrónica y electrotécnica; 
MET: productos metálicos; QIM: química; PCL: papel y celulosa; GRA: gráfica; MAD: forestal y ela-
boración de la madera; CON: materiales de construcción; VCE: vidrio y cerámica; TEX: textiles; VES: 
confecciones y vestidos; CUE: cuero; AZU: azucarera; ALM: alimentaria; PEQ: pesquera y BTA: bebi-
das y tabaco. 

	 15.	S egún Freeman (2003), la biotecnología no ha cumplido aún con todas las expectativas de aplicacio-
nes que se pronosticaron en los años setenta y ochenta. Aunque está transformando la industria 
farmacéutica y la agricultura, en la química básica y la alimentación animal los nuevos procesos basa-
dos en la biología molecular no han probado aún ser más competitivos que las técnicas establecidas. 
Además, no hay una aceptación social generalizada de las técnicas de manipulación genética porque 
todavía no se conocen exactamente los efectos que puedan tener sobre el ecosistema, y eso frena el 
desarrollo de sus aplicaciones. La biotecnología tiene muchas posibilidades de ser un motor de cre-
cimiento en el futuro, pero no como sucesora de las TIC sino en combinación con ellas, lo que se 
suele denominar bioinformática. 
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	 16.	D ado el carácter central de la gestión de los recursos en moneda libremente convertible, es posible 
que las tendencias en la solicitud de patentes también exprese las prioridades de los planificadores, 
pues la empresa no está en capacidad de decidir sobre estos gastos. 

	 17.	ONE  (2012). 
	 18.	I ncluye campesinos y trabajadores por cuenta propia. 
	 19.	E n Quintana y Pérez (2009) se reconoce que, aun en medio de un crecimiento significativo del sector 

industrial, los puestos creados no serían suficientes para asimilar los que se perderían en otras ramas 
y las nuevas necesidades de los que acceden al mercado laboral. 

	 20.	 Las cooperativas son, en general, una forma más social de organización del trabajo y es evidente que 
cuentan con un mayor apoyo desde el punto de vista legal e impositivo. 

	 21.	S egún datos para 2010, el porcentaje de profesionales en la fuerza laboral llega a poco más del 15 por 
ciento. Un nivel nada despreciable para un país subdesarrollado. 

	 22.	 Para este indicador se usa una economía avanzada que opera sobre la frontera tecnológica, como es el 
caso de Estados Unidos. Debe tenerse en cuenta que en el caso de Cuba, la estimación de los valores del 
PIB aparecen con cierto nivel de distorsión por el particular arreglo monetario existente. En este caso se 
usaron datos del Banco Mundial en dólares constantes de 2000. El valor obtenido es similar al que exhi-
ben las economías de Centroamérica y América del Sur en su conjunto (CEPAL, 2012: 79).  

	 23.	 La política social cubana se está transformando para acomodar un mayor componente de focaliza-
ción, no obstante, existen áreas donde se mantendrá la provisión universal. Este es un tema que se 
aborda en detalle en otro capítulo de este libro. 

	 24.	ONE , 2012.
	 25.	 Quizá este sea uno de los casos de avance real asociado al despegue del turismo internacional. 
	 26.	 La Unión Internacional de las Telecomunicaciones coloca a Cuba en el lugar 107 a nivel mundial en el 

Índice de desarrollo de las TIC, por debajo de la inmensa mayoría de países latinoamericanos (UIT, 2011). 
	 27.	E n Díaz y Torres (2012) se detallan algunas de las barreras más importantes para favorecer la integra-

ción productiva doméstica. La mayoría son de corte administrativo, lo que implica que su elimina-
ción es factible a corto plazo, aunque luego continúe un dilatado proceso de aprendizaje por parte de 
los agentes económicos y los funcionarios. 
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Capítulo 4

REFORMA TRIBUTARIA Y EMPRENDIMIENTO

Carlos Garcimartín, Omar Everleny Pérez y Saira Pons

1. Introducción

Uno de los ejes fundamentales del proceso de transformaciones que se lleva a 
cabo actualmente en la economía cubana es la búsqueda de eficiencia mediante 
el redimensionamiento del Estado y sus funciones. Lo que implica transitar 
desde un modelo basado en el Estado como propietario y administrador central 
absoluto, a otro más descentralizado, en el cual solo los recursos fundamentales 
y actividades de gran escala permanecerían en manos de empresas estatales 
(quienes además tomarían decisiones con mayor grado de autonomía), dando 
paso al desarrollo de empresas privadas y cooperativas en producciones de 
pequeña y mediana escala. 

Ello, por supuesto, supone un cambio importante en los canales de 
influencia del Estado sobre la economía. Incluso en el discurso político hoy se 
hace referencia al manejo de políticas macroeconómicas y otras formas de 
regulación indirecta, que apoyarán a la Planificación Nacional en el logro 
de determinados objetivos, lo cual resulta relevante si se considera que hasta 
hace muy poco las orientaciones centrales del Plan eran consideradas el único 
medio factible de dirección de la economía en un sistema socialista. 

En este entorno la política fiscal y en especial la tributaria asumen un rol 
fundamental, al comenzar a delimitar en mayor medida las vías de financia-
miento del Estado y por ende su capacidad para proveer bienes y servicios, 
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redistribuir renta y aplicar políticas de estabilización, incidiendo, además, en 
el comportamiento económico de los agentes. Las bases para esta transforma-
ción quedaron formalizadas mediante la Ley 113 del Sistema Tributario emitida 
en noviembre de 2012, si bien algunas de estas regulaciones ya venían siendo 
implementadas desde el año 2010, en particular, en el sector de los trabajado-
res por cuenta propia.

En este capítulo se hace una evaluación de dicha reforma tributaria, de 
acuerdo a su coherencia con las necesidades de desarrollo del país y las actuales 
condiciones socio-económicas e institucionales. No obstante, es importante 
alertar al lector de que no es posible comprender la fiscalidad de Cuba con el 
mismo prisma que utilizamos al analizar la fiscalidad en una economía de mer-
cado, pues aunque se utilizan los mismos términos, estos tienen implicaciones 
muy diferentes, al tratarse de una economía en la que aún el Estado mantiene un 
control importante de la actividad empresarial mediante el Sistema de 
Planificación. Aún hoy, el impacto que los impuestos podrían tener sobre el com-
portamiento de los agentes queda subordinado a las restricciones impuestas por 
el Plan, lo que cambia el sentido de los problemas de eficiencia, incertidumbre, 
equidad y otros, que enfrenta el diseño de los regímenes tributarios en el mundo. 
A lo largo de todo el capítulo se hará énfasis en estas peculiaridades. 

Por esta razón, en el capítulo se presenta la experiencia latinoamericana 
como una referencia de los retos que podría enfrentar Cuba a largo plazo, una 
vez que avance en el redimensionamiento del Estado y en la transformación de 
sus mercados. Sin embargo, debe considerarse que los motivos que han llevado 
a adoptar determinadas políticas en América Latina, y los resultados que estas 
han tenido, responden a condiciones que no existen actualmente en Cuba, por 
lo que establecer una comparación, o incluso intentar extraer lecciones, debe 
hacerse con cautela.

Así mismo la evaluación de la reforma tributaria cubana se concentrará 
fundamentalmente en el régimen aplicado a trabajadores por cuenta propia, 
por ser el sector de la economía que queda completamente excluido del Plan y 
en el cual, como en el resto del mundo, los impuestos sí afectan significativa-
mente las decisiones de los productores, verificándose por tanto los mayores 
impactos de la reforma. Según la Oficina Nacional de Estadísticas de Cuba, en 
el año 2011 el sector no estatal representó alrededor del 23 por ciento del total 
de ocupados, de los cuales el 34 por ciento eran trabajadores por cuenta propia. 
El resto del sector no estatal se compone de cooperativistas y campesinos pri-
vados, quienes disfrutan de regímenes tributarios muy similares al de los cuen-
tapropistas, pero con estímulos fiscales (menores tasas impositivas, mayores 
deducciones y exenciones).
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El capítulo se divide en tres secciones fundamentales. En la primera se 
abordan las características básicas, la agenda de reformas y los retos de los sis-
temas impositivos en América Latina, con énfasis en los regímenes especiales 
para pequeñas empresas. En la segunda sección se realiza un análisis general de 
la fiscalidad en Cuba y se presenta la situación del cuentapropismo. En la tercera 
y última sección se analiza el régimen tributario para cuentapropistas y sus 
principales retos.

2. Fiscalidad en América Latina

2.2. Características básicas de los sistemas fiscales de América Latina

Los ingresos de que disponen las administraciones públicas latinoamericanas 
son aproximadamente la mitad de los correspondientes a los países de la OCDE. 
En principio, que sean inferiores en América Latina (AL) parece lógico, dado el 
menor nivel de desarrollo de esta región. Ahora bien, al comparar a esta región 
con el resto de países de renta media (grupo al que pertenecen los países lati-
noamericanos) se observa una pauta similar. Los ingresos públicos en AL úni-
camente superan a los de Asia Oriental (y esto solo ocurre desde principios de 
la década pasada) (gráfico 1). 

Gráfico 1 

Ingresos públicos (en porcentaje del PIB). Países de renta media y OCDE
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Estas diferencias en los ingresos públicos obedecen en buena medida a las 
disparidades de sus ingresos impositivos y, en este aspecto, AL no es tan 
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distinta, pues se sitúa en una posición intermedia en el conjunto de países de 
renta media. En el extremo inferior, se encuentra Asia Oriental y Meridional 
(alrededor del 14 por ciento del PIB) y en el extremo superior los de Europa y Asia 
Central y África Subsahariana (28 por ciento). Entre ellos, Oriente Medio y África 
del Norte y AL (18 por ciento) (gráfico 2). No obstante, desde principios de los 
años noventa AL es la segunda región donde más han crecido los ingresos impo-
sitivos, más de cuatro puntos del PIB, solo superada por África Subsahariana.

Gráfico 2 

Ingresos impositivos (en porcentaje del PIB). Países de renta media 		
y OCDE
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Fuente: Alonso y Garcimartín (2011).

Por otro lado, AL es notablemente heterogénea en este aspecto. Así, se 
distingue un primer grupo de países con altos ingresos impositivos: Brasil 
(34 por ciento del PIB), Argentina (30 por ciento) y, en menor medida, Uruguay 
(24 por ciento). Tras ellos, un segundo grupo compuesto por Estados con ingre-
sos tributarios de alrededor del 20 por ciento del PIB (Nicaragua, Costa Rica, 
Bolivia, Chile y, en menor medida, Colombia). Un tercer grupo lo formarían los 
países con niveles cercanos al 15 por ciento (Perú, Honduras, Panamá, Ecuador, 
Venezuela, R. Dominicana y El Salvador). Finalmente, se encontrarían los paí-
ses de muy baja tributación: México (11 por ciento), Guatemala (11,5 por ciento) 
y Paraguay (13,3 por ciento). No obstante, algunos de los países de tributación 
baja o muy baja tienen importantes ingresos no impositivos: Panamá (7,8 por 
ciento; debido a las rentas del Canal), Venezuela o México (11,6 por ciento y 
7,2 por ciento, respectivamente; derivados de los ingresos del petróleo). 

Aparte de su cuantía total, AL también presenta algunas diferencias nota-
bles en la estructura de ingresos impositivos, no solo con los países más ricos, 
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sino también con los de renta media. Comenzando por los impuestos sobre 
ventas de bienes y servicios, AL se sitúa en una posición intermedia. En el 
extremo superior estarían los países de renta alta, con unos ingresos por estos 
impuestos de alrededor del 10,5 por ciento del PIB, y Europa y Asia Central, que 
incluso supera a aquellos (12,1 por ciento). En el otro extremo se encuentran 
Asia Oriental y Asia Meridional; 3,9 por ciento y 4,6 por ciento, respectivamen-
te. En una posición intermedia Medio Oriente y África del Norte (6,8 por cien-
to), África Subsahariana (6,2 por ciento) y AL (6,5 por ciento). Cabe subrayar, 
no obstante, que tras Europa y Asia Central, es en Latinoamérica donde más 
han crecido los impuestos sobre bienes y servicios desde los años noventa: 
2,6 puntos del PIB. Por otro lado, dentro de los impuestos sobre bienes y ser-
vicios, las cifras de AL en el IVA son muy similares a las de la OCDE. La diferen-
cia se encuentra en los impuestos selectivos, que en Latinoamérica aún tienen 
margen para crecer.

Gráfico 3 

Ingresos impositivos (en porcentaje del PIB) 2006/2010. América Latina
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Fuente: CEPAL.

Es en la imposición sobre la renta donde se encuentra la principal particu-
laridad de AL. El peso de este tipo de impuestos, que incluye los impuestos 
sobre la renta tanto de personas físicas como jurídicas, no llega al 5 por ciento 
del PIB, mientras que en los países más ricos supera el 13 por ciento, en África 
Subsahariana alcanza el 10 por ciento, en Europa y Asia Central se halla en el 
7,5 por ciento y en Asia Oriental y Medio Oriente y África del Norte en el 6 por 
ciento. Todo ello, además, pese al crecimiento experimentado por estos 
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ingresos en los últimos años. En el caso particular de la imposición sobre la renta 
de las personas jurídicas, AL se halla más cercana a una posición intermedia, 
superando no solo a Asia Meridional, sino también a Europa y Asia Central. Es en 
la imposición sobre la renta personal donde se sitúa con nitidez la particularidad 
latinoamericana. Se trata de la región de renta media donde, con diferencia, son 
menores los ingresos recaudados por este impuesto. En promedio, ni siquiera 
alcanzan el 1 por ciento del PIB, mientras que Asia Meridional, la siguiente región 
con ingresos más bajos, casi dobla esta cifra (1,8 por ciento) y en Europa y Asia 
Central o en África Subsahariana superan los tres puntos del PIB. 

Respecto a los impuestos sobre la propiedad, AL muestra las cifras más 
altas de los países de renta media (0,9 por ciento del PIB), un valor muy supe-
rior al que existe en Asia Meridional y Oriental, donde este tipo de impuestos 
apenas tienen presencia. No obstante, existen notables diferencias entre los 
países latinoamericanos. Junto a países con cifras muy cercanas o incluso supe-
riores a las correspondientes a los países más ricos, se encuentran otros donde 
apenas existe imposición sobre la propiedad. Entre los primeros destacan 
Argentina (más del 3 por ciento del PIB), Brasil (alrededor del 2 por ciento), 
Uruguay y Colombia (1,3 por ciento) o Bolivia (1,2 por ciento). Entre los segun-
dos, los países centroamericanos, excepto Costa Rica, Paraguay, Perú, México o 
Ecuador. 

Finalmente, en cuanto a las contribuciones sociales, AL se encuentra en 
una posición intermedia, entre Europa y Asia Central (donde desde la época de 
la economía planificada las contribuciones sociales tienen gran importancia) y 
el resto. Sin embargo, al igual que en el mundo en desarrollo, en AL existe cier-
ta dualidad en el ámbito de las contribuciones sociales: o prácticamente no 
existen o su nivel es relativamente elevado (para los distintos niveles de desa-
rrollo). En un extremo están países como Brasil, Costa Rica, Uruguay, Panamá 
y Argentina, donde representan más del 5 por ciento del PIB. En un escalón 
inferior se hallan Nicaragua y Ecuador, alrededor del 4 por ciento. El resto pre-
senta cifras cercanas o inferiores al 2 por ciento, y en Guatemala y la República 
Dominicana apenas existen. Pese a todo, en algunos países se observa un 
aumento notable, en especial en Nicaragua y Brasil. 

En suma, AL se caracteriza por tener unos ingresos impositivos inferiores 
a los que le correspondería dado su nivel de desarrollo y sus características 
estructurales, y presentar una estructura sesgada en contra de la imposición a la 
renta personal. De hecho, la baja imposición a la renta personal explica aproxi-
madamente la mitad de los menores ingresos de AL en comparación a los países 
más ricos, quedando un 40 por ciento que se explica por las contribuciones 
sociales (gráfico 4). Si se compara con el resto de naciones de renta media, los 
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menores ingresos de AL obedecen fundamentalmente a las insuficiencias en el 
impuesto a la renta personal. Tras este impuesto se sitúa, pero ya a gran distan-
cia, el impuesto a la renta empresarial. Por el contrario, las contribuciones 
sociales ayudan en gran medida a reducir las diferencias latinoamericanas en el 
total de ingresos impositivos. 

Gráfico 4 

Contribución de cada figura a las diferencias en el total de ingresos 		
impositivos de América Latina frente a países de renta media y OCDE 		
(en porcentaje sobre el total) 
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Fuente: elaborado a partir de Alonso y Garcimartín (2011).

2.3. La agenda de reformas fiscales en los países en desarrollo. 		
El caso de América Latina

Como se ha señalado, en los últimos años numerosos países en desarrollo se 
han embarcado en un proceso de reformas impositivas que ha modificado 
sustancialmente el diseño y relevancia de las distintas figuras. En el caso de 
los países latinoamericanos, los rasgos principales de este proceso y los retos 
a los que aún se enfrentan son los que se señalan a continuación, distinguien-
do las principales figuras con objeto de clarificar la exposición. 

1. El impuesto sobre la renta de las personas físicas

Tradicionalmente, este impuesto ha sido poco eficiente y equitativo en 
Latinoamérica, siendo, de hecho, la principal debilidad en muchos países 
cuando se compara con otras zonas en desarrollo. Son varias las razones que 
explican este hecho. La primera de ellas es su falta de generalidad, elemento 
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clave en el papel que debe desempeñar este impuesto, siendo reducido el 
número de personas sujetas a su pago. Solo un porcentaje pequeño de la pobla-
ción supera la renta mínima para determinar la obligación de declarar y pagar 
el impuesto, al menos de manera formal. En promedio, el mínimo exento 
alcanza 1,4 veces la renta per cápita, un valor superior tanto al de la mayoría de 
países en desarrollo, donde se halla en torno a 0,6, como a los países desarro-
llados, donde se sitúa en aproximadamente 0,2. Incluso en algunos casos, como 
Colombia, Ecuador, Honduras y Nicaragua, el mínimo supera en dos veces la 
renta per cápita del país. En el otro extremo de la tarifa sucede algo similar: en 
AL es necesario disponer de unos ingresos de nueve veces la renta per cápita del 
país para que el contribuyente quede sujeto a la tasa máxima, mientras que en 
el resto de países de renta media basta con 6,5 veces y el de la OCDE con 2,4. De 
este modo, pocos contribuyentes se encuentran sujetos a la tasa máxima y, en 
realidad, individuos con niveles tan elevados de renta en buena medida no tri-
butan mediante las tasas generales, sino que reciben sus ingresos en forma de 
rentas de capital u otras que, cuando tributan, lo hacen a tasas menores. 
Además, no solo las rentas necesarias para alcanzar los tipos mínimos y máxi-
mos son elevadas, sino que la escala de tipos es claramente inferior en 
Latinoamérica. Así, por ejemplo, el tipo máximo para unos ingresos de tres 
veces la renta per cápita es en media del 15 por ciento, mientras que en un país 
de ingreso medio es del 20 por ciento. Para unos ingresos de seis veces la renta 
per cápita, dicho tipo es del 20 por ciento en AL, por 25 por ciento en el resto de 
países de renta media, y para unos ingresos de siete veces la diferencia de tipos 
alcanza los diez puntos. 

Por otra parte, la progresividad real ha sido tradicionalmente (y continúa 
siéndolo) mucho menor que la nominal, como consecuencia del gran número 
de exenciones y deducciones existentes, que suelen beneficiar a los individuos 
de mayor renta (exenciones sobre ganancias de capital o tipos reducidos para 
los ingresos financieros, entre otras). De hecho, el gasto tributario en el 
impuesto a la renta de las personas físicas alcanza, para los países en que exis-
ten estimaciones al respecto, el 1,5 por ciento del PIB, el doble que el corres-
pondiente al impuesto a la renta de las empresas. Destacan los casos de 
Guatemala, con un gasto tributario en este impuesto del 4,3 por ciento del PIB, 
lo que supone casi 20 veces la recaudación, y Chile (3,3 por ciento).

Finalmente, otro problema relevante en este impuesto es que en algunos 
casos las rentas de capital mobiliario (intereses y dividendos) han tributado 
muy poco o no lo han hecho en absoluto. Aunque las últimas reformas (básica-
mente las basadas en la introducción de esquemas duales) han supuesto avan-
ces en este terreno, aún quedan varios países donde el tratamiento que se da a 
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las rentas del capital, es excesivamente generoso (Argentina, Bolivia, Brasil, 
Colombia, México o Paraguay). En realidad, la casi totalidad del impuesto 
acaba recayendo sobre los trabajadores dependientes con salarios medios y 
altos. 

Otro factor adicional es la evasión, que, además, incide muy negativa-
mente en la equidad del sistema tributario, en su eficiencia y en su percep-
ción social. Para los países en que existen estimaciones es muy elevada: una 
media del 50 por ciento de la recaudación potencial. Una cifra que, aunque 
algo inferior a la del impuesto a la renta en empresas, es muy superior a la 
que se da en el IVA. En este sentido, conviene señalar que a menudo se cita 
la economía informal como causa fundamental del fraude, pero en 
Latinoamérica no parece ser muy superior a la que existe en otros países de 
similar nivel de desarrollo. Si se estima que en la región alcanza el 44 por cien-
to del PIB, en promedio de los países de renta media se sitúa aproximadamente 
en el 40 por ciento.

Como consecuencia de todo ello, los diseños actuales del impuesto a la 
renta en LA terminan por configurar un tributo muy progresivo pero con esca-
sísima capacidad redistributiva. Así, es habitual que el 10 por cien de los con-
tribuyentes de mayor ingreso suponga más del 90 por cien de la recaudación 
total.

A la vista de estos problemas, de los objetivos perseguidos en cada caso y 
del bajo peso del impuesto sobre la renta de las personas físicas en la recauda-
ción total, las principales medidas adoptadas para su reforma en Latinoamérica 
han sido las siguientes. Primero, se han eliminado deducciones y exenciones 
con objeto de ampliar la base del impuesto. Segundo, se han elevado los tipos 
más bajos del tributo en algunos países, aunque la tendencia no es general, y 
reducido los tipos marginales máximos. Desde el final de los años ochenta el 
marginal máximo medio ha disminuido desde el 49,5 hasta el 27,3 por ciento, 
porcentaje inferior a la de buena parte de zonas en desarrollo y muy por debajo 
de los países más ricos (Gómez Sabaini et al., 2011). Conviene de todos modos 
señalar que los tipos marginales máximos son muy variados en la región, desde 
el 13 por ciento en Bolivia hasta el 40 por ciento en Chile. 

Otra línea de reforma ha sido la introducción de nuevas modalidades en el 
impuesto a la renta personal. Por un lado, siguiendo lo ocurrido en múltiples 
países del centro y el este de Europa, se ha optado por impuestos lineales (flat 
tax). Se trata de un impuesto en el que existe la misma tasa para todas las fuen-
tes y cuantías de ingresos, igual también a la aplicada a la renta empresarial, 
donde la progresividad se logra mediante una deducción común a todos los 
contribuyentes. En AL las experiencias se limitan a Bolivia y Paraguay, aunque 
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no se trata de experiencias válidas. En el primer caso porque es simplemente un 
impuesto de tasa fija sobre los salarios, del que puede acreditarse parte del IVA, 
y, en el segundo, porque se ha estado suspendiendo la aplicación del impuesto 
desde su aprobación en 2004.

La otra modalidad, en este caso con gran presencia actualmente en AL, ha 
sido la introducción de impuestos duales o semiduales, esquema que diferencia 
las rentas del capital (gravadas a una tasa proporcional) del resto de las rentas 
procedentes de otras fuentes (gravadas con una escala progresiva). En realidad, 
desde hace tiempo se ha producido una clara tendencia a nivel internacional 
hacia la separación de las rentas del trabajo y del capital, con una imposición 
menor muy acusada sobre estas últimas, en especial en los países en desarrollo, 
siendo muy frecuente que exista una dualización extrema, donde los rendi-
mientos de capital apenas tributan. Se trata, sin embargo, de una dualización 
desordenada, que carece de las ventajas de los sistemas duales formales y pri-
vilegia de forma injustificada a las rentas de capital. Frente a ello, en los últimos 
años han aparecido en AL esquemas dualizados dotados de mayor racionalidad 
y contenido formal. Uruguay fue el país pionero en este terreno, introduciendo 
en 2007 un impuesto que grava por separado las rentas del trabajo, con tasas 
progresivas, y las rentas del capital con una tasa proporcional. Tras Uruguay 
diversos países latinoamericanos han introducido esquemas semiduales en 
su imposición a la renta: Honduras, Nicaragua, Perú, Guatemala, Panamá y El 
Salvador. Varias son las razones que explican esta expansión. Primero, la 
necesidad de aumentar los ingresos públicos, siendo precisamente en el 
impuesto a la renta personal donde mayor era el margen para hacerlo. 
Segundo, la necesidad de introducir mayor equidad en el sistema impositivo, 
ya que anteriormente los rendimientos de capital estaban sujetos a una tribu-
tación bajísima. Además, es un modo de aumentar dicha equidad de un modo 
suave y ordenado; sin grandes convulsiones. En tercer lugar, los sistemas 
duales fomentan la inversión, pues, por un lado, el gravamen sobre el ahorro 
es inferior al correspondiente a un sistema integral y, por otro, los beneficios 
de las empresas solo se gravan en renta personal, cuando se convierten en 
dividendos, pero no cuando se reinvierten. En cuarto lugar, parte del éxito del 
dual también obedece a su simplicidad, ya que los rendimientos de capital 
pueden tributar mediante retenciones liberatorias. Finalmente, este meca-
nismo también posibilita cierto anonimato en este tipo de rendimientos, lo 
que puede facilitar la aceptación del sistema por parte de la población, espe-
cialmente la de ingresos elevados. 

En todo caso, la búsqueda de tributos sobre la renta personal más eficaces 
y justos es una cuestión abierta en la agenda de reformas fiscales de la región.
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2. El impuesto sobre la renta de las personas jurídicas

El impuesto sobre la renta de las personas jurídicas (o impuesto de sociedades) 
es otra de las figuras tributarias que presenta un buen número de problemas en 
el momento actual, a menudo complejos. La mayor movilidad del capital, el 
aumento de las relaciones comerciales y financieras entre las distintas filiales y 
sucursales de las mismas empresas matrices y el uso de este impuesto como 
herramienta para incentivar la entrada de inversión extranjera han dado lugar 
a una fuerte presión para reformarlo. 

En el caso de los países latinoamericanos, los problemas principales de 
este tributo podrían resumirse en los siguientes. En primer lugar, la existencia 
de tasas marginales máximas muy elevadas históricamente, y aún lo siguen 
siendo, después de múltiples disminuciones. En segundo lugar, con el paso de 
los años se han ido acumulado numerosos incentivos en los impuestos a la renta 
empresarial con objeto de favorecer la inversión y el desarrollo económico: 
exenciones temporales, créditos fiscales por inversión, planes de amortización 
beneficiosos o zonas francas. Dado que, por definición, los incentivos suponen 
una discriminación a favor de determinadas actividades, es necesario justificar 
su existencia y, para ello, se han empleado varios argumentos: posibles exter-
nalidades positivas, competencia internacional por la inversión, compensar 
determinadas carencias en el clima de inversión o mejorar la balanza de pagos. 
Sin embargo, junto a sus potenciales ventajas, también existen claros inconve-
nientes de los incentivos. En primer lugar, su coste fiscal y de administración 
puede ser elevado. En segundo lugar, es complicado seleccionar aquellos pro-
yectos que tengan viabilidad a largo plazo, sin necesidad de estar incentivados 
de forma permanente. En tercer lugar, la posible redundancia de los incenti-
vos; es decir, estímulos destinados a inversiones que se hubieran efectuado de 
todos modos. En cuarto lugar, pueden impulsar la evasión y el fraude; por ejem-
plo, en las exoneraciones temporales a nuevas inversiones es frecuente que 
empresas ya instaladas cierren y reabran como nuevas empresas. En quinto 
lugar, los incentivos a menudo son poco transparentes. En sexto lugar, pueden 
favorecer a activos de corta vida útil. Por último, es necesario un análisis conti-
nuado y en profundidad sobre la eficacia de los incentivos, lo que raramente se 
hace. 

Un tipo de incentivos particular y muy relevante en Centroamérica y 
República Dominicana ha sido el uso de medidas fiscales ad hoc para fomentar 
la inversión extranjera directa, en especial en las zonas francas. Los análisis 
empíricos no son concluyentes a la hora de demostrar la eficacia de tales medi-
das y, sin embargo, su coste puede ser elevado, dando lugar a una pérdida 
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importante de ingresos tributarios. Por otro lado, de acuerdo a las reglas de la 
OMC deben eliminarse los beneficios fiscales de las zonas francas manufactu-
reras como máximo en el año 2015, lo que exige que se haga de forma coordina-
da entre los países centroamericanos si se quiere evitar una competencia fiscal 
que puede ser muy perjudicial. 

Otro problema habitual en la imposición a la renta empresarial de los paí-
ses latinoamericanos es la dificultad para tratar los aspectos internacionales del 
tributo, como la doble imposición, el uso de precios de transferencia o la sub-
capitalización. También la evasión es un problema grave en el impuesto a la 
renta empresarial. Para los países latinoamericanos con estimaciones existen-
tes, la tasa de evasión alcanza en promedio el 51 por ciento de la recaudación 
potencial. Se trata de una cifra algo superior a la existente para personas natu-
rales, y notablemente más elevada que la correspondiente al IVA. Por otro lado, 
la productividad del impuesto es relativamente baja, lo que indica que el grava-
men no se ajusta adecuadamente a su objeto. 

3. La imposición general sobre las ventas

El peso de la imposición general sobre ventas (fundamentalmente IVA) es rela-
tivamente alto en AL. De hecho, existe un sesgo hacia el IVA, que suele justifi-
carse porque representa una opción más viable y sencilla de gestionar frente a 
las alternativas de imposición directa. Sin embargo, pese a sus ventajas, tam-
bién presenta problemas en su aplicación. Se trata de un impuesto cuya gestión 
es compleja y costosa, tanto para el contribuyente como para la administración. 
Además, es frecuente que amplios sectores productivos, como la agricultura, 
los que suministran servicios o el comercio minorista, dadas sus característi-
cas, no estén sujetos al IVA o lo estén bajo regímenes especiales simplificados. 
Otro problema es que en ocasiones el sistema de crédito del impuesto es exce-
sivamente restrictivo, negándose o retrasándose la deducción del IVA soporta-
do. Un cuarto aspecto problemático es el uso excesivamente generoso de 
exenciones y tasas cero. De hecho, buena parte de la pérdida de recaudación 
potencial del IVA en AL se debe a este problema. Aunque estos tipos reducidos 
y exenciones generalmente se justifican con el fin de corregir la regresividad 
del IVA, los estudios existentes ponen de manifiesto que el coste de esta pro-
gresividad es muy elevado. No solo eso, sino que en términos absolutos los 
grupos de mayor renta se benefician enormemente de estos tipos reducidos y 
exenciones. 

Por último, aunque el IVA es un impuesto esencialmente neutral desde el 
punto de vista del comercio exterior, en el caso de grupos de países pequeños y 
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con una elevada integración de sus economías, es necesario lograr un alto grado 
de armonización en bases y tipos impositivos para alcanzar estándares adecua-
dos de recaudación. Este hecho puede comprobarse de forma muy clara en el 
caso de los países de Centroamérica. 

4. Las contribuciones sociales

Con las cautelas expresadas a propósito de los sistemas de capitalización apli-
cados en la región, existen una serie de países latinoamericanos en los que el 
peso de las contribuciones sociales es muy reducido. Si se pretende ampliar la 
cobertura social para incorporar progresivamente a cada vez mayores sectores 
de población, será necesario aumentar dichas contribuciones. Este aumento 
presenta algunas ventajas respecto a un sistema basado en la financiación 
mediante los ingresos generales. Por un lado, las contribuciones sociales son 
más fáciles de introducir desde el punto de vista político, ya que las compensa-
ciones son más visibles, y, por otro, su administración es más sencilla, pues 
suelen aplicarse solo a las rentas del trabajo y sin deducciones por circunstan-
cias personales. Sin embargo, al mismo tiempo la introducción de mayores 
tributos en este ámbito plantea dos problemas importantes: por un lado, el 
encarecimiento relativo del factor trabajo; por otro, que no genera (incluso 
podría suceder lo contrario) efectos redistributivos para mejorar los estándares 
de igualdad. Ambos problemas deberán ser tenidos en cuenta.

2.3. Otros retos de los sistemas tributarios latinoamericanos

Al margen de las carencias particulares de cada figura impositiva, la política 
tributaria de los países latinoamericanos se enfrenta a una serie de retos y obs-
táculos que pueden perjudicar los resultados de las reformas realizadas y obsta-
culizar las pendientes. De hecho, la aplicación real de las mismas ha sido en 
muchas ocasiones menos profunda de lo esperado en un principio. Para evitar 
que esto sea así y poder construir sistemas tributarios eficientes y justos, es nece-
sario afrontar dos retos esenciales que deberán ser tomados en el próximo futuro: 
los aspectos distributivos y la calidad institucional, aunque es justo reconocer que 
en los últimos años se han registrado avances en ambos aspectos. 

Respecto a los aspectos distributivos, las reformas fiscales emprendidas en 
AL en los últimos años se han orientado en general a aumentar los ingresos y 
lograr mejoras de eficiencia, con un énfasis menor en su impacto distributivo. 
Los estudios disponibles muestran que no solo los antiguos sistemas carecían 
de capacidad redistributiva, sino que tampoco tienen un gran potencial los 
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actuales. Esto debería cambiar en el futuro, no solo porque la equidad es uno de 
los principios impositivos fundamentales, sino también porque en Latinoamérica 
los factores distributivos resultan cruciales de cara a lograr la legitimidad social 
del sector público y evitar la segmentación social, propia de países en los que la 
distribución del ingreso es muy desigual. Esta fuerte desigualdad es un rasgo 
común a la región. Aunque su origen tiene que ver sobre todo con la distribu-
ción primaria de la renta en los mercados, el sector público, a diferencia de lo 
que ocurre en otras áreas, juega un papel redistributivo muy modesto. 

El segundo de los retos mencionados remite a una calidad institucional en 
general poco sólida en AL, aunque con notables diferencias entre países. Por un 
lado, existen los problemas asociados a las deficiencias y limitaciones adminis-
trativas, producto de la escasez de medios materiales y humanos. La gestión 
tributaria es un asunto complejo y, con frecuencia, los países presentan legis-
laciones contradictorias o con lagunas importantes; el contribuyente se enfren-
ta a notables dificultades a la hora de cumplir sus obligaciones fiscales; y los 
trabajadores de la administración tributaria carecen en ocasiones de la profe-
sionalización necesaria. Por otro lado, existen graves problemas de corrupción 
y evasión. Por ello, es necesario un mayor esfuerzo en mejorar la administra-
ción tributaria y aduanera, pues, en caso contrario, las reformas difícilmente 
tendrán éxito. 

Aunque, como se ha mencionado, existen diferencias notables de calidad 
institucional entre los países latinoamericanos, en general, entre las medidas 
que parece necesario llevar a cabo en el ámbito de la administración tributaria 
pueden mencionarse las siguientes. En primer lugar, sería necesario reducir la 
incertidumbre jurídica creada por la profusión de reformas tributarias. Se 
requiere una mayor planificación de largo plazo, en lugar de continuas refor-
mas que pueden mermar la confianza social en las mismas. En segundo lugar, 
la administración tributaria debe tener un mayor carácter social y de compro-
miso con los ciudadanos, de modo que no sea percibida como injusta, ineficaz, 
concentrada en pocos contribuyentes y en impuestos fáciles de recaudar. En 
tercer lugar, debería aumentarse y fortalecerse la lucha contra la evasión, mejo-
rando los métodos de persecución y sanción al incumplimiento de las obliga-
ciones fiscales y llevando a cabo programas de formación e información a los 
ciudadanos. En cuarto lugar, debe ponerse en marcha una carrera profesional 
clara en la administración tributaria, con niveles adecuados de formación, pro-
fesionalización y estabilidad. De forma paralela, habría que mejorar los censos 
de contribuyentes y las fuentes de información fiscal, así como la coordinación 
entre las administraciones aduaneras y de impuestos internos, pudiendo llegar 
a la integración de ambas, como ha sucedido, por ejemplo, en Guatemala y 
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Honduras. Conviene señalar, no obstante, que la experiencia de países como 
Colombia o México ha puesto de manifiesto que dicha integración, por sí sola, 
no implica necesariamente un aumento de eficiencia de las administraciones. 
Por último, debe fortalecerse la cooperación entre las Administraciones 
Tributarias de los distintos países de la región.

Pese a todo ello, conviene señalar que la poca sensibilidad que han mos-
trado las reformas a los aspectos institucionales es algo que está cambiando en 
los últimos años. Se han realizado progresos evidentes en la mejora de las 
Administraciones Tributarias latinoamericanas, creándose institutos de for-
mación de personal, procediendo a reorganizaciones internas por funciones en 
vez de por figuras impositivas, estableciendo unidades especiales para los gran-
des contribuyentes o para la inspección o impulsando el uso de la red bancaria 
para el pago de impuestos.

2.4. Regímenes especiales para pequeños contribuyentes 			 
en América Latina

La fiscalidad cubana sobre el sector privado empresarial está y estará, durante 
al menos un tiempo, dirigida fundamentalmente a pequeños contribuyentes. 
Pues bien, en AL se han generalizado regímenes especiales para ellos, dadas sus 
peculiaridades y la problemática que suponen para las administraciones tribu-
tarias. Así, las características propias de estos contribuyentes relacionadas con 
su fiscalidad serían (González, 2006): 1) la cantidad de contribuyentes involu-
crados; 2) su bajo nivel educativo; 3) su deficiente nivel organizativo; 4) la 
imposibilidad de imponerle prácticas contables rigurosas y 5) su tendencia a 
operar en la economía informal. Estas características hacen difícil la efectiva 
aplicación de las normas generales tributarias a los pequeños contribuyentes. 
Por un lado, son muy numerosos y difíciles de controlar. Por otro, los ingresos 
potenciales que se obtendrían de la aplicación de la normativa tributaria gene-
ral son reducidos, lo que significaría dedicar importantes recursos por parte de 
la administración tributaria a su control para obtener unos pobres resultados 
en términos de recaudación. Finalmente, su capacidad de cumplimiento de la 
normativa contable y fiscal es limitada. Por estas razones han surgido regíme-
nes simplificados de tributación, cuyos objetivos son la asunción por parte de 
estas empresas de responsabilidades tributarias (por pequeñas que sean), el 
aumento de su concienciación tributaria, que supongan una fuente de informa-
ción sobre las ventas de sus proveedores y la reducción de la informalidad.

Así, en la década de los años setenta del pasado siglo, dada la imposibilidad 
de aplicar el régimen general del IVA a los pequeños contribuyentes, se crearon 
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regímenes simplificados dirigidos a sustituir este impuesto por una modalidad 
más simple de gravamen. Se empleó fundamentalmente la técnica del débito 
fiscal presunto y crédito fiscal real: el débito se determinaba de forma presun-
tiva por la legislación a partir de diversos indicadores y el crédito fiscal era el 
realmente originado en las compras efectuadas por los pequeños contribuyen-
tes. Sin embargo, este sistema fracasó por diversos motivos (González, 2006): 
1) no era simple, ya que requería asesoramiento fiscal, aumentando, así, el 
coste de cumplimiento; 2) los parámetros utilizados para calcular el débito fis-
cal presunto no fueron los correctos; 3) no se actualizaron, por lo que la infla-
ción los erosionó; 4) la informalidad era muy elevada y 5) no se efectuó el ade-
cuado control por parte de las administraciones tributarias. 

Más tarde comenzaron a surgir regímenes especiales para el IVA basados 
en otras técnicas (cuota fija, porcentaje sobre ventas o compras, etc.), así como 
algunos regímenes específicos al Impuesto sobre la Renta. Por último, a finales 
de los años noventa Brasil comenzó a aplicar un régimen especial en el que se 
unían en un solo pago varios impuestos; modalidad que poco a poco fue exten-
diéndose a otros países de la región. De esta manera, actualmente en AL se 
aplican diversos regímenes a los pequeños contribuyentes, con diferentes téc-
nicas, sustituyendo uno o varios impuestos y, en algunos casos, también las 
contribuciones sociales. El método más habitual de segmentación es un deter-
minado umbral de ingresos y la adhesión al régimen suele ser voluntaria. Varios 
países aplican más de un régimen, distinguiendo el tipo de actividad, y la técni-
ca presuntiva más utilizada es la de cuota fija por categoría, que suele tener 
carácter mensual. 

Sin embargo, pese a su popularidad, los regímenes especiales para peque-
ños contribuyentes plantean serios problemas. En primer lugar, no disminu-
yen la evasión (Shome, 2004). En segundo lugar, pueden fomentar el enanismo 
fiscal: los contribuyentes se adaptan al sistema del pequeño contribuyente por 
ser más favorable. Además, resulta difícil conseguir la transición al sistema 
general cuando el especial es presuntivo, ya que no requiere documentos que 
justifiquen el pago. En tercer lugar, al desconocerse en muchos casos si lo que 
se paga es justo, se crea un conflicto entre justicia tributaria y simplicidad. En 
cuarto lugar, el control de estos regímenes especiales es complicado, debido a 
las características de sus contribuyentes y a que la mayoría de los sistemas tri-
butarios no dispone de un programa de verificación del cumplimiento de las 
condiciones exigidas para acogerse a este tipo de regímenes. Se han producido 
casos de intensa resistencia activa por parte de los contribuyentes a actuaciones 
de control de las autoridades, que han llevado a la suspensión de estas. Además, 
siendo elevado el coste político de dicho control y baja su rentabilidad 

A0086 CUBA (5).indd   123 6/6/13   12:45:00



124

recaudatoria, resulta difícil llevarlo a cabo. Finalmente, estos sistemas abren 
nuevas e importantes vías de fraude, ya que son aprovechados por contribuyen-
tes del régimen general para pagar menos impuestos, de manera que el efecto 
total de los regímenes especiales puede ser negativo en términos de recauda-
ción. Por todo ello, los regímenes especiales para pequeños contribuyentes no 
han alcanzado el éxito esperado y han originado graves problemas a las admi-
nistraciones tributarias. De hecho, dados los avances tecnológicos en los últi-
mos años (que han facilitado los mecanismos de declaración y pago, las opcio-
nes para el control y la implantación de contabilidades simplificadas) parece 
deseable que estos regímenes sean para contribuyentes realmente de muy 
reducida dimensión, explorando otras vías para el resto, como la asistencia 
pública a las pequeñas empresas, las innovaciones tecnológicas o los mecanis-
mos de incentivos para integrarlas en el sistema general de tributación.

3. Fiscalidad en Cuba y trabajo por cuenta propia

3.1. Características básicas del Sistema Fiscal cubano

Como tantos otros aspectos de la economía cubana, el sistema fiscal resulta muy 
peculiar debido al predominio de empresas estatales en toda la economía y a la 
existencia de un sistema centralizado de planificación nacional, que norma a 
nivel empresarial no solo las cantidades a producir y los recursos disponibles 
para ello, sino además los precios de comercialización y en la práctica las enti-
dades con las cuales comercializar. Es por ello que, aunque de acuerdo a cifras 
de la Oficina Nacional de Estadísticas de Cuba, los ingresos públicos represen-
tan alrededor del 66 por ciento del PIB (uno de los porcentajes más elevados del 
mundo), no podría decirse que ello signifique una restricción para la actividad 
del Estado, como sí sucede en otras economías. 

La estructura de los ingresos al presupuesto, como es de esperar, tiene un 
sesgo a favor de los aportes no tributarios, como lo es la renta empresarial que 
le corresponde al Estado en su condición de propietario, así como otros ingresos 
extraordinarios por diferenciales de precios, etc. En 2011 estos aportes represen-
taron más de la tercera parte del total de ingresos, siendo alrededor del 26 por 
ciento del PIB (véase la tabla 1). Este tipo de estructura suele ser muy criticada a 
nivel internacional, pues se considera que debilita la institucionalidad fiscal al no 
promover una mayor transparencia en el manejo de las finanzas públicas. En 
teoría, una mayor dependencia a los aportes de origen tributario, especialmente 
los impuestos directos, podría inducir a una mayor sistematicidad en las 
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rendiciones de cuentas de los diferentes niveles del Gobierno, que necesitarían 
la confianza y el compromiso de los contribuyentes. Claro que, en el caso cuba-
no, una disminución de los aportes no tributarios a favor de los tributarios no 
haría la diferencia, si estos últimos continúan siendo determinados por varia-
bles que son controladas por el Estado.

En realidad podría decirse que más del 90 por ciento de la recaudación por 
impuestos directos proviene de empresas estatales con poca autonomía en la 
toma de decisiones y que por tanto, el grueso de esta recaudación es determi-
nado por el propio sistema de planificación. Por ejemplo, la recaudación del 
impuesto por la utilización de la fuerza de trabajo y la contribución a la seguri-
dad social, que representan el 10 por ciento y 7 por ciento del total de ingresos, 
respectivamente, está condicionada en gran medida por el fondo de salario 
aprobado en Plan, así como en la recaudación del impuesto sobre la renta, que 
representa el 9 por ciento de los ingresos públicos, influyen el plan de produc-
ción y los precios establecidos centralmente en ausencia de competencia. Por 
supuesto, no se podría afirmar que no existe incertidumbre, o que el Estado 
tiene un control perfecto sobre la recaudación de los impuestos directos, ya que 
en ello también influyen los shocks provenientes de la demanda externa y los 
frecuentes e impredecibles incumplimientos de los planes de producción 
internos.

La recaudación del impuesto sobre ingresos personales, que es aplicado a 
cuentapropistas, campesinos privados y otros, en 2011 aún representaba tan 
solo el 2 por ciento del total de ingresos. 

Los impuestos indirectos también tienen un peso importante en la estruc-
tura de la recaudación, que en suma representan el 31 por ciento del total de 
ingresos, 20 por ciento del PIB, muy por encima de la media mundial. Como se 
analizó en secciones anteriores, este impuesto cubre una amplia base imponi-
ble y suele presentar menores tasas de evasión, aunque es menos equitativo al 
no discriminar al contribuyente por su capacidad de pago. Mediante la Ley 113 
de 2012 se establece la eliminación del impuesto de circulación1, quedando el 
impuesto sobre ventas y el especial a productos. Más adelante se ahondará en 
las implicaciones de estas obligaciones. 

En el caso cubano el análisis de la fiscalidad debe considerar al menos dos 
aspectos más. El primero es la existencia de un mecanismo paralelo al presu-
puesto oficial en pesos, conocido como Cuenta de Financiamiento Central, 
desde donde se administran todos los recursos en divisas del sector público y se 
realizan transferencias desde las empresas exportadoras al resto de la economía 
según las prioridades del Plan2. El segundo es la abundancia de operaciones 
cuasifiscales, que son todos aquellos gastos, subsidios e impuestos realizados 
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de forma implícita a través de precios distorsionados, políticas crediticias pre-
ferenciales, cadenas de impagos y otras operaciones, que cumplen funciones 
fiscales aunque no guarden relación con el presupuesto. Uno de los casos más 
debatidos ha sido la imposición de un tipo de cambio sobrevaluado para el sec-
tor de las empresas y el gobierno3. 

Tabla1 

Estructura de los ingresos en el presupuesto del Estado (en porcentaje)

Estructura de los ingresos en el presupuesto

% del Total de ingresos % del PIB

1996-2001 2002-2010 2011 2011

Ingresos netos totales 100% 100% 100% 66%

Tributarios indirectos

Impuesto circulación y sobre ventas 41 36 27 18

Impuesto sobre los servicios 4 4 4 2

Tributarios directos

Impuesto sobre utilidades 9 8 9 6

Impuesto por la utilización de la fuerza de trabajo 5 9 10 7

Impuesto sobre ingresos personales 2 1 2 1

Contribución a la Seguridad Social 8 7 7 4

Otros impuestos y derechos 4 3 2 1

No tributarios

Aporte de empresas estatales 14 8 10 7

Otros ingresos no tributarios 12 22 30 20

De capital - 2 - -

Fuente: elaboración propia según datos de la Oficina Nacional de Estadísticas (ONE), Anuario Estadístico de Cuba, varios años.

Las transformaciones que se llevan a cabo actualmente en el ámbito fiscal 
y tributario responden a un programa de cambios mucho más abarcador, orien-
tado a corregir las distorsiones asociadas a la hipertrofia del Estado. Sin embar-
go, limitar los poderes de este último, en cuanto al control y administración 
directa de los recursos financieros de las empresas (sobre todo los recursos en 
divisas), no será una tarea fácil, tomando en cuenta que se está en presencia de 
un entorno macroeconómico en el que los precios relativos están distorsiona-
dos, donde parte importante de la economía depende de transferencias siste-
máticas desde el sector exportador y donde el desarrollo de las instituciones 
tributarias es realmente primario.

Hasta diciembre de 2012, las transformaciones más importantes que fue-
ron concretadas en este ámbito se resumen en la Ley 113 del Sistema Tributario, 
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mediante la cual podría decirse que se crean determinadas condiciones o se 
provee al Estado de determinados instrumentos, que permitan afrontar cam-
bios de mayor envergadura en el futuro. 

Tabla 2 

Resumen de los principales cambios que introduce 				  
la Ley 113 del Sistema Tributario

Régimen tributario para empresas estatales y extranjeras

Los sujetos del Impuesto sobre Utilidades, que realicen sus operaciones en pesos cubanos (CUP) y pesos convertibles 
(CUC) o moneda libremente convertible, deben pagar en ambas monedas de forma proporcional a sus ingresos.

Se elimina el impuesto de circulación, permaneciendo el impuesto sobre las ventas y el impuesto especial a productos.

El tipo impositivo del Impuesto por la Utilización de la Fuerza de Trabajo disminuye de forma progresiva, conforme a las 
siguientes reglas: 20 por ciento durante el 2013; 15 por ciento durante el 2014; 12 por ciento durante el 2015; 10 por 
ciento durante el 2016; 5 por ciento durante el 2017 y en lo sucesivo.

Se establece una contribución para el desarrollo sostenible de los municipios, que grava los ingresos por la comerciali-
zación de bienes o prestación de servicios, que obtengan las empresas, sociedades mercantiles y cooperativas. Se 
aplica el tipo impositivo que se disponga en la Ley Anual del Presupuesto.

Se amplían los impuestos para la protección del medio ambiente.

Régimen tributario para personas naturales

Se aplica el concepto “residencia” para diferenciar el régimen del impuesto sobre los ingresos personales. Se amplía el 
concepto de ingreso personal. Se establece una nueva escala progresiva. Se establece una disposición especial que 
exime transitoriamente a los salarios (de residentes permanentes), hasta que las condiciones económicas y sociales 
aconsejen su aplicación.  

Se establece un impuesto por la Propiedad de las Viviendas y Solares Yermos, cuyo pago también queda suspendido de 
forma transitoria, hasta que las condiciones económicas y sociales aconsejen su aplicación. 

Se actualiza y formaliza el nuevo régimen tributario para cuentapropistas, que venía siendo aplicado mediante resolución 
desde 2010. 

Regímenes especiales

Se establecen determinados estímulos fiscales para el sector agropecuario y cooperativo no agropecuario.

Fuente: elaboración propia a partir de la Ley número 113 del Sistema Tributario, 2012.

En las próximas secciones se abordará el régimen tributario para cuenta-
propistas. Como ya se señaló, en AL el diseño de este tipo de régimen tiene 
complejidades muy propias, al tratarse de pequeños contribuyentes, que en su 
mayoría tienen poco dominio de los temas contables e impositivos, y en el que, 
para la administración tributaria, el costo por peso recaudado suele ser muy 
elevado. Por esta razón, tiene propósitos muy particulares, generalmente 
orientados más a combatir la informalidad y promover el aprendizaje de los 
mecanismos tributarios, que a la recaudación en sí misma.

En el caso cubano, por supuesto, el diseño del régimen tributario para 
cuentapropistas no puede verse alejado del resto de las políticas implemen-
tadas para la promoción y regulación del sector. Por ello la próxima sección 
estará dedicada a analizar la situación del cuentapropismo desde una 
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perspectiva más general, antes de pasar a los aspectos más específicos del 
régimen tributario.

3.2. El trabajo por cuenta propia

El término “trabajador por cuenta propia” es utilizado legislativamente en 
Cuba, para denominar tanto a los trabajadores independientes (o empresas 
unipersonales), como a los propietarios de pequeñas y medianas empresas, sin 
que existan límites definidos al número de trabajadores contratados. Esta dis-
tinción influye en la determinación de las facultades, derechos y obligaciones 
de estos agentes, con importantes implicaciones para su desempeño, pues al no 
ser reconocidas como empresas quedan sujetas a mecanismos diferenciados 
para la obtención de créditos, el acceso a insumos y por supuesto el pago de los 
impuestos, como se verá más adelante. 

La presencia de este sector en el panorama cubano ha sido muy inesta-
ble durante los últimos 50 años. Luego de que en 1968 se eliminaran casi 
todas las formas de propiedad privada, en 1975 se retoma la autorización del 
trabajo por cuenta propia en servicios tales como peluqueros, sastres, jardi-
neros, taxistas, fotógrafos, electricistas, carpinteros y otros servicios no 
profesionales4, bajo la condición de que fueran trabajadores independien-
tes, que no contrataran trabajo asalariado. Posteriormente en 1986 comien-
za un periodo de “rectificación de errores y tendencias negativas”, en el que 
se restringe considerablemente el trabajo por cuenta propia, pasando de 
46.500 trabajadores a 25.200 entre 1981 y 1989, según datos de la Oficina 
Nacional de Estadísticas (ONE).

En 1993 la actividad por cuenta propia se amplió significativamente, 
mediante el Decreto-Ley 141. Las actividades autorizadas inicialmente fueron 
117, ampliadas en 19 más por la Resolución 3/1995. Ellas se pueden agrupar de 
la forma siguiente5: actividades de transportación y apoyo (16); actividades de 
reparación de vivienda (12); actividades vinculadas a la agricultura (16); activi-
dades vinculadas a necesidades familiares y personales (39); actividades del 
hogar (12); otras actividades (22).

Así, los registros de la Oficina Nacional de Estadísticas (ONE) dan cuenta 
que en los años ochenta el trabajo por cuenta propia no superaba los 50.000 
trabajadores. Tras la apertura en los noventa, la cifra aumentó a 121.000 en 
1994 y tuvo un máximo de 165.000 en 2005. 

El paquete de medidas de ajuste estructural, contenido en los Lineamientos 
de la Política Económica y Social aprobado en el VI Congreso del PCC, el 18 de 
abril del 2011, ha tenido entre sus ejes centrales la extensión del trabajo por 
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cuenta propia como alternativa a la racionalización del empleo en el sector esta-
tal y a la creación de bienes y servicios a la población. 

Con la resolución 32 del 7 de octubre de 2010 que estableció un nuevo 
reglamento para el ejercicio del trabajo por cuenta propia donde se aprueban 
178 actividades, el número de personas inscrita creció de forma acelerada. En 
el gráfico 5 se aprecia la errática evolución que ha tenido el sector respondien-
do a los periodos de estímulos y desestímulo de la actividad. 

Gráfico 5 

Evolución del trabajo por cuenta propia, 1994-2012 				  
(Miles de trabajadores)
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Fuente: elaboración propia según datos de la Oficina Nacional de Estadísticas (ONE), Anuario Estadístico de Cuba, varios años.

Este sector siempre ha tenido un impacto positivo en la oferta de bienes 
y servicios de consumo, entre ellos, se han destacado la elaboración y venta 
de alimentos y el transporte. Para algunas familias ha constituido una fuente 
de ingreso alternativa a los salarios y pensiones  estatales  y para el fisco ha 
representado  un ingreso impositivo  por intermedio de la Oficina Nacional 
de Administración Tributaria (ONAT). A pesar de estos beneficios, la políti-
ca hacia el trabajo por cuenta propia no ha sido ni estable ni demasiado 
favorable.

El débil marco legal para la actuación efectiva de los cuentapropistas los 
fue llevando a subsistir en medio de la ilegalidad. Su crecimiento ha estado 
acotado por una gran cantidad de prohibiciones, algunas de las cuales se corri-
gen a partir de octubre 2010. Esta actividad, al igual que otras transformaciones 
de la década de 1990, estuvo signada por un declarado carácter temporal y la no 
aceptación ideológica dentro del modelo económico cubano. A propósito, el 
periódico Granma del 24 de septiembre de 2010 indicó que “debemos alejarnos 
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de aquellas concepciones que condenaron el trabajo por cuenta propia casi a la 
extinción y a estigmatizar a quienes decidieron sumarse a él”.

El relanzamiento del sector desde 2010 consistió, en primer lugar, en el 
descongelamiento de un grupo de categorías de las cuales no se efectuaban 
autorizaciones hacía algunos años. Se reorganiza la lista de licencias autoriza-
das, subiendo a 178 tipos, mayor que las 157 autorizadas en las listas de 1990, y 
después se eleva a 181 actividades. En segundo lugar, se establece un marco 
regulatorio más flexible que se resume en lo siguiente6: 

Pueden comercializar sus bienes y servicios a entidades estatales.•	
Se les permite contratar fuerza de trabajo, lo que los convierte en •	
microempresas.
Contribuyen y se benefician de la Seguridad Social.•	
Tienen acceso al crédito y servicio bancario.•	
Pueden alquilar locales y activos del Estado o de otros ciudadanos.•	
Una persona tiene la facilidad de disponer de varias licencias para ejer-•	
cer más de una actividad por cuenta propia, tanto en su municipio de 
procedencia como en cualquier lugar del país.
Se prescinde del requisito de ser jubilado o tener algún vínculo laboral •	
para acceder a esta forma de empleo.
Se elimina la restricción para alquilar el total de una casa o departamen-•	
to, emplear el arriendo de habitaciones por horas y utilizar inmuebles 
asignados o reparados por el Estado en el último decenio.
Se permite el arrendamiento de viviendas y vehículos a las personas que •	
disponen de un Permiso de Residencia en el Exterior (PRE) o a aquellos 
que, viviendo en Cuba, salgan del país por más de tres meses; para lo 
cual pueden nombrar un representante.
El tamaño autorizado para los paladares aumenta de 12 a 20 plazas, y •	
después a 50 plazas y se elimina la restricción sobre la comercializa-
ción de productos alimenticios elaborados a base de papa, mariscos 
y carne de res.

	
La respuesta a la apertura fue muy satisfactoria. Desde finales de octubre hasta 
febrero de 2012 se otorgaron más de 230. 000 nuevas licencias para cuentapro-
pistas. Lo llamativo es que de los que solicitaron el 68 por ciento no tenía vín-
culo laboral, el 16 por ciento eran trabajadores y el 15 por ciento jubilados. 

Las licencias más demandadas aparecen relacionadas con la elaboración y 
venta de alimentos, aunque otras, como los trabajadores contratados7 y los 
transportistas, tienen igualmente elevada presencia (gráfico 7).
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Gráfico 6 

Estructura del trabajo por cuenta propia según procedencia (%)
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Fuente: elaborado según Díaz, Ileana y Piñeiro, Camila “El trabajo por cuenta propia en Cuba: 
lecciones de la experiencia uruguaya”, CEEC, 2012.

Gráfico 7 

Licencias más demandadas por los trabajadores por cuenta propia (%)
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Fuente: periódico Granma, 20-12-2010 y Conferencia de la Comisión Permanente de Implementación y Desarrollo. 
Teatro MES, septiembre de 2011.

Cuando en febrero de 2012 se hizo público el dato de que 230.000 nuevas 
licencias se habían otorgado desde el relanzamiento en octubre de 2010, esto 
podría significar que el número de cuentapropistas estaría duplicando su mayor 
valor histórico. Sin embargo, el dato no descuenta la cantidad de licencias 
devueltas en el periodo, que es un número no despreciable cercano al 25 por 
ciento de las otorgadas, pero en comparación con otros países, la cifra presen-
tada está por debajo de la media internacional, donde la mortalidad de las 
microempresas es muy alta. Al cierre de septiembre de 2011, el 38 por ciento de 
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las licencias de trabajo por cuenta propia habían sido solicitadas en La 
Habana.

El apoyo oficial al sector se constata en que el órgano de prensa del Partido 
Comunista Cubano, el periódico Granma, se ha convertido en el divulgador de 
las instrucciones para acceder a una licencia como trabajador por cuenta propia 
y ha exigido que las licencias se otorguen de forma expedita, atacando insisten-
temente a los “burócratas” que traban el proceso. 

El presidente cubano Raúl Castro ha hecho varias defensas públicas del 
sector. En su discurso de clausura de la sesión del Parlamento, en diciembre de 
2010, planteó que lo que corresponde al Partido en relación al trabajo por cuen-
ta propia es “facilitar su gestión y no generar estigmas ni prejuicios hacia ellos 
y menos aún demonizarlos” para más adelante afirmar que “esta vez no habrá 
retroceso”. 

Evidentemente, la reforma cubana requiere de un cambio de mentalidad 
en diversos sectores de la sociedad. Se necesita llevar adelante, junto a la refor-
ma económica, una reforma institucional de gran calado, considerando en un 
sentido amplio el concepto institución que incluye organizaciones, valores, 
reglas y creencias8.

3.3. Limitaciones del sector privado

Si bien la respuesta inicial a la apertura ha sido positiva, lo cual se constata en 
los números y en el propio paisaje urbano con una visible mayor cantidad de 
pequeños negocios, las medidas dejan ver un grupo de limitaciones para un 
crecimiento como el que se requiere para compensar el ajuste planificado en el 
empleo estatal. Algunas de las limitaciones son las siguientes:

La lista de 181 actividades es muy reducida.•	
Las categorías son demasiado específicas y ello frena la iniciativa indi-•	
vidual. Sería preferible  una  lista  de  categorías  generales  que  le  die-
ran  espacio  a  los cuentapropistas y microempresarios para proponer y 
perfilar una oferta de bienes y servicios diversa. Esta tiene que ser lo 
suficientemente flexible como para poder adecuarse a una demanda 
cambiante en el tiempo y heterogénea en lo local, y que es indescifrable 
para cualquiera que se lo proponga centralmente.
Las actividades permitidas son poco intensivas en conocimiento y no •	
permiten aprovechar la inversión en educación que ha hecho el país por 
décadas. Muchos de los desempleados estatales serán graduados uni-
versitarios que necesitarán una opción acorde con su calificación. 
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Tampoco permite la creación de PYMES con posibilidades de integrarse 
al sector productivo nacional de mayor escala ni con posibilidades de 
generar fondos exportables. 
Se permite el crédito bancario, pero el sistema financiero tiene proble-•	
mas de liquidez y las dos monedas nacionales tienen limitaciones de 
convertibilidad en divisas.  Como alternativa,  se requiere  agilizar  y 
promover  la colaboración internacional en el tema del microcrédito. 
Aunque no hay datos disponibles, todo parece indicar que las remesas 
están constituyendo una de las fuentes principales de capital para los 
nuevos negocios.
No existe un mercado mayorista de insumos suficiente. Hoy los merca-•	
dos de insumos para las empresas estatales sufren de desabastecimien-
to como consecuencia de los problemas económicos y financieros del 
país. Por tanto, es muy difícil pensar por ahora en un apoyo estatal sufi-
ciente en este aspecto. Pero si se promueve  el microcrédito  con colabo-
ración  internacional,  ello significaría  una entrada  de  divisas al país 
que posibilitarían abrir la importación para los cuentapropistas y 
microempresarios. En Cuba operan suficientes proveedores extranje-
ros que podrían abastecer un mercado de insumos. 
Hay pocos recursos públicos para apoyar con asesoría, capacitación e •	
información a los nuevos microempresarios. Es una limitante en gene-
ral de la reforma, que se realiza sin recursos, en medio de una crisis 
financiera y un estancamiento económico. 
Las tasas impositivas reales pueden resultar excesivas en algunos casos, •	
además de estar en presencia de un régimen tributario rígido, que se 
adecúa poco a las capacidades del contribuyente. Este tema será aborda-
do detalladamente en las siguientes secciones.
El estancamiento económico que vive el país es otro de los obstáculos a •	
la creación de nuevas microempresas. La oferta de bienes y servicios de los 
cuentapropistas necesita de una demanda. Con estancamiento económico 
y aumento del desempleo es muy difícil pensar en una demanda suficiente 
desde las familias o desde las empresas estatales. Una gran parte de la 
demanda ya hoy está cubierta con una oferta desde la ilegalidad.

Este último es uno de los mayores obstáculos para el crecimiento a corto 
plazo del sector. Ya desde 2003 algunos estudios planteaban que la poca deman-
da causaba alrededor del 45 por ciento de las bajas en el sector de los trabajado-
res por cuenta propia (Pérez, 2003). De acuerdo a la Oficina Nacional de 
Estadísticas, en 2009 y 2010 los ingresos de la población se contrajeron casi un 
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10 por ciento y hubo una desemisión monetaria de 1,5 mil millones de pesos. El 
2011, sin embargo, presentó una ligera mejoría, con un crecimiento del 1 por 
ciento en los ingresos de la población. 

La ampliación del trabajo por cuenta propia en la década de 1990 estuvo 
impulsada por el shock de demanda que significó la apertura simultánea a las 
remesas y al turismo. Hoy no existe un impulso similar, por tanto, se debería 
avanzar lo más rápido posible en superar los restantes siete obstáculos mencio-
nados y otros que se vayan identificando.

Los ingresos de las familias que se incorporen al sector no estatal podrían 
generar ellos mismos una demanda, así como la ampliación del otorgamiento 
de créditos. En la medida en que se pongan en marcha los proyectos inversio-
nistas que tiene planificado el país para el quinquenio 2011-2015, se apliquen 
nuevos cambios estructurales y se retome el crecimiento económico, la deman-
da aumentará. Pero todo ello será gradual. 

No obstante, debe seguirse de cerca la evolución del arribo de turistas, 
que ha mostrado una recuperación y que pudiera ampliarse con las flexibili-
zaciones de la administración Obama en relación a los viajes desde EE UU 
por motivos académicos, culturales y religiosos. De ser este el caso, el turis-
mo podría ir contribuyendo a expandir la demanda en las nuevas microem-
presas cubanas.

4. La política tributaria y la regulación del sector 		
privado en Cuba

4.1. Breve síntesis sobre los antecedentes

El Sistema Tributario fue uno de los mecanismos institucionales desactivados 
en la segunda mitad de la década de los sesenta9, un periodo de profundo idea-
lismo en el que se pretendió dar un salto hacia el comunismo eliminando las 
relaciones monetario-mercantiles y en el que incluso se dejó de elaborar el 
Presupuesto del Estado.

Posteriormente, en 1980 comienzan a introducirse paulatinamente diver-
sas figuras impositivas en función de los actores económicos que iban resur-
giendo y ganando en importancia. Entre ellos las cooperativas, los inversionis-
tas extranjeros y los cuentapropistas. No obstante, este sistema tributario se 
caracterizó por una elevada dispersión y por diversas incoherencias, lo que hizo 
que a inicios del noventa fuera necesaria una reforma integral del sistema, en el 
marco del ajuste macroeconómico que enfrentaba el país10. 
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Cuando en septiembre de 1993 se aprueba la expansión del trabajo por 
cuenta propia, el régimen tributario especial aplicado debía adecuarse a la 
escasa cultura tributaria de la población y al poco desarrollo institucional del 
sistema de administración tributaria. Además, se pretendía cumplir con el 
objetivo de mitigar la brecha de ingresos que comenzaba a expandirse entre los 
empleados estatales y el sector privado. Por esta razón las dos características 
predominantes del régimen fueron su simplicidad y progresividad. Constaba 
de dos elementos fundamentales:

El pago de una cuota fija mensual por cada tipo de actividad, que decidía •	
el Consejo de Administración Municipal de forma descentralizada 
tomando como base una cuota mínima regulada para cada oficio. 
El pago de un impuesto progresivo sobre los ingresos netos personales •	
al finalizar el año fiscal en Declaración Jurada. Para el cálculo de los 
ingresos netos se estableció un porcentaje estandarizado de gastos 
deducibles del 10 por ciento, siendo aplicable de forma homogénea a 
todas las actividades. 

En esos momentos la economía cubana era parcialmente dolarizada, por lo 
que los impuestos debían ser pagados en pesos o dólares, según la moneda que 
se utilizara en la comercialización. Existían escalas diferenciadas por monedas, 
aunque en ambos casos la tasa máxima era del 50 por ciento, tope similar al de 
otras economías donde el Estado tiene un peso importante y donde se prioriza 
la redistribución de los ingresos sobre otros principios de tributación como son 
la eficiencia o la neutralidad11.

En este régimen simplificado no se consideraron impuestos sobre las ven-
tas, no tenía aplicación el impuesto sobre el uso de la fuerza de trabajo dada la 
prohibición de contratar empleados y tampoco ofrecía la posibilidad de realizar 
contribuciones a la seguridad social. 

La extrema simpleza y rigidez de este sistema si bien suponía menores 
costos de aprendizaje y cumplimiento para el contribuyente, así como menores 
costos para la administración tributaria, constituyeron en la práctica un freno a 
la formalización de las empresas dado el carácter inequitativo y discriminador 
de las estandarizaciones, la alta incidencia fiscal sobre los ingresos netos reales 
y las pocas ventajas de pertenecer al sector formal (Ritter, 2000). 

Un primer elemento en contra era la aplicación homogénea del 10 por 
ciento de deducción de gastos para el cálculo de la base impositiva, por el cual 
todas aquellas empresas que tuvieran costos efectivamente superiores tendrían 
que soportar una mayor incidencia fiscal sobre sus ingresos netos reales, o sea, 
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tasas impositivas efectivas superiores a las tasas oficiales según escala. Podía 
darse incluso el caso en que la tasa impositiva efectiva fuera superior al 100 por 
ciento de los ingresos netos reales12. De esta manera se discriminaba en contra 
de aquellas actividades de menor valor agregado que de por sí constituían la 
mayoría, por ejemplo la elaboración y venta de alimentos. Ello fomentaba la 
subdeclaración de los ingresos, desestimulaba el crecimiento de la producción, 
a la vez que presionaba la subida de los precios.

Tabla 3 

Impuesto sobre ingresos personales. Régimen Tributario 1996 -2010 

Ingresos Netos Anuales (CUP) Tipo Impositivo (%) Ingresos Netos Anuales (USD) Tipo Impositivo (%)

Hasta 3.000 5 Hasta 2.400 10

Exceso de 3.000 hasta 6.000 10 Exceso de 2.400 hasta 6.000 12

Exceso de 6.000 hasta 12.000 15 Exceso de 6.000 hasta 9.600 15

Exceso de 12.000 hasta 18.000 20 Exceso de 9.600 hasta 13.200 20

Exceso de 18.000 hasta 24.000 25 Exceso de 13.200 hasta 18.000 25

Exceso de 24.000 hasta 36.000 30 Exceso de 18.000 hasta 24.000 30

Exceso de 36.000 hasta 48.000 35 Exceso de 24.000 hasta 36.000 35

Exceso de 48.000 hasta 60.000 40 Exceso de 36.000 hasta 48.000 40

Exceso de 60.000 50 Exceso de 48.000 hasta 60.000 45

Exceso de 60.000 50

Fuente: Resolución Conjunta nº 1/1996 MTSS-MFP.

Por otro lado, también se señalaba el carácter regresivo del sistema de 
cuotas fijas mensuales, que suponía tasas impositivas marginales del cien por 
cien y más, para las empresas de más bajos ingresos. Puede tomarse como refe-
rencia el caso de los zapateros, para los que la cuota fija mensual a pagar era de 
300 pesos. Si en el mejor de los casos estos lograban que sus gastos represen-
taran efectivamente solo el 10 por ciento de sus ingresos brutos, aún así nece-
sitaban ingresar al menos 333 pesos mensuales para poder cubrir la cuota con 
el cien por cien de sus ingresos netos. En 1997, año en que se determinó esta 
cuota, el salario medio mensual era 206 pesos. 

El impacto que tuvieron las pequeñas empresas en la economía durante 
esos años es complejo de evaluar por falta de datos. Más aún determinar qué 
parte de ese comportamiento estuvo explicado por el régimen fiscal y qué parte 
por decisiones de política completamente exógenas. Respecto a la recaudación, 
algunos datos correspondientes al periodo 1996-200113 muestran cómo el 
aporte de las pequeñas empresas al presupuesto decreció a una tasa promedio 

A0086 CUBA (5).indd   136 6/6/13   12:45:02



137

del 12 por ciento anual, pasando de representar el 1,6 por ciento del total de 
ingresos a apenas el 0,8 por ciento en 2001. Puede inferirse que en años poste-
riores la pobre evolución del número de registrados no haya permitido que esta 
recaudación mejorara en su significación, al menos hasta las nuevas regulacio-
nes de 2010. Ello puede constatarse en el comportamiento del total de la recau-
dación por ingresos personales del sector no estatal (campesinos, cooperativis-
tas, extranjeros y cuentapropistas), que pasó de un 2 por ciento promedio entre 
1996 y 2001 a un 1 por ciento promedio entre 2002 y 2010. 

En síntesis, hasta 2010 el régimen tributario aplicado a pequeñas empre-
sas se sumó al amplio conjunto de restricciones para el crecimiento del sector. 
Por ende no logró promover una cultura de cumplimiento ni representó un 
cambio significativo en la estructura fiscal ni contribuyó al desarrollo de las ins-
tituciones de administración tributaria. A la reforma de 2010 se llega casi en la 
misma situación institucional de 1993, esta vez con las restricciones adicionales 
de un mayor desarrollo y consolidación del sector informal, de una mayor des-
confianza en los mecanismos oficiales tras tantos momentos de avances y retro-
cesos en el proceso de aceptación del emprendimiento, de no existir impulsos a 
la demanda que faciliten una expansión de los negocios, del posicionamiento en 
el mercado de algunos que de una forma u otra lograron llevar adelante sus 
emprendimientos y de una mayor desigualdad en términos generales. 

4.2. El nuevo régimen tributario 

En el año 2008 la situación financiera de Cuba vuelve a deteriorarse. En el 
ámbito de las finanzas públicas fue necesario un rápido ajuste financiero que 
devolviera al equilibrio un déficit fiscal de 4.200 millones de pesos (6,9 por 
ciento del PIB), la proporción más alta desde 1994. En principio el ajuste reca-
yó por el lado del gasto con una importante reducción de los recursos materiales 
y humanos que eran empleados en las instituciones públicas, así como recortes 
en los subsidios y la asistencia social, mientras que por el lado de los ingresos 
se ha procurado paulatinamente la ampliación de la base impositiva. 

Los cambios que esta vez se realizan en el régimen tributario para peque-
ñas empresas parecen responder, con un carácter más de mediano y largo 
plazo, a la visión de una economía donde el sector no estatal también alcance un 
peso significativo en la actividad económica y la generación de empleos. Sus 
principales elementos se resumen a continuación14: 

Impuesto sobre la venta de bienes y servicios. El 10 por ciento sobre el •	
total de los ingresos obtenidos por este concepto.
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Impuesto por la utilización de la fuerza de trabajo, aplicado a las remu-•	
neraciones pagadas a partir del sexto trabajador contratado. Al igual que 
en el régimen aplicado a empresas estatales, esta tasa será del 20 por 
ciento durante 2013, y se prevé vaya disminuyendo progresivamente 
hasta alcanzar el 5 por ciento en 2017. Para determinar la base impositi-
va se define una remuneración mínima progresiva, equivalente al 150 
por cien del salario medio mensual de la provincia si se contratan entre 
seis y 10 trabajadores, 200 por cien del salario medio si se contratan 
entre 11 y 15 trabajadores y 300 por cien si se contratan a más de 15 tra-
bajadores.
Contribución a la Seguridad Social. Se aporta el 25 por ciento sobre una •	
base mensual que elige el contribuyente, en una escala que va desde 350 
a 2.000 pesos. 
Impuesto sobre los Ingresos Personales, mediante Declaración Jurada. •	
Para el cálculo de la base imponible se consideran las siguientes deduc-
ciones: 

Un mínimo exento anual de 10.000 CUP.−−
Una tasa estandarizada para la deducción de gastos, de acuerdo al tipo −−
de actividad que se realice. Actualmente el rango de dicha tasa es 
entre 10 por ciento y 50 por ciento.
Los pagos por concepto de arrendamiento de bienes muebles e −−
inmuebles pertenecientes a entidades estatales.
Los tributos pagados asociados a la actividad.−−
Las contribuciones establecidas legalmente para la restauración y −−
preservación de las zonas donde se desarrolla la actividad.	
La escala progresiva a aplicar sobre la base imponible aparece en la 
tabla 4. 
A la cuantía que resulte de aplicar la escala progresiva, el trabajador le −−
descuenta el importe que pagó durante el año anterior como cuota 
mensual anticipada y a cuenta de este tributo. Se bonifica con un 5 por 
ciento de descuento a quienes paguen anticipadamente el importe 
establecido.
Se establece un grupo de 93 actividades con Régimen Simplificado −−
de tributación, sujeto a la condición de no contratar a más de un 
trabajador. Este grupo de contribuyentes solo tiene dos obligacio-
nes: el pago de la seguridad social y una cuota fija mensual que 
determinan los Consejos de Administración Municipal sobre la 
base del importe mínimo por actividad que establece la legisla-
ción. 
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Tabla 4 

Impuesto sobre Ingresos Personales

Ingresos netos anuales Tipo impositivo (%)

Hasta 10.000,00 15

Exceso de 10.000,00 hasta 20.000,00 20

Exceso de 20.000,00 hasta 30.000,00 30

Exceso de 30.000,00 hasta 50.000,00 40

Exceso de 50.000,00  50

Fuente: Ley nº 113 del Sistema Tributario (noviembre 2012).

Tanto en el caso del régimen simplificado como en el régimen general, 
los impuestos y la contribución a la seguridad social se pagan en las sucursa-
les bancarias, en pesos cubanos (CUP), con independencia de la moneda en 
que operen. Para calcular los tributos a pagar deberán convertir a pesos 
cubanos (CUP) los ingresos y los gastos que tengan en pesos convertibles 
(CUC), usando la tasa de cambio vigente en CADECA (actualmente 1 CUC x 
24 CUP). 

Para apoyar el inicio de los negocios, se concede un periodo de gracia de 
tres meses, durante los cuales el cuentapropista solo deberá cumplir con el 
pago de la contribución a la Seguridad Social. Aquellos que se reincorporen a 
la actividad podrán disfrutar de este beneficio siempre que hayan transcurri-
do 36 meses desde la fecha en que causaron baja como contribuyentes en este 
sector.

Otro elemento novedoso de la Ley es que hace énfasis en la facultad que se 
confiere al ministro de Finanzas y Precios para variar las tasas y cuotas en fun-
ción de las condiciones socio-económicas, lo que permitirá ir corrigiendo con 
el tiempo determinadas incongruencias, además de hacer del régimen tributa-
rio un instrumento flexible de política. También se faculta a los gobiernos loca-
les para incrementar ciertas tasas o modificar ciertas obligaciones, dentro de 
los límites establecidos por el Ministerio.

En general, este es un sistema mucho más acorde a la práctica internacio-
nal e incluye figuras impositivas que pueden resultar imprescindibles si llegara 
a concretarse un mayor peso del sector privado en la economía. Lo más impor-
tante es que ha sido demostrada la voluntad del gobierno de continuar perfec-
cionando el sistema. 

A pesar de ello, las encuestas y entrevistas continúan indicando que los 
emprendedores identifican el régimen tributario como una de las principales 
dificultades para la supervivencia de los negocios en el ámbito legal. Según 
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funcionarios del Ministerio de Finanzas y Precios, aunque la recaudación 
durante 2011 prácticamente se triplicó, en La Habana de las 70.000 personas 
que debían pagar impuestos en octubre de 2011 aproximadamente unos 50.000 
tenían deudas con el fisco (Díaz y Piñeiro, 2012). 

Según la Ley del Presupuesto del Estado para el año 2012 se esperaba que 
el aporte de los cuentapropistas ascendiera a más de 1.100 millones de pesos, 
lo que representaría aproximadamente el 2,4 por ciento del total de ingresos 
del Estado. Un aumento notable, si se considera que en 2011 el peso de la 
recaudación total por ingresos personales, realizada a cuentapropistas y otras 
formas de propiedad no estatal, representó el 1,7 por ciento de los ingresos 
del Estado. Al cierre de este estudio aún las cifras oficiales de 2012 no habían 
sido publicadas.

4.3. Análisis de las nuevas figuras impositivas

El Impuesto sobre las Ventas y sobre los Servicios es de nueva aplicación en el 
sector de los cuentapropistas, aunque, como se ha explicado, esta figura ha 
estado presente en el sector estatal, desde donde ha constituido una de las prin-
cipales fuentes de ingresos del presupuesto del Estado. La tasa aplicada a cuen-
tapropistas (10 por ciento) coincide con la vigente en la red nacional estatal de 
comercio minorista y además es homogénea entre productos, lo cual resulta 
positivo desde el punto de vista de la simplicidad del sistema, los costos de 
administración y para limitar la evasión. 

La promoción de este tipo de impuesto en otras partes del mundo, además 
de responder a un objetivo de recaudación, se realiza con vistas a promover la 
formalización de las empresas mediante el conocido mecanismo de poder des-
contar al final del periodo el impuesto sobre ventas pagado en el precio de los 
insumos. Este sistema (más conocido como IVA) hace que las empresas deseen 
tener un estatus legal que les permita exigir tales descuentos, a la vez que recha-
zan negociar con aquellas que no estén en condiciones de emitir facturas. 
Sumándose de esta manera al conjunto de incentivos institucionales dispuestos 
para promover la legalidad. 

En Cuba este impuesto aún no contempla la posibilidad de realizar des-
cuentos, lo que además de inhibir la posibilidad de aprovechar las ventajas 
asociadas a la formalización, genera el problema de una mayor incidencia fiscal 
sobre el precio final al consumidor. 

Analizándolo de forma integral considérese que cuando el cuentapropista 
cubano acude a las redes de comercio estatal minorista para adquirir insumos, 
hacia él se trasladan a través del precio tanto el impuesto sobre las ventas del 
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sector estatal, como otras contribuciones, márgenes e ineficiencias que se acu-
mulan en las estructuras (monopólicas) del Estado. A este costo elevado en la 
adquisición de los insumos, el cuentapropista adiciona entonces el 10 por cien-
to del impuesto sobre ventas que él mismo debe pagar, más otras contribucio-
nes y gastos administrativos y de salario, más los amplios márgenes de utilidad 
que impone una deducción de gastos estandarizada de apenas el 10-50 por 
ciento de los ingresos. Todo ello sin mencionar aún las múltiples distorsiones 
derivadas del régimen cambiario. Dicha situación plantea una seria disyuntiva, 
pues mientras por el lado de la oferta numerosos elementos presionan la subi-
da del precio, por el lado de la demanda la contracción del empleo y el congela-
miento de los salarios deja en realidad pocas posibilidades para que la pobla-
ción pueda afrontar estos altos precios.

Siendo así, en las condiciones actuales el impuesto sobre ventas contribu-
ye a frenar el crecimiento del sector cuentapropista y de pequeñas empresas, lo 
que resulta contraproducente también desde el punto de vista de la recauda-
ción, dados los elevados costos de control y monitoreo en este sector. Mientras 
menos dinámicos sean los volúmenes de venta, menor la base imponible y 
mayor el costo por peso recaudado. 

Por otro lado, sin embargo, podría considerarse que la implementación de 
este impuesto permite educar a las pequeñas empresas en el cumplimiento de 
una obligación que sería fundamental si se concretara una expansión del sector 
privado. En este sentido serían necesarias entonces algunas medidas adiciona-
les que disminuyan la incidencia fiscal sobre el precio final al consumidor o, de 
lo contrario, estimular la demanda con mayor dinamismo por vía de los salarios 
o los créditos a la población. 

El Impuesto sobre la Fuerza de Trabajo responde al objetivo explícito de 
limitar la concentración de la propiedad en manos privadas y es esta la razón de 
su alta progresividad. Debe considerarse sin embargo que constituye un con-
trasentido penalizar la contratación de personal en un momento en el que se 
reduce el sector público y en el que la escasez de financiamiento, la falta de 
conocimientos y otras muchas restricciones y barreras a la entrada dificultan la 
apertura de nuevos negocios por parte de aquellos que quedan desempleados.

En última instancia, un impuesto elevado sobre la fuerza de trabajo incen-
tiva a la contratación ilegal de personal y por ende impide regular las condicio-
nes de trabajo. Aunque es probable que para algunas empresas tomar como 
referencia el salario medio de la localidad no constituya en realidad un gasto 
excesivo, aun cuando este pueda triplicarse en el último tramo de la escala. Por 
ejemplo, actualmente en La Habana las cafeterías privadas pagan alrededor de 
2 CUC diarios a sus trabajadores, lo que equivaldría a un salario mensual 
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de 1.150 pesos, 2,57 veces el salario medio mensual de la provincia, que es de 
449 pesos.

El Impuesto sobre los Ingresos Personales en realidad constituye un 
impuesto sobre las utilidades de los negocios, pero, como ya se ha explicado, la 
figura del cuentapropista no es considerada una empresa y por ende no puede 
tributar como tal. 

Quizás uno de los elementos más novedosos del nuevo régimen tributario 
es la introducción de dos umbrales exentos de pago: el primero una cuantía 
mínima de 10.000 pesos exentos del pago del impuesto por ingresos personales 
y el segundo tres meses de gracia para aquellos que inician un negocio; lo cual 
sin dudas resulta conveniente tanto desde el punto de vista de los costos de 
administración como desde el apoyo al crecimiento de las empresas y a reducir 
su mortalidad en fases iniciales. 

Existe sin embargo una vasta literatura contraria a este tipo de umbrales, 
entre otras razones porque promueven la evasión, generan incentivos contra-
rios al crecimiento y no preparan a las empresas para el enfrentamiento de sus 
obligaciones (Engelschalk, 2007; Freedman, 2004). A nivel internacional se 
recomienda que en lugar de exenciones se utilice una escala más amplia y más 
gradual, que comience con pequeñas tasas para los primeros tramos de ingreso, 
solo con el objetivo de educar al contribuyente (Engelschalk, 2007; CEPAL, 
1993). En este sentido, podría decirse que el diseño progresivo de esta figura en 
Cuba dio un paso en retroceso, al transitar de una escala amplia y de pequeñas 
tasas marginales, a una más reducida y con mayores tasas por tramo. Este cam-
bio, si bien supone ganancias en términos de eficiencia en la administración 
(es menos costoso y más redituable), pierde en términos de equidad y promo-
ción del crecimiento. 

Un elemento positivo es que hubo cierta flexibilización en la deducción de 
gastos, que ahora se diferencian por actividades en una escala que va desde el 10 
al 50 por ciento. Ello reduce la probabilidad de que las tasas impositivas efectivas 
lleguen a ser superiores al cien por cien o se distancien demasiado de las tasas 
oficiales, aunque el problema por supuesto no desaparece por completo15. 

Los porcentajes estandarizados en la deducción de gastos, cuando se esta-
blecen en determinados rangos cercanos a las proporciones medias reales, 
pueden generar incentivos para la reducción de costos y sacar del mercado a las 
empresas menos eficientes, promoviendo de esta manera un aumento de la 
eficiencia en todo el sistema. En el mundo este tipo de métodos presuntivos se 
utiliza mucho en el tratamiento a pequeñas empresas, que por lo general tienen 
menores capacidades técnicas en materia contable y tributaria, y para las que 
resulta relativamente costoso afiliarse a un sistema convencional en el que se 
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deduzcan y justifiquen el cien por cien de los gastos mediante registros conta-
bles y facturas. En ningún caso, sin embargo, se recomienda anular el sistema 
convencional o evitar que las pequeñas empresas puedan pasar a este si les 
resulta conveniente y tienen capacidad para hacerlo. Un motivo para ello es el 
carácter inequitativo que acompaña a la simpleza de los sistemas presuntivos.

En el contexto cubano las deducciones estándar de gastos han constituido 
una fuerte limitación incluso para las empresas más exitosas y han terminado 
promoviendo la evasión. Claro que la imposición homogénea de un régimen 
convencional tampoco parecería factible en las condiciones actuales, ni para la 
administración tributaria, ni para los contribuyentes. Probablemente lo más 
acertado sería permitir (dar la opción de) que aquellos que puedan justificar el 
cien por cien de sus gastos tomen como base impositiva los ingresos netos rea-
les, aun cuando en principio pueda resultar más costoso para la administración 
tributaria. Ello fomentaría la utilización de registros, facturas y comprobantes, 
fortalecería las redes de la economía formal, permitiría una mejor integración 
de las pequeñas empresas a estas redes, mejoraría el cumplimiento tributario, 
el crecimiento de las empresas y fortalecería el sistema fiscal. 

Por otro lado, es necesario revisar con urgencia los tramos de ingresos en 
la escala impositiva, pues la tasa máxima (50 por ciento) se alcanza apenas a los 
50.000 pesos (CUP) anuales, equivalentes a 2.000 pesos convertibles (CUC) o 
2.000 dólares americanos, aproximadamente. Dicho umbral subestima en pri-
mer lugar el costo de la vida en Cuba dados los niveles actuales de precios y para 
las pequeñas empresas supone una liquidación anual del impuesto práctica-
mente impagable. 

En cuanto al Régimen Simplificado, que consiste en el pago de una cuota 
fija mensual sin posibilidad de exenciones, se mantiene como desventaja que 
para pequeños niveles de ingreso dichas cuotas pueden constituir una tasa 
marginal efectiva del cien por cien o más, seguida de tasas marginales del cero 
por ciento para mayores niveles de ingreso16. 

Constituye así un régimen en extremo regresivo, que, además, no contri-
buye en el proceso de fomentar una cultura tributaria. En este caso también es 
recomendable permitir que los contribuyentes transiten a voluntad hacia el 
régimen general, aunque también en este caso habría que valorar desde el 
punto de vista de la política qué objetivo es más prioritario: la reducción de los 
costos de recaudación o el fomento del emprendimiento, su formalización y 
aprendizaje fiscal. 

Incluir a los emprendedores en el Régimen de la Seguridad Social es pro-
bablemente el cambio de mayores ventajas. En primer lugar constituye un 
fuerte incentivo a la formalización de las empresas. En segundo lugar permite 

A0086 CUBA (5).indd   143 6/6/13   12:45:02



144

la ampliación de la base contributiva a nivel nacional, lo que a corto plazo 
podría aliviar las presiones sobre el crecimiento del déficit del sistema de 
Seguridad Social, que en los últimos 15 años ha crecido a una tasa promedio del 
10 por ciento anual. 

La tendencia demográfica al envejecimiento poblacional y la proximidad a 
que empiecen a solicitar jubilación la masa de personas nacidas durante el 
baby-boom de los años sesenta han hecho que en los últimos años se tomen 
diversas medidas que amplíen la base contributiva, entre ellas la extensión de 
la edad laboral hasta los 65 años para los hombres y 60 para las mujeres. A largo 
plazo, no obstante, será preciso comenzar a transitar hacia un régimen diferen-
te, en el que cada persona cree su propio fondo de pensión.

4.4. Los principales retos

La ampliación del sector no estatal y el fortalecimiento de los sistemas tributa-
rios constituyen ejes de los cambios estructurales necesarios en la economía 
cubana y hoy se percibe la voluntad de fomentarlos, esta vez con carácter per-
manente. Sin embargo, en uno y otro caso el punto de partida en cuanto a desa-
rrollo institucional es muy precario. 

En el caso del emprendimiento es imprescindible la creación de institu-
ciones especializadas de fomento: regulatorias, financieras, educacionales, de 
investigación y desarrollo, de formación de encadenamientos o clusters, para la 
difusión de información, para facilitar y promover la participación en el 
comercio exterior y para la adquisición de insumos a precios mayoristas. En 
términos más generales es necesario además avanzar en la corrección de las 
distorsiones monetarias que afectan la relación del sector con las empresas del 
Estado, a través de las disparidades en la valoración de los costos en divisas y 
por ende en la formación de precios; es necesario desarrollar instituciones para 
la regulación del mercado y fomentar el uso de los contratos; así como resulta 
imprescindible una expansión de la demanda y cambiar el enfoque en el otor-
gamiento de las licencias (y en general la regulación del sector) desde el listado 
de lo que se puede hacer, al listado de lo que no se puede hacer.

Desde la política tributaria falta encontrar un balance adecuado entre dos 
objetivos que resultan contradictorios a corto plazo: por un lado tener una 
recaudación eficiente, con adecuados niveles de costo en relación a los ingre-
sos, y por el otro promover el crecimiento del sector cuentapropia elevando su 
cultura tributaria y sus niveles de cumplimiento. El análisis de las principales 
figuras impositivas demuestra que hoy se prioriza el primero de estos objetivos 
sobre el segundo. 
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Si bien para promover el cumplimiento es importante que los sistemas 
sean simples, brindando opciones estandarizadas y sencillas para aquellos que 
menos capacidades tienen de afrontar los regímenes convencionales, ello no 
puede anular la posibilidad de transitar hacia un sistema convencional. Una 
razón fundamental es que la sencillez y homogeneidad suelen generar inequi-
dad y discriminación. Falta, por tanto, transitar hacia un sistema más flexible 
que brinde la posibilidad de optar por regímenes convencionales. 

El compromiso de los contribuyentes con el sistema fiscal también depen-
de de la percepción que estos tengan de la legitimidad del sistema, en lo que 
influye la calidad de los servicios públicos, la transparencia en el manejo de los 
recursos y la posibilidad de participación. El diseño tributario también es un 
proceso político en el que se requiere cierta concertación entre el gobierno y los 
contribuyentes, y en el que se busca reforzar el compromiso mutuo. Siendo 
Cuba un país en el que la mayor parte de la propiedad es estatal y donde los 
recursos fundamentales del Estado provienen de fuentes diferentes a la tribu-
tación directa, el desarrollo de este tipo de contratos sociales y mecanismos 
institucionales es aún muy precario, por lo que también constituirán un reto 
fundamental en los próximos años sobre todo en el ámbito local.

También desde el punto de vista institucional será fundamental avanzar 
hacia sistemas más informatizados, que permitan cruzar información acerca de 
la actividad financiera y situación patrimonial de los contribuyentes, así como 
en el uso de aplicaciones móviles e Internet, todo lo cual permitiría una reduc-
ción general de los costos tanto del lado de los contribuyentes como de la admi-
nistración. 

5. Conclusiones

Si bien las transformaciones que quedaron formalizadas mediante la Ley 113 del 
Sistema Tributario cubano crean ciertas condiciones para una futura reforma 
de las relaciones Estado-contribuyentes, queda claro que los cambios más 
esenciales y complejos de la fiscalidad en Cuba aún continúan pendientes. En 
el sector de las grandes empresas estatales el régimen tributario permanecerá 
siendo un mecanismo formal, hasta tanto no se les otorgue una total indepen-
dencia en la toma de decisiones y la gestión de sus recursos. Así como difícil-
mente se forjará un nuevo contrato fiscal, si la capacidad de financiamiento y 
actuación del Estado no depende del comportamiento autónomo de sus contri-
buyentes. Es difícil otorgar autonomía sin embargo en un entorno en el que los 
precios relativos están distorsionados. 
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El sector donde las nuevas regulaciones tributarias han tenido mayores 
impactos es el de los trabajadores por cuenta propia, cuya recaudación repre-
senta una pequeña proporción de los recursos manejados por el Estado (como 
sucede con las pequeñas empresas de todas partes del mundo). Evidentemente, 
la recaudación no parece ser un objetivo lógico en este tipo de régimen, sobre 
todo cuando se cuenta con otras figuras que abarcan una mayor base imponible 
a menor costo por peso recaudado. Este es el motivo por el cual en otras partes 
del mundo, el régimen para pequeñas empresas se concentra en la promoción 
del aprendizaje tributario y la lucha contra la informalidad. En Cuba sin embar-
go parece persistir como motivo fundamental la regulación del tamaño de los 
negocios y el control de la expansión del sector.

De cualquier manera se está en presencia de un periodo de construcción y 
aprendizaje colectivo, para el cual no existen fórmulas universales válidas. 
Quizás el reto fundamental en los próximos años será definir una visión, acaso 
más consensuada, del modelo económico y social al cual se pretende llegar, lo 
que permitirá avanzar a mejor paso.

Notas

	 1.	E l impuesto de circulación se aplicaba a empresas mayoristas, pero no como un porcentaje sobre el 
valor de las ventas, sino como el resultado neto luego de restar al precio mayorista regulado, el costo 
de producción y el margen comercial (este último también regulado). De esta manera, su monto 
variaba en función del costo de producción y de las variaciones de precios (mayoristas) controladas 
desde el gobierno.

	 2.	E n Cuba circulan internamente dos monedas nacionales: el peso (CUP) y el peso convertible (CUC). 
En el presupuesto oficial del Estado cubano se registran las contribuciones y gastos realizados en 
cualquiera de estas dos monedas, utilizando la tasa 1 CUP = 1CUC = 1 USD, que es el tipo de cambio 
oficial establecido para el sistema empresarial y el gobierno. Este tipo de cambio sobrevaluado impi-
de la existencia de un mercado cambiario al que puedan acudir libremente las empresas e institucio-
nes públicas. Por ello, cuando una entidad cualquiera va a ejecutar un gasto en divisas (el pago de una 
importación) que ya ha sido aprobado por el presupuesto y/o el plan de la economía, necesita recurrir 
a una autorización especial de la Cuenta de Financiamiento Central, conocida como Certificado o 
Capacidad de Liquidez en Divisas (CL), que será otorgada de acuerdo a la disponibilidad central de 
divisas que en ese momento tenga el país. De esta manera parte importante de las funciones fiscales 
en realidad son cumplidas mediante el mecanismo de la Cuenta de Financiamiento, aunque por su 
opacidad deban ser consideradas operaciones cuasifiscales.

	 3.	 Para un estudio reciente de la cuasifiscalidad en Cuba, véase Barceló (2011).
	 4.	D ecreto Ley 14/1978. Los únicos profesionales autorizados a ejercer por cuenta propia eran los den-

tistas, médicos, arquitectos e ingenieros graduados antes 1964.
	 5.	E lena Sacchetti: Vivir en la cuerda floja. La microempresa en Cuba, Editorial Académica Española, 

p. 50. 
	 6.	V éase Ministerio de Justicia (2010).
	 7.	S e refiere a la fuerza de trabajo (asalariada) que es contratada por un cuentapropista.
	 8.	V éase Alonso y Garcimartín (2008) para un análisis detallado y abarcador del concepto de reforma 

institucional.
	 9.	V éase Ley 1213 de 1967.
	 10.	V éanse Ley 29/1980 y Ley 73/1994 analizadas en Díaz de Villegas (2009), Cabañas (2007) y Suero 

(2004).
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	 11.	S egún un reporte estadístico de la OCDE en 2006, la tasa tope en escalas progresivas sobre los ingre-
sos personales era 50 por ciento en países como Austria, Bélgica y Japón, y menor que 40 por ciento 
en Estados Unidos y México.

	 12.	E n Ritter (2000) se recalculan las tasas impositivas efectivas como el cociente entre los impuestos 
pagados según la escala oficial y los ingresos netos reales. Se encuentra que cuando una empresa tiene 
ingresos brutos superiores a los 66.000 pesos, con costos equivalentes al 60 por ciento de estos 
ingresos, la tasa impositiva efectiva es 112 por cien.  

	 13.	E n el año 2002 esta información desaparece de los Anuarios Estadísticos de la ONE.
	 14.	 Ley nº 113 del Sistema Tributario (noviembre, 2012).
	 15.	V éanse casos de estudio en Ritter (2010) y Díaz y Piñeiro (2012).
	 16.	 Los contribuyentes afiliados a este régimen no tienen que hacer declaración jurada al finalizar el año 

ni hacer desembolsos adicionales en función de una escala de ingresos, por lo que nunca las tasas 
marginales efectivas se igualarán (o seguirán un comportamiento similar) a las tasas progresivas 
oficiales aplicadas en el régimen general. 
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Capítulo 5 

Entre universalidad y focalización: los desafíos sociales 
en Cuba en el contexto latinoamericano

Anicia García, Susanne Gratius y Luisa Íñiguez Rojas

1. Introducción

El proceso de reformas económicas que emprendió Cuba en los últimos años 
tiene visibles y complejas consecuencias sociales. Por un lado, la apertura econó-
mica reduce el papel del Estado en la economía y, debido a la redistribución 
financiera entre el sector público y privado, también debilita su monopolio como 
proveedor de bienestar social. Por el otro, las reformas tienden a profundizar las 
diferencias sociales, a la vez que ofrecen nuevas oportunidades de progreso social 
que pueden reducir los riesgos que supone una mayor iniciativa privada en una 
sociedad socialista basada en la solidaridad y la protección social. 

En todo caso, el proceso de transformaciones que está experimentando 
Cuba modifica las bases sociales tradicionales. Aunque el Estado sigue garanti-
zando el principio de igualdad y los servicios sociales, dentro de la universali-
dad del modelo socialista, se está considerando ampliar las acciones específicas 
para mejorar la situación social de algunos segmentos de la población, a la vez 
que se identificarán algunas áreas específicas donde la política universalista 
podría ser reforzada por medidas focalizadas. Latinoamérica señala una amplia 
experiencia con políticas y programas sociales focalizados y/o condicionados 
que podrían ser de utilidad para el caso cubano. 

De este modo, en su primera parte, este capítulo refleja el debate latino-
americano sobre universalidad y focalización y su relevancia para el caso 
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cubano, teniendo en cuenta el riesgo de la creciente diferenciación social a raíz 
del simultáneo proceso de apertura y ajuste económico. Entre otros, a partir de 
experiencias recientes, se discute si la universalidad es un modelo sostenible 
para todos los países latinoamericanos, a la vez que se analizan las experiencias 
latinoamericanas con políticas sociales focalizadas y su posible aplicación a 
Cuba. El capítulo aporta también unas reflexiones sobre las vías para reducir las 
desigualdades sociales y promover el desarrollo con recursos económicos limi-
tados del Estado. En su segunda parte, el trabajo analiza la interrelación entre 
coyuntura económica y política social a partir de los años noventa en Cuba, así 
como las posibilidades de una mayor alineación entre programas sociales y las 
necesidades de la población, para conseguir mayor eficacia. No pueden quedar 
fuera de su óptica los lineamientos de la política económica y social de la 
Revolución, lo que ellos prescriben específicamente en materia social y su 
coherencia con la situación prevaleciente. En las conclusiones se retoma el 
debate general sobre cohesión social, focalización y universalidad y se presen-
tan algunas opciones futuras para el desarrollo de la región y el caso concreto de 
Cuba.

2. El compromiso latinoamericano con la cohesión 
social

Después de la redemocratización en los años ochenta y la estabilización 
macroeconómica de los noventa, América Latina ha entrado en una nueva etapa 
de transformación social que se refleja en la reducción de la pobreza y la des-
igualdad en la mayoría de los países de la región. Aunque se originó en Europa, 
en la última década, los países latinoamericanos se han apropiado del debate 
sobre la cohesión social, que es también uno de los pilares de la cooperación 
birregional con la Unión Europea (UE). 

En América Latina fue la CEPAL (2007) la que, en diversas publicaciones, 
desarrolló una visión propia de la cohesión para el conjunto de la región, inclu-
yendo el Caribe. El consenso o pacto social es el fundamento para crear socie-
dades cohesionadas. Dicho pacto social requiere de la participación y la inte-
gración de propuestas desde la sociedad civil a nivel local y nacional. De este 
modo, en muchos países y sobre todo en Sudamérica las demandas sociales se 
han convertido no solo en un determinante para ganar elecciones, sino también 
en una fuente de legitimidad de los gobiernos. Es por ello que el compromiso 
regional con la cohesión social también fortalece la ciudadanía y, con ello, una 
democracia representativa y participativa. 
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Con economías más sólidas y un crecimiento que en algunos años se situó 
por encima del 4 por ciento anual, en toda América Latina los gastos de salud, 
educación y seguridad han aumentado de forma considerable. Asimismo, todos 
los países de la región se han comprometido con los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio (ODM) de reducir la pobreza hasta 2015 a la mitad1. Nuevamente, y 
después de un prolongado periodo de reformas neoliberales, el Estado es el 
principal agente de desarrollo que impulsa la integración social y regula el mer-
cado. En este sentido, el modelo cubano, enfocado hacia un sistema social cen-
tralizado por el Estado, sigue representando una importante referencia en la 
región. 

Aunque en casi todos los países latinoamericanos persisten altos índices 
de pobreza, miseria e inequidad, la tendencia socio-económica en la región es 
positiva. Después de las transformaciones políticas y económicas de los años 
ochenta y noventa, América Latina está inmersa en un proceso de cambio social 
que ha reducido los niveles de pobreza y desigualdad en casi todos los países de 
la región. Según el panorama social 2011 publicado por la CEPAL, en los últimos 
diez años, la pobreza en la región se redujo en más de diez puntos, situándose 
en 2010 en el 32,2 por ciento de la población (comparado con el 44 por ciento 
en 2002). Esta misma tendencia favorable se registra en cuanto al índice GINI 
que mide la desigualdad. No es una casualidad que estos progresos sociales 
coinciden tanto con una mayor intervención del Estado como con un ciclo de 
estabilidad y crecimiento económico sostenido. 

Entre los países latinoamericanos existen grandes asimetrías sociales, 
siendo los niveles de pobreza y desigualdad menores en Sudamérica y mayores 
en Centroamérica y parte del Caribe. En muchos casos, estas desigualdades se 
reproducen a nivel intraestatal. De este modo, en cada uno de los países lati-
noamericanos y caribeños existen importantes desequilibrios territoriales de 
desarrollo que son particularmente notables en países como Argentina, Brasil, 
Colombia o Perú (Ayuso, 2012). Asimismo, la pobreza suele ser mayor en el 
campo que en la ciudad y, en términos sociales, las mujeres, los niños, los indí-
genas o negros son grupos más vulnerables. Las persistentes brechas salariales, 
de empleo o de propiedad (vivienda y tierras) reflejan las divisiones étnicas y 
de género que siguen existiendo en muchos países de la región, aunque tienden 
a disminuir conforme al actual ciclo de transformación social y políticas más 
inclusivas. 

Mientras que en América Latina hay condiciones favorables y un fuerte 
reclamo de un Estado de bienestar social, a raíz de la inminente recesión eco-
nómica, en Europa se están recortando los gastos sociales incluyendo los que se 
dirigen a los servicios básicos como educación y salud. La crisis económica y 
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financiera reduce también los flujos de Asistencia Oficial al Desarrollo (AOD). 
Así, por ejemplo, España, el principal donante europeo de América Latina, 
recortó su presupuesto de cooperación para 2012 en más de la mitad, de modo 
que el anterior horizonte de destinar el 0,7 por ciento del PIB a la cooperación 
queda relegado en el tiempo. 

También otros países europeos, como Italia o Portugal, se han visto obliga-
dos a recortar su AOD. De este modo, se reduce una tradicional fuente de finan-
ciación de los cambios sociales en América Latina: la cooperación internacional 
y particularmente la europea, dada la condición de la UE como principal 
donante de la región. Asimismo, es una paradoja que el Estado de bienestar 
europeo, basado en servicios sociales universales, sigue siendo una importante 
referencia en América Latina en un momento en que en algunos países euro-
peos ese modelo está entrando en una crisis existencial. También en América 
Latina, el financiamiento de las políticas sociales es un tema fundamental que 
ha marcado el debate entre universalidad y focalización. 

3. El debate sobre universalidad y focalización 		
en América Latina

La incipiente tensión entre Estado y mercado que se empieza a percibir en Cuba 
está presente en todas las sociedades latinoamericanas. En toda la región, los 
diferentes modelos económicos han generado múltiples debates sobre las polí-
ticas sociales más idóneas para promover la redistribución, reducir la pobreza 
y fomentar la igualdad de oportunidades. Uno de los puntos radiales del debate 
sobre políticas sociales es la demanda de medidas focalizadas para llegar a los 
grupos más vulnerables versus la implementación de una política social univer-
sal a través de servicios gratuitos del Estado.

A pesar de la insistencia en colocar la universalidad y la focalización en 
cierta oposición, desde finales de la década de los noventa del pasado siglo se 
planteaba que el debate no debía alcanzar el estatus de dilema por no ser exclu-
yentes las alternativas, y más que escoger una de ellas debería tratarse de con-
seguir su complementariedad. La pregunta correcta no sería la elección, sino 
¿cómo crear mecanismos para aumentar la eficiencia en el uso de recursos al 
menor costo?, es decir, el problema es decidir cuándo se puede focalizar y 
cuándo no (Sarmiento y Arteaga, 1998).

En varios estudios sobre el tema2 se ha destacado que la adopción de uno u 
otro enfoque dependen del tipo de sociedad, de su grado de heterogeneidad, de 
los niveles de inequidad y de los recursos disponibles. Un importante factor 
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para afrontar esta cuestión es el tamaño del Estado (Touraine, 2009: 133). Así, 
en países con un Estado mínimo, de escasos recursos, es mucho más difícil 
crear servicios sociales universales que en naciones como Brasil que disponen 
de un importante sector público capaz de financiar un sistema universal. 

Según Ayuso (2012: 26): “En las últimas décadas se ha producido un falso 
debate, ligado al papel del Estado, entre políticas sociales de corte universalista 
y las políticas focalizadas a favor de la población más pobre”. A su juicio y al de 
otros especialistas, ambas estrategias no son opuestas sino complementarias, 
ya que sin cobertura universal de servicios sociales básicos no pueden surgir 
sociedades cohesionadas y sin políticas focalizadas no se pueden compensar las 
desigualdades existentes (Espina, 2003). Otros autores, como Ocampo (2008), 
opinan que “una estrategia basada en la universalidad y la solidaridad es la más 
adecuada para atacar la desigualdad y la pobreza” y “la mejor focalización es una 
política universal”. 

Ambas corrientes de pensamiento coinciden en que la focalización debe ser 
complementaria a la universalidad de las políticas sociales, en vez de sustituirla 
como había ocurrido en muchos países latinoamericanos en los años ochenta y 
noventa. Así, conforme al papel que ocupó el Estado como agente económico y 
social, la región ha pasado por tres momentos diferentes (Costa, 2009): 

Universalidad con focalización

En un primer periodo, en los años sesenta y setenta, la mayoría de los países 
latinoamericanos adoptó un modelo social de intervencionismo del Estado, lo 
cual incluyó políticas sociales tendientes hacia la universalidad con programas 
focalizados. Este periodo coincidió con un estado intervencionista y el proceso 
de industrialización tardío a través de la sustitución de importaciones, protegi-
do por altas barreras arancelarias. La crisis de este modelo que dura hasta la 
actualidad señaló la “incapacidad del Estado latinoamericano de proveer bienes 
públicos con carácter universal” de calidad (Touraine y Contreras, 2009). En 
este sentido, Cuba es una excepción.

Política focalizada

En los años ochenta/inicios de los noventa, el paradigma cambió, y muchos de 
los nuevos gobiernos democráticos impusieron políticas de ajuste económico 
que redujeron la universalidad a favor de la denominada política focalizada. En 
este modelo, las políticas sociales eran más selectivas y focalizadas en determi-
nados temas y/o grupos vulnerables. La subida de los niveles de pobreza señala 
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que la política focalizada (junto a los elevados costes del ajuste económico) con-
dujo no solo a la estigmatización de la pobreza, sino también al clientelismo y la 
reproducción de la pobreza. En la mayoría de los países, la idea de sustituir el 
Estado interventor por uno mínimo cuyas funciones iban a ser absorbidas por 
el mercado y la iniciativa individual, no funcionó. 

Universalismo básico y focalización condicionada

El fracaso de la política focalizada y las recetas económicas neoliberales en gran 
parte de América Latina y el compromiso internacional con los ODM de 
Naciones Unidas provocaron un nuevo cambio político. El modelo de desarro-
llo hacia fuera fue sustituido por un modelo de desarrollo hacia adentro. En el 
ámbito social, ello ha reconducido hacia la adopción de políticas de universalis-
mo básico —concentrando los esfuerzos en un número más reducido de presta-
ciones3— combinadas con acciones focalizadas y condicionadas. Un destacado 
ejemplo para esta última política es el programa Bolsa Familia en Brasil que 
entrega los subsidios mensuales a las cabezas de familia y los condiciona a la 
escolarización. Brasil es también uno de los países que sigue manteniendo el 
enfoque universalista, igual que Argentina, Colombia, Costa Rica y Uruguay 
(Sojo, 2007). No obstante, entre estos países existen marcadas diferencias: 
mientras que Costa Rica es el país más comprometido con el universalismo, en 
Brasil y Colombia existe un universalismo fragmentado, con estructuras econó-
micas y sociales duales4.

Si se realizase un análisis comparado se observaría que ambas fórmulas 
(universalización y focalización) tienen ventajas y desventajas. Crear un siste-
ma universal de servicios sociales públicos es más igualitario y corresponde al 
principio de la equidad, a la vez que fomenta el sentido de pertenencia y el com-
promiso de los ciudadanos con el Estado, y viceversa. Sin embargo, un primer 
problema que plantea la universalidad de los servicios sociales es el financia-
miento. En la mayoría de los países europeos y particularmente en los nórdicos, 
donde el Estado de bienestar funciona relativamente bien, los servicios públi-
cos en el ámbito social se financian sobre todo mediante la recaudación progre-
siva. De este modo, el mantenimiento de un sistema social universal es costoso 
y requiere tanto la creación de instituciones públicas como constantes inver-
siones en infraestructura. Por ello, algunos países (Alemania y España, entre 
otros) han optado por un sistema mixto, privatizando algunos servicios (sobre 
todo en el ámbito de la salud).

En el caso de América Latina, salvo algunas excepciones, los niveles impo-
sitivos siguen siendo bajos, lo cual afecta también a las posibilidades de que los 
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Estados ofrezcan servicios de calidad. Es por ello que una mayor eficacia en la 
provisión de bienes públicos universales requiere primero una reforma fiscal 
cuyo éxito depende, a su vez, de un nuevo pacto de confianza entre ciudadanos y 
Estado. Otro desafío igualmente importante es la creación de instituciones públi-
cas o privadas eficaces para gestionar los servicios básicos universales, lo cual 
cuenta con serios obstáculos en la mayoría de los países latinoamericanos. 

Ante estas dificultades, la focalización ha sido un importante complemen-
to a la universalidad. La aplicación de políticas sociales selectivas requiere 
menores recursos y permite concentrarlos en los segmentos más necesitados 
de la población. Sin embargo, la focalización también plantea una serie de inte-
rrogantes. Un primer problema de índole filosófica se refleja en una mayor o 
menor función reguladora del Estado: ¿es el bienestar un asunto público o pri-
vado? y ¿cuál es la frontera entre la intervención del Estado y las libertades e 
iniciativas individuales? 

El segundo problema es de tipo metodológico: ¿según qué criterios elegir 
a los beneficiarios de los programas y cómo se mide la pobreza, en términos 
absolutos (ingresos, calorías) o relativos (en términos proporcionales)? Un 
tercer problema plantea la selección de temas prioritarios (vivienda, educa-
ción, alimentos, salud, etc.) y grupos vulnerables (niños, indígenas, afro-des-
cendientes, mujeres, ancianos, etc.). Un cuarto problema surgido en la mayoría 
de los países latinoamericanos es el de la dependencia: ¿cómo evitar la creación 
de redes clientelares y la perpetuación de la dependencia de los subsidios esta-
tales?, y cómo hacer efectivo el principio de que “la política social debe tender 
siempre a favorecer el trabajo, el esfuerzo y la productividad” (González y 
Lacruz, 2007). Otro problema relacionado es la estigmatización de los benefi-
ciarios y la reproducción de la pobreza en la próxima generación. La experien-
cia reciente en América Latina señala que los programas de transferencia con-
dicionada pueden ser una solución para salir de este círculo vicioso.

4. Programas de transferencias condicionadas: 	
¿nueva fórmula mágica? 

El actual paradigma latinoamericano es seguir financiando lo que el Banco 
Mundial llamó la universalidad básica y aplicar, al mismo tiempo, políticas de 
transferencia focalizada y condicionada que fomenten la responsabilidad y el 
compromiso de los grupos más vulnerables con la educación y la salud de sus 
hijos. Desde esta óptica de un mayor compromiso social, las políticas actuales 
varían desde fórmulas más populistas de políticas sociales asistencialistas o 
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clientelares (caso de Argentina, Ecuador, Venezuela o Nicaragua) a estrategias 
más focalizadas y condicionadas (a la escolarización) como Bolsa Familia en 
Brasil, Oportunidades en México o Chile Solidario (véase tabla 1). 

Los programas de transferencias condicionadas se están aplicando en 
muchos países latinoamericanos, no solo con la finalidad de reducir los niveles 
de pobreza sino también para mejorar la calidad de la educación y el grado de 
escolarización para evitar la reproducción de la vulnerabilidad en la próxima 
generación. Son, en este sentido, una apuesta al futuro para reducir las des-
igualdades que no afecta al compromiso con la universalidad de los servicios 
sociales que han adoptado la mayoría de los países latinoamericanos. Sin duda, 
romper con la transferencia intergeneracional de la pobreza y la desigualdad se 
ha convertido en el mayor desafío de la región.

Tabla 1 

Algunos programas de transferencias condicionadas en América Latina

País
Nombre del 
programa Beneficiarios/criterios Funcionamiento

Argentina Plan Nacional 
Familias

Familias numerosas (más de tres 
niños)

Subsidios, capacitación, jefes/as de hogar

Brasil Bolsa Familia 11 millones de familias pobres Subsidio directo a madres, condicionado a 
escolarización y control de salud de menores

Chile Chile Solidario Familias en situación de 
vulnerabilidad

Subvenciones, subsidios o bonos, selección 
según ficha de protección social

Colombia Familias en Acción Familias desplazadas, familias 
indígenas

Subsidio directo a madres, condicionado a 
escolarización y control de salud de menores

Costa Rica Superémonos Familias en condición de pobreza Jóvenes y menores, bono, becas y subsidios de 
escolarización

Ecuador Bono de Desarrollo 
Humano

Familias pobres, discapacitados, 
mayores de 65 años

Subsidio no condicionado pero 
corresponsabilidad en educación y salud

México Oportunidades (antes 
Progresa)

Hogares en condición de pobreza 
alimentaria

Madres, niños y jóvenes, subsidio, becas, 
servicios médicos

Perú Juntos Familias en situaciones de 
pobreza

Subsidios directos para madres, condicionado a 
escolarización y control sanitario

Nicaragua Red de Protección 
Social

Familias pobres Subsidios directos condicionados a 
escolarización y control sanitario (asistir a 
talleres de salud)

República 
Dominicana

Solidaridad Familias en condición de pobreza 
extrema

Subsidios directos a jefes/jefas de hogar, 
corresponsabilidad en materia de salud y 
educación

Fuente: elaboración propia.

Entre los programas más exitosos destaca Bolsa Familia que es, al mismo 
tiempo, el más antiguo. En el caso de Brasil, Bolsa Familia beneficia a más de 11 
millones de familias pobres y contribuyó a ensanchar la clase media, que, según 
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cifras oficiales, creció en 50 millones de personas en los últimos diez años. 
Gracias a Bolsa Familia y a unas tasas de crecimiento por encima del 3 por cien-
to anual, en Brasil la pobreza se ha reducido del 30,4 por ciento en 2005 al 24,9 por 
ciento en 2009. Otras medidas sociales más recientes son los programas de 
vivienda Minha casa, minha vida, destinado a entregar títulos de propiedad, y 
Brasil sem miseria, que se dirige a erradicar la extrema pobreza que afecta a 
16,2 millones de ciudadanos. Asimismo, como medidas focalizadas temporales, 
se da un tratamiento diferenciado (entre ellos, a través de cuotas) a los afro-
descendientes, que representan un 45,5 por ciento de la población, y a los indí-
genas. Chile Solidario también ha arrojado resultados favorables que se refle-
jan, entre otros, en una sustancial reducción de la pobreza, que en 2010 se situó 
en el 14,4 por ciento de la población. 

Aunque existen diferencias nacionales, también en otros países los pro-
gramas de transferencias condicionadas han sido exitosos. Sin duda, no son 
una fórmula mágica para resolver los múltiples problemas sociales de la región, 
pero los resultados en la mayoría de los países son favorables. La disminución 
de la pobreza, una mayor esperanza de vida y más elevados niveles de escolari-
zación señalan que estos programas en los ámbitos de la educación, nutrición y 
salud han tenido un impacto visible, aunque limitado, teniendo en cuenta que 
las transferencias suelen ser muy bajas (Soja, 2007 y Villatoro, 2004). De esta 
forma, estos programas son complementarios y de ninguna manera pueden 
sustituir sistemas universales de protección social que sigue siendo el paradig-
ma principal en Cuba.

5. Las particularidades cubanas en el contexto 		
latinoamericano

En América Latina, Cuba tiene una posición particular. Por las conquistas 
sociales en materia de educación y salud, basadas en un Estado socialista garan-
te de la universalidad de las políticas sociales, el país sigue siendo tanto una 
referencia como una excepción en una región que, pese a los avances de los 
últimos años, todavía es considerada la más desigual del mundo. 

Dentro de la región, Cuba pertenece al grupo de países donde los gastos 
sociales son claramente superiores al promedio (Ayuso, 2012). Al constituir lo 
que Espina (2008) denomina “un modelo de promoción de igualdad”, Cuba 
mantiene una posición media en el Índice de Desarrollo Humano (IDH) y en el 
Índice GINI de desigualdad. En el IDH de 2011, Cuba ocupó la posición 51 de 
187 países, superando el promedio latinoamericano. 
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Los avances sociales —entre ellos una esperanza de vida mayor de 78 años, 
el 98 por ciento de alfabetización y una de las cifras más altas de médicos por 
habitante— han sido y siguen siendo la principal fuente de legitimidad política 
del gobierno cubano5. Diferente a otros países de la región considerados 
democracias liberales, donde los parlamentos, los partidos políticos, los 
medios de comunicación y la sociedad civil organizada son los principales 
mecanismos de debate público, el carácter socialista del proyecto político en 
Cuba conlleva otras formas de participación popular.

Pese a las restricciones financieras, la política social sigue siendo una 
prioridad del gobierno, que desde el inicio de la Revolución defendió la igual-
dad como prioridad. Comparado con otros países latinoamericanos, la política 
social es de tono absolutamente estatalista. Al tiempo, por su modelo socialista, 
Cuba es una excepción, puesto que dispone de un sistema de educación, salud y 
seguridad social que es universal y está financiado por el Estado. Ahora bien, 
ese modelo se ve afectado por las posibilidades de Cuba. Y aquí, de forma con-
trastada con la mayoría de las economías latinoamericanas, que crecieron por 
encima del 4,7 por ciento anual en 2011, Cuba mantuvo bajos ritmos de creci-
miento en el último año (el 2,7 por ciento en 2011). 

Al mismo tiempo, y a diferencia de algunos de sus países vecinos, Cuba no 
cuenta con un bono demográfico, sino que afronta un rápido envejecimiento de 
la población —las personas mayores de 60 años representan un 17,8 por ciento 
de los habitantes—, a la vez que los salarios en pesos apenas alcanzan para 
cubrir las necesidades básicas. Esta última situación ha alimentado un sector 
informal que, según algunas estimaciones, llegó a representar un 30 por ciento 
de la actividad económica total (Mesa-Lago, 2010). Aunque sin datos precisos, 
la más reciente ampliación de oficios abiertos a los trabajadores por cuenta 
propia puede haber ayudado a reducir la dimensión del sector informal.

La cuestión sobre universalidad y focalización comienza a ser más relevan-
te para Cuba en la década de los noventa, cuando se implementaron algunas 
políticas (identificación de grupos vulnerables, trabajadores sociales, progra-
mas para mayores, madres solteras con hijos o niños desfavorecidos) que indi-
can un cambio de paradigma. Como se explicará a continuación, en un contexto 
de ajuste y cambio económico será cada vez más difícil mantener las políticas 
sociales universales sin prestar atención especial a algunos grupos vulnerables, 
víctimas de la creciente diferenciación social que las reformas y la disminución 
de los recursos del Estado generan. De este modo, igual que en otros países 
latinoamericanos, el Estado ha dejado de ser el único agente de desarrollo. El 
desafío de seguir financiando políticas sociales universales, en un contexto de 
reformas económicas que conducirán a una mayor descentralización y 
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privatización, es, sin duda, el mayor reto político y social que afronta el 
gobierno cubano.

6. Apertura y ajuste económico en Cuba: la preservación 
de la universalidad

Tradicionalmente, la sociedad cubana presenta un alto grado de cohesión y, 
gracias a políticas distributivas, un alto nivel de equidad, comparado con otros 
países latinoamericanos y regiones del mundo. Así, el proyecto revolucionario 
sigue proporcionando un alto grado de solidaridad y pertenencia social de los 
ciudadanos (Sojo, 2007). Ante el deteriorado panorama social heredado, la 
política social de la Revolución cubana persiguió desde su origen un marcado 
propósito de eliminación de la pobreza, igualdad, elevación del bienestar de la 
población del país, y reducción de los desequilibrios territoriales. Con tales 
objetivos en la mira, se implementaron medidas con la finalidad de erradicar 
los mecanismos creadores de desigualdad en la sociedad cubana. 

La transformación del régimen de propiedad, en conjunción con el papel 
activo de las políticas sociales, constituyeron las principales bases de la estra-
tegia revolucionaria en tal sentido. La crisis que sobrevino en los años noventa, 
con la caída del campo socialista y el recrudecimiento del bloqueo norteameri-
cano, conmocionó la economía y la sociedad cubana. Se hizo necesario tomar 
medidas para contener la crisis y reorientar la economía, sin abandonar el sis-
tema social en construcción. Tales medidas, si bien surtieron efectos en el logro 
de una recuperación económica y en parte social, también tuvieron consecuen-
cias desfavorables sobre la relativa homogeneidad de condiciones de vida 
alcanzadas hasta entonces. Este proceso de reformas se realizó en tres etapas: 1) 
apertura y ajuste económico, 2) recuperación y nuevas políticas sociales, 3) 
actualización del modelo socialista. 

Entre 1989 y 1993 el choque económico condujo a una contracción equiva-
lente al 35 por ciento del PIB (medido a precios de 1981). El necesario ajuste 
trató de concentrarse en la inversión, que se redujo en 61 por ciento entre esos 
mismos años. El consumo, aunque se trató de preservar en el mínimo impres-
cindible, sufrió también una caída de 31 por ciento. En particular el consumo 
personal cayó en 38 por ciento. 

Ante tal situación, era perentorio tomar medidas para contener la crisis y 
reorientar la economía, preservando en lo posible el régimen social en cons-
trucción. El proceso de ajuste cubano se diferenció de los habituales en muchos 
otros países. Las medidas de rutina ante tales situaciones comprenden recortes 
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en los gastos del gobierno —sobre todo en los relacionados con los servicios 
sociales públicos—, así como despidos masivos de trabajadores. El gobierno 
cubano decidió delinear una estrategia de supervivencia al menor costo social 
posible, que se materializó en un programa de emergencia económica denomi-
nado periodo especial. Los objetivos de este programa fueron: amortiguar las 
afectaciones de la crisis hacia la población; reorientar el funcionamiento eco-
nómico del país y reinsertarlo en un nuevo sistema de relaciones económicas. 

En el ámbito más social, se optó por mantener a los trabajadores en sus 
empleos y conservando sus salarios y pensiones nominales, al tiempo que se 
preservaban las prestaciones a todos los beneficiarios de los sistemas de segu-
ridad y asistencia social. De igual modo, se trató de conservar la capacidad 
operativa de los sistemas de salud y educación, que formaban parte de las con-
quistas del socialismo en Cuba y mantuvieron su alcance universal. 

De 1990 y hasta 1994, los bienes de consumo disponibles se trasladaron 
casi en su totalidad al sistema de racionamiento, con vistas a garantizar una 
distribución lo más equitativa posible, y se mantuvieron sus precios en el mer-
cado formal al mismo nivel de antes de la crisis. No obstante, los productos 
normados y su disponibilidad disminuyeron de manera abrupta y en particular 
los bienes de consumo industrial prácticamente desaparecieron de la distribu-
ción normada. 

En algunos casos se tomaron provisiones dirigidas a la protección del con-
sumo o de los servicios prestados a determinados grupos poblacionales o regio-
nes, que pueden considerarse como el preludio de una aplicación personalizada 
de la política social. Entre ellas podemos citar la de restringir consumos nor-
mados a determinados grupos de edades, por ejemplo, ropas a escolares o leche 
a menores de siete años6.

Con todo, era imposible que las condiciones de vida de la población no 
sufrieran dada la entidad del choque económico. Como se ha señalado, se pre-
servaron los ingresos nominales de los trabajadores, lo que tuvo como efecto 
colateral la acumulación de dinero en manos de la población: se pagaban sala-
rios aun cuando las empresas no produjeran, lo que dio origen a un exceso de 
demanda y a una crisis empresarial. Como consecuencia, la gran mayoría de las 
empresas pasaron a ser subsidiadas por el Estado; el presupuesto estatal se 
volvió aún más deficitario; los saldos monetarios se desplazaron hacia el mer-
cado sumergido, que se desarrolló con mucha fuerza en ese periodo; y la infla-
ción trepó a más de tres dígitos7.

Así, aunque el gasto social per cápita se mantuvo prácticamente sin varia-
ción durante esos años, la subida de precios llevó a una depresión de los sala-
rios y de los gastos sociales en términos reales (gráfico 1). De hecho, la 
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principal fuente de ingresos de la población cubana, el salario, perdió su poder 
de compra y ocurrió un importante deterioro del salario real (gráfico 2).

Gráfico 1 

Gasto social per cápita en Cuba, 1989-2011
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Fuente: elaboración propia a partir de Anuarios Estadísticos de Cuba (varios números).

Gráfico 2 

Salario medio en Cuba, 1989-2011
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Fuente: elaboración a partir de CEPAL (1998), Vidal (2007), Ferriol (2007), ONE (2008a) y estimaciones propias.

La ampliación del mercado informal, que llegó a concentrar el 20 por cien-
to de los fondos mercantiles y el 80 por ciento del volumen de dinero en circu-
lación (véase González, 1995), fue uno de los mecanismos de aumento de las 
diferencias de ingresos entre individuos y familias. Al margen de las políticas 
sociales de distribución equitativa que habían caracterizado el sistema hasta 
1989, se hacía evidente el incremento de las desigualdades sociales en diversas 
dimensiones.
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Específicamente el consumo de alimentos sufrió un choque muy severo 
durante el periodo 1989-1994, ubicándose por debajo de los requerimientos 
nutricionales y ello se reflejó en problemas de salud: las carencias de complejo 
B provocaron una epidemia de neuropatía distribuida por todo el país, así como 
el incremento de algunas enfermedades infecciosas transmisibles, y se observó 
también el incremento de nacimientos con bajo peso.

Las políticas y acciones de protección social, vigentes hasta entonces, se 
vieron afectadas por la escasez de recursos en divisas, necesarios para sostener 
los insumos corrientes de los servicios sociales. El presupuesto de la salud dedi-
cado a los gastos que no son salarios, se deprimió en 16 por ciento entre 1989 y 
1992, si bien los gastos totales crecieron en 4 por ciento por el incremento del 
componente salarial. La reducción del gasto en educación fue del 35 por ciento, y 
los gastos en salarios del 7 por ciento. Como parte del programa para la reanima-
ción económica, se implementaron medidas que también provocaron efectos en 
términos de la diferenciación de ingresos de la población. Entre las más relevantes 
se pueden mencionar: la apertura a la inversión extranjera; la promoción especial 
de algunos de los sectores vinculados a los ingresos y egresos de divisas del país, 
introduciéndose así un modelo dual de funcionamiento de la economía; la despe-
nalización de la tenencia de divisas e introducción de la dualidad monetaria; la 
ampliación del trabajo por cuenta propia; la apertura de espacios de mercado para 
los bienes de consumo, lo que generó una fuerte segmentación. 

Las actividades que emergieron con vistas a diversificar la especialización 
externa cubana, o para la captura de las divisas que fluyeron al mercado interno 
vía remesas, fueron organizadas de una manera diferente al resto de la econo-
mía (modelo dual), con mayores incentivos a la productividad y mejores 
recompensas al trabajo8. Asimismo, los mercados que se crean en este periodo, 
con reglas de acceso que no facilitan la competencia, son mercados imperfec-
tos: los agentes del lado de la oferta tienen poder fijador de precios y los 
demandantes están sujetos a esas determinaciones. En estas condiciones, los 
mercados pierden su potencial eficiencia y se convierten en un mecanismo 
concentrador de ingresos y, por ende, diferenciador.

Ocurrió además un éxodo importante de personal empleado en los servi-
cios sociales hacia las ramas vinculadas a la apertura externa y hacia el incipien-
te sector de cuentapropistas, mucho mejor retribuidos. Ello generó una cre-
ciente escasez de personal que se hizo notar con mayor intensidad en el sector 
educacional. 

El Estado intentó contrarrestar el deterioro de los servicios básicos con 
algunas medidas, que se perfilaban como aplicación selectiva o focalizada de 
protección a determinados grupos de población, mientras se mantenía la 
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universalidad en el acceso a otros servicios, en especial de educación —que 
conservaba cobertura total, gratuidad y accesibilidad geográfica a la enseñanza 
primaria y media—, a la atención primaria de salud —consultorios del médico y 
la enfermera de la familia, policlínicos, atención priorizada a las gestantes y 
niños—, así como al nivel secundario de los servicios de salud —hospitales—, 
aunque con visibles restricciones operacionales en otros de estos servicios. 

La emergencia de nuevos actores económicos —legales, ilegales o alega-
les9— fomentó la ampliación de las brechas sociales. Las acciones que fueron 
organizadas de forma espontánea por la población para amortiguar los efectos 
negativos sobre la vida cotidiana, estaban moduladas tanto por factores objeti-
vos —entre ellos, por ejemplo, las posibilidades productivas de los espacios 
geográficos—, como subjetivos, asociados a la voluntad o la capacidad de pensar 
y ejecutar acciones para mejorar la dimensión económica de las vidas. De este 
modo, se creaban las condiciones para la ampliación de las desigualdades socio 
espaciales e, incluso, las inequidades (Iñiguez, 2002).

Como consecuencia de los ajustes introducidos con posterioridad a 1989, 
la sociedad cubana se reestratificó. El Estado perdió participación como agente 
empleador y se generaron estratos sociales diferenciados en función de sus 
vínculos con la propiedad, su lugar en la división social del trabajo y sus fuentes 
y tipos de ingresos (Espina, 2008). 

Otro hecho a mencionar, que comenzó a tener visibilidad en la década de 
los noventa y que se vio reforzado con posterioridad, es la participación de otros 
actores en el complemento de políticas sociales como apoyo a grupos sociales 
más vulnerables. Entre ellos están, por ejemplo, las Iglesias —tanto las perte-
necientes al Consejo de Iglesias de Cuba como a la Iglesia católica—, así como la 
cooperación internacional, no solo procedente de Naciones Unidas, sino tam-
bién de las agencias de cooperación y ONG de diferentes continentes, que han 
sido dirigidas en apoyo a la parte oriental de Cuba y a algunos territorios de las 
partes central y occidental del país con determinado nivel de retraso relativo.

7. Recuperación y nuevo enfoque de la política social 
cubana: logros y escollos

En el marco de la recuperación económica del país, comienza el análisis de 
situación de algunos sectores sociales10. Como resultado de los estudios realiza-
dos, se programaron acciones en los llamados Programas de la Revolución, carac-
terizados como “una revolución social dentro del desarrollo social alcanzado” 
(Ferriol, Castiñeiras y Therborn, 2005: 164).
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A partir del año 2000 se aprecia una inflexión en la política social, que 
parte del reconocimiento del nivel de desigualdad ocasionado por la crisis y de 
la necesidad de transformar la gestión de la política social. Aun cuando se man-
tiene el alcance universal de los programas sociales, empieza a tener cabida una 
atención más específica a ciertos grupos sociales y territorios en desventaja. 

Comienzan a producirse profundos cambios en las esferas de la educación, 
la salud, el deporte, la cultura y el arte, la seguridad y la asistencia social, y el 
empleo, así como en muchas otras importantes esferas como la energía y la 
prevención de desastres, para las cuales se diseñan los aludidos Programas en 
el marco del movimiento llamado Batalla de Ideas11.

Los avances sociales más notables, la educación y la salud, se vieron afec-
tados no solo por la crisis económica y los ajustes, sino también por proble-
mas en la organización de estos servicios y por la competencia que se generó 
por parte de empleos en el denominado sector emergente de la economía12. 
Aunque Cuba sea puntera en algunos ámbitos —cabe mencionar la Escuela de 
Medicina Latinoamericana—, desde los años noventa, y a pesar de algunas 
reformas puntuales, la calidad de los sistemas educativo y sanitario ha ten-
dido a bajar. Es por ello que se requieren nuevas inversiones (generalmente 
por parte del Estado o la cooperación internacional) para mantener los nive-
les alcanzados. 

A continuación se ofrece un análisis detallado de la situación y las medidas 
adoptadas en los diferentes ámbitos sociales para impedir un deterioro del 
sistema universal creado por la Revolución cubana. 

 7.1. Cambios en materia de educación

En el ámbito de la educación se ponen en práctica una serie de programas en los 
diferentes niveles de enseñanza a partir del año 2000, todos ellos en el marco 
vigente de la universalidad. El propósito era mejorar la calidad de los servicios 
educacionales y enfrentar algunos problemas resultantes de la crisis que aún 
persistían. Entre estos programas están: 

En la enseñanza primaria: la reducción de los grupos a no más de 20 •	
alumnos por profesor; la formación emergente de maestros primarios; 
la reparación, reposición y modernización de la infraestructura cons-
tructiva y del equipamiento.
En la enseñanza secundaria: la reparación de escuelas y la ampliación •	
de las capacidades, para lograr grupos de 15 estudiantes como máxi-
mo; la instauración de la doble sesión en todas las escuelas; la 
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formación de profesores generales integrales; la incorporación del siste-
ma de teleclases. 
En la enseñanza terciaria: la universalización de la educación superior, •	
con el objetivo de descentralizar la formación universitaria de un grupo 
de especialidades hacia diferentes territorios del país e incrementar las 
posibilidades de acceso13; la creación de la cátedra universitaria del 
adulto mayor (CUAM); la creación de la Universidad de las Ciencias 
Informáticas (UCI) en el año 2002. 
Programa de informática, para extender el uso de la computación desde •	
edades tempranas y contribuir a que todos tengan acceso a los conoci-
mientos informáticos. 

Además de los programas anteriormente reseñados, se amplían las 
capacidades de matrícula en carreras pedagógicas y de la salud, para poder 
contar con personal preparado para la prestación de servicios sociales de 
excelencia.

Todos estos programas, si bien consiguieron la incorporación de una 
importante masa de jóvenes al estudio, que no habían podido disfrutar de esa 
oportunidad universal que brinda el sistema de educación cubano14, así como 
la ampliación del empleo en el sector formal, lo hicieron más enfocados en los 
aspectos sociales que en los meramente económicos. Por ejemplo, la educación 
terciaria llegó hasta la casi totalidad de los municipios del país, mas la compo-
sición de las matrículas por áreas del saber se concentró demasiado en las 
carreras de ciencias sociales y humanidades, que son las menos demandantes 
desde el punto de vista del costo del servicio, mientras que las de ciencias téc-
nicas, naturales, así como la enseñanza técnica y de oficios, no se ampliaron 
como requería la economía, en particular en vínculo a programas priorizados 
como los de producción de alimentos, transporte y vivienda.

El déficit de maestros en el subsistema de educación general aún constitu-
ye un problema. No ha sido posible en todos los casos cumplir con el propósito 
de mantener aulas con 20 alumnos en primaria y 15 en secundaria. Para cubrir 
la demanda de la capital del país, ha sido preciso captar profesores de otras 
provincias, lo que no se sostiene por la excesiva presión poblacional en la capi-
tal y el déficit de viviendas. 

Como buena parte de los profesores en activo son muy jóvenes, se estimu-
la que maestros y profesores ya jubilados regresen al sistema de educación 
nacional. Se busca que, con su pericia, contribuyan a la formación continua de 
los maestros emergentes, ayuden a mitigar el déficit de docentes activos en las 
escuelas de la enseñanza general y a mejorar la calidad del sistema. 
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7.2. Medidas en el ámbito de la salud

Los llamados Programas de la Revolución en Salud definieron cambios en la 
estructura organizativa del sistema de salud y de la atención ambulatoria, en la 
organización de los servicios y en los programas de salud. Se situaba como pre-
misa el acercamiento de los servicios a la población, adecuarlos a la situación de 
salud de cada lugar, a la formación y perfeccionamiento continuo de los recur-
sos humanos, así como al mejoramiento e introducción de nuevas tecnologías. 

Desde mediados de la década de los noventa se reconocía la necesidad de 
trazar estrategias para la recuperación del sector salud, centradas en mejorar la 
calidad de los servicios, preservar su nivel de equidad, eficiencia y la eficacia. 
Se llamaba la atención acerca de los retos para enfrentar los impactos de la cri-
sis en los servicios de salud, dada la universalidad y gratuidad del sistema, y una 
población acostumbrada a utilizar ampliamente los servicios, incluyendo los de 
tecnología avanzada, frente a la limitación del acceso a créditos externos y a 
mercados de medicamentos, insumos y equipos médicos, dificultado además 
por efectos del bloqueo (Suárez, 1997). 

Entre las principales acciones de esta revolución en salud estaba el 
Programa de Reconstrucción y Modernización de los Policlínicos, que se pro-
ponía el acercamiento de los servicios a la población, la adecuación de estos 
servicios a la situación de salud de cada lugar, la formación y el perfecciona-
miento continuo de los recursos humanos, así como el mejoramiento e intro-
ducción de nuevas tecnologías. Se reparaban los policlínicos y se ampliaban sus 
servicios mediante la transferencia tecnológica de los niveles secundario y ter-
ciario (hospitales generales y especializados), hacia el primer nivel de atención, 
en una magnitud sin precedentes hasta entonces (véase García, 2006).

Los policlínicos eran dotados como promedio de 20 servicios y sobrepasa-
ban los 30 en algunos de ellos15. La reparación y renovación o introducción de 
equipamientos tecnológicos beneficiaba también a los servicios secundarios 
incluidos en el Programa de Reconstrucción y Modernización de Hospitales. 

Con todo, paralelamente se producía el cierre paulatino de consultorios 
del médico y la enfermera de la familia, se agrupaba la población atendida por 
varios consultorios en uno y, si bien se mantenía la cobertura de atención en el 
100 por cien, se multiplicaba la población a atender, con la consecuente recar-
ga del trabajo de los médicos y enfermeras que afectaba seriamente la atención 
antes prestada y, en especial, la percepción sobre esta. Así, aun cuando no 
variaba la prioridad concedida a algunos programas —como el Programa de 
Atención Materno Infantil (PAMI) —, se debilitaban las acciones promociona-
les y el trabajo de terreno, funciones intrínsecas a este programa (visitas 
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programadas del médico y la enfermera a las viviendas donde residía población 
vulnerable dentro de los programas de atención).

Convertido en principio del Sistema Nacional de Salud Cubano, se inten-
sifica en este periodo el apoyo a programas de salud de otros países igualmente 
subdesarrollados bajo el principio del internacionalismo. La reducción de los 
consultorios y la compactación de los servicios brindados por el médico y la 
enfermera de la familia se ha asociado a la salida masiva de médicos para cum-
plir misiones de colaboración en varios países; mientras, otras opiniones des-
tacan como determinantes los graves problemas organizativos que confrontó el 
Programa del Médico y la Enfermera de la Familia (PMEF) y no a la falta de 
médicos en este nivel de atención (Terrero, 2008 y Edith y Terrero, 2007). 
Fortaleció esta reducción el mantenido deterioro infraestructural de consulto-
rios y la carencia de materiales de trabajo. 

En consecuencia, fueron crecientes las insatisfacciones de la población, 
asociadas a la inestabilidad de los servicios, al tiempo de espera de atención, a 
la ausencia del médico por estar cumpliendo otras funciones administrativas o 
nuevas tareas docentes, en el marco de la adaptación a un nuevo médico en el 
territorio. Esta situación se complica por el cierre total o parcial de institucio-
nes hospitalarias y, por ende, de servicios de mayor complejidad, en el marco 
del reequipamiento de hospitales o de policlínicos en reparación. 

La transformación promovida en el sistema de salud cubano, con énfasis 
marcado en la medicina preventiva y en la descentralización del servicio, ha 
impreso nuevos retos para el propio desempeño de la actividad. Por ejemplo, el 
hecho de haber ampliado la oferta de varios servicios a través de su provisión a 
nivel de policlínicos requería de una disponibilidad mayor de insumos y reacti-
vos, así como de recursos humanos especializados. Lo mismo ocurrió con el 
reforzamiento de la detección temprana de ciertas enfermedades, que al tiempo 
que permiten curar o estabilizar a los pacientes de sus dolencias, significa un 
gasto mayor en medicamentos y tratamientos en general. En este marco, se pro-
duce el incremento de los gastos destinados a la esfera de la salud, en muchos 
casos basados más en la importación de equipos médicos e insumos que en la 
integración con proveedores nacionales. Todo ello contribuyó a disparar la pro-
pensión a importar de la economía cubana en estos años (Vidal, 2009).

7.3. Reforma del sistema de seguridad social

Los gastos del Estado en seguridad social se venían incrementando sistemáti-
camente a causa del crecimiento de las pensiones por edad, dada la tendencia al 
envejecimiento de la población cubana (gráfico 3). A partir de 2005 este 
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incremento se acelera, por el aumento aplicado a las menores pensiones, lo que 
significó la elevación de la pensión mínima y también de la promedio. 

Gráfico 3 

Estructura de la población cubana por edades y sexo (las pirámides)
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Fuente: elaboración propia a partir de Anuarios Estadísticos de Cuba (varios números).

El sistema de Seguridad Social cubano es un sistema de reparto, de tipo 
solidario, donde las contribuciones al presupuesto de los trabajadores acti-
vos y sus empleadores son las que cubren las prestaciones corrientes. Esta 
característica lo enfrenta al reto de la referida tendencia al envejecimiento, 
que además de incrementar los grupos que reciben prestaciones de la segu-
ridad social, compromete el necesario reemplazo del grupo de personas en 
edad laboral y, por lo tanto, las aportaciones al presupuesto para sufragar 
estos gastos. 

Este es uno de los retos que enfrenta la política social cubana, con impac-
tos no únicamente en este ámbito de la seguridad social, requiriendo de un 
conjunto de medidas para su gestión. Entre ellas ya se implementó una modifi-
cación a la Ley de Seguridad Social que, entre otras medidas: extiende los años 
de servicio laboral requeridos para recibir sus beneficios; establece que los 
pensionados por vejez puedan reincorporarse al trabajo y devengar el salario 
del cargo que pasen a ocupar más la pensión; determina que todos los trabaja-
dores contribuyan parcialmente al financiamiento de la Seguridad Social, 
incluyendo la contribución de los trabajadores por cuenta propia, que antes 
sólo recaía en el Estado y las entidades laborales. Sin embargo, más importante 
que esta provisión es el necesario incremento en la productividad del trabajo, 
para que un menor número de ocupados pueda sostener a uno cada vez mayor 
de dependientes.
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7.4. Alimentos, viviendas y transporte

Persisten dificultades no resueltas en importantes ámbitos que afectan a las 
condiciones básicas de vida de la población como la alimentación, la vivienda y 
el transporte. Estas tres esferas fueron objeto de programas priorizados desde 
mediados de la década de 2000. Con todo, se hubiera necesitado lograr una 
dinámica mayor en la ejecución de estos programas para acelerar la solución de 
las insuficiencias existentes. Si se hubiera consultado el parecer de la pobla-
ción, muy probablemente estas esferas hubieran acaparado su preferencia. Lo 
cierto es que en estos ámbitos se incrementan las diferencias de acceso, por 
ejemplo, a la construcción o reparación de viviendas o al transporte alternativo 
(no público) predominante en algunas áreas del país, o incluso a fuentes varia-
das de alimentación, según múltiples orígenes y montos de ingresos, asociados 
en muchos casos a la proximidad a la localización de actores económicos emer-
gentes o reanimados. 

En el caso de la alimentación, el acceso a alguna otra fuente subsidiada de 
distribución16, en adición a la asignación racionada, resulta determinante en el 
nivel de gasto familiar. De hecho, la alimentación supone entre el 65 por ciento 
y el 75 por ciento del gasto de las familias cubanas urbanas debido a los altos 
precios en los espacios de mercado vigentes. En el mercado agropecuario, por 
ejemplo, persisten limitaciones que restringen la competencia y su potencial 
eficiencia17. 

Universalizar el acceso a alimentos que cubren las necesidades básicas y de 
salud sigue siendo un importante desafío social en Cuba. Aunque varias refor-
mas en el sector agrícola han elevado los niveles de producción interna, el país 
todavía importa una buena parte de los alimentos18, que, además, influye nega-
tivamente en el balance comercial.

La vivienda se encuentra entre las necesidades básicas del ser humano. Su 
escasa disponibilidad en Cuba constituía un problema por resolver antes de la 
crisis de los noventa. El impacto de la contracción económica, unido después de 
2000 a la incidencia cada vez mayor y más violenta de huracanes y lluvias inten-
sas, ha comprometido seriamente el fondo habitacional del país. Por eso se 
puso en marcha desde 2006 un programa para la construcción, conservación y 
rehabilitación de viviendas, que se cuenta entre los priorizados por el país. 

Originalmente se anunció el propósito de construir 100.000 viviendas al 
año. Sin embargo, esta intención únicamente se pudo cumplir en el año 2006, 
cuando se logró concluir un conjunto de viviendas ya en construcción que esta-
ban pendientes. Posteriormente los niveles de ejecución anual han sido más 
reducidos. 
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De mantenerse un nivel de construcción promedio anual de 50.000 
viviendas y asumiendo un déficit de medio millón, tomaría todavía una década 
poder resolver el déficit. Además de que se requieren acciones de manteni-
miento del fondo, en evitación de situaciones críticas, y de recuperación de las 
viviendas afectadas por los eventos meteorológicos. 

Entre las principales dificultades para el cumplimiento de este programa 
están: la baja productividad de la fuerza constructiva; el déficit de fuerza califi-
cada, tanto constructores como electricistas, albañiles, plomeros y otros oficios 
asociados; la mala calidad en la actividad constructiva, incluyendo las activida-
des de urbanización; la mala concepción del aseguramiento logístico del pro-
grama y los escasos niveles de mecanización. 

El transporte de pasajeros es otra de las áreas que sufrió una violenta con-
tracción, más profunda y persistente que la del conjunto de la economía cuba-
na. Se encuentra en marcha un programa priorizado para su recuperación. Sin 
embargo, aun cuando se lograra mantener el ritmo de crecimiento del periodo 
1998-2008, todavía tomaría entre cuatro y cinco años recuperar el nivel de 
pasajeros transportados de 1989. 

Entre las dificultades más connotadas del programa de transporte están: la 
necesaria reparación y mantenimiento de los viales, para garantizar la durabi-
lidad del parque adquirido; la carencia de chóferes para enfrentar el incremen-
to en el número de equipos; manifestaciones de indisciplina social que conspi-
ran contra la vida útil de estos medios; la provisión de las piezas y agregados de 
repuesto para enfrentar índices de rotura mayores que los de diseño, por el mal 
estado de los viales y la sobreexplotación.

7.5. Avances en la focalización

En 1999 comienzan a realizarse los primeros estudios sobre grupos sociales 
vulnerables en el país. Con tal propósito se crean las Brigadas Universitarias de 
Trabajo Social (BUTS), como germen de lo que posteriormente sería el movi-
miento de trabajadores sociales, y se desarrollan encuestas, primero a los niños 
menores de 15 años, a las familias con discapacitados y a los pensionados y 
jubilados. 

Los resultados de estas encuestas apuntaron a un creciente nivel de des-
igualdad en la sociedad cubana y a la necesidad de transformar la gestión de la 
política social, pasando de un modelo de atención y asignación muy poco dife-
renciado, a otro mucho más personalizado. Es bajo esta nueva concepción, que 
resurge la figura del trabajador social como eje central para conseguir los fines 
propuestos. 
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Entre los primeros cambios que promovieron estos resultados se encuen-
tran los relacionados con la mejoría de pensiones, prestaciones de la asistencia 
social y salarios en algunos de los sectores vinculados con la provisión de servi-
cios sociales (salud y educación) y la administración pública del estado. Estos 
estaban entre los grupos que habían sufrido un mayor impacto por la depresión 
del poder adquisitivo.

Además de constituirse en el eslabón fundamental del nuevo estilo de 
política social promovido después de 2000 —que pretendía una atención más 
personalizada a la población—, el trabajador social se dedicó también a tareas 
relacionadas con otros programas de la Batalla de Ideas como el energético o las 
actividades vinculadas a la lucha contra la corrupción. Se formaron 45.000 
jóvenes en esta profesión, una parte de los cuales continuaron sus estudios 
universitarios en especialidades afines. 

Sin embargo, en la actualidad solo se mantienen vinculados a tareas rela-
cionadas con la prevención social y la atención a familias vulnerables apenas 
unos 5.000 trabajadores sociales. Al margen de la ocupación de estos en otras 
actividades, en realidad el financiamiento necesario para suplir las necesidades 
materiales que encontraban en sus trabajos de terreno era muy limitado.

Particularmente en la asistencia social19, se incrementó la cuantía de las 
prestaciones monetarias a partir de 2005. Comenzaron a concederse, además, 
prestaciones en especie que se combinan en ocasiones con las monetarias y de 
servicios, en dependencia de las necesidades de las personas. 

También se incorporan programas asistenciales específicos como: el nacional 
de servicios sociales comunitarios para el adulto mayor, que comprende alimenta-
ción, reparación de viviendas, limpieza del hogar y el lavado de la ropa, y se brinda 
a través del servicio de asistentes sociales; el de madres solas con hijos menores a su 
cargo, las que reciben prestaciones por un periodo de tiempo, en el que se trabaja 
en su capacitación para incorporarlas al empleo, a fin de eliminar su dependencia 
de las prestaciones sociales; el de atención a discapacitados, que incluye la presta-
ción de servicios de alimentación, reparación de viviendas, incorporación al 
empleo; el de atención a niños en desventaja social, cuyas acciones se encaminan 
fundamentalmente a otorgarles suplementos alimentarios cuando hay problemas 
de desnutrición y a reincorporar al estudio a los menores desvinculados del siste-
ma. La labor desarrollada por los trabajadores sociales facilitó la detección de nue-
vos casos que requerían asistencia y el número de beneficiarios se incrementó.

Con todo, los aumentos en las prestaciones de la asistencia y seguridad 
social, si bien han mitigado las brechas en los ingresos reales de sus beneficia-
rios a consecuencia de la crisis de los noventa, no han resuelto las diferencias 
con relación a otros sectores de la población.
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7.6. Escollos al sostenimiento del nuevo enfoque

La fecha del año 2005 marcó un importante incremento en la asignación de 
recursos para la inversión y los gastos corrientes en las esferas de la educación, 
la salud, el deporte, la cultura y el arte, la seguridad y asistencia social, así como 
en los programas para garantizar el empleo. Estos esfuerzos adolecieron de la 
falta de una evaluación sistemática de impacto, así como de un análisis de 
la relación entre el incremento de los gastos y de sus resultados, de modo que la 
eficiencia del sistema fuera la adecuada.

También algunas barreras redujeron los posibles impactos positivos de 
estos programas sobre dimensiones objetivas y subjetivas de la vida de amplios 
contingentes de la población del país. En particular, el insuficiente proceso de 
descentralización y la limitada o ausente participación popular en la organiza-
ción e implantación de algunos de estos programas impidieron que alcanzasen 
sus propósitos de forma plena. La conjunción de todos estos programas implicó 
una aceleración tal de los gastos en los programas sociales que su crecimiento 
superó el de la propia economía (gráfico 4).

Gráfico 4 

Crecimiento por periodo de la economía (PIB) y del gasto social
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Fuente: elaboración propia a partir de Anuarios Estadísticos de Cuba (varios números).

A partir de 2007 y bajo los embates de la crisis global, los problemas internos, 
los eventos climatológicos extremos, ante un creciente déficit comercial y con 
acumulación de vencimientos en la deuda externa que no podían ser afrontados, se 
impuso un proceso de ajuste del gasto social, pero tratando de no afectar los nive-
les alcanzados de satisfacción; es decir, promoviendo un uso más eficiente de los 
recursos en estos programas. Así, se contuvo el crecimiento de los presupuestos 
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de gastos corrientes destinados a los programas sociales del país: a partir de 
2009 se mantiene prácticamente un nivel de gasto similar al correspondiente a 
2008 (gráfico 5).

Gráfico 5 

Comportamiento del gasto social cubano, 2010 vs. 2008
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Fuente: elaboración propia a partir de Anuario Estadístico de Cuba (2010).

La partida que sufre la mayor contracción absoluta con relación a 2008 es 
la correspondiente a los gastos en asistencia social, que cae casi en la mitad (en 
47 por ciento). Se desplegó un exhaustivo trabajo de investigación de cada uno 
de los beneficiarios, en pos de precisar si cumplían los requisitos para ser 
acreedores de tales prestaciones. Como en otras ocasiones, los estudiantes uni-
versitarios fueron cruciales para la realización de estas entrevistas. 

Otras partidas sobre las que recayó el ajuste fueron: educación, con una 
contracción del presupuesto para gastos corrientes de 3,9 por ciento con rela-
ción al 2008; viviendas y servicios comunales, con una caída de 1,3 por ciento; 
y salud, con 0,9 por ciento de disminución. Los presupuestos de gastos corrien-
tes dedicados a la seguridad social y al fomento del deporte crecieron con rela-
ción al 2008 en 12,5 por ciento y 34,3 por ciento, respectivamente. 

En el caso de los servicios de salud, por ejemplo, se anunció el despliegue 
de un proceso de Reorganización, concentración y regionalización de los servi-
cios de salud a finales de 2010, que tenía entre sus antecedentes el discurso pro-
nunciado en diciembre de 2009 por el presidente del Consejo de Estado de Cuba, 
y en el que afirmaba que “sin afectar la calidad de la salud, que se brinda gratui-
tamente a todos los ciudadanos, e incluso mejorándola, es posible reducir de 
modo apreciable los gastos” (Castro, 2009). Con tal propósito el Ministerio de Sa
lud Pública (MINSAP) elaboró el documento Transformaciones necesarias del 
Sistema Nacional de Salud Pública, que considera que es posible la sostenibilidad 
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de los servicios de salud a partir de un uso más eficiente y racional de los recur-
sos disponibles, especialmente los tecnológicos. Aunque el móvil inicial fue sin 
duda económico, en estas transformaciones se consideraban otros elementos y, 
tal como plantea el documento citado, las transformaciones se proponían asu-
mir la “necesidad impostergable de alcanzar niveles superiores de eficiencia y 
calidad” (véase MINSAP, 2010).

Otro ámbito en que se enfrentan dificultades es en el empleo. Los progra-
mas de la década de 2000 lograron una importante ampliación de la ocupación, 
llegando a una tasa de desempleo inferior al 2 por ciento. Sin embargo, se reco-
noce un considerable nivel de subempleo. Así, el anuncio en agosto de 2010 
acerca de la necesidad de reducir la empleomanía estatal en medio millón de 
trabajadores a corto plazo y hasta un millón en mediano término significó una 
nueva tensión y desafío a la política social cubana. Según algunos autores, en 
Cuba el desempleo oculto o subempleo no es un fenómeno nuevo sino que 
representa un problema estructural (Mesa-Lago, 2010). La ampliación de las 
actividades autorizadas para el ejercicio del trabajo por cuenta propia pudo 
haber incidido en una reducción del desempleo y de la informalidad.

8. La actualización del modelo socialista

Bajo la presidencia de Raúl Castro, entre 2008 y 2011 se desarrolló en todo el 
país un debate nacional sobre la llamada actualización del modelo socialista. 
Asimismo, el gobierno puso en marcha un creciente proceso de descentraliza-
ción que incluía un mayor empoderamiento de los gobiernos locales. Los 
Lineamientos recogen las líneas directrices de ese proceso de cambios.

De los 313 Lineamientos aprobados en el VI Congreso, 36 de ellos se integran 
en el capítulo denominado Política Social. A pesar de esta cifra, en apariencia 
insuficiente, los lineamientos contemplados en otros capítulos se refieren directa 
o indirectamente a preceptos asociados a políticas sociales. Seguidamente se po
nen bajo escrutinio los lineamientos que tienen alguna tangencia con este tema.

Si bien el carácter proactivo de la universalidad se encamina a prevenir 
situaciones de privación, en el marco temporal la opción de la universalidad 
está también concebida para corregir problemas sociales de amplia distribu-
ción en grupos y territorios del país. En la plataforma de construcción de la 
sociedad socialista, el establecimiento de los sistemas nacionales de educación 
y salud, universales y gratuitos, se dirigió de forma explícita a erradicar las 
inequidades de acceso de amplios estratos de la población, según condición 
económica, localización geográfica y hasta expectativas o motivación.
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En el caso del sistema de educación, si bien se mantienen los principios 
que lo sustentan, varios lineamientos de la política social plantean cambios con 
indiscutibles repercusiones sociales. Así, por ejemplo, el reordenamiento de la 
red escolar en el país, y en especial la drástica disminución del número de estu-
diantes internos de la enseñanza media y media superior, representa una 
reducción de los gastos del Estado, una posible ampliación de los gastos y de la 
atención prestada por la familia, incluyendo la opción usada en algunos contex-
tos urbanos del pago a repasadores, con efectos más agudos en familias de más 
bajos ingresos. Por otra parte, la disminución del número de sedes universita-
rias municipales, que también reducen los gastos de salarios e infraestructura, 
crean nuevas situaciones de insatisfacción, ante la eliminación en algunos 
municipios de lo que se considera un derecho adquirido.

La racionalidad y la pertinencia se colocan en el foco de los cambios pro-
puestos en el sistema educacional del país. El ajuste de la capacidad de la red 
escolar de la educación primaria —en correspondencia con el desarrollo econó-
mico, sociodemográfico y los lugares de residencia de los estudiantes— y de las 
matrículas en el nivel preuniversitario y universitario, aluden a un cambio de 
política en pro de la racionalidad distributiva. Mientras, la necesidad de orien-
tar las matrículas hacia carreras agropecuarias, pedagógicas, tecnológicas y de 
ciencias básicas afines y de elevar el reconocimiento a la labor de los técnicos 
de nivel medio y obreros calificados es prueba de las necesarias correcciones a 
la deformada estructura actual de la fuerza de trabajo. 

Un lineamiento de sensibles efectos sobre reglas anteriores es el que plan-
tea que los trabajadores puedan estudiar a cuenta de su tiempo libre y a partir 
de su esfuerzo personal, excepto los casos de especial interés estatal. 

En el caso de las transformaciones del sistema nacional de salud, se esta-
blece la necesidad de fomentar la enseñanza y empleo del método clínico y 
epidemiológico por su capacidad resolutiva no explotada, asociado a la raciona-
lidad del uso de medios tecnológicos de diagnóstico y tratamiento de problemas 
de salud, así como la ampliación de las prácticas de la medicina natural y tradi-
cional. Otros dos lineamientos se refieren a políticas de promoción y preven-
ción para el mejoramiento del estilo de vida, con la participación intersectorial 
y comunitaria, incluyendo el propósito de mejorar los niveles de salud de la 
población. 

Aunque inscritos en la política de salud, es fácil entender que hay otros 
componentes que se relacionan con los efectos de la implementación de otros 
lineamientos: por ejemplo, de la política agroindustrial, los referidos a mejorar 
la oferta de alimentos en el mercado interno y a garantizar la inocuidad de los 
alimentos producidos; del modelo de gestión territorial, los relacionados a la 
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promoción de proyectos para ampliar la producción de alimentos; de la política 
de transporte, los referidos a mejorar la accesibilidad de la población ese ser-
vicio, entre otros. 

Vinculado a este último sector, se considera el fomento de nuevas formas 
organizativas estatales y no estatales en las transportaciones de pasajeros, en 
correspondencia con las características de cada territorio —como se le conoce, 
el sector de trabajadores llamados transportistas—. Sin embargo, habrá que 
adoptar provisiones que permitan que estos servicios se mantengan accesibles 
a la población, pues en la actualidad la falta de competencia en el sector (por la 
escasez de parque para prestar la actividad) y la ausencia de un mercado mayo-
rista de aprovisionamiento de combustible, lubricantes, piezas de repuesto y 
servicios de reparaciones, están en la base de los elevados precios del servicio 
en esta modalidad.

Un aspecto acuciante es el referido al sostenimiento de los gastos de segu-
ridad social. Se propone en tal sentido aumentar la contribución de los trabaja-
dores, tanto estatales como privados o cooperativistas, al presupuesto específi-
co de la seguridad social. Pero esta no sería la única vía posible de atenuar el 
déficit en este presupuesto. La situación que ya se enfrenta y la por venir —dado 
el avance del proceso de envejecimiento— requiere de esfuerzos de más largo 
alcance: lo más perentorio sería propiciar una sustancial mejora en la produc-
tividad del trabajo, cuestión que se manifiesta insuficientemente tratada en los 
lineamientos. Ella es también el punto de partida de la ulterior posibilidad de 
mejorar en mayor medida las retribuciones salariales y con ello el salario real.

Aún no se ha logrado recuperar el salario real de los años noventa y ello 
constituye un importante lastre a los propósitos de mayor crecimiento econó-
mico: si el salario no garantiza costear las necesidades básicas, prevalecerán 
tendencias a completar los ingresos a través de otras vías —lícitas o no— y al 
deterioro de la intensidad y productividad del trabajo en el sector formal. Un 
reconocimiento importante encuentra en los lineamientos la necesidad de 
reestructurar el consumo a partir de fondos individuales y de fondos sociales, 
priorizando los primeros, de modo que se estimule precisamente un mejor 
desempeño, intensidad y productividad del trabajo.

Asimismo, se reconoce el principio de compensar a las personas realmen-
te necesitadas y no aplicar subsidios generalizados a productos que benefician 
a todos por igual y comprometen en gran medida la capacidad del Estado de 
atender con mayor prioridad a las necesidades específicas. La concentración de 
apoyos en ciertos grupos de personas en desventaja es algo que ya había venido 
manifestándose en algunas de las medidas adoptadas en la década de 2000, 
pero que ahora se plantea transformar con cierta urgencia. 
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Entre las medidas concretas para desmontar los subsidios a productos está 
la eliminación ordenada y gradual de la libreta de abastecimientos, que en rea-
lidad ha experimentado un paulatino descenso de sus ofertas. Esto constituye 
un cambio bastante radical, toda vez que la libreta20 se consideró por mucho 
tiempo un logro en la esfera de lo social, y para algunos grupos vulnerables 
como los jubilados ha sido un principal instrumento de consumo alimenticio. 
Es importante enfatizar que para adoptar tales cambios, es preciso que antes se 
diseñen formas de apoyo alternativo para aquellas personas o familias que que-
den en un estado de indefensión, lo que sugiere la pertinencia de que el proce-
so sea ordenado y gradual. 

Un problema tan acuciante como el anterior es el de la satisfacción de las 
necesidades de vivienda de la población. Es una dificultad que impacta directa-
mente sobre las posibilidades de conseguir un mayor crecimiento poblacional. 
Dado el volumen acumulado de necesidades, aun en las mejores condiciones 
económicas, los recursos para revertir la situación de la vivienda en el país 
serán siempre insuficientes. La solución a este problema se proyecta en los 
lineamientos fundamentalmente a través de la actividad del sector no estatal y 
de los esfuerzos de la población en la construcción por medios propios. Es algo 
que ya había venido practicando desde los años noventa, pero en un contexto de 
escasez y, por tanto, de elevados precios de los materiales de construcción. Así, 
aquellos que lograron resolver su problema habitacional de esta manera han 
precisado de un abultado presupuesto para hacerlo, proveniente de diversas 
fuentes. Con el conocimiento del lastre de las brechas de desigualdad de opor-
tunidades de mejoramiento u obtención de viviendas, nuevas medidas deben 
permitir que de forma progresiva se obtengan resultados a favor de la equidad. 
En la actualidad ya se asiste a una ampliación de la venta de materiales de cons-
trucción a la población, a la oferta por el sistema bancario de líneas de crédito 
con este propósito específico y al otorgamiento de subsidios para la adquisición 
de tales materiales a personas con poca solvencia económica. Los medios de 
difusión dan cuenta de la marcha de este proceso en el interior del país y de 
algunas dificultades para su implementación. Para superar esas dificultades es 
indispensable dar prioridad a la producción de materiales de construcción y la 
utilización de los recursos locales disponibles para ello, cuestión que también 
incorporan los Lineamientos. Un énfasis especial se da al apoyo a la construc-
ción y reparación de viviendas en el campo, como contribución al necesario 
mejoramiento del nivel de vida y la estabilización de la fuerza de trabajo en el 
sector agropecuario.

Igualmente, se incluye en los Lineamientos la legalización del mercado de 
viviendas en Cuba, con el propósito de que ello contribuya a la solución de las 
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demandas habitacionales de la población. Esta propuesta ya se implementó 
desde noviembre de 2011 y se han producido entre esa fecha y el cierre de marzo 
de 2012 unas 20.000 transacciones, de ellas solo una cuarta parte de compra-
venta, el resto son donaciones (transmisiones de propiedad) entre personas, que 
probablemente lo que buscan es respaldar transacciones previamente realizadas 
de manera ilegal. Ante la escasez de viviendas, los precios en el nuevo mercado 
alcanzan altos niveles y, por lo tanto, es una medida de la que logrará beneficiarse 
solo el segmento poblacional con acceso a recursos de esa magnitud.

En curso se encuentra el levantamiento de la disponibilidad de inmuebles 
por parte de los organismos e instituciones del Estado cuyo propósito original 
fue el rediseño de estos como viviendas, ampliado ahora a otros fines, como el 
uso para actividades por cuenta propia. Este levantamiento contribuye a mitigar 
la actual situación de la vivienda, así como favorece las actividades de servicios 
de cuentapropistas y, próximamente, del movimiento cooperativo no agrícola.

Finalmente, en su capítulo referido a la política para el comercio, los 
Lineamientos prevén la reestructuración de la distribución de bienes y servicios 
de consumo a favor de espacios mercantiles, a precios de oferta y demanda, sin 
subsidios. También incorporan la necesidad de una política de desarrollo del 
consumo, ampliando las ofertas de este tipo de bienes (productos alimenticios, 
ropa y calzado, efectos electrodomésticos, bicicletas y piezas de repuesto, materia-
les de construcción y de ferretería, mobiliario, ajuares del hogar, entre otros). En 
realidad, este tipo de artículos ha estado disponible en la red de mercados, pero a 
altos precios, lo que limitaba el acceso de la población necesitada. Será preciso que 
la ampliación de la oferta permita un descenso del nivel de precios y que descanse 
mayormente en producciones nacionales, para que sea sostenible. 

El escrutinio previo pone de manifiesto el énfasis en los aspectos de racio-
nalidad y eficiencia económica y la preeminencia de una tendencia a la perso-
nalización de los apoyos sociales que se encuentra en los Lineamientos. El énfa-
sis aludido apunta al congelamiento de los recursos disponibles para los 
servicios sociales en el presupuesto, que es la tendencia que se observa en la 
actualidad.

Una población como la cubana, en avanzada transición demográfica y con 
alto grado de envejecimiento, requeriría de recursos en expansión para enfrentar 
los problemas asociados a la salud y a garantizar la seguridad social de esta franja 
de población. La tendencia mencionada podría ayudar a mitigar tal desafío, redis-
tribuyendo recursos que se dedican a ciertos apoyos generalizados hacia aquellos 
sectores de la población que verdaderamente precisan de tales soportes. Por eso, 
es obvio que se generará una tensión entre la necesaria racionalidad y eficiencia 
económica y el logro de la equidad social. Sin embargo, con una agenda de 
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transformación bien secuenciada, tal riesgo podría ser circunvalado. Las trans-
formaciones que proponen los Lineamientos deben desatar el potencial produc-
tivo del país en pos de un mayor crecimiento que haga sostenible los programas 
sociales21.

9. A modo de conclusión: las tensiones 			 
entre la eficacia y la equidad

En la región latinoamericana, Cuba todavía cuenta con un balance muy positivo 
en cuanto a la universalidad de servicios estatales gratuitos como la educación o 
la salud. Sin embargo, el resultado es menos favorable, como se ha visto,  en 
ámbitos como la vivienda, el transporte y la alimentación. Aunque también 
ofrecieron nuevas oportunidades, las reformas económicas emprendidas desde 
los años noventa elevaron los niveles de diferenciación social y profundizaron 
las brechas que existían (de género, racial y territorial)22. 

Aunque se reconoce la prioridad del principio de universalidad en las 
políticas sociales en Cuba después de 1959, una mirada más a fondo dejará ver 
que tales políticas también incluían provisiones focalizadas en determinados 
grupos de población y territorios. Por ejemplo, los alimentos normados guar-
daban y aún guardan una cierta selectividad en productos y cantidad, según 
grupos de edades y lugares de residencia. La cobertura del médico y la enferme-
ra de la familia consideraban 120 familias a atender, y en áreas rurales y de 
difícil acceso el número de familias era inferior, hasta menos de 50. La aten-
ción a los desequilibrios territoriales, en especial a las diferencias oriente-
occidente, rural-urbano e intraurbanas, fueron objeto de políticas priorizadas. 
Estas se debilitaron desde la crisis de los noventa, aunque en la última década 
se reforzaron por varias vías la atención a los territorios en desventaja y al 
mejoramiento de los servicios sociales.

Los logros de la política social cubana fueron impactados negativamente 
por la crisis de los noventa, con efectos primarios y secundarios que deteriora-
ron la calidad de los servicios. Para revertir esa situación, a inicios de la década 
de 2000 hay un despliegue de programas sociales. A finales de 2000 se reana-
lizaron tales programas ante una nueva situación de contracción económica. El 
hecho de que las políticas sociales en Cuba enfrenten una fuerte restricción 
presupuestaria es el motor de las transformaciones actuales, que comprenden: 
concentración de los servicios, eliminación de gratuidades indebidas, descarga 
del Estado de la prestación de algunos servicios esenciales (como la vivienda 
por esfuerzo propio y el transporte alternativo) y no esenciales. 
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El cambio de enfoque deberá tomar en cuenta las desiguales condiciones 
de partida entre individuos, familias e, incluso, territorios y proyectar acciones 
que posibiliten aprovechar las nuevas oportunidades que se abren también para 
aquellos que están en desventaja. En este contexto preocupa que, en algunos 
ámbitos con más intensidad que en otros, puedan ampliarse las desigualdades 
de oportunidades de acceso, de forma que familias con más recursos puedan 
consumir más bienes y servicios o de mayor calidad. Aunque con un escaso 
tratamiento en los Lineamientos, es evidente que familias de menores ingresos 
y territorios más deprimidos tendrán que ser apoyadas por los fondos sociales 
del Estado en mucha mayor medida, en aras de no debilitar el principio de 
equidad, base misma de la justicia social. 

Asociado a ello, el actual enfoque de la política social proyectada en los 
Lineamientos deberá tener en cuenta que los cambios ocurren sobre un substrato 
de percepciones y conductas de la población sobre la capacidad de atención a los 
problemas y necesidades sociales, construido en el marco de décadas, que se man-
tiene en esencia invariante a pesar de haber sido variadas durante la crisis de los 
años noventa. Es decir, la población cubana está acostumbrada a una amplia 
cobertura de servicios sociales provistos por instituciones estatales. 

Por otra parte, la eficiencia de los prestadores de los servicios sociales está 
mediada por la situación económica del país, que no ha permitido mejorar con la 
celeridad necesaria ni sus condiciones de trabajo ni la atención a otras dimensio-
nes de las condiciones de vida de los vinculados a diferentes sectores sociales.

La eficiencia de las políticas sociales enfocadas a grupos vulnerables nece-
sita sustentarse en estudios sobre niveles de pobreza; estimaciones de autores 
cubanos (Espina, 2011) apuntan hacia un 20 por ciento en las zonas urbanas y 
un porcentaje más alto en áreas rurales. En un ámbito más general, sería útil 
una cartografía social del país que, además de medir pobreza, incluya indicado-
res para medir desempleo, la situación de la vivienda, las desigualdades en 
términos de género, raza, edad y otros criterios pertinentes23. Estas acciones 
podrían contribuir al diseño de las políticas sociales focalizadas indispensables 
en el contexto cubano actual.

Con toda probabilidad el sistema de seguridad social será objeto de futuras 
transformaciones. Para hacerlo sostenible en el tiempo habría que elevar las 
cuotas de los empleados (tal y como está planteado en el programa de los 
Lineamientos), y ello requeriría una sustancial subida de los salarios, que, con 
un promedio de aproximadamente 455 pesos mensuales, siguen siendo dema-
siado bajos como para cubrir necesidades básicas. 

Los desafíos sociales en Cuba están directamente ligados a la evolución 
económica del país. Una mayor productividad que conduzca a niveles 
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más elevados de crecimiento sería un requisito sine qua non para mantener los 
históricos logros sociales y atender el problema de las crecientes desigualdades 
a través de una política focalizada que, en todo caso, debería ser complementa-
ria a la universal, que, como subraya Ocampo (2008), es siempre la mejor vía 
para garantizar sociedades más justas y equilibradas. 

En este sentido, Cuba se mantiene como un ejemplo positivo en la región, 
aunque cabe resaltar que los avances sociales no serán sostenibles sin mayores 
niveles de productividad económica y unos mayores recursos financieros que 
permitan seguir sosteniendo un particular Estado de bienestar. Asimismo, 
mantener políticas sociales universales requiere también una mayor contribu-
ción de los empleados según profundas reformas salariales y la implementa-
ción de un sistema generalizado de impuestos sobre ganancias y rentas. 

A raíz de las transformaciones realizadas durante el gobierno de Raúl 
Castro, tanto en el ámbito económico como en los sectores sociales, el Estado 
ha dejado de ser el único agente de desarrollo. En el contexto de las limitaciones 
económicas se están diversificando los actores involucrados en las políticas 
sociales. La paulatina descentralización estatal indica una tendencia hacia un 
futuro modelo social con una mayor participación de agentes no estatales, tanto 
domésticos como externos, que en la actualidad tienen un papel muy limitado. 
En la medida en que continúa el proceso de ajuste económico, el gobierno tendrá 
que buscar fuentes complementarias de financiamiento. Así, los Lineamientos 
plantean una mayor iniciativa privada en muchos ámbitos, entre ellos la segu-
ridad alimentaria y la vivienda que han dejado de ser competencias exclusivas 
del Estado. 

Sin estas reformas estructurales será difícil mantener la calidad de los 
servicios públicos universales en los ámbitos salud, educación, pensiones y 
seguridad social. En este sentido, al ser durante mucho tiempo el único Estado 
latinoamericano que priorizó el progreso social, el modelo cubano sigue siendo 
una importante referencia de universalismo. Aunque los niveles de desarrollo 
social cubano siguen superando la media latinoamericana, Cuba empieza a 
afrontar desafíos similares a otros países de la región, a consecuencia de la es
casez de recursos.

La experiencia en países latinoamericanos que combinaron universalismo 
y focalización señala que un primer paso para afrontar los nuevos retos en este 
ámbito sería la elaboración de estadísticas y estudios cualitativos sobre los nue-
vos temas de la agenda social (pobreza y miseria en términos territoriales y 
étnicos, desigualdad social, desempleo, etc.). En segundo lugar, sería necesario 
establecer criterios y definir indicadores para identificar los grupos vulnera-
bles que requieren la adopción de medidas especiales. Un tercer paso sería la 
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adopción de políticas sociales más diferenciadas y enfocadas en los segmentos 
menos favorecidos de la población cubana. 

Existe, por tanto, la posibilidad de un aprendizaje mutuo: Cuba puede con-
tribuir al debate social regional, aportando su valiosa y exitosa experiencia con 
el universalismo, mientras que otros países latinoamericanos pueden aportar 
diversas lecciones sobre políticas sociales focalizadas positivas, entre las que 
destacan los programas de transferencias condicionadas. De este modo, se 
confirmaría, una vez más, que universalismo y focalización se pueden retroali-
mentar y ambos pueden ser el sustento de una política social eficaz. 

Notas

	 1.	 Cuba ya cumplió con tres de los Objetivos del Milenio: educación primaria, calidad y empoderamien-
to de género y reducción de mortalidad infantil.

	 2.	E ntre ellos el de Ricardo Paes de Barros y Mirela de Carvalho (2005): La focalización y la universaliza-
ción como instrumentos para reducir inequidades, Banco Interamericano de Desarrollo (BID), 
Washington DC. 

	 3.	S egún los autores de este concepto, el universalismo básico debería concentrarse en la educación y la 
salud, así como, en menor medida, en la seguridad social y el desempleo. Carlos Gerardo Molina 
(ed.) (2006): Universalismo Básico: Una nueva política social para América Latina, Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID), México, Planeta. 

	 4.	 United Nations Research Institute for Social Development (UNRISD) (2010): Combating Poverty and 
Inequality: Structural Change, Social Policy and Politics, p. 174, Ginebra. 

	 5.	 Republic of Cuba-European Union (2010): Country Strategy Paper and National Indicative Programme 
for the period 2011-2013, Bruselas, 24 de marzo, p. 20.

	 6.	A ntes de esta medida un litro de leche al día, o su correspondiente en polvo, era distribuida a los 
niños de 0 a 14 años y a los mayores de 65 años. 

	 7.	S egún datos brindados por CEPAL (1997) para el deflactor del PIB y el índice de precios en el merca-
do informal, se puede inferir que los precios casi se decuplicaron entre 1989 y 1993 (véase Vidal, 
2007).

	 8.	 Que incluían estímulos en especies (bienes de consumo deficitarios) condicionados de un determi-
nado rendimiento y también en divisas. Todo ello debía compensar la pérdida del poder adquisitivo 
del salario.

	 9.	A ctividades que se consienten, pero que no han sido reglamentadas legalmente. Concepto usado por 
Jordi Borja (2003) en su obra La ciudad conquistada, Madrid, Alianza Editorial. 

	 10.	 Para el abordaje de los programas sociales que se implementaron con posterioridad al año 2000, de 
las esferas priorizadas particularmente después del 2005 y de los aspectos rezagados en las condicio-
nes de vida del cubano de hoy, las autoras se han basado en trabajos precedentes sobre estos temas 
(véase García y Anaya, 2007 y 2009; Anaya, 2008).

	 11.	 La batalla se establece entre las tendencias al individualismo, egoísmo y otras manifestaciones que 
proliferaron al calor de la crisis económica de los años noventa, cuando las soluciones personales 
primaron por encima de las sociales para la recuperación del nivel de vida y estatus de individuos y 
familias (conseguir un empleo en el sector emergente, pasar al sector informal de la economía, emi-
grar para remesar a la familia) y la recuperación del papel del sector formal y estatal en la mejoría de 
las condiciones de vida. En realidad, se trataba de propiciar con estos programas la recuperación 
social del país.

	 12.	 Lo que más afectó durante los noventa a la disponibilidad de maestros y personal de la salud fue el 
éxodo hacia otros sectores mejor remunerados, los denominados sectores emergentes de la econo-
mía, entre ellos el turismo y negocios en propiedad mixta. Para un balance de la “exportación” de 
médicos cubanos, véase John Kirk y Michael Erisman (2009): Cuban Medical Internationalism: 
Origins, Evolution and Goals, Palgrave Macmillan. 
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	 13.	E n estos centros existen más de ocho perfiles de Humanidades, 11 especialidades Pedagógicas, 
Ciencias de la Computación e Informática, Cultura Física, Tecnología de la Salud y Enfermería, entre 
otras (véase Informe Nacional sobre los Progresos en la Aplicación del Plan de Acción de la Cumbre 
Mundial de la Alimentación, marzo de 2006).

	 14.	B ien porque tuvieron que incorporarse prematuramente al trabajo, en pos de ingresos para apoyar la 
economía familiar, o porque por el propio deterioro en la calidad del sistema y las exigencias para el 
ingreso determinaban apoyos adicionales que no estaban a su alcance o bien porque sencillamente 
los retornos económicos de la educación dejaron de tener significado en el nuevo contexto.

	 15.	 Por ejemplo, servicios de rehabilitación, radiología, ecografías, optometría, endoscopia, tromboli-
sis, servicios de urgencia, traumatología, laboratorio clínico, planificación familiar, urgencias odon-
tológicas, atención materno infantil, inmunización, atención a los diabéticos y a las personas de edad 
avanzada, además de consultas en las especialidades de medicina interna, pediatría, obstetricia y 
ginecología, dermatología, psiquiatría y cardiología.

	 16.	E ntre los canales de distribución de alimentos a precios menores que los del mercado están: lo dis-
tribuido a través del comercio minorista para cubrir el consumo racionado; el consumo social; la 
alimentación pública; el autoconsumo.

	 17.	E ntre ellas destacan: la marginalidad de la oferta, dadas las reglas de acceso al mismo por parte de los 
concurrentes, dada la falta de mercados de insumos para poder ampliar la producción y la oferta, y 
también por la descapitalización del sector productor de alimentos; la colusión tácita que ocurre 
entre los agentes de este mercado, a causa de sus propias reglas de acceso y de la escasez de servicios 
de transporte para esta carga.

	 18.	S egún estimaciones, la importación de alimentos representó en el año 2007 un 49 por ciento de la dis-
ponibilidad de estos, medidos en términos de energía, y un 67 por ciento si se les mide en términos de 
proteínas (véase García, 2012: “Food production and import substitution”, artículo en edición).

	 19.	 Comprende las funciones relacionadas con la prestación de servicios asistenciales de tipo perma-
nente a personas desvalidas, ancianos e impedidos físicos y mentales. Incluye los hogares de ancia-
nos, casas de abuelos, hogares para impedidos físicos, hogares de ciegos y hogares para personas con 
enfermedades mentales, entre otros.

	 20.	E n Cuba se llama así a la cartilla de racionamiento.
	 21.	E ntre ellas, la concentración de las empresas estatales en las actividades estratégicas, la ampliación 

del sector no estatal —mediante el trabajo por cuenta propia, las pequeñas empresas y las cooperati-
vas—, la recapitalización de las industrias y la incorporación de innovaciones para mejorar su pro-
ductividad (véanse capítulos 1, 2, 3, 4 y 7 de esta obra).

	 22.	 Principalmente entre las provincias occidentales (más prósperas) y orientales (más pobres).
	 23.	A unque se han realizado algunos estudios y encuestas puntuales, la mayoría de ellos no son de acceso 

público.
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Capítulo 6 

Descentralización y desconcentración del poder estatal

 Santiago Díaz de Sarralde y Julio César Guanche

1. Introducción

El diseño de la estructura y los mecanismos de la toma de decisiones públicas 
es un tema altamente complejo, dado que conlleva decisiones que afectan al 
corazón del sistema de organización y representación de la soberanía demo
crática. 

Su tratamiento requiere una aproximación pluridisciplinar que tenga en 
cuenta las implicaciones políticas, económicas y sociológicas de cada posible 
modelo, abordando con flexibilidad los conceptos básicos implicados, como 
son, en este caso, los comprendidos bajo la denominación genérica de descen-
tralización.

En este capítulo, nos aproximaremos a la descentralización partiendo 
de un repaso de los fundamentos teóricos más generales de la descentraliza-
ción económica y territorial para, a continuación, analizar los avances y 
límites de la misma en relación al poder estatal en Cuba en las últimas dos 
décadas. 

De forma conjunta esta panorámica permitirá valorar las posibilidades 
futuras de reorganización descentralizada del proceso de toma de decisiones en 
Cuba, teniendo en cuenta sus restricciones, riesgos y oportunidades.
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2. Los fundamentos teóricos de la descentralización 
económica y territorial

2.1. ¿Por qué descentralizar? 

Existe una larga serie de argumentos que permite justificar la descentralización 
de la actividad financiera del sector público. En un numeroso grupo de países 
(Canadá, Bélgica, España, Indonesia, Sudáfrica, etc.), la cesión de poderes pre-
supuestarios a los niveles regionales y locales de gobierno se debe en parte a la 
necesidad de dar respuesta a movimientos centrífugos de distinta intensidad, 
reivindicativos de las singularidades culturales, étnicas o socio-económicas de 
algunos territorios. En estos casos, el diseño de una estructura política multi-
nivel ha servido para garantizar la unidad y estabilidad nacionales. En otros 
casos, como Alemania y los países de Europa del Este, la implantación de una 
estructura federal (o descentralizada) constituyó una reacción a los excesos 
centralistas de los regímenes políticos anteriores (Martínez-Vázquez y 
Vaillancourt, 2011b). En buena parte de los países de América Latina, la descen-
tralización se ha utilizado para reforzar la transición a la democracia. Sin 
embargo, desde hace algunas décadas, muchos países en los que no se dan esas 
circunstancias han puesto en marcha procesos de descentralización fiscal con 
el objetivo de mejorar la gestión de los servicios públicos. En este contexto, 
podemos decir que en la mayoría de los países en desarrollo la descentraliza-
ción fiscal ha tenido lugar no solo por razones políticas, sino también y funda-
mentalmente por razones económicas (Ahmad et al., 2006) en el marco de 
reformas de la gestión pública de más profundo calado.

Comenzando por Musgrave (1959), la teoría clásica del federalismo fiscal 
ha señalado una serie de razones por las que una gestión descentralizada de los 
servicios puede resultar más eficiente que un suministro uniforme realizado 
desde instancias nacionales. En primer lugar, el “teorema de la descentraliza-
ción” enunciado por Oates (1977) señala que a igualdad de costes monetarios en 
el suministro de los servicios, la provisión subcentral —más diversificada— será 
más eficiente que la centralizada —uniforme— porque permitirá un mejor ajus-
te de la oferta de servicios a las particulares necesidades y preferencias de cada 
territorio (principio de subsidiariedad). Los beneficios así generados por la 
descentralización se ven aumentados, además, por la posibilidad de que los 
ciudadanos “voten con los pies” (Tiebout, 1956), localizando su lugar de resi-
dencia en aquella circunscripción en donde se produzca un mejor ajuste entre 
la oferta fiscal (combinación de servicios públicos e impuestos) y sus propias 
preferencias. El resultado de esta forma de proceder sería, en última instancia, 
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la formación de circunscripciones en las que la heterogeneidad interna de pre-
ferencias sería mínima y, por lo tanto, la satisfacción generada por la provisión 
pública de servicios se haría máxima.

A estos argumentos clásicos, la literatura ha añadido otros directamente 
relacionados con la cercanía de las instituciones subcentrales al ciudadano 
(Oates, 1999). Por un lado, esa mayor proximidad facilita el conocimiento de las 
necesidades y preferencias de los votantes, permitiendo además una mayor agili-
dad a la hora de reaccionar ante cambios repentinos de cualquiera de ellas. 
Además, el hecho de que las estructuras burocráticas de los gobiernos subcentra-
les tengan menor dimensión facilita también una reacción más ágil y flexible.

Por otro lado, la cercanía tiene un papel fundamental para mejorar los 
mecanismos de control democrático y favorecer una mayor participación ciu-
dadana (Inman y Rubinfeld, 1997). Puesto que los votantes perciben al gestor 
subcentral como más próximo, se espera que la rendición de cuentas sea más 
transparente y eficaz. En este sentido, los procesos de descentralización fiscal 
podrían tener la doble función de reducir la corrupción y contener el creci-
miento del gasto público (Brennan y Buchanan, 1980; Liberati y Sacchi, 2011)1. 
Por razones obvias, se trata de ventajas particularmente importantes para el 
caso de los países en desarrollo, en los que la escasez de recursos es mucho más 
acuciante que en los países desarrollados. Además, en estos países la mejor 
rendición de cuentas de los gobiernos subcentrales puede servir para reforzar 
incipientes procesos democratizadores. A este respecto, Ahmad et al. (2006) 
señalan que para que las mejoras de la gestión pública derivadas de la descen-
tralización se materialicen, es esencial que funcionen correctamente todos los 
mecanismos de rendición de cuentas: entre los políticos subcentrales y el elec-
torado, entre aquéllos y el gestor de los servicios, y entre el gobierno central y 
los gobiernos subcentrales. El control democrático será más intenso cuando la 
asignación de competencias sobre gastos e ingresos públicos a los distintos 
niveles de gobierno sea más clara –sin duplicidades ni ambigüedades en la dis-
tribución de poderes— y se minimicen los problemas de ilusión fiscal2.

Junto a los argumentos anteriores, la literatura también ha señalado que la 
descentralización fiscal podría acarrear mejoras en el suministro de los servi-
cios en la medida en que los gobiernos subcentrales funcionen como “laborato-
rios” en la gestión de las políticas públicas (Oates, 1999). Parece que arrancar 
procesos de reforma muy innovadores tiene menores riesgos cuando se realiza a 
pequeña escala porque, de ser exitosos, es fácil extenderlos al resto del territorio 
(bien por la emulación de los gobiernos regionales o bien por la nacionalización 
de esas políticas), mientras que si fracasan, los efectos negativos tienen una 
repercusión mucho menor. Se puede esperar que una aproximación múltiple a 
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un mismo problema pueda resultar en soluciones mucho más diversas que las que 
se producirían desde una instancia única (el gobierno central). Al mismo tiempo, 
Eichenberger y Frei (2006) señalan que la innovación se suele realizar en los terri-
torios donde las condiciones son óptimas para la puesta en marcha de las políticas 
que se están experimentando, lo que aumenta sus posibilidades de éxito. A pesar 
de ello, existe cierto riesgo de free-riding, en la medida en que los gobiernos sub-
centrales podrían eludir la innovación y la experimentación en las políticas públi-
cas, a la espera de que otros territorios pusieran en marcha sus propias iniciativas, 
de las que podrían aprovecharse los demás en el futuro (Salmon, 2006).

Aunque no existe una evidencia empírica unívoca al respecto, también se ha 
defendido la puesta en marcha de procesos de descentralización para fomentar el 
desarrollo económico. Las razones por las que el traspaso de poderes presupues-
tarios a los gobiernos subcentrales podría impulsar la actividad económica son 
muy variadas. Por una parte, se señala que en los países en desarrollo los gobiernos 
centrales están fallando a la hora de suministrar los servicios públicos más básicos 
(sanidad, educación, canalización de aguas, etc.) a la población, lo que dificulta 
enormemente aprovechar el capital humano existente (Ahmad et al., 2006). En 
este contexto, se espera que los gobiernos subcentrales, debido a su mayor cerca-
nía a los ciudadanos, sean más exitosos en estas tareas. Por otro lado, si el control 
democrático ejercido por los votantes es mayor y los gobiernos regionales y locales 
se revelan menos corruptos que el gobierno central, el desvío de fondos será 
menor y, por lo tanto, la disponibilidad de recursos para financiar infraestructuras 
básicas será mayor. En cualquier caso, la literatura señala que para que se desplie-
guen los efectos positivos de la descentralización sobre el desarrollo económi-
co, es importante que el diseño del sistema de relaciones intergubernamentales 
cree los mecanismos adecuados para una correcta rendición de cuentas: redu-
ciendo al mínimo la dependencia financiera (transferencias) de los gobiernos 
subcentrales, haciendo máximo el volumen de recursos regionales/locales pro-
cedentes de ingresos propios e impidiendo que el gobierno central rescate a 
aquellas instituciones subcentrales que han gestionado mal sus recursos y se 
han endeudado en exceso. En resumidas cuentas, parece que la descentraliza-
ción potenciará el desarrollo económico siempre que exista una restricción pre-
supuestaria dura (Oates, 1999).

2.2. ¿Qué descentralizar? 

La descentralización fiscal no siempre implica una provisión más eficiente de 
los servicios. Hay algunos casos en los que el suministro uniforme a nivel 
nacional tiene ventajas que hay que considerar. De acuerdo con el denominado 
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“teorema de la descentralización”, los gobiernos subcentrales serían más efi-
cientes en el suministro, aumentando el bienestar de los ciudadanos, siempre 
que sus costes monetarios de producción fuesen los mismos que los del gobier-
no central. Sin embargo, es habitual que determinados servicios públicos se 
suministren con economías de escala, disminuyendo los costes medios de pro-
ducción a medida que aumenta la población atendida (Boadway y Shah, 2009). 
En estos casos, es posible que las ventajas de la diversificación derivada del 
suministro descentralizado no lleguen a compensar el ahorro de costes en la 
producción que se deriva del suministro uniforme y, por lo tanto, resulte más 
oportuna la centralización de los servicios públicos o, en su defecto, alguna 
fórmula de suministro conjunto de varias unidades de gobierno. 

Si bien es cierto que algunos servicios públicos, como la defensa nacional 
o la representación diplomática, tienen claras economías de escala y las venta-
jas de su centralización son más que evidentes, también existen algunos otros 
servicios en los que el agotamiento de las economías de escala es mucho más 
rápido. En estos casos, cuando no existe la posibilidad de devolver las compe-
tencias a un nivel superior de gobierno, surgen distintas opciones para fomen-
tar un aprovechamiento más eficiente de los recursos públicos. Algunos países 
han puesto en marcha procesos de consolidación, fusionando dos o más cir-
cunscripciones territoriales. Aunque se trata de una medida que puede facilitar 
un mejor aprovechamiento de determinados recursos públicos, suele provocar 
serias resistencias del electorado, ya que los límites de las demarcaciones terri-
toriales tienen un arraigo histórico difícil de ignorar (Carr, 2004; Martínez-
Vázquez y Gómez-Reino, 2008; Tavares y Camões, 2007). 

Una alternativa más factible es la creación de nuevos niveles de gobierno 
mono-funcionales (como los distritos escolares en EE UU), que se dediquen 
exclusivamente al suministro de un servicio público concreto cuyos beneficios 
se desplieguen en un ámbito territorial superior al municipio. Estas fórmulas 
cuentan con el inconveniente de que la rendición de cuentas es a veces menos 
transparente, pues los gestores públicos no siempre son elegidos por los ciuda-
danos y suelen tener un perfil más técnico que político (Carr, 2004).

En muchos otros casos, el aprovechamiento de economías de escala tiene 
lugar a través de diversas fórmulas de cooperación intergubernamental —hori-
zontales y verticales—, que ponen al servicio de las circunscripciones más 
pequeñas recursos humanos y medios físicos con los que no podrían contar de 
otro modo (Martínez-Vázquez y Gómez-Reino, 2008). El ejemplo más habitual 
es la formación de mancomunidades, bajo cuya dirección dos o más circuns-
cripciones prestan un servicio público de manera conjunta. Se trata de una 
fórmula que, aunque puede tener los mismos inconvenientes que los gobiernos 
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monofuncionales, ha tenido un alto desarrollo en aquellos países en los que 
existe un elevado número de localidades de pequeña dimensión. En particular, 
las mancomunidades han sido muy exitosas en la provisión de servicios que se 
suministran en forma de redes (Bel y Fageda, 2008; Bel y Mur, 2009).

Junto a la cuestión de las economías de escala, hay que destacar que hay 
determinados servicios públicos que, al ser producidos o consumidos, generan 
externalidades y desbordamientos que afectan a los ciudadanos residentes en 
otros territorios (Boadway y Shah, 2009). Cuando no se cumple el principio de 
correspondencia (entre beneficiarios y contribuyentes), es difícil que las deci-
siones de los gestores públicos tengan en cuenta toda la corriente de beneficios 
generada por el suministro público. Por lo tanto, la provisión del servicio es 
subóptima. Se trata de una cuestión que afecta de manera muy intensa a las 
grandes ciudades, cuyos gobiernos suministran servicios que son utilizados en 
muy buena medida por residentes del área metropolitana, que pagan impuestos 
en sus respectivos lugares de residencia (Eichenberger y Frey, 2006). Nos 
encontramos, por lo tanto, con una limitación adicional a la descentralización 
fiscal: cuando hay externalidades o desbordamientos, los niveles superiores de 
gobierno tienen mucho que decir acerca del nivel óptimo de suministro. En 
numerosas ocasiones, en lugar de centralizar la provisión de los servicios que 
generan externalidades, los gobiernos centrales asignan transferencias com-
pensatorias a los territorios donde se producen los desbordamientos (Dafflon, 
2006). De manera alternativa, las fórmulas de cooperación municipal mencio-
nadas más arriba constituyen una fórmula adecuada para garantizar que el 
rango de beneficiarios de los servicios coincida con la circunscripción (y sus 
contribuyentes) que los suministra (Spahn, 2006).

Finalmente, el diseño descentralizado de las políticas públicas se ve fuer-
temente condicionado por la distribución territorial de los recursos. Los bene-
ficios de la descentralización se pueden ver comprometidos cuando las cir-
cunscripciones más empobrecidas no dispongan de recursos suficientes para 
poner en marcha las políticas públicas que les hayan sido asignadas. En este 
sentido, cuando las desigualdades interterritoriales de recursos sean muy acu-
sadas, el grado de descentralización fiscal puede verse limitado. Este es un caso 
muy habitual en los países en desarrollo, en los que los contrastes entre las 
circunscripciones rurales y urbanas son incluso mayores que en los países 
desarrollados. Además, allí donde existe abundancia de recursos naturales, 
estos suelen constituir un elemento de tensión adicional, puesto que en ocasio-
nes son las autoridades subcentrales las titulares últimas de los derechos de 
explotación. Incluso cuando esto no es así, en las regiones donde se localizan 
esos recursos aparecen en ocasiones movimientos nacionalistas que tienden a 
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tensar las relaciones intergubernamentales (Brosio, 2006). Para compensar los 
problemas derivados de la distribución desigual de los recursos, los gobiernos 
centrales suelen distribuir transferencias que garantizan que todas las regio-
nes/localidades dispongan de fondos suficientes para suministrar un nivel 
mínimo de servicios públicos (Boadway, 2007 y Boadway y Shah, 2009). A este 
tipo de instrumentos nos referiremos más adelante.

Todas estas circunstancias invitan a tener en cuenta que la descentraliza-
ción, aun presentando ventajas importantes, tiene algunas limitaciones. Aunque 
el traspaso de poderes a los gobiernos regionales y locales permite alcanzar 
mejoras sustanciales de bienestar gracias a la diversificación, la existencia de 
economías de escala y de externalidades, así como la desigualdad en la distribu-
ción de los recursos sugieren la necesidad de que determinadas políticas públi-
cas permanezcan, al menos de manera parcial, bajo el paraguas del gobierno 
central.

Dicho todo lo anterior, cuando se trata de acotar qué políticas públicas 
debe ejercer cada nivel de gobierno, existe un consenso bastante generalizado a 
la hora de asignar la función de estabilización de la economía al gobierno cen-
tral. Las economías regionales y locales son muy abiertas, lo que reduciría la 
eficacia de sus políticas macroeconómicas destinadas a estabilizar el nivel de 
demanda agregada. Por ese motivo, parece que tiene más sentido que sea el 
gobierno central, o este en coordinación con los demás niveles jurisdicciona-
les, el que diseñe y ponga en marcha la política fiscal y la política monetaria.

Descentralizar la política redistributiva también tiene inconvenientes, 
porque podría provocar movimientos de los factores de producción, tendiendo 
a concentrar hogares de renta alta en los territorios con menor presión fiscal y 
hogares de renta baja en las circunscripciones con mayores prestaciones socia-
les. Como consecuencia de esto, parece que será mayor la eficacia de las políti-
cas redistributivas centrales, con independencia de que los gobiernos subcen-
trales pueden poner en marcha medidas de redistribución complementarias.

Es en el ámbito de la asignación eficiente de los recursos en donde la ges-
tión de los gobiernos subcentrales tiene más cabida. Aunque es cierto que la 
provisión de bienes públicos puros —que tiene fuertes economías de escala— 
debe realizarse por el nivel central de gobierno, el suministro de los denomi-
nados bienes públicos locales —cuyas economías de escala se agotan rápida-
mente— será más eficiente a nivel local o, en su caso, regional. Además, parece 
que la intervención de los gobiernos subcentrales en los mercados de bienes 
preferentes —sanidad, educación, etc.— permite aprovechar todas las ventajas 
de la diversificación en la prestación de los servicios a las que nos hemos refe-
rido con anterioridad.
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2.3. ¿Cómo financiar los gobiernos subcentrales?

La financiación de los gobiernos subcentrales es una cuestión secundaria, en el 
sentido ordinal de esta palabra, dentro de los procesos de descentralización del 
sector público. La justificación fundamental para iniciar una descentralización 
está, como ya se ha señalado más arriba, en los beneficios potenciales que tiene la 
provisión local de determinados servicios públicos, es decir, en la gestión subcen-
tral del gasto público. Ahora bien, esos beneficios se harán realidad solo si el sis-
tema de financiación de los gobiernos locales y regionales introduce los incentivos 
correctos para una gestión eficiente de los recursos públicos mediante una ade-
cuada rendición de cuentas (Boadway y Shah, 2009). Si las autoridades subcentra-
les tienen amplios poderes sobre el gasto, pero no disponen de ingresos propios y 
se financian con recursos procedentes de otros niveles de gobierno —habitual-
mente el central—, es altamente probable que se produzcan los efectos negativos 
propios de la sobreexplotación de la “bolsa común”. Cuando los beneficios de las 
políticas públicas están concentrados en un territorio concreto, pero los costes de 
su financiación (vía impuestos) son asumidos por el conjunto de circunscripcio-
nes, los incentivos a la sobreexpansión presupuestaria parecen claros. Por un lado, 
debido a la existencia de una restricción presupuestaria blanda, los gestores públi-
cos no soportan el coste electoral de aumentar el gasto. Por otro, los votantes sub-
estiman el coste de los servicios públicos (demandándolos en exceso) debido a la 
ilusión fiscal que puede provocar una financiación basada en transferencias pro-
cedentes de otros niveles de gobierno.

La descentralización de los ingresos también se justifica para evitar que los 
gobiernos centrales interfieran en exceso en la forma en que las autoridades regio-
nales y locales ejercen sus competencias (Boadway y Shah, 2009). En la mayoría de 
los países descentralizados se puede encontrar cierta tensión entre el gobierno 
central, que trata de ejercer sus competencias de coordinador de los distintos 
gobiernos territoriales, utilizando la financiación como herramienta de cohesión, 
y los gobiernos subcentrales, que suelen interpretar tal tarea como una intrusión 
en su autonomía de gobierno (el que paga manda) (Brenan y Buchanan, 1982). 

Sin embargo, la descentralización de los ingresos no está exenta de proble-
mas. Aunque desde el punto de vista de la rendición de cuentas la descentraliza-
ción fiscal debería ser aproximadamente de la misma intensidad que la descen-
tralización del gasto, la teoría del federalismo fiscal ha elaborado una batería de 
principios referentes a la gestión subcentral de los ingresos públicos que, como 
se verá, impide en buena medida que se produzca esa correspondencia. 

La descentralización de los ingresos públicos genera algunos problemas 
relacionados con la eficiencia y la equidad que conviene señalar. Por un lado, la 
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movilidad de los factores de producción y, con ella, de las bases imponibles, 
favorece los traslados motivados por razones fiscales, que no siempre dan lugar a 
asignaciones óptimas de los recursos. Además, en la medida en que los factores 
productivos puedan escapar a territorios con niveles de tributación más reduci-
dos, se abre la vía para la exportación fiscal. Asimismo, la competencia fiscal 
entre territorios podría tener efectos negativos sobre la prestación de servicios 
públicos cuando los distintos gobiernos se embarquen en una competencia fiscal 
perniciosa que les lleve a reducir la presión fiscal para atraer a nuevos residentes 
(Boadway y Shah, 2009; King, 1984)3. Es preciso señalar, no obstante, que no 
toda la literatura percibe la competencia fiscal como un fenómeno negativo a 
combatir. Desde una perspectiva bien distinta, se señala que es precisamente esa 
competencia la que obliga a los gobiernos subcentrales a controlar el crecimiento 
del gasto público, al introducir una restricción presupuestaria dura.

Desde el punto de vista de la equidad, la desigual distribución de la activi-
dad económica a nivel territorial podría comprometer los resultados positivos de 
la descentralización cuando algunas circunscripciones, debido a su inferior capa-
cidad fiscal, no dispongan de los recursos necesarios para suministrar los servicios 
públicos adecuadamente. En todos los países existe cierta concentración de la 
actividad económica en algunos territorios. Si la descentralización del ingreso es 
total, las jurisdicciones más empobrecidas tendrán que aplicar tipos impositivos 
más elevados para suministrar los mismos servicios que las regiones más dinámi-
cas o, en su defecto, exigir el mismo esfuerzo fiscal que ellas disminuyendo el nivel 
de servicios públicos disponibles para su población. Los efectos negativos de la 
descentralización fiscal sobre la equidad interpersonal serán altos cuando la movi-
lidad de los factores sea reducida, porque los ciudadanos no podrán escapar de los 
territorios con menor capacidad fiscal y peores servicios públicos, pero también 
cuando la movilidad sea elevada, porque habrá incentivos para ejercer una compe-
tencia fiscal perniciosa que atraiga hacia las circunscripciones más desarrolladas a 
los factores de producción más rentables (Boadway y Shah, 2009).

Teniendo en cuenta todas estas circunstancias, la teoría clásica del federa-
lismo fiscal propone que los tributos que graven bases imponibles muy móviles 
(como los beneficios societarios) permanezcan en manos del gobierno central, 
mientras que aquellos que recaigan sobre bases imponibles inmóviles (como la 
propiedad inmobiliaria) constituyen los ingresos más adecuados para financiar 
los servicios subcentrales (Musgrave, 1983). Como consecuencia de esto, las 
bases tributarias más flexibles (y con mayor elasticidad-renta) suelen estar en 
manos de los gobiernos centrales, mientras que las autoridades regionales y 
locales se nutren en mayor medida de tributos con un comportamiento más 
estático y un menor poder recaudatorio.

A0086 CUBA (5).indd   193 6/6/13   12:45:06



194

Asimismo, debido a los efectos que podría tener sobre el mapa de distri-
bución de los servicios públicos, se propone que todas aquellas fuentes de 
ingresos que tengan una distribución territorial muy desigual permanezcan en 
manos del gobierno central. Se trata de una cuestión particularmente impor-
tante en los países en los que hay recursos naturales abundantes, pero concen-
trados en algunas regiones (Searle, 2007). A las desigualdades en el acceso a los 
servicios públicos que su descentralización entrañaría, habría que añadir, ade-
más, los problemas de volatilidad del precio de las materias primas en los mer-
cados internacionales, que podría redundar en dificultades de planificación 
para los gobiernos subcentrales. La centralización de este tipo de ingresos per-
mitiría cierto grado de aseguramiento frente a shocks asimétricos en los mer-
cados de materias primas.

Musgrave (1983) y Oates (1977) destacan que los ingresos basados en el 
principio del beneficio son los más adecuados para financiar los servicios pres-
tados por los gobiernos subcentrales. Debido a la naturaleza de este tipo de 
ingresos, es imposible que se produzcan fenómenos de exportación fiscal, por-
que hay una correspondencia total entre el ciudadano que se beneficia del 
servicio y el ciudadano que lo financia. Asimismo, la competencia fiscal perni-
ciosa no tiene cabida en esta fuente de recursos y las desigualdades interterri-
toriales en el rendimiento son menores que las derivadas de impuestos basados 
en el principio de capacidad de pago.

El problema de estos enunciados teóricos acerca de la descentralización de 
los ingresos es que redundan, en todo caso, en la existencia de una brecha ver-
tical: el gobierno central recauda un volumen de ingresos muy superior al que 
requiere para financiar sus propias competencias de gasto, mientras que los 
gobiernos subcentrales disponen de un espacio fiscal insuficiente para finan-
ciar los servicios públicos que les han sido asignados4. Además, incluso aunque 
se traten de minimizar los desequilibrios territoriales horizontales, estos siem-
pre generan tensiones por las mayores dificultades que tienen las circunscrip-
ciones menos dinámicas a la hora de sufragar el coste de los servicios. En ambos 
casos, suelen ponerse en marcha mecanismos de ajuste en forma de transfe-
rencias, que tratan de garantizar un suministro óptimo de servicios en todos los 
niveles y en todas las unidades de gobierno.

2.4. ¿Cómo estructurar las relaciones intergubernamentales?

Para que se desplieguen los beneficios propios de la descentralización fiscal es 
importante que exista un adecuado diseño de las instituciones a través de las 
cuales se canalizan las relaciones intergubernamentales. Una buena parte del 
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éxito de un sector público multinivel depende de la coordinación entre los dife-
rentes niveles de gobierno. 

Este tipo de cooperación puede ser vertical u horizontal. En el primer caso, 
los distintos niveles de gobierno colaboran para evitar que se produzcan dupli-
cidades y solapamientos5, así como para impedir que determinadas necesida-
des de los ciudadanos queden desatendidas por el conjunto de administracio-
nes públicas. En ocasiones, las relaciones de cooperación tienen lugar en foros 
multilaterales, en los que dos o más niveles de gobierno tienen representación, 
mientras que en otras el gobierno central (o regional, en su caso) colabora vis-
à-vis con cada uno de los gobiernos subcentrales. 

No obstante, hay que señalar que en los foros multilaterales el gobierno 
central tiene, en la mayoría de las ocasiones, un papel de árbitro y de primum 
inter pares que los gobiernos subcentrales interpretan a menudo como una 
intromisión en su autonomía de gobierno. Esta interpretación es particular-
mente habitual en los casos en los que hay financiación de por medio: cuan-
do el gobierno central decide financiar todo o parte del coste de aplicar 
determinadas políticas públicas (por considerarlas estratégicas o para 
corregir externalidades positivas), es frecuente que se identifiquen los tér-
minos cooperación y control, lo que suele acarrear resistencias de los gobier-
nos subcentrales. 

Por otra parte, las instituciones de cooperación horizontal también pue-
den ser multilaterales o bilaterales, y reúnen a dos o más gobiernos de un 
mismo nivel. Por ejemplo, en los países federales son frecuentes las conferen-
cias de primeros ministros regionales (o equivalentes), en las que se discuten 
todas las cuestiones que afectan a los presupuestos y competencias regionales. 
Asimismo, estas conferencias, mediante la adopción de posturas comunes, 
suelen convertirse en grupos de presión frente al gobierno central, reivindi-
cando en la mayoría de los casos una menor injerencia de este en los asuntos 
regionales y un mayor espacio fiscal. En casi todos los países existen, además, 
conferencias sectoriales que reúnen a los ministros (o equivalentes) de sani-
dad, educación, medioambiente, etc., en las que el intercambio de información 
es particularmente importante. 

En cualquiera de estos casos, el intercambio de información acerca del 
diseño y aplicación de las distintas políticas públicas, así como sus efectos 
sobre la población usuaria y la elaboración de información estadística se con-
vierten en cuestiones muy valiosas para una correcta evaluación del sistema 
descentralizado. La ventaja de los sistemas federales como laboratorios de polí-
ticas públicas despliega todo su sentido cuando los distintos niveles de gobier-
no se benefician aprendiendo de las experiencias ajenas.
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La cooperación horizontal tiene mucha importancia también en el nivel 
local de gobierno. Aunque en algunos países se han puesto en marcha procesos 
de consolidación que han disminuido el número de gobiernos locales, aumen-
tando al mismo tiempo las poblaciones que estos atienden, con el objeto de 
aprovechar las economías de escala en el suministro de determinados servicios 
públicos como la sanidad y la educación, lo cierto es que es bastante más habi-
tual que los gobiernos centrales potencien diversas formas de colaboración 
intergubernamental que permitan ahorrar costes sin renunciar a la autonomía 
de gobierno. La provisión de servicios como el abastecimiento y canalización de 
aguas, la recogida y tratamiento de residuos y el transporte público son presta-
ciones que de forma muy habitual se realizan mediante distintas fórmulas de 
cooperación, como las mancomunidades. Este tipo de organismos permite a los 
gobiernos de tamaño más reducido disponer de recursos físicos, tecnológicos y 
humanos con los que no podrían contar actuando en solitario, y favorece el 
intercambio de experiencias en la búsqueda de mejoras en la gestión de los 
recursos públicos. 

Puesto que las ganancias potenciales de la cooperación horizontal son par-
ticularmente importantes en el caso de los gobiernos locales más pequeños, 
que no siempre cuentan con los recursos humanos y físicos necesarios para este 
tipo de iniciativas, resulta especialmente positivo que el gobierno central y/o 
los gobiernos regionales fomenten la colaboración intergubernamental, 
poniendo a su servicio financiación, medios tecnológicos y personal que con-
tribuyan la creación de lazos entre territorios.

Una cuestión particularmente delicada en el marco de la cooperación 
intergubernamental es la que afecta a la gestión tributaria. Como es natural, la 
eficacia de esta depende directamente de los recursos (físicos y personales) 
disponibles, pero también de la cantidad de información existente acerca de la 
actividad económica de los contribuyentes. En un marco descentralizado, en el 
que los rendimientos generados por los ciudadanos en territorios distintos 
pueden estar sujetos a regímenes fiscales separados, el intercambio de infor-
mación resulta crucial. La elusión fiscal será tanto más sencilla cuanto menor 
sea la colaboración entre los distintos niveles de gobierno.

Debido a la mayor eficacia en el control del cumplimiento y al mejor apro-
vechamiento de las economías de escala en la gestión tributaria, es muy habi-
tual encontrar países altamente descentralizados que cuentan con una admi-
nistración tributaria muy centralizada (Martínez-Vázquez y Timofeev, 2005) en 
la que una sola institución de ámbito federal gestiona los impuestos comparti-
dos por varios niveles de gobierno6. En estos casos, es importante buscar fór-
mulas de cooperación y participación en los órganos de gestión tributaria 
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cuando dos o más niveles de gobierno participan en los rendimientos de algún 
impuesto que es gestionado por uno de ellos. En la medida en la que los gobier-
nos beneficiarios no participen en la toma de decisiones estratégicas acerca de 
la gestión tributaria, la hacienda encargada de asesorar y fiscalizar al contribu-
yente puede tener intereses contrarios a los de las demás administraciones inte-
resadas. Por ejemplo, los gobiernos federales de India y Pakistán han puesto 
mucho más énfasis en la recaudación de aranceles y algunos impuestos muy dis-
torsionantes (por el efecto cascada) que en la de los impuestos sobre la renta y 
sobre las ventas, porque aquellos les corresponden por completo, mientras que 
estos últimos son compartidos con los gobiernos subcentrales (Ahmad, 1997).

3. El caso cubano

3.1. El Estado en el ideal revolucionario de democracia en 1959

Por su historia, los avances y los límites de procesos de descentralización en el 
caso cubano deben ser comprendidos a partir de lo que ha sido la evolución del 
proceso político existente en ese país a partir del triunfo revolucionario del 
primero de enero de 1959 y del carácter que esa historia ha impreso en el perfil 
del Estado cubano.

A lo largo del periodo llamado de provisionalidad (1959-1976), el Gobierno 
Revolucionario centralizó y concentró las funciones ejecutivas, legislativas y 
constituyentes del país, no distinguió las funciones estatales de las guberna-
mentales, las leyes dictadas por él tenían carácter constitucional y dirigió todos 
los ámbitos de la vida social desde ese único órgano de poder público.

El Estado revolucionario crecería en proporciones, influencia y grado de 
programación sobre la vida social, con la razón legítima de la defensa nacional 
en un escenario de constante agresión imperialista.

Este elemento resultó decisivo en la configuración del sistema político 
cubano. Las administraciones norteamericanas han trabajado de modo perma-
nente por convertir a los Estados Unidos en actor interno de la política cubana. 
Para ello han recurrido a presiones políticas, estrategias de aislamiento diplo-
mático, acciones propagandísticas, aliento a la emigración ilegal, espionaje, 
guerra económica y agresiones físicas de diversa índole, incluidas la subver-
sión, las acciones terroristas y de sabotaje, la guerra biológica, el fomento de 
bandas armadas, las infiltraciones e incursiones armadas contra el territorio 
nacional, la organización de cientos de planes de asesinato contra el presidente 
Fidel Castro, el hostigamiento militar y la agresión directa7.
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El proceso revolucionario tuvo que construir el ejército capaz de derrotar 
una invasión norteamericana (Girón, 1961) y de disuadir la constante amenaza 
militar de los Estados Unidos. El pueblo cubano, prácticamente en pleno, se 
movilizó para participar en la defensa del país, dispuso de las armas y aprendió 
su manejo. La defensa de la independencia nacional fue un acto elemental de 
supervivencia que caló en las conciencias, los hábitos y el lenguaje y fue consi-
derado imprescindible a pesar de sus funestas consecuencias económicas. 
Entre 1962 y 1965, por ejemplo, la gran mayoría de los recursos del país se puso 
en función de la defensa.

En ese contexto la cultura institucional cubana ha desarrollado una con-
ciencia de “plaza sitiada”. La dirección política del país ha entendido que el 
control concentrado de los recursos y de las fuerzas, la movilización armada de 
la población y la disciplina de los comportamientos ciudadanos son los mejores 
recursos para acumular fuerzas que disuadan la intención de la agresión direc-
ta y permitan enfrentar los desafíos planteados por la agresión indirecta.

Por otra parte, las políticas sociales desarrolladas con el Estado como 
garante crearon con el tiempo el primer Estado de bienestar en América Latina 
(Burchardt, 2006), con niveles de inclusión social, acceso a servicios médicos 
de calidad, educación masiva, cobertura universal de servicios de primera 
necesidad, incomparablemente altos respecto a la media regional. Su acumula-
do ha sido hasta hoy la base esencial del consenso político. El desarrollo con-
junto de estos y otros indicadores llegó a convertir a Cuba en el primer país 
latinoamericano en poder alcanzar las metas del Milenio de la Organización de 
Naciones Unidas.

El efecto combinado de ambos factores —la agresión y el logro efectivo de 
la justicia social a través de políticas estatalistas— reforzó una tesis: era necesa-
rio consagrar al Estado como el único instrumento capaz de llevar adelante la 
gran transformación revolucionaria y de asegurar la independencia nacional, a 
través de una versión propia del socialismo de Estado en diálogo crítico con la 
construcción socialista soviética. 

Como resultado, una síntesis de tal mapa de influencias se secularizaría en 
una variante cubana del socialismo de Estado con un diseño altamente centra-
lizado y concentrado de poder a favor del nivel superior del Estado. 

3.2. El Estado socialista en la Constitución de 1976

La Constitución socialista se promulgó el 24 de febrero de 1976, con 97,7 por 
ciento de los votos del electorado cubano. La institucionalización del nuevo 
Estado resolvería los problemas técnicos de la fusión de poderes y de funciones 
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característicos de la provisionalidad y tendría tres objetivos fundamentales: 
regularizar el proceso de toma de decisiones, descentralizar el poder estatal y 
consagrar el catálogo de derechos ciudadanos. Estos objetivos habrían de cum-
plirse a través de la dinámica centralización-descentralización establecida en el 
propio texto constitucional.

La Constitución protegió el nuevo marco institucional a través de varios 
recursos, que limitaban la actuación del Ejecutivo sobre la Asamblea —el 
Ejecutivo no tiene facultad para disolver la Asamblea Nacional del Poder 
Popular (ANPP) ni puede vetar las leyes que esta aprueba—, impuso una direc-
ción colegiada al Consejo de Estado, órgano que la representa entre periodos de 
sesiones, y estableció el sistema de los Órganos Locales del Popular como el 
principal instrumento para la descentralización del ejercicio de gobierno al 
tiempo que expandió las posibilidades de participación ciudadana en el aparato 
estatal, con mecanismos de nominación de candidatos inexistentes en el campo 
socialista.

La mayor institucionalización de este sistema político —según Valdés Paz— 
permitió una mejor división del trabajo político y por tanto una mejor distribu-
ción de funciones, representaciones y poder decisorio. Los sujetos y actores 
ganaron más igualdad al interior del sistema político, no solo como efecto de su 
mayor igualdad relativa en la sociedad global, sino a causa de una mayor igual-
dad de oportunidades y menor desigualdad entre las posiciones jerárquicas y 
las bases, al ampliarse los roles de la población en estas como asambleístas, 
electores, combatientes en las milicias territoriales. Los sujetos y actores gana-
ron más libertad al generalizarse la elegibilidad de cada uno. Se dio cauce a una 
mayor participación de la población en la ejecución de soluciones a través del 
trabajo remunerado o voluntario y en el control social, a través de la queja, la 
rendición de cuentas y el voto de castigo (Valdés Paz, 2009: 82).

Sin embargo, el sistema institucional conservaría fuertes rasgos de con-
centración estatal de poderes:

El Estado se subordina al Partido Comunista de Cuba (PCC), que ea)	 s la fuer-
za dirigente superior de la sociedad y del Estado. Este le otorga a su vez un gran 
cúmulo de prerrogativas políticas y le provee una ideología de Estado. El 
Estado tiene definida una base clasista: “obreros y campesinos y demás 
trabajadores manuales e intelectuales”, pero no reconoce la existencia ins-
titucional de formas de lucha de clase. Es un Estado de todo el pueblo.
El nivel superior del Partido/Estado/Gobierno controla la planificación b)	
económica, y los recursos derivados de ella, en cuanto tiene subordina-
dos todos los cargos de dirección correspondientes, administra por 
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entero el sistema empresarial del país y gestiona la “propiedad socialis-
ta de todo el pueblo”, forma monopólica de propiedad.
Se permite la existencia de las organizaciones políticas y de masas c)	
nombradas en el texto constitucional y se inhabilitan así nuevas formas 
de asociacionismo de perfil político y membresía masiva y se encargan 
funciones estatales a las organizaciones sociales.
El Estado posee la responsabilidad exclusiva sobre el comercio interior d)	
y exterior, se prohíben formas privadas de propiedad y se limitan los 
derechos de disposición de la propiedad personal a favor del Estado.
Se regulan ampliamente los derechos sociales, a satisfacer desde una e)	
lógica asistencial, con limitado tratamiento de las garantías jurisdic-
cionales para el ejercicio de derechos individuales.
El texto constitucionaliza un “Estado de bienestar” socialista que consagra f)	
el derecho de los revolucionarios al poder estatal, pero no regula en la 
misma forma los derechos de los ciudadanos —como categoría más gene-
ral que la de revolucionarios— ante el poder ni los derechos del poder ni el 
control del poder.

	
Al mismo tiempo, la Constitución fijó el perfil de la centralización de poderes a 
favor del nivel central del Estado:

El régimen estatal unitario sigue el principio de doble subordinación para a)	
las unidades subnacionales —a la instancia asamblearia superior y a las 
políticas ministeriales para cada rama—. Estas no cuentan con autonomía.
El diseño institucional es asambleario unicameral, ni presidencialista b)	
ni parlamentario. La ANPP, máximo órgano de Estado, tiene al mismo 
tiempo poderes Ejecutivo y Legislativo.
Las funciones de Estado y Gobierno solo se separan en el nivel institu-c)	
cional superior, donde existe el Consejo de Estado (Estado) y el Consejo 
de Ministros (Gobierno), en las provincias y municipios se concentran 
en un mismo órgano asambleario en provincias y municipios, que res-
ponden a los órganos estatales y gubernamentales superiores.
Los Consejos de Estado (órgano electivo) y de Ministros (órgano desig-d)	
nado) poseen atribuciones que los hacen decisivos en el funciona-
miento del sistema, mientras que la ANPP retiene capacidades de 
control sobre ambos órganos y cede la jefatura del Estado al presidente 
de ambos Consejos, que han de ser por ley la misma persona.
El establecimiento del principio de “unidad de poder” como eje del e)	
sistema institucional inhabilita la existencia de controles cruzados, 

A0086 CUBA (5).indd   200 6/6/13   12:45:06



201

interinstitucionales, aunque se reconoce la independencia de la fun-
ción judicial. 
La consagración del principio de f)	 centralismo democrático como método 
de elaboración política no permite la existencia de minorías parlamentarias 
y apenas se consagran garantías contra las mayorías (que impidan u obsta-
culicen a una mayoría legislar sobre temas especialmente protegidos).

Como corolario, el Estado es el único ente de poder público con poderes 
originarios en el texto constitucional. Aparece como un “todo”, como sinónimo 
de poder público, que autoriza poderes derivados de él hacia los otros compo-
nentes del sector público, por ejemplo las organizaciones sociales y de masas. 

El sistema dejó al descubierto sus límites en el periodo 1975-1990: mode-
lo estatista, institucionalidad hipercentralizada, persistencia del verticalismo 
en la toma de decisiones, seguimiento de prácticas políticas aseguradoras de la 
designación de cuadros, empleo de los órganos representativos para la formali-
zación de decisiones previamente tomadas, ausencia de confrontación de alter-
nativas, control social inorganizado de la actividad legislativa y de las labores de 
gobierno, control expresado más como opinión del pueblo que como recursos 
institucionales de la ciudadanía para controlar tales actividades, pobre desa-
rrollo de los poderes locales y de formas asociativas de gestión en la ciudadanía, 
oficialización de toda actividad política, todo ello atenazado por la baja eficien-
cia global de la economía, las limitaciones de recursos y por la presión econó-
mica de la defensa nacional. Este cuadro de situaciones había sido compensado 
con el nivel de bienestar material más alto experimentado en la historia de la 
Revolución (1973-1985), resultado de la alianza con la URSS.

El diseño institucional de 1976 formó parte de una situación de precrisis 
experimentada en el país hacia mediados de los años ochenta: decreció la pro-
ductividad general del trabajo, aumentaron los grupos vinculados a la propie-
dad estatal, cuya productividad disminuyó; se estancó la calidad de la produc-
ción y de los servicios; se profundizaron la dependencia y el endeudamiento 
externos de la economía nacional y la industrialización con eficiencia no se 
concretó con la amplitud requerida (Espina en Guanche, 2007: 174). 

El Proceso de rectificación de errores y tendencias negativas (1986) denunció 
cursos seguidos hasta la fecha, se distanció de las reformas del campo socialis-
ta (Hungría, 1968; Polonia, 1957, 1965 y 1972; Yugoslavia, 1963 y 1974 y la URSS, 
1987), brindó respuestas propias a la coyuntura y colocó la apertura política 
como clave de la gobernabilidad.

La caída del campo socialista del este europeo (1989-1991) lanzó a Cuba a 
una de las crisis más profundas de su historia. Entre 1990 y 1994 el Producto 
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Interior Bruto cubano disminuyó en más de un 35 por ciento, la capacidad de 
importación se redujo de algo más de 8.000 millones de dólares a 2.000 millo-
nes y el tipo de cambio en el mercado informal pasó de siete pesos a 150 pesos 
cubanos por dólar en apenas cinco años. Además, entre 1990 y 1993 las expor-
taciones se redujeron a la quinta parte y las importaciones en un 73 por ciento 
(CEPAL, 1997).

Las estrategias de enfrentamiento a la crisis significaban la reconstrucción 
del modelo socialista seguido en Cuba hasta la fecha. Ellas dejaron su huella en 
la reforma de 1992, que transformó los fundamentos ideológicos del Estado 
creado en 1976, en cuanto:

1. Alteró la base social del Estado —y su carácter confesional— y trocó la 
definición sobre el carácter ideológico del PCC.

2. Modificó el concepto de democracia socialista al eliminar las referen-
cias nominales a la “unidad de poder” y al “centralismo democrático” 
como criterios de organización funcional del Estado. 

3. Diversificó el régimen de la propiedad, abandonó el desempeño, como 
función exclusiva del Estado, del comercio exterior y sentó las bases 
para un proceso de descentralización de la gestión estatal.

El conjunto parece haber tomado nota de una contradicción esencial pre-
sente en el texto de 1976: “el ideal de la democracia participativa requiere des-
centralizar y desconcentrar el poder, y no a la inversa. Hacer ambas cosas al 
mismo tiempo (fortalecer [el poder concentrado del Ejecutivo] y abrir espacios 
para una mayor participación) suele resultar entonces una operación contra-
dictoria, que conlleva el grave riesgo de que uno de los dos ideales u objetivos 
termine resultando opacado o directamente suprimido” (Gargarella y Courtis, 
2009).

3.3. La separación de funciones y la desconcentración 			 
del poder en la reforma constitucional de 1992

La reforma constitucional cubana de 1992 introdujo transformaciones que bus-
can delimitar Estado, gobierno y administración de justicia y otorgar mayores 
poderes a las bases ciudadanas y a los poderes locales: nuevas condiciones para 
la elección de jueces, las elecciones directas para conformar la totalidad de las 
asambleas, la eliminación de los Comités Ejecutivos de las asambleas munici-
pales y provinciales, la creación de los Consejos Populares y la regulación del 
estado de emergencia.
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La Ley de Tribunales de 1998 reguló las elecciones de jueces (profesionales y 
legos) para integrar todas las instancias del sistema judicial del país. Si antes su 
periodo de mandato era similar al de la asamblea respectiva que lo elegía, la nueva 
ley estableció el ejercicio cuasi vitalicio de la función, con el objetivo de fortalecer 
la independencia de los órganos judiciales frente a los aparatos del Estado8.

La Ley Electoral de 1992 implementó el nuevo proceso de voto directo para 
las asambleas provinciales y la ANPP. Estableció un proceso de nominación de 
candidatos para los niveles provinciales y de nación a través de “comisiones de 
candidatura”. Reservó el carácter directo, en manos de la ciudadanía, para la 
elección y la nominación de candidatos en el nivel de municipio.

Con la eliminación de los Comités Ejecutivos, órganos de gobierno que en 
la práctica absorbían los roles de las asambleas, y la creación en su lugar de los 
Consejos de Administración —entidad que ha mantenido la compatibilidad de car-
gos de dirección, pues el presidente de la Asamblea y del Consejo de Administración 
siguen siendo la misma persona— se revelaba la conciencia de los peligros de la 
indistinción Estado-Gobierno y el ánimo de ensayar fórmulas de solución.

Los Consejos Populares nacieron como instancias de fiscalización estatal 
de la actividad de gobierno, a partir de una integración colegiada en la que par-
ticipan delegados de base, representantes de las organizaciones de masas y 
directivos de las principales unidades económicas, en el ámbito local. Con 
ellos, se buscó fortalecer la labor del delegado estatal.

La reforma constitucional de 1992 incluyó el Estado de Emergencia, como 
mecanismo de protección de derechos individuales ante el Estado. Durante su 
vigencia el presidente del Consejo de Estado puede declararlo en todo el terri-
torio nacional o en una parte de él y disponer la movilización de la población9.

La reciente creación en Cuba de la Contraloría General de la República “no 
comprometida” (Lee, 2009) con el Gobierno y subordinada al Consejo de 
Estado es otro paso en dirección a la desconcentración del poder y hacia la 
separación de funciones. Lo mismo sucede en el ámbito subnacional, para el 
cual se planea entregar funciones gubernativas de los ministerios hacia los 
poderes locales y reservar las funciones estatales como distintas de las empre-
sariales y de gobierno (PCC, 2010).

3.4. La diversificación de la propiedad 					   
y la descentralización de la gestión estatal

La reforma de 1992, al orientarse a ofrecer mayores cauces de participación y 
hacer más representativos los órganos estatales, encaró la necesidad de redis-
tribuir la toma de decisiones sobre recursos económicos y sobre la organización 
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misma de la economía y de ceder capacidades de dirección, hasta entonces 
retenidas en el nivel central del Estado, en materia de organización política y 
social.

La reforma de 1992 modificó el régimen de la propiedad y con él de la filo-
sofía sobre el Estado mantenida en Cuba desde 1976, al limitar la propiedad 
estatal a los medios fundamentales de producción y abrir paso al trabajo por 
cuenta propia, a la inversión extranjera y a la descentralización fiscal. Con ello, 
multiplicó el número de actores institucionales.

Desde 1992 la estructura estatal se ha recortado de modo sostenido. Se 
reduce personal, disminuyen órganos estatales (se fusionan ministerios y algu-
nos desaparecen), se limitan y redefinen funciones estatales, se descentralizan 
sus poderes hacia abajo (hacia provincias y municipios) y hacia los lados (hacia 
ministerios), se incrementa la autonomía de las partes y de los diferentes nive-
les, se promueve a nuevas personas al frente de ministerios y se adoptan medi-
das en su funcionamiento que propenden a conceder un mayor espacio al 
mercado (Valdés, 1997)10.

Con la extensión del trabajo por cuenta propia para el sector de los servi-
cios y la autorización de mercados agropecuarios con libre fijación de precios, 
el Estado renunció a una parte de su monopolio sobre la economía, el empleo y 
sobre el control de los ingresos de la población11.

Las atribuciones estatales también fueron modificadas por transformacio-
nes en el sistema empresarial. Según el texto reformado, el Estado administra 
directamente los bienes que integran la propiedad socialista de todo el pueblo 
o podrá crear y organizar empresas y entidades encargadas de su administra-
ción. Dos de los caminos explorados en esta dirección son el proceso de redi-
mensionamiento empresarial, dirigido a reorganizar flujos de producción, ade-
cuar capacidades productivas a las posibilidades de abastecimiento de insumos 
y a la demanda del mercado y el “proceso de perfeccionamiento empresarial” 
que comprende nuevos métodos de gestión, basados en relaciones contractua-
les, autonomía de funcionamiento y autosuficiencia económica (Cruz, 2009)12. 
También ha ocurrido un proceso de reconversión de empresas estatales en cor-
poraciones y sociedades anónimas.

La posibilidad de compartir la propiedad estatal con la inversión extranje-
ra salvó el problema constitucional creado por el Decreto Ley 50 de inversiones 
extranjeras de 1982, que la permitía sin base en la carta magna. La Ley 77 de 
1995 autorizó las inversiones extranjeras en todos los sectores, con la excepción 
de los servicios de salud y educación a la población y las instituciones armadas, 
salvo en su sistema empresarial. Ello ha dado lugar a la existencia de empresas 
de propiedad mixta dentro y fuera del territorio nacional.
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El texto de 1992 permitió indirectamente que la propiedad de medios de 
producción fuese detentada por personas naturales, creando técnicamente la 
figura de la propiedad privada (Azcuy, 1994: 51). En la práctica, se le han impues-
to trabas para impedir su desarrollo: se reconoce formalmente solo la existencia 
de propiedad personal, por tanto, las regulaciones vigentes impiden la compra y 
venta de viviendas y automóviles, de las licencias otorgadas para el trabajo por 
cuenta propia y, más recientemente, de las licencias entregadas para explotar la 
tierra ociosa en usufructo (Decreto Ley número 259). No se permitió la libre con-
tratación de fuerza laboral ni se concedieron derechos de libre disposición sobre 
ella, todo lo cual puede comenzar a cambiar a partir de la celebración en abril de 
2011 del VI Congreso del PCC, que se ha pronunciado a favor de levantar algunas 
de estas restricciones, sin permitir la concentración de la propiedad13.

En 1994 se desarrolló un programa de ajuste fiscal y se promulgó la Ley 
tributaria. Se modificó el régimen fiscal aplicable a los gobiernos locales, con 
un nuevo sistema de vinculación de ingresos y gastos, para involucrar el nivel 
local en el saneamiento de las finanzas. El objetivo declarado fue otorgar a las 
localidades mayores fuentes de ingresos, hacer compatibles sus gastos y recu-
rrir, solo por excepción, a la subvención del gobierno central.

Con todo, las políticas de descentralización seguidas después de los años 
noventa han sido limitadas y, en alguna medida, imposibilitadas por nuevas 
regulaciones recentralizadoras14.

Para Hernández Morales (2006): “Si bien el Estado ha comenzado a com-
partir responsabilidades en la producción, en las inversiones, en el empleo, en 
la comercialización y en la oferta de algunos servicios, su intencionalidad ha 
sido la de dinamizar la forma en que desempeña su persistente hegemonía eco-
nómica. El Estado central es quien dicta y determina, las reglas de inserción, 
negociación y apoderamiento de los nuevos actores. En este sentido podríamos 
caracterizar al proceso de descentralización económica que acaece en Cuba 
como una desconcentración que persigue como objetivo ser una forma racio-
nalmente eficiente para mantener la legitimidad y poder del Estado como el 
líder del desarrollo del país. Es decir, defender, dinamizar y hasta modernizar 
la forma de continuar con el centralismo”. 

Recientemente, entre los cambios introducidos bajo el gobierno de Raúl 
Castro se encuentran medidas que avanzan hacia la descentralización: la libe-
ralización de los salarios en las empresas estatales —se elimina el tope sala-
rial—, la eliminación de los Comités de Aprobación de Divisas (CAD) y una 
mayor autonomía financiera para algunos sectores, pero que se haya retornado 
siquiera al nivel de descentralización de los noventa (Pérez Villanueva y Vidal, 
2010).
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4. El sistema de la participación descentralizada 		
de la ciudadanía en el Estado cubano

4.1. ¿Qué descentralizar en Cuba?

El ordenamiento constitucional cubano consagra como formas descentraliza-
das de participación en el Estado mecanismos de participación directa e indi-
recta. Entre los mecanismos de participación directa se encuentran:

La participación en elecciones periódicas. •	
La participación en referendos populares.•	
El ejercicio de la iniciativa legislativa.•	

Las elecciones han garantizado desde 1976 un acceso regularizado, con 
transparencia, celeridad y probidad, a la integración del Estado. Sus resultados 
se toman como un indicador del consenso en torno al sistema político. El siste-
ma electoral, sin embargo, no define los programas de gobierno, desestima 
preferencias de voto y no hace elegibles por la ciudadanía todos los cargos de la 
estructura de dirección política del país.

En la práctica, el referendo popular y la iniciativa legislativa no se emplean 
como mecanismos de participación directa. Solo la Asamblea Nacional del 
Poder Popular puede activar el referendo. Este nunca ha sido promovido. 
Deberían ampliarse los sujetos legitimados para iniciarlo. La iniciativa legisla-
tiva popular cuenta con exigencias que desincentivan su uso y carece de un 
marco político que la promueva. El referendo popular y la iniciativa legislativa 
no se emplean como mecanismos de participación directa.

Por otra parte, la Constitución cubana considera los procesos de represen-
tación política como participación política indirecta, a través de las elecciones.

La nominación de candidatos a las diversas instancias estatales tiene como 
única base técnica la representación territorial. Ese criterio es eficaz para man-
tener la cercanía entre el elector y el elegido, y favorecer procesos de rendición 
de cuenta y revocación, pero su empleo con carácter exclusivo limita la posibi-
lidad de representación de intereses, tanto económicos y productivos como 
provenientes de demandas políticas de identidad. Sería útil su complementa-
ción con otros principios de representación.

La práctica institucional consolida lo que resulta una relación de agencia y 
limita las posibilidades democráticas de esta, en cuanto modo de representa-
ción política, al no concederle al elector, o a la comunidad ciudadana de base, la 
condición de principal sino al órgano estatal superior.
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El diseño institucional le establece al delegado estatal obligaciones de 
cumplir las directivas provenientes de órganos superiores, en cuanto se regula 
que “las disposiciones de los órganos estatales superiores son obligatorias para 
los inferiores”; y que “los órganos estatales inferiores responden ante los supe-
riores y les rinden cuenta de su gestión” (Constitución, art. 68, d y e). 

Para descentralizar, debería rediseñarse la regulación sobre el mandato 
para hacerlo capaz de agregar demandas sobre problemas puntuales del fun-
cionamiento de los órganos administrativos de la localidad, encargar políti-
cas elaboradas desde la base que obliguen a los delegados a defender su 
sentido en los niveles superiores del sistema de representación y empoderar 
al ciudadano en cuanto principal o mandatario en esa relación de agencia o 
mandato.

En la situación realmente existente, el delegado cuenta con amplias atri-
buciones legales para el ejercicio de su mandato en cuanto petición administra-
tiva, pero afronta numerosas dificultades para ejercerlas. Es electo para ejercer 
funciones de Estado y de Gobierno, pero en la práctica no debe ejercer las de 
Gobierno y cuenta con escasa capacidad para tomar decisiones sobre el uso y 
generación de recursos locales.

Las atribuciones conferidas a los delegados deberían partir de una trans-
ferencia de poder desde los niveles centrales hacia las bases. Esa transferencia, 
para ser efectiva, debe acompañarse de capacidades de toma de decisión sobre 
uso y generación de recursos y sobre el manejo del presupuesto.

4.2. Relaciones entre niveles estatales y financiamiento 			
de gobiernos subcentrales en Cuba

La elaboración de los presupuestos estatales estuvo regida en Cuba entre 1980 y 
1999 por la Ley Orgánica del Sistema Presupuestario del Estado, que estableció 
que el presupuesto del Estado incluía el presupuesto central y los presupuestos 
provinciales y, a la vez, los presupuestos provinciales incluían el presupuesto de 
la provincia y los presupuestos de los municipios correspondientes. 

Los municipios presentaban un anteproyecto del presupuesto a las instan-
cias provinciales y estas lo aprobaban. A su vez, el presupuesto de la provincia 
era decidido por una instancia nacional. En ella no se contemplaba la existencia 
de varias formas de propiedad ni las relaciones de estas con el presupuesto, ni 
permitía la descentralización de recursos financieros a las empresas y a los 
presupuestos locales.

En 1999, sería sustituida por el Decreto Ley 192 de la Administración 
Financiera del Estado, que establece un sistema presupuestario que combina la 
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dirección centralizada del sistema con el reconocimiento y otorgamiento de 
facultades y derechos a los órganos locales del Poder Popular.

En función de ello, el Presupuesto Central asigna hoy ingresos a los 
Presupuestos Provinciales basados en: 

Ingresos cedidos o propiosa)	 , provenientes de entidades que administran 
los órganos locales del Poder Popular o que están vinculados a recauda-
ciones que se derivan de un gasto pretérito o futuro que debe asumir la 
comunidad (por ejemplo, el impuesto por la utilización de la fuerza de 
trabajo se cede totalmente a los territorios, con independencia de la 
subordinación de la entidad que tributa). 
Ingresos participativosb)	 , procedentes de impuestos de nivel central que se 
captan en los territorios, con tasas que oscilan entre 10 y 20 por ciento 
sobre el impuesto de circulación y el impuesto sobre utilidades de las 
empresas de subordinación nacional. 

Además, el presupuesto central asigna transferencias directas con carácter 
de subvención, con el objetivo de equilibrar las capacidades fiscales entre pro-
vincias y municipios, las cuales no están dirigidas a financiar algún gasto, en 
particular, y transferencias directas cuyo destino específico es financiar las 
inversiones dirigidas básicamente a los programas de infraestructura, de cons-
trucción de viviendas, viales y obras socioculturales.

El perfeccionamiento del sistema presupuestario estuvo encaminado a 
estimular a los gobiernos provinciales y municipales en la recaudación de 
ingresos y en la eficiencia en la utilización de los gastos (Hernández Morales, 
2006). Sin embargo, el diseño no ha generado todas las consecuencias previs-
tas pues, en la práctica, los procesos descentralizadores no han producido un 
incremento de la capacidad de decisión de los delegados de base sobre la defi-
nición del presupuesto local. Estos testimonios lo argumentan: 

Nosotros aprobamos el presupuesto, pero no lo desarrollamos. No es algo vivo, que funcio-
ne. Lo que más hemos hecho como delegados, es hacerle una petición extra a la Asamblea 
por algo particular que haga falta en un Consejo [Popular], y a veces cuestionar por algo que 
ha sido una necesidad histórica y no está reflejado en el presupuesto. (Entrevista con el 
delegado de circunscripción por el municipio Santa Clara.)

Si el plan del presupuesto se pareciera a las necesidades reales que tiene la población 
usted se sentiría más identificado con ese destino del plan. Pero no te identificas porque 
las necesidades del pueblo van por un lugar y el presupuesto por otro, y eso que hemos 
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avanzado algo. (Entrevista con el delegado de circunscripción por el municipio Santa 
Clara.) 

Alrededor del conjunto del sistema opera asimismo la distorsión que 
sobre la definición del presupuesto produce la dualidad monetaria existente en 
el país. El presupuesto estatal aprobado por la ANPP es en CUP, en el que se 
incluye el monto de CUC pero en forma de contravalor (1 CUC por 1 CUP). El 
resultado es que la ANPP no toma decisiones sustanciales, a través de la discu-
sión sobre el presupuesto, sobre el uso de CUC. La Oficina Nacional de 
Estadísticas ofrece los datos económicos cubanos en CUP y se desconoce la cifra 
de emisión de CUC. De tal modo, se configura un problema de legalidad: la 
existencia de un escenario de decisión dominado por reglas no sometidas al 
completo escrutinio del órgano supremo del Estado. 

El procedimiento, muy centralizado, impide el control ciudadano sobre un 
tema central para la asignación de recursos, el presupuesto estatal, y aleja de las 
bases la posibilidad de participar en su elaboración, pues es manejado discre-
cionalmente por el nivel superior del gobierno.

Cada Asamblea Municipal del Poder Popular aprueba un presupuesto en 
CUP que recibe ya definido en lo fundamental por las instancias superiores y no 
cuenta con capacidades de intervención en las asignaciones en CUC que solo le 
es dable recibir directivamente a las provincias. La aprobación de los presu-
puestos municipales deviene acto formal y no instrumento efectivo de iniciati-
va estatal local —de “política” ejercida desde esa instancia.

	
Funcionarias de la Asamblea Provincial del Poder Popular de Villa Clara han 
advertido que existen procesos de cambio en curso: 

Hay planteamientos históricos que ahora en el presupuesto de 2010 ya se incluyeron al pre-
supuesto del Estado. Los delegados pueden decir en su circunscripción que tal plantea-
miento se incluyó en el presupuesto del Estado. Así se va a trabajar, por planteamientos 
históricos que se incluyan en el presupuesto. Tenemos el dato de cuantos planteamientos del 
municipio se incluyeron en el presupuesto del Estado, que ya se sabe que van a salir. 
(Entrevistas con funcionarias de la APPP de Villa Clara; las cursivas son nuestras.)

El éxito del procedimiento muestra su limitación: podría ser capaz de dar 
solución solo a planteamientos históricos, exigidos inveteradamente por la 
población. Se revela la rigidez del procedimiento actual para servir de respaldo 
a las posibles políticas generadas por la ciudadanía durante su mandato. Así, 
este deviene otro elemento de limitación del ejercicio de gobierno en la base.
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Para contrarrestar este problema, es recomendable conceder autonomía a 
las unidades subnacionales. Este hecho debe potenciar el ejercicio de todas las 
atribuciones hoy otorgadas al delegado y su ampliación.

5. Conclusiones

Las medidas descentralizadoras producidas a partir de 1992 se abocaron en lo 
fundamental a las dimensiones económicas y no fueron consideradas como un 
principio general de ejercicio del poder. No adelantó la posibilidad de un cam-
bio de paradigma según el cual el Estado pase a establecer relaciones de autori-
dad compartidas entre diversos sujetos (Estado, grupos y colectivos sociales, 
asociaciones ciudadanas).

Esta comprensión no permite entender la descentralización y la descon-
centración del poder como sinónimos de procesos de deliberación y autoorga-
nización plural que construyen poder desde abajo ni habilita espacios para las 
demandas políticas autónomas de identidad, generadas por la existencia de 
grupos y sectores sociales autodefinidos de acuerdo con identidades de género, 
cultura, religión o preferencia sexual, que busquen descolonizar la matriz de los 
sentidos y normas globales que los afectan (Lander, 1997).

La reforma de 1992 no consideró la descentralización como un principio 
general de gobierno que distribuye el Poder Público entre el Poder Municipal, el 
Poder Provincial y el Poder Nacional, donde cada uno cuenta con autonomía y 
colaboran entre sí y rinden cuenta primariamente ante sus electores, ni contri-
buyó a promover formas diversificadas de propiedad personal, comunitaria, 
social, cooperativa y pública,15 lo que compromete la existencia de un régimen 
expandido de propietarios no capitalistas, que puedan disponer con indepen-
dencia de la base material de reproducción de su existencia, e interviene de 
modo negativo en la posibilidad de socializar poder político.

Desde este punto de vista, las descentralizaciones económicas y adminis-
trativas, para tomar un cauce democrático, deben encuadrarse en construccio-
nes de soberanía popular, que está todavía por hacer.

Notas

	 1.	 Hay que señalar, no obstante, que la evidencia empírica no es unánime a la hora de señalar que la 
descentralización reduce el tamaño del sector público gracias al mejor control democrático que los 
ciudadanos ejercen sobre los gestores locales. Algunos trabajos apuntan, por el contrario, hacia la idea 
de que la descentralización, debido a las duplicidades que puede llegar a generar en la provisión de 
servicios públicos, podría constituir un “bien de lujo” que solo los países más ricos pueden permitirse. 
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	 2.	N o obstante, Ahmad et al. (2006) señalan que el éxito de la descentralización fiscal a la hora de mejo-
rar la gestión de los servicios públicos puede verse dificultado cuando los votantes dispongan de 
escasa información acerca de los gestores locales —debido a una menor cobertura mediática— o cuan-
do su voto esté fuertemente condicionado por cuestiones identitarias y no tanto por el éxito o fracaso 
de las políticas públicas.

	 3.	 Para una revisión acerca de las formas que puede adoptar la competencia fiscal horizontal, véase 
Salmon (2006). En cualquier caso, la competencia fiscal no solo tiene una faceta horizontal. Existe 
una abundante literatura acerca de la competencia fiscal vertical, que explica, por ejemplo, cómo 
algunos niveles de gobierno pueden erosionar las bases imponibles, mediante la aplicación de tipos 
impositivos excesivamente elevados, reduciendo la recaudación potencial de otras haciendas o, en el 
extremo, impidiendo que otros niveles de gobierno puedan gravar esas mismas bases.

	 4.	 Conviene reseñar que parte de la literatura (Shah, 2007) distingue los conceptos de brecha y des-
equilibrio vertical, que muy a menudo se utilizan indistintamente. En el primer caso, el espacio fiscal 
asignado a los gobiernos subcentrales no es suficiente para financiar sus competencias de gasto, 
motivo por el que deben reasignarse los poderes de gasto e ingreso atribuidos a los distintos niveles 
de gobierno y, en última instancia, poner en marcha transferencias procedentes de otro/s niveles de 
gobierno. En el segundo, la brecha vertical no ha sido cuantificada adecuadamente y, por eso, las 
transferencias que perciben los gobiernos subcentrales son insuficientes para cerrarla. El concepto 
de desequilibrio vertical tiene, por tanto, mucho más sentido cuando se analiza la financiación sub-
central desde una perspectiva dinámica.

	 5.	A unque las duplicidades y solapamientos pueden constituir una ineficiencia en la gestión de los 
recursos, Ahmad (1997) señala que son relativamente habituales debido a que una misma política 
puede desglosarse en distintas facetas (legislación básica, financiación y prestación efectiva de los 
servicios), cada una de las cuales puede corresponder a un nivel de gobierno distinto. 

	 6.	 Cuando los gobiernos subcentrales se financian con ingresos propios, en lugar de compartidos, hay 
razones para recomendar una gestión descentralizada de los mismos. Sin embargo, incluso en estos 
casos es recomendable que exista algún mecanismo de cooperación intergubernamental a través del 
cual se canalice el intercambio de información, tan necesario para asegurar la eficacia en el control 
del cumplimiento.

	 7.	 Hasta los años noventa, las acciones terroristas habían causado la muerte a 3.478 cubanos y lesiones 
a otros 2.099, así como grandes daños económicos. Después del bloqueo declarado en 1962 por los 
Estados Unidos contra Cuba, el país no ha podido exportar e importar libremente productos y servi-
cios hacia o desde Estados Unidos, no puede utilizar el dólar norteamericano en sus transacciones 
internacionales o tener cuentas en esta divisa en bancos de terceros países ni se le permite tener 
acceso a créditos de bancos en Estados Unidos, de sus filiales en terceros países y de instituciones 
internacionales como el Banco Mundial, el FMI o el Banco Interamericano de Desarrollo 
(Organizaciones sociales y de masas, 2000). El daño económico directo ocasionado por la aplicación 
del bloqueo económico, comercial y financiero de los Estados Unidos contra Cuba se ha calculado, 
hasta diciembre de 2009, en 100.154 millones de dólares (MINREX, 2010). Con el fin de impulsar 
programas subversivos, la Administración norteamericana aprobó un total de 40 millones de dólares 
para los años fiscales 2009 y 2010 y mantuvo a Cuba en la lista de países terroristas en 2010.

	 8.	 Los jueces de los tribunales municipales, elegidos por la asamblea de esa instancia, se elegían cada 
dos años y medio y los jueces de los tribunales provinciales y del Tribunal Supremo Popular, elegidos 
a su vez por las asambleas correspondientes a ese nivel, cada cinco años.

	 9.	 La Ley número 75, de Defensa Nacional, que lo regula, no es exhaustiva en lo relativo a las especifici-
dades del tratamiento a los derechos fundamentales en estas circunstancias. Este régimen no ha sido 
declarado hasta el momento.

	 10.	D esde 2009 se han eliminado duplicidades —dos órganos para realizar la misma función— y se ha 
cedido a los ministerios funciones sobre la ciencia y la política social antes encargadas directamente 
al Consejo de Estado.

	 11.	E n 1990, el 95 por ciento de las personas empleadas eran trabajadores estatales. En 1995 la cifra era 
del 80 por ciento y en 1996 del 76,3 por ciento (ONE). En 2010, Raúl Castro anunció que alrededor 
de un millón de trabajadores tendrían que dejar sus puestos estatales, la mitad de ellos entre 
noviembre de 2010 y marzo de 2011 (Castro, 2010). Se aspira a que el sector de los trabajadores por 
cuenta propia absorba la mayor parte de los empleados que salgan del sector estatal de la econo-
mía. Después de la reforma constitucional, la actividad por cuenta propia se amplió significativa-
mente en 1993 mediante el Decreto-Ley 141. En los años ochenta este rubro no superaba los 
50.000 trabajadores. Tras la ampliación, la cifra llegó en 1994 a 121.000. En el periodo 2000-2003 
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experimentó un estancamiento. En 2005 alcanzó el máximo de 170.000 trabajadores, desde donde 
cayó hasta 138.000 en 2007, el mismo registro que en 1995. En 2009, la cifra de cierre de año fue de 
144.000 (ONE).

	 12.	S egún el texto constitucional de 1992, el Estado no responde de las obligaciones contraídas por las 
empresas, entidades u otras personas jurídicas y estas tampoco responden de las de aquel. Se trató de 
una importante transformación de la estructura empresarial del país, en un contexto en que, según 
declaraciones oficiales, el 75 por ciento de las empresas estatales era irrentable (Valdés, 1997). A casi 
20 años de la reforma constitucional, se repite lo fundamental de aquel enunciado. Las empresas 
estatales gozarán de una mayor autonomía, sus finanzas no podrán ser intervenidas, administrarán 
su propio capital de trabajo y decidirán sobre inversiones y precios (PCC, 2010), lo que indica un 
acumulado de pobres resultados prácticos en esa dirección.

	 13.	 La libre contratación de fuerza de trabajo se ha autorizado desde 2010.
	 14.	E ntre ellas se encuentra la creación en 2004 de la “Cuenta Única del Estado” y de la Comisión de 

Asignación de Divisas (CAD), que limitó la capacidad de operación propia de las empresas. Además, 
se reordenó la inversión extranjera directa —se congelaron las inversiones en el sector inmobiliario 
y se colocaron luego bajo propiedad estatal—, se redujo la cantidad de asociaciones existentes y se 
concentraron en actividades y sectores de importancia capital para el país, y se elevó el nivel de deci-
sión que podía aprobar propuestas en este sector y las exigencias sobre las sucursales de empresas 
extranjeras (Triana y Sánchez, 2008).

	 15.	 La forma cooperativa de propiedad se ha autorizado solo en el campo y en la pesca, con limitaciones 
en la dimensión verdaderamente cooperativa de su funcionamiento (Alemán y Figueroa Albelo, 
2005) y apenas se han desarrollado otras formas sociales de propiedad, además de las existentes, 
como las de las organizaciones sociales y de masas. El Estado cubano se encamina hacia el futuro a 
reconocer y promover diferentes formas de propiedad y producción, descentralizar la economía, 
otorgar autonomía a las empresas, eliminar subvenciones y crear Zonas Especiales de Desarrollo. Al 
mismo tiempo, asegura que primará la planificación y no el mercado, y declara que promoverá las for-
mas de propiedad no estatal (empresas mixtas, cooperativas urbanas en el sector de los servicios, 
arrendadores de establecimientos, trabajadores por cuenta propia, y otras formas de gestión), la 
descentralización empresarial y el desarrollo a nivel municipal (PCC, 2010).
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CAPÍTULO 7

REGLAS, INCENTIVOS E INSTITUCIONES 

José Antonio Alonso y Pavel Vidal

1. Introducción

Hasta el presente, la reforma de la economía cubana ha perseguido otorgar un 
mayor espacio a las relaciones mercantiles en las tareas de producción y distri-
bución de bienes y servicios, particularmente de aquellos relacionados con el 
aprovisionamiento de la población. En esta línea se enmarcan la concesión de 
licencias a actividades económicas privadas, la ampliación de la autonomía para 
las cooperativas en el sector agrícola, el proceso de entrega de tierras estatales 
ociosas a productores individuales y cooperativas o la autorización para la 
compra-venta de viviendas y autos usados entre la población cubana. Al tiempo, 
la reforma se propone reducir las plantillas infladas (subempleo) en el sector 
estatal, transitar de una política social basada en subsidios universales a otra 
más focalizada en las familias de menos ingresos, salvaguardando el acceso 
gratuito a la educación y a la salud y acompañar la reducción del tamaño del 
sector público con un incremento de su eficiencia. Por último, estos procesos 
han ido acompañados de otro, acaso más parsimonioso y peor definido, que 
afecta al sector productivo estatal de mayor tamaño (industrias azucarera, far-
macéutica o biotecnológica, por ejemplo). En suma, en los últimos tres años se 
ha puesto en marcha en Cuba un proceso de cambios y reformas que afectan a 
ámbitos muy centrales del modelo económico previamente existente. No es 
claro el escenario final al que se pretende acceder, pero las reformas son de 
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suficiente calado como para pensar que se trata de un cambio de entidad en el 
modelo económico, que hará poco plausible la regresión al escenario de partida1. 

Es ese alcance de la reforma, su entidad y carácter irreversible, lo que jus-
tifica que el proceso se acompañe de una obligada transformación institucio-
nal; es decir, de un reajuste en las reglas, normas, valores y organizaciones 
heredadas del pasado. El marco de incentivos económicos y sociales con el que 
operaron los cubanos en el pasado está llamado a transformarse y debe ser sus-
tituido progresivamente por otro que sea coherente con los objetivos de la 
reforma. 

La relación es de doble sentido, en tanto que el cambio institucional es 
necesario para hacer efectiva la reforma y esta, en sí misma, al alterar las reglas 
de comportamiento de los agentes económicos y sociales, implica un cambio 
institucional. Lo relevante es que los agentes sean conscientes de ese proceso y 
logren erigir nuevos equilibrios institucionales acordes con el naciente modelo 
económico y social que se desea para Cuba. 

Como en todo proceso de reforma institucional, también en la reforma de 
la economía cubana está implícita una compleja aritmética de intereses, en la 
que se expresan no solo los respaldos de quienes sienten que serán potencial-
mente beneficiados por los cambios, sino también las resistencias que pro-
mueve la inercia institucional, el inmovilismo de quienes se benefician del 
status quo o los temores de quienes temen perder posiciones en la estructura 
social. Estas tensiones deben ser previstas y gestionadas por las autoridades, si 
se quiere que la reforma llegue a buen puerto. Las autoridades cubanas parecen 
haber descubierto en la gradualidad de los cambios y en la búsqueda de equili-
brios y compensaciones la fórmula para evitar el encastillamiento de los secto-
res más resistentes frente a la reforma. La consecuencia de ese proceder es, sin 
embargo, la exasperante lentitud del proceso, que parece contraponerse tanto a 
las expectativas de una población que demanda cambios más radicales, de unos 
cuadros dirigentes con un horizonte vital limitado y de un entorno que requie-
re nuevas respuestas por parte de la economía cubana.

El presente capítulo examina la reforma cubana desde un enfoque institu-
cionalista, haciendo énfasis en el elemento más dinámico de los cambios: la 
apertura de la economía a un emergente sector no estatal. En las secciones 2, 3 
y 4 se resume el marco doctrinal básico en que se apoya el análisis. En la sección 
5 se incorporan esos conceptos al entendimiento de la reforma económica 
cubana, vista como una reforma institucional. La sección 6 ofrece una taxono-
mía del marco institucional requerido para el desarrollo de los mercados, que 
sirve como referencia para identificar alguno de los desafíos a los que se 
enfrentan las autoridades cubanas en el presente. La sección 7 analiza los 
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procesos de flexibilización que están sucediendo en el sector no estatal y los 
desafíos institucionales que esos procesos comportan. Finalmente, en la sec-
ción 8 se hace un breve balance final. 

2. El enfoque institucionalista

2.1. El concepto de instituciones

Son muchas las acepciones que la literatura especializada ha dado al concepto 
de instituciones pero cabría hacer un ejercicio integrador de estos enfoques 
identificando, como hace Greif (2006), una institución con un sistema de 
diversos factores sociales, leyes, creencias, valores y organizaciones, que con-
juntamente motivan una regularidad en el comportamiento individual y social. 
En tanto que conjunto de reglas, las instituciones coordinan el comportamiento 
de los agentes y los capacitan para actuar eficientemente, con limitados reque-
rimientos informativos; en tanto que creencias y valores, las instituciones moti-
van a los agentes el seguimiento de las reglas; y, en fin, como organizaciones, las 
instituciones permiten la articulación de la acción colectiva. En conjunto, estos 
componentes motivan, propician y guían a los individuos a seguir un compor-
tamiento determinado de entre los que son tecnológicamente posibles.

De la definición ofrecida por Greif (2006), que es la que se asume en este 
trabajo, se desprenden algunos rasgos de interés (para mayor detalle, Alonso y 
Garcimartín, 2008): 

En primer lugar, las instituciones remiten a sistemas que generan (o a)	
promueven) comportamientos regulares y, por tanto, relativamente pre-
visibles de los individuos. De esta forma, las instituciones generan 
certezas razonables en la conducta de unos agentes que tienen limitada 
capacidad para procesar la información requerida para construir deci-
siones óptimas (racionalidad limitada).
En segundo lugar, las instituciones remiten a creaciones humanas que b)	
son de carácter relacional (y, por tanto, no tangible). Los elementos físi-
cos son subsidiarios; y, al contrario, la eficacia del componente sancio-
nador de las reglas y normas es un componente básico en la modulación 
de conductas que se les suponen a las instituciones. 
En tercer lugar, las instituciones son c)	 creaciones sociales (deliberadas o 
no), no solo porque son un producto de la dinámica colectiva, sino tam-
bién porque su incidencia es socialmente compartida. No obstante, 
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pese a ser creaciones humanas, las instituciones son exógenas a cada 
individuo, cuyo comportamiento terminan por condicionar.
En cuarto lugar, las instituciones se conforman como un sistema que d)	
promueve la identificación de los individuos con los comportamientos 
esperados, dando lugar a una estructura endógena o autosostenida 
(self-enforcing). Para ello es necesario que cada individuo tome la 
estructura como dada y piense que su mejor comportamiento posible es 
aquel que la propia institución prevé.
En quinto lugar, en la medida en que modulan comportamientos, las e)	
instituciones definen equilibrios estratégicos entre los agentes. Es decir, 
normas que son fruto del conflicto entre actores y colectivos con inte-
reses diversos. En ese sentido las instituciones definen equilibrios de 
fuerzas (de cuotas de poder) que existe entre las diversas motivaciones 
y dispares intereses que operan en el ámbito al que la institución se 
refiere.
En sexto lugar, las instituciones operan en un mundo que resulta per-f)	
manentemente cambiante, por tanto su capacidad de establecer regula-
ridades de comportamiento debe equilibrarse con su disposición a 
asumir, anticipar y en algunos casos promover los procesos de cambio: 
es lo que North (2005) denomina eficiencia adaptativa. 
Por último, existe una cierta g)	 estructura jerárquica de instituciones, de 
modo que unas instituciones condicionan e influyen sobre la confor-
mación de instituciones de nivel inferior. La articulación de las institu-
ciones en un entramado jerárquico hace que el cambio institucional sea 
más complejo. Ese mismo sistema de relaciones hace posible la pre-
sencia de múltiples equilibrios.

2.2. Instituciones y mercado

En los últimos años ha florecido una abundante literatura que insiste en el 
papel crucial que la calidad institucional tiene en los proceso de modernización 
y crecimiento de las economías. Se entiende, como se ha señalado, que las ins-
tituciones definen el marco de incentivos y penalizaciones, de valores, normas 
y creencias que dan forma y regularidad a la interacción social. A través de esa 
función las instituciones no solo reducen el riesgo y los costes de transacción, 
sino también propician la acción colectiva resolviendo los problemas de coor-
dinación que se plantean en un mundo no ergódico, compuesto de agentes que 
deciden de modo independiente, en un marco de generalizadas interdepen-
dencias. 
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La poderosa y persuasiva intuición que está detrás del enfoque institucio-
nalista ha sido cultivada por una amplia colección de analistas que, desde tradi-
ciones académicas diversas, hicieron avanzar este campo de la doctrina en las 
últimas cuatro décadas. No obstante, se está lejos de disponer de un marco teó-
rico unificado y consensuado para el análisis de las instituciones y de sus pro-
cesos de cambio. El enfoque dominante, procedente de la denominada Nueva 
Economía Institucional, aunque logró asentarse en la corriente principal del 
pensamiento económico moderno (lo que cabría denominar el mainstream de 
la teoría económica), arrastra muchas simplificaciones poco útiles para enten-
der la compleja respuesta social a los fenómenos derivados de un entorno que 
se despliega en el tiempo, abierto a la novedad de un futuro por definición 
incierto (en el sentido fuerte en que ese término fue empleado por Knight en 
los años veinte).

Al tiempo que se avanzó en el ámbito doctrinal, en las dos últimas décadas 
se produjo también un esfuerzo por generar bases de datos con indicadores 
aptos para medir la calidad institucional. A pesar de que se avanzó en la dispo-
nibilidad de datos, un análisis del contenido y la consistencia de los indicado-
res dejan poco espacio para los juicios complacientes. Incluso aquellos indica-
dores construidos con más cuidado presentan enormes flancos a la crítica, 
haciendo que el trabajo empírico en este campo esté siempre sometido a reser-
vas por la calidad de la información manejada (Arndt y Omán, 2006, y Alonso y 
Garcimartín, 2008). Acaso sea una carencia entendible, habida cuenta de lo 
difícil que resulta encerrar en un guarismo una realidad multifacética y mani-
fiestamente intangible como es un equilibrio institucional. 

Tanto en la construcción de los indicadores como en algunos de los plan-
teamientos dentro del enfoque institucional se percibe una insistencia en la 
eficiencia (particularmente, la eficiencia estática) como criterio dominante 
que determina la calidad institucional. Pareciera que detrás de estas posiciones 
subyace el supuesto, querido a algunos neoinstitucionalistas, de que el propó-
sito de las instituciones es sustituir al mercado cuando este no puede funcionar 
con eficiencia. Acorde con este planteamiento se piensa que una buena institu-
ción debiera hacer aquello que habitualmente se le reclama al mercado. No es 
extraño entonces que una buena parte de los indicadores enfaticen los criterios 
de flexibilidad o de restricción de los espacios propios para actividades de bús-
queda de rentas (rent-seeking). Se trata de dimensiones importantes, pero en 
modo alguno únicas ni preferentes. Las sociedades crean instituciones no (o no 
solo) para que les otorguen flexibilidad, sino también seguridad, eficiencia 
dinámica (adaptabilidad al cambio) o reparto socialmente aceptable de los 
beneficios de la acción colectiva. Es decir, hay más dimensiones que deben 
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contemplarse en la identificación de lo que cabría entender como calidad ins-
titucional. Y no siempre ni los indicadores ni los estudios institucionales otor-
gan la relevancia debida a estas otras dimensiones.

Si asumimos como Greif (2006) que lo relevante no es tanto conocer las 
reglas sino saber por qué estas se cumplen (es decir, por qué los individuos las 
interiorizan y las convierten en guías de su conducta), entonces uno de los fac-
tores más relevantes a considerar es la capacidad de las instituciones para defi-
nir contratos intertemporales implícitos que resulten creíbles. La credibilidad 
o legitimidad de las instituciones se convierte en una dimensión crucial, 
entendiendo por legitimidad la percepción generalizada de que las acciones de 
esa institución son deseables y apropiadas en el marco social en el que opera. 
Un factor que, a nuestro entender, está muy relacionado con la forma en que esa 
institución define y distribuye los retornos que resultan de la acción colectiva 
que promueve. 

3. Instituciones y desarrollo

Dada la naturaleza inercial de las instituciones, no es extraño que emerjan 
como uno de los factores explicativos posibles del crecimiento económico de 
largo plazo. A través de los incentivos y penalizaciones que propicia, la estruc-
tura institucional define una especie de código de instrucciones para la socie-
dad, una guía de la conducta esperable de los agentes en los múltiples escenarios 
de la interacción social. En este sentido, inciden sobre el desarrollo, ya que 
condicionan la habilidad que una sociedad tiene para poner en pleno uso sus 
factores productivos y someterlos a una más intensa dinámica de acumulación 
y mejora. 

Toda una colección de estudios realizados en las dos últimas décadas han 
tratado de probar esta relación. No se trata de una tarea sencilla, ya que no exis-
ten indicadores de la calidad institucional que resulten inmunes a la crítica; y 
los más solventes tienen un corto periodo de vigencia. Pero, además, es difícil 
probar esta relación por el carácter endógeno de las instituciones, que hace 
difícil incorporarlas en un ejercicio de contrastación empírica que resulte 
inequívoco.

Pese a estas limitaciones, los estudios parecen demostrar el impacto posi-
tivo que la calidad institucional tiene sobre las posibilidades de crecimiento y 
desarrollo de los países (Aron, 2000). Así lo apuntan tanto los estudios de tipo 
cross-country (Hall y Jones, 1999; Acemoglu et al., 2002; Rodrick et al., 2004 o 
Easterly y Levine, 2003), los que emplean datos de panel (Tavares y Wacziarg, 
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2001 o Varsakelis, 2006) o aquellos que se basan en estudios de caso (Rodrick, 
2003 o Helpman, 2006). 

Puede servir como prueba de esta literatura la investigación de uno de los 
autores de este capítulo. En un reciente trabajo, Alonso (2011) adopta un enfo-
que ecléctico para someter a prueba las diversas hipótesis existentes en torno a 
las causas últimas de desarrollo. En concreto: i) Gallup et al. (1998) insisten en 
la importancia que tienen los factores geográficos (en particular el acceso 
directo al mar y la distancia con respecto a los trópicos); ii) Acemoglu et al. 
(2002) y Engerman y Sokoloff (2002) subrayan el rol que tienen las institucio-
nes, condicionado por el modelo de colonización que cada país tuvo en su his-
toria; iii) a estos dos últimos factores, Rodrick et al. (2004) añaden el efecto 
potencialmente positivo que puede tener el comercio internacional en la pro-
moción del crecimiento; y iv) por último, Glaeser et al. (2004) arguyen que el 
capital humano es el factor que condiciona tanto la capacidad institucional 
como la capacidad productiva de una sociedad. Para comparar la importancia de 
cada uno de estos factores, los cuatro fueron incorporados en la explicación del 
desarrollo. 

Las características geográficas pueden ser consideradas como exógenas, 
con lo que no crean problemas en la estimación. El resto de las variables pue-
den ser endógenas: es decir, influyen en el desarrollo, pero también el desarro-
llo influye en la dimensión de esas variables. Al tiempo, pueden producirse 
relaciones cruzadas entre las variables endógenas. Esto obligó a utilizar proce-
dimientos de estimación (como los mínimos cuadrados en dos etapas, con 
variables instrumentales) preparados para eludir los problemas de la endoge-
neidad. La estimación superó los controles propios de la instrumentación y fue 
reiterada con otros indicadores y grupos de países para garantizar la robustez de 
los resultados (para más detalle, véase Alonso, 2011). 

Pues bien, los resultados de la estimación (tabla 1) muestran que tanto los 
factores geográficos como los institucionales influyen poderosamente en las 
posibilidades de desarrollo de los países. De los condicionantes geográficos, el 
más relevante (en sentido negativo) es la ausencia de salida al mar. La latitud y 
otros factores geográficos desaparecen como variables directas en la explica-
ción cuando otras variables exógenas se incorporan. Cualquiera que sea el indi-
cador que se adopte para medirla, la calidad institucional aparece como el fac-
tor más sólido y robusto en la explicación del desarrollo. Si bien no parece que 
la calidad institucional venga necesariamente condicionada por factores histó-
ricos, como la matriz de la tradición jurídica (common law o latina) o la entidad 
de sus colonizadores. El nivel de educación de la población parece influir tam-
bién en el nivel de desarrollo, pero la relación semeja más débil, dependiendo 
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de los indicadores y del grupo de países que se elijan en cada caso para la esti-
mación. 

Tabla 1

Factores determinantes del desarrollo 

(1) (2) (3) (4) (5)

Indicador global de 
gobernanza (ig)

0,857 ***
(9,57)

0,852 ***
(10,09)

0,852 ***
(9,15)

0,766***
(10,85)

0,727 ***
(5,92)

Apertura al comercio (ltr) -0,019
(-0,09)

0,207
(1,04)

0,221
(1,18)

0,066
(0,40)

0,075
(0,41)

Años de educación (lmae) 0,535 *
(1.96)

Ausencia de salida directa 
al mar (nsea)

-0,413 ***
(-3,21)

-0,245 **
(-2,16)

-0,232 **
(-2,06)

-0,300***
(2,69)

-0,350***
(-2,74)

Latitud (Lat) 1,704 ***
(3,39)

0,088
(0,19)

0,08
(0,23)

Common Law 0,002
(0,02)

-0,073
(-0,60)

-0,709
(-0,56)

África Subsahariana -0,944 ***
(-6,79)

-0,962 ***
(-6,57)

-0,819 ***
(-4,42)

-0,683 ***
(-3,35)

Centrado R2
No Centrado R2

 0,666
0,993

 0,755
 0,995

0,758
0,995

0,877
0,997

0,871
0,997

Infraidentificación K-P test 
(p-value)
Débil identificación. Test 
K-P (valor críticoe)
Sobreidentificación. H-J 
test (p-value)

2(2)=25,44 (0,000)

23,45 (10%= 13,43) 

2(1)=2,57 (0,108)

2(3)=28,65 (0,000)

18,12 (10%= 16,87) 

2(2)=1,34 (0,511)

2(3)=29,80 (0,000)

19,68 (10%= 16,87) 

2(2)=1,33 (0,514)

2(4)=20,48 (0,000)

12,48(15%= 11,22) 

2(3)=4,21 (0,238)

2(4)=13,13 (0,010)

9,40 (10%= 7,77) 

2(3)=4,30 (0,230)

Test sobre instrumentos 
Sobreidentificación Sargan 
test (p-value)
Infraidentificación Anderson 
test (p-value)
Instrumentos débiles 
Cragg-Donald (valor crítico)

2(1)= 2,62 (0,105)

2(2)= 48,54 
(0,000)

23,63 (10% = 
13,43)

2(2)= 0,67 (0,714)

2(3)= 48,59 
(0.000)

17,48 (10% = 
16,87)

2(2)= 0,69 (0,705)

2(3)= 46,87 
(0,000)

16,48 (10% = 
16,87)

2(3)= 3,81 (0.281)

2(4)=36,93 (0,000)

11,52 (15% = 
11,22)

2(3)= 3,70 (0,294)

2(4)=21,94 (0,000)

4,46 (30% = 4,40)

Shea partial R2 (partial R2) ig: 0,410 (0,417)
ltr: 0,352 (0,358)

ig: 0,413 (0,419)
ltr: 0,352 (0,357)

ig: 0,416 (0,429)
ltr: 0,352 (0,363)

ig: 0,589 (0,623)
ltr: 0,445 (0,471)

ig: 0,375 (0,773)
ltr: 0,464 (0,495)

Lmae: 0,303 
(0,619)

Number of countries 141 141 141 85 76

Columna (1): Variables instrumentadas: ig y ltr; Instrumentos incluidos: no acceso al mar y latitud; Instrumentos excluidos: logaritmo 
renta per cápita en1900, esa variable al cuadrado, logaritmo de la población, potencia mercado regional.

Columna (2): Variables instrumentadas: ig y ltr; Instrumentos incluidos: no acceso al mar, latitud, dummy Asia; Instrumentos excluidos: 
logaritmo renta per cápita en1900, esa variable al cuadrado, logaritmo de la población, potencia del mercado regional.

Columna (3): Variables instrumentadas: ig y ltr; Instrumentos incluidos: no acceso al mar, latitud, origen legal y origen colonial 
británico; Instrumentos excluidos: logaritmo renta per cápita en1900, esa variable al cuadrado, logaritmo de la población, potencia del 

mercado regional.
Columna (4): Variables instrumentadas: ig y ltr; Instrumentos incluidos: no acceso al mar, latitud, origen legal, origen colonial británico 

y dummy Asia; instrumentos excluidos, logaritmo renta per cápita1900, logaritmo de población, logaritmo de la fragmentación étnica, 
dummy Europa del Este.

Columna (5): Variables instrumentadas: ig, ltr, lmae; Instrumentos incluidos: no acceso al mar, latitud, origen legal y origen colonial 
británico; instrumentos excluidos: logaritmo renta per cápita 1900, logaritmo de la población, logaritmo de la fragmentación étnica, 

latitud, logaritmo de los años medios de educación en 1960 y dummy Europa del Este.
Nota: (***), (**) y (*): significación de la variable al 99, 95 and 90 por ciento, respectivamente.

Fuente: Alonso (2011).
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La posible presencia de núcleos urbanos densamente poblados en el 
entorno regional más cercano al país parece haber contribuido al desarrollo de 
su grado de apertura. No obstante, esta última variable no aparece como signi-
ficativa en la explicación del nivel de desarrollo alcanzado. Tampoco influye 
directamente sobre los logros de desarrollo la fragmentación étnica del país, si 
bien esta variable tiene un efecto indirecto negativo a través de la calidad insti-
tucional. Por último, el modelo muestra que el comportamiento de África 
Subsahariana es relativamente excepcional. En suma, la estimación confirma 
que, aunque no de una manera exclusiva, las instituciones son el principal y 
más robusto factor explicativo del nivel de desarrollo de los países. 

4. Determinantes de la calidad institucional

Si las instituciones inciden en el proceso de desarrollo, es razonable preguntar-
se acerca de los factores que, a su vez, mejoran la calidad institucional. Al fin, 
será operando sobre esos factores la vía a través de la cual los países podrán 
mejorar su desempeño económico. 

4.1. Planteamiento doctrinal

Muchos analistas trataron de identificar las variables que explican la calidad 
institucional recurriendo a factores históricos o geográficos del país, en conso-
nancia con la inercia que caracteriza el cambio institucional. A este respecto se 
identificaron entre las posibles variables explicativas aquellas relacionadas con 
la localización del país —su ubicación entre los trópicos—, el origen colonial del 
que procede, la tradición jurídica de su sistema legal, la matriz religiosa domi-
nante, la fragmentación etnolingüística de su sociedad o la disposición de una 
generosa dotación de recursos naturales valiosos. Conviene señalar que la fun-
damentación teórica de alguna de estas relaciones es discutible (Alonso, 2007) 
y que muchas de ellas pierden su significatividad estadística cuando se combi-
nan con variables de control relacionadas con el nivel de desarrollo del país 
(Alonso y Garcimartín, 2008). 

En un trabajo previo, Alonso y Garcimartín (2008) procedieron a un enfo-
que más analítico, tratando de identificar previamente los criterios que definen 
una institución “de calidad”. Como antes se ha señalado, las instituciones 
constituyen una vía para reducir el grado de discrecionalidad con que operan 
los agentes y, a través de ello, limitar los comportamientos oportunistas; y, 
además, en la medida en que modulan comportamientos sociales, las 
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instituciones permiten la interacción social y la acción colectiva con menores 
costes de coordinación. Teniendo en cuenta estas funciones, en Alonso y 
Garcimartín (2008 y 2011) se sugieren como criterios de la calidad institucional 
los cuatro siguientes: en primer lugar, la eficiencia estática, medida por la capa-
cidad que una institución tiene para promover equilibrios que agoten las posibi-
lidades que brinda la frontera tecnológica; en segundo lugar, la credibilidad (o 
legitimidad), medida por la capacidad de la institución para trazar contratos inter-
temporales creíbles; en tercer lugar, la seguridad (o predictibilidad): medida por la 
capacidad para reducir la incertidumbre asociada a la interacción humana; y, por 
último, la adaptabilidad (o eficiencia dinámica), medida por la capacidad de las 
instituciones para anticiparse a los cambios de la realidad social.

4.2. Estimación

En Alonso y Garcimartín (2011) se analizan los determinantes de la calidad 
institucional, poniéndolos en relación con los criterios de calidad institucional 
anteriormente mencionados (tabla 2). De acuerdo a los resultados obtenidos en 
ese trabajo, aquellos factores de origen geográfico o histórico identificados en 
otras investigaciones o bien no tienen efecto alguno sobre la calidad de las ins-
tituciones (una vez se controla por el nivel de desarrollo de los países) o bien 
ejercen su influencia de manera indirecta. 

En esencia, la calidad institucional aparece condicionada, en primer lugar, 
por el nivel de desarrollo de los países: una variable que opera sobre la calidad de 
las instituciones a través tanto de la oferta como de la demanda. En el primer 
caso, porque condiciona la disposición de recursos para la generación de insti-
tuciones de calidad; en el segundo, porque da lugar a una demanda más exigen-
te de instituciones de calidad. 

La segunda variable que resulta significativa es la distribución de la renta, 
que se supone conecta con el criterio de legitimidad defendido páginas atrás. 
En primer lugar, porque una fuerte desigualdad propicia intereses discrepantes 
entre los distintos grupos sociales, lo que, a su vez, es fuente de conflictos, 
inestabilidad sociopolítica e inseguridad. En segundo lugar, porque la des-
igualdad facilita que las instituciones queden capturadas por los grupos de 
poder, de modo que su acción se oriente a intereses particulares más que al bien 
común. En tercer lugar, porque disminuye la disposición de los agentes sociales 
a la acción cooperativa y favorece el despliegue de prácticas de corrupción y de 
búsqueda de rentas. 

El tercer factor que resulta significativo es el nivel educativo de la población, 
que incide muy directamente sobre la calidad de las instituciones mejorando su 
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eficiencia dinámica. La mayor formación de las personas permite la conforma-
ción de instituciones de mayor calidad y preparadas para el cambio. Además, la 
propia sociedad, en la medida en que está compuesta por personas mejor for-
madas, es más demandante de instituciones abiertas y dinámicas. Se trata de 
una variable mucho menos considerada en la literatura empírica previa. 

Tabla 2

Determinantes de la calidad institucional

Variable Valor Ratio t

Constante -2,64 1,76

PIB per cápita 0,27 1,96

Índice de GINI -0,76 2,47

Impuestos 0,72 2,83

Educación 0,32 1,70

Tasa de apertura 0,12 1,04

Oriente Medio y N. África -0,59 2,49

Eur. y Asia Central -0,69 4,73

R2 ajustado 0,80

Nº Observaciones 78

Test de infraidentification: estadístico Kleibergen-Paap 
(valor de χ2 (6)) 14,00 (12,59)

Estadístico J (valor de χ2 (5)) 10,89 (11,07)

Endógenas PIB per cápita 2004, Índice de Gini, impuestos, educación y tasa de apertura

Instrumentos
PIB pc 1990, (PIB pc 1990)2, hidrocarburos, educación 1990, fragmentación étnica, 
población y dummies regionales

Variables instrumentales. Estimaciones robustas

Fuente: Alonso y Garcimartín (2011).

Por último, el cuarto determinante es la dimensión y origen de los recursos del 
Estado, una variable crucial que afecta tanto a la eficiencia estática como a la 
legitimidad de las instituciones. La disposición de recursos suficientes por 
parte del Estado facilita la generación y consolidación en el país de institucio-
nes de calidad, pero para que ese efecto se produzca es muy relevante conside-
rar la naturaleza de esos recursos. En concreto, los recursos de origen imposi-
tivo reclaman un pacto fiscal sobre el que se asienta una relación más exigente 
entre Estado y ciudadanía. Como consecuencia, habrá una mayor transparencia 
y rendición de cuentas por parte del Estado, dando lugar a instituciones de 
mayor calidad. Esto no sucede, sin embargo, en ingresos de origen no tributa-
rio, como los procedentes de empresas públicas o de la explotación de recursos 
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naturales, que incluso pueden tener un efecto negativo sobre la calidad institu-
cional (como muestra la literatura sobre la maldición de los recursos naturales). 

De la estimación realizada se extrae una conclusión relevante: si un país 
quiere mejorar la calidad de sus instituciones debe invertir en la educación de 
sus ciudadanos, promover una mejor distribución de la renta en su seno y esta-
blecer un más sólido pacto fiscal con su ciudadanía. Al tiempo, a mayor nivel de 
desarrollo dispondrá de mayores medios para erigir instituciones de calidad y 
tendrá también una demanda más activa y exigente de este tipo de institucio-
nes. Obviamente, aunque estos son los factores que emergen de la estimación, 
no cabe descartar que otros adicionales (aquí no estimados) puedan influir 
igualmente en la calidad institucional. 

5. El proceso de cambio en las instituciones cubanas

5.1. Las perspectivas para la calidad institucional

No hay duda de que ha comenzado un proceso de cambio institucional en Cuba. 
No obstante, este avanza a un ritmo que está por debajo de las expectativas de 
sectores importantes de la población, que desearían una secuencia más diná-
mica de reformas. En todo caso, no ha habido un solo año desde 2008 en que no 
se haya modificado alguna regulación propia del pasado. En paralelo, el gobier-
no y los medios estatales han acompañado las transformaciones con nuevos 
discursos, más francos en el reconocimiento de los errores pasados y en el 
diagnóstico de la severidad de los problemas del presente. No cabe pensar en 
que esta secuencia lenta y pautada de reformas se modifique, en gran medida 
porque el gobierno ha hecho de la gradualidad una seña de identidad en el pro-
ceso de cambio que quiere impulsar. De hecho, previo a generalizar las refor-
mas, el gobierno casi siempre trata de probar sus efectos a través de experiencias 
piloto en algún municipio o sector. El problema, en todo caso, es el contraste 
que puede existir entre las reclamaciones de tiempo que impone esa secuencia 
gradual de reformas, por una parte, y el horizonte temporal que brindan las 
exigentes condiciones del entorno o la longevidad previsible de los dirigentes 
del Estado cubano, muy particularmente de Raúl Castro, que es quien persona-
liza las reformas. 

En todo caso, y frente a experiencias anteriores, es difícil pensar que, en 
esta ocasión, sea plausible un desmontaje de las reformas ya acometidas. La 
pérdida de legitimidad de las instituciones que han regido la economía y la 
sociedad cubana en el pasado y su tradicional bajo nivel de eficiencia (estática y 
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dinámica) reclaman una acción reformadora de calado. Algo que resulta obliga-
do si se quiere que los cambios en el modelo económico sean efectivos. Para 
analizar las posibilidades de ese cambio institucional, puede ser útil revisar el 
grado de cumplimiento en el caso cubano de los cuatro criterios de calidad 
antes mencionados. 

Pues bien, de esos criterios, el sistema cubano cumplimentaba en su ori-
gen aceptablemente dos: la previsibilidad y la legitimidad institucional. En el 
primer caso —la previsibilidad—, porque el gobierno mantuvo un marco insti-
tucional notablemente estable una vez realizadas las principales transforma-
ciones revolucionarias en los años sesenta y tras aproximarse en los años seten-
ta a las instituciones de corte básicamente soviético. Desde entonces, no es que 
no hubiera cambios en la orientación de las políticas económicas, pero estos 
fueron más la excepción que la regla, además de que en muchos casos los cam-
bios vinieron marcados por el signo de la transitoriedad (como ocurrió en los 
años noventa). En el segundo caso —la legitimidad institucional—, porque el 
régimen salido de la revolución gozó de un amplio respaldo social, que se man-
tuvo durante un largo periodo de tiempo, pese a no contar con mecanismos 
abiertos de debate y participación social en los procesos de decisión colectiva y 
de selección de las estructuras de poder. El origen de la revolución cubana y las 
conquistas sociales que esta supuso para amplios sectores de la población ayudó 
a asentar ese proceso de legitimación institucional, conseguido por vías ajenas 
a las tradicionalmente consideradas democráticas. 

Por el contrario, caracterizó al sistema institucional una muy baja eficien-
cia estática, que en gran medida quedaba oculta por las relaciones ventajosas 
comerciales y financieras con la extinta URSS. Los fallos en esta dimensión de 
la calidad institucional se hicieron, sin embargo, evidentes una vez que el país 
debió enfrentarse a un entorno internacional de mercado, una vez producido el 
desmoronamiento del bloque de economías planificadas. Al inicio de los años 
noventa tales ineficiencias podían parecer motivadas por el shock externo reci-
bido, pero transcurridas dos décadas tras aquellos acontecimientos, pocas 
dudas existen en la actualidad acerca de su profunda raíz estructural. Más de 20 
años sin poder recuperar los agotados ingresos de la familia media cubana, el 
estancamiento sistemático de la agricultura y la industria, y el bajo retorno de 
las cuantiosas inversiones destinadas por décadas a la educación, han sido las 
principales señales de la ineficiencia institucional. Más recientemente han 
aflorado otras evidencias sobre los problemas institucionales asociados a la 
corrupción en las organizaciones estatales y, en general, a la extendida presen-
cia de actividades de búsqueda de rentas motivadas por la abusiva presencia del 
Estado en la vida económica. 
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Pero quizás es la limitada eficiencia dinámica la debilidad básica que ha 
venido caracterizando al sistema institucional cubano, que se ha demostrado 
incapaz de responder con la agilidad debida a los cambios de su sociedad y a la 
mutación en las circunstancias internacionales. El peso de la inercia ha sido 
muy marcado, en un entorno que, sin embargo, ha cambiado de forma muy 
acelerada. A diferencia de China y Vietnam, que hicieron cambios tempranos, 
evitaron la contracción de su economía tras la desaparición del campo socialis-
ta y pusieron en marcha procesos de crecimiento muy dinámicos, el PIB cubano 
cayó un 35 por ciento entre 1991 y 1993 y solo como respuesta de urgencia ante 
la enorme crisis se liberalizaron algunos espacios económicos, que más adelan-
te se cerraron de nuevo una vez que la economía se empezó a recuperar y se 
encontraron nuevos aliados internacionales para aliviar las restricciones 
financieras o de abastecimiento de materias primas a la economía cubana. En 
gran medida cabe decir que el marco formal de las instituciones cubanas ha 
mantenido, con ligeras correcciones, buena parte de las estructuras institucio-
nales y normativas que eran propias de la era soviética, a pesar de acumularse 
suficiente evidencia fuera y dentro de Cuba de sus ineficiencias estructurales. 

En los últimos tiempos se ha producido un cambio en esta caracterización 
de los factores de calidad institucional. En particular, se ha debilitado de modo 
muy notable la legitimación (o credibilidad) del marco institucional, sin que se 
mejorase en ninguno de los otros parámetros. En particular, parece haberse 
roto el contrato intertemporal implícito en el que esas instituciones descansa-
ban, generando una desafección por parte de sectores jóvenes de la población 
que ven en la emigración la única alternativa. La “salida” individual como res-
puesta, ante lo difícil que resulta preservar la “lealtad” a un marco institucional 
manifiestamente obsoleto e ineficiente y los obstáculos que existen para erigir 
una “voz” colectiva que aliente un cambio institucional como el que se reclama-
ría. La incapacidad de recuperar el valor de los salarios reales después de trans-
curridos más 20 años de la caída del campo socialista y el deterioro gradual de 
los servicios de salud y educación —pilares en los que se sostenía la legitimidad 
de las instituciones revolucionarias— contribuyen a generar un cierto sentido 
de frustración con respecto al modelo previo y la ausencia de canales institucio-
nalizados para canalizar la voz y la reclamación de los sectores sociales descon-
tentos, alientan que estos vean en la salida individual (emigración) su principal 
vía de progreso. 

El proceso de reforma actual pretende mejorar los niveles de eficiencia 
estática y, sobre todo, de eficiencia dinámica del marco institucional cubano. 
No obstante, los cambios son hasta el momento demasiado tenues para conse-
guir la deseada adaptación de la economía cubana al contexto internacional, 
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sentando las bases para un nuevo modelo de crecimiento y de mejora social. 
Como consecuencia, las ganancias en el ámbito de la legitimación son todavía 
leves y, en cambio, se ha incrementado el nivel de inestabilidad y riesgo con el 
que los cubanos observan el futuro. La ausencia de un mensaje claro acerca del 
modelo de economía y de sociedad que se quiere para el futuro hace que el pro-
ceso de reforma se perciba cargado de incertidumbres. Para ciertos sectores 
—subempleados públicos y burócratas del Partido Comunista de Cuba (PCC), 
por ejemplo— esa incertidumbre lleva aparejada una percepción negativa acer-
ca de los posibles costes que el proceso de reforma les puede comportar. No es 
extraño que estos sectores nutran los núcleos de resistencia a los procesos de 
cambio. 

Pese a esas resistencias, parece avanzarse en el proceso de reformas, que 
obligadamente comportará un ejercicio de innovación institucional. Para alen-
tar ese proceso Cuba parte de algunos activos que conviene considerar. El prin-
cipal de ellos es el elevado nivel educativo de la población. Como se apuntó 
anteriormente, este factor puede afectar de forma positiva la calidad institucio-
nal, por la doble vía de mejorar la eficiencia tanto estática como dinámica del 
marco institucional disponible. En el caso de Cuba, se parte en este ámbito de 
una notable ventaja, aun a pesar de los embates sufridos por el sector desde la 
crisis de los años noventa. Una de las mayores críticas que se le hacen al sistema 
cubano es su incapacidad de poner en función de la innovación y el crecimien-
to económico las ingentes inversiones realizadas en capital humano. Sin negar 
esta crítica, podría contemplarse como retorno de esa inversión la existencia de 
una ciudadanía más demandante de instituciones de calidad, estando dispuesta 
y con capacidad a participar en su creación si se le brindasen los espacios para 
ello. 

Hay, no obstante, dos factores que operan en sentido inverso, el relativo 
cierre de la economía y sociedad cubana a la influencia internacional y el tipo 
de relación que existe entre ciudadanía y Estado (que tiene su traducción en los 
modos de financiación de este último). Veamos ambos aspectos.

Si bien Cuba abrió su abanico de relaciones comerciales y financieras en 
los años noventa, esta apertura se detuvo en la primera década de este siglo al 
concentrarse los vínculos exteriores en su relación con Venezuela y retomarse 
la centralización financiera y la estructura monopólica del Estado en el comer-
cio interno y externo. Pese a ello, el peso del comercio exterior en el PIB cuba-
no es elevado. Se da así la paradoja de que Cuba es una economía notablemente 
dependiente del exterior, pero encerrada en un marco normativo que hace que 
la economía (y la sociedad) tenga notables dificultades para mantener un flujo 
fluido (económico y no económico) con el entorno internacional. Ese marco 
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normativo restrictivo genera un doble tipo de problemas desde el punto de vista 
institucional. En primer lugar, las restricciones, la centralización y la discrecio-
nalidad con que se maneja el comercio interno, externo y la inversión extranjera, 
es caldo de cultivo para las actividades de búsqueda de renta, al mismo tiempo que 
dificulta los procesos de aprendizaje de las mejores prácticas a nivel internacio-
nal, en detrimento de la calidad institucional. En segundo lugar, hace que los 
individuos no dispongan de toda la información que sería deseable en cuanto a 
modelos institucionales alternativos, sobre los que construir sus propias opcio-
nes. Esto limita, sin duda, las potencialidades que para la reforma institucional 
aparecen asociadas al capital humano de que dispone el país.

Pasemos al segundo problema: el tipo de relación entre Estado y ciudada-
nía. Hasta el momento esa relación ha estado basada en una marcada concep-
ción paternalista del Estado. Se supone que al Estado le corresponde identificar 
y resolver los problemas que padecen los ciudadanos, siendo estos últimos 
agentes pasivos de las políticas públicas. Los limitados canales para la transmi-
sión de la voz y representación de la ciudadanía y el absoluto control de los 
medios de producción por parte del Estado justificaban el tipo de relación antes 
sugerido. El relanzamiento del sector privado y la consecuente modificación del 
sistema tributario crean perspectivas de una importante variación en este tipo 
de relación entre Estado y ciudadanía (el capítulo 4 del presente libro abunda 
en el nuevo sistema impositivo). Por primera vez se plantea, a través de la refor-
ma fiscal, una relación de mutua dependencia entre ciudadanía y Estado: en la 
medida en que se amplíe el grado de autonomía de los agentes, se permita a 
estos disponer de fuentes propias de ingresos y el Estado tenga que acudir a 
ellas para financiarse a través de impuestos, se sentarán las bases para que los 
ciudadanos tengan una actitud más independiente y reclamante respecto al 
Estado, al tiempo que este se verá obligado a un más franco ejercicio de rendi-
ción de cuentas frente a la ciudadanía. No obstante, es previsible que ese cam-
bio tome tiempo y en cualquier caso dependerá de las dimensiones que efecti-
vamente alcance el sector no estatal. Mientras tanto, el origen de los recursos 
estatales seguirá llegando desde las empresas públicas y de las rentas extraor-
dinarias provenientes del monopolio del comercio interno y externo. Por tanto, 
la estructura de los ingresos estatales seguirá actuando en contra de una rela-
ción más equilibrada con la ciudadanía.

Entre las transformaciones de los últimos años, hay dos que tendrán un 
impacto innegable en el orden institucional preexistente. En primer lugar, la 
provisión de empleo para las familias fuera de las empresas y organizaciones 
estatales, como consecuencia de la expansión de un sector privado y cooperati-
vo. En segundo lugar, la reciente decisión de flexibilizar las restricciones para 
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la salida y entrada al país, en particular, la eliminación del requerimiento de 
permiso de salida para la gran mayoría de los ciudadanos. Se trata de dos meca-
nismos que condicionan la relación Estado-ciudadanía y el control del primero 
sobre el segundo. La provisión monopólica del empleo por parte del Estado y la 
prerrogativa de este para decidir quién puede y quién no puede entrar o salir del 
país probablemente estén entre los factores que más coartaban la relación más 
autónoma y exigente de las familias con las instituciones gubernamentales. Los 
efectos de dichas transformaciones tampoco serán inmediatos, pero en la 
medida que se extiendan y los ciudadanos constaten y tomen conciencia de la 
autonomía que le aportan los nuevos espacios, vendrán cambios significativos 
en los equilibrios institucionales.

5.2. Fuentes de resistencia y tensiones distributivas

Si bien hay segmentos de la población que esperan una dinámica de cambios 
más ágil, también son visibles diversas fuentes de resistencia desde otros sec-
tores de la sociedad cubana (Vidal, 2011). En primer lugar, como es lógico, esas 
resistencias provienen de los potenciales perdedores del proceso de ajuste 
laboral y de subsidios, entre los que se encuentran los desempleados estatales, 
los jubilados y las familias más dependientes de los subsidios estatales. Las 
políticas fiscal y social tendrían que ser capaces, mediante el nuevo sistema 
tributario, de captar parte de los ingresos que perciban los ganadores de la 
reforma para así contar con nuevos recursos para solventar la asistencia social 
a los grupos más vulnerables. La velocidad de los cambios tendría que garanti-
zar en todo lo posible un adecuado equilibrio entre ajuste, liberalización de 
nuevos espacios para la obtención de ingresos de forma privada y protección 
social —dentro de una política que, también en este ámbito, intenta reformarse 
(véase capítulo 5) —. Al mismo tiempo, para que la reforma avance sin sobresal-
tos debe ser creíble, aportar beneficios visibles en lo inmediato aunque no 
todos los reciban en la misma proporción, y debe brindar un horizonte donde 
los ciudadanos perciban la posibilidad de progreso en relación al estancamien-
to en que ha quedado el país desde los años noventa. Los cambios también 
sumarían seguidores si se produce un rompimiento de las barreras que han 
aislado al país de un grupo de tecnologías, bienes de consumo, servicios e 
información del resto del mundo. 

Una segunda fuente de resistencia se asienta en los valores y creencias de 
gran parte de los ciudadanos, donde pesan cincuenta años de un sistema con 
pleno empleo, subsidios generalizados y muy poca presencia de relaciones 
mercantiles y formas no estatales de producción. En una parte de 
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los ciudadanos todavía existe como ideal los años ochenta y la aspiración de 
regresar a los niveles de vida de aquellos años, sin necesidad de hacer grandes 
cambios en el sistema. Todos estos son obstáculos políticos e ideológicos que 
deben vencerse si se quiere llevar la reforma a buen término.

Indiscutiblemente, el cambio institucional no es solo la aprobación de un 
nuevo marco normativo, sino la progresiva modificación de las percepciones y 
juicios que los actores sociales tienen sobre las nuevas reglas. Lo primero ocu-
rre en un momento puntual del tiempo, lo segundo requiere de periodos más 
dilatados, en parte porque remite a realidades menos expresas y más enraizadas 
en la conducta de los individuos. No obstante, es difícil que nuevas institucio-
nes formales funcionen sin que, al tiempo, se despliegue una institucionalidad 
informal (valores, convenciones, etc.) coherente con aquella. 

A este respecto, es difícil ponderar la percepción que tienen los cubanos 
sobre el sector privado y el mercado. Tal vez las nuevas generaciones sean las 
más propensas a aceptar las renovadas instituciones en el funcionamiento de la 
economía. Sin intenciones de exagerar o caricaturizar el aislamiento de la 
sociedad cubana ni desvalorizar su capacidad crítica, es razonable suponer que 
existen sesgos en su visión sobre la reforma, dada la existencia de una prensa 
que se ha mantenido bajo control partidista, el muy bajo acceso a Internet, las 
restricciones para viajar libremente y todo un sistema comunicativo y educativo 
que ha promovido una ideología que desvaloriza casi todo lo que no es estatal. 
La eficacia del “trabajo político ideológico” del PCC, ejecutado por décadas, se 
convierte en un bumerán en contra del cambio de mentalidad que se requiere 
ahora para hacer avanzar el apoyo a la reforma y, con él, las bases cognitivas para 
las nuevas instituciones.

El sector de trabajadores por cuenta propia representa la punta de lanza en 
esta batalla contra la resistencia proveniente de los estigmas enraizados. El pro-
pio periódico Granma, órgano oficial del PCC, ha expresado que “[…] debemos 
alejarnos de aquellas concepciones que condenaron el trabajo por cuenta propia 
casi a la extinción y a estigmatizar a quienes decidieron sumarse a él […]”. El 
rotativo se ha convertido en el divulgador por excelencia de las instrucciones para 
acceder a una licencia y ha exigido que estas se otorguen de forma expedita, ata-
cando sistemáticamente a los “burócratas que traban el proceso”. El presidente 
Raúl Castro, en un discurso en la Asamblea Nacional en diciembre de 2010, plan-
teaba, en relación al trabajo por cuenta propia, que se debe “facilitar su gestión y 
no generar estigmas ni prejuicios hacia ellos y menos aún demonizarlos”, para 
más adelante afirmar que “esta vez no habrá retroceso”. Estas apelaciones son 
reveladoras de las dificultades que comporta —incluso en ámbitos asociados a 
valores y convenciones sociales— avanzar en la reforma.
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Una tercera forma de resistencia proviene precisamente de la llamada 
“burocracia”. Dado el tamaño del Estado, su control sobre la vida ciudadana 
y el grado de discrecionalidad de sus decisiones, los espacios para las activi-
dades de búsqueda de renta (rent seeking) son muy dilatados. La escasa o nula 
transparencia con que operan las instituciones estatales les protege del 
escrutinio público. Durante el proceso actual de reforma algunos hechos y 
procedimientos han quedado al descubierto, pero la verdadera dimensión de 
los costos de sus acciones y su resistencia a los cambios para defender sus 
cuotas de poder es todavía un asunto pendiente por dilucidar. La burocracia 
política también cierra puertas y pone freno a los cambios haciendo uso de 
su ilimitado poder, repitiendo consignas del pasado y retomando el argu-
mento de que “el enemigo” puede aprovechar cualquier brecha para destruir 
la revolución. Ciertamente, la anquilosada política estadounidense hacia la 
isla le sigue regalando un capital político a los grupos que se oponen a la 
reforma. 

Como se ha señalado, la gradualidad de los cambios es una de las vías 
por las que se ha optado para aminorar las resistencias al proceso. Se trata de 
un recurso comprensible, pero que se enfrenta al limitado horizonte vital de 
la generación de líderes que son reconocibles para la sociedad cubana y que 
choca con las exigencias de un entorno cada vez más dinámico que requiere 
procesos de adaptación más ágiles, so pena de condenar a una generación 
más a un atraso no deseado. Por ello, una alternativa para vencer las resis-
tencias a la reforma es hacer que a corto plazo haya resultados positivos sig-
nificativos, en las expectativas y condiciones de vida de la población, de 
modo que se amplíe la base social favorable a la reforma y se disminuya el 
peso de los sectores más críticos. Ya han transcurrido cinco años (lo que 
usualmente se reconoce como mediano plazo) desde que Raúl Castro tomó el 
poder y comenzara el proceso de reforma y la dinámica gradual de cambios 
no ha ofrecido los resultados previstos, en particular en la agricultura, que 
fue el sector por donde primero comenzaron las transformaciones. La evo-
lución macroeconómica tampoco colabora en exceso con este propósito, ya 
que desde 2008 la economía cubana mantiene un bajo ritmo de crecimiento 
(véase capítulo 1). El trabajo por cuenta propia, la microempresa y las coo-
perativas parecerían ser los mejores candidatos para acelerar los cambios y 
obtener resultados visibles a corto plazo. A diferencia de la gran empresa, 
este es un sector con gran flexibilidad para adaptarse a un nuevo marco de 
incentivos y donde la burocracia no impone una inútil inercia (véase Vidal, 
2012a, para una comparación de la velocidad de los cambios con el caso viet-
namita).
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6. Instituciones para el desarrollo de los mercados

Cuba está comprometida en un importante cambio institucional tendente a 
ampliar el espacio de acción de los mercados. Ahora bien, ¿cuáles son las ins-
tituciones más centrales para avanzar en ese proceso? Aunque existen otras 
propuestas taxonómicas (Rodrik, 1999), aquí se considera adecuado partir de 
las funciones económicas básicas que le son atribuidas al Estado. En concreto, 
al Estado le caben cuatro funciones muy centrales: i) definir el orden normati-
vo básico de la vida económica; ii) asumir la actividad regulatoria, tratando de 
corregir los fallos de mercado; iii) mantener la estabilidad macroeconómica, 
para atenuar el coste de los ciclos; y iv) por último, modificar la distribución de 
la renta en sentido igualitario para legitimar las instituciones y atenuar el con-
flicto social. Dada su amplitud, se distinguirán dos aspectos de la actividad 
regulatoria, diferenciando entre la que se refiere a la promoción de la compe-
tencia y la que alude a otros fallos de mercado, relacionados con las actividades 
de coordinación y de fomento de los mercados. 

Tabla 3 

Instituciones para el desarrollo de los mercados

Ejes fundamentales 

Instituciones para el 
desarrollo de los mercados 

1. Definición y protección de los derechos económicos básicos

2. Promoción de la competencia en los mercados

3. Corrección de problemas de coordinación y de otros fallos de mercados

4. Promoción de la estabilidad y el crecimiento

5. Cohesión social y gestión eficaz del conflicto

Fuente: ¿?

Veamos los contenidos básicos de estos cinco ejes.

6.1. Definición y protección de los derechos económicos básicos

El funcionamiento del mercado se basa en la relación existente entre el esfuer-
zo que realizan los agentes para contribuir a la producción de los bienes y ser-
vicios, a través de los precios, y el beneficio privativo que obtienen al acceder a 
su disfrute. Para que esa relación se sostenga es necesario que estén debida-
mente definidos y protegidos los derechos de propiedad. Ningún proyecto 
productivo o inversor se realizaría si no existiesen garantías de que se puede 
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acceder, de manera segura, a los beneficios que se deriven de ese esfuerzo. Para 
ello se requiere de la existencia de un marco normativo que garantice el dere-
cho de propiedad, otorgue seguridad jurídica a las transacciones económicas y 
disponga de los resortes jurídicos y penales para perseguir los delitos e incum-
plimientos en estos ámbitos. 

a) Definición y registro de los derechos de propiedad
Para algunos bienes y activos es importante que el reconocimiento de la propie-
dad quede debidamente acreditado por medio de un adecuado sistema público de 
registro. De este modo, se deja constancia oficial e inequívoca de la titularidad 
de los bienes o activos ante cualquier transacción, garantía o reclamación. Esto 
es especialmente relevante en el caso de aquellos bienes no reproducibles 
(como tierras, edificios o productos artísticos), los que son fácilmente devalua-
dos a través de usurpación, réplica o imitación (patentes, diseños, obras de arte 
o marcas) y aquellos que, en general, son de propiedad nominativa. En estos 
casos deben existir sistemas de registros públicos de la propiedad que sean 
eficaces, accesibles y trasparentes. 

b) Seguridad jurídica de los contratos
Ahora bien, no basta con que existan adecuados sistemas de registro de la pro-
piedad, es necesario que se dé también un clima de seguridad jurídica, que per-
mita que las transacciones económicas se hagan con garantías. El sistema de 
mercado se basa en un régimen continuado de transacciones económicas, que 
comporta el cambio en la titularidad en los bienes y activos. Semejantes cam-
bios tienen que hacerse en un marco legal que garantice el adecuado desenvol-
vimiento de esas transacciones. La consolidación de un clima de seguridad 
jurídica reclama alejar el riesgo de la expropiación, ya esté motivada por razones 
políticas, ya por criterios económicos no adecuadamente fundamentados. Al 
tiempo, se requiere la existencia de un sistema de aseguramiento y de reclama-
ciones que resulte eficaz y creíble. En este ámbito se encontraría el procedi-
miento legal para el tratamiento de las disputas comerciales y de las quiebras 
económicas. La normativa, al respecto, debe tratar de reducir al máximo los 
costes, fijando responsabilidades y garantizando una equilibrada resolución de 
los diversos intereses en juego. Un aspecto de especial interés en este ámbito es 
el que se refiere a la ejecución de los contratos públicos. Dado el importante peso 
que el Estado tiene en la vida económica y el efecto de demostración que la 
acción pública comporta, es importante que la defensa de la seguridad jurídica 
para las transacciones económicas empiece por la propia actuación pública, a 
través de normas concursales claras y de un sistema de garantías al que puedan 
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recurrir los agentes privados. Por último, una de las prácticas que atentan con-
tra un clima adecuado de seguridad jurídica es la que tiene que ver con la corrup-
ción, tanto la denominada extractiva, en la que se usa un puesto público para 
beneficio privado, como la colusiva, fruto de un acuerdo entre corruptor y 
corrupto a costa de terceros. En ambos casos hay una vulneración de un orden 
jurídico relacionado con la propiedad y la gestión económica. 

6.2. Promoción de la competencia en los mercados

El adecuado funcionamiento del régimen de mercado se asienta sobre el ejer-
cicio permanente de la competencia entre los diversos agentes en un espacio 
común de concurrencia. Solo en un entorno de competencia es posible justifi-
car que el equilibrio de mercado se aproxime a lo que se considera un óptimo 
social (en el sentido de Pareto). No obstante, la competencia no es un resultado 
espontáneo ni obligado de la existencia de un régimen de propiedad privada. A 
través de muy diversos procesos y mecanismos se pueden generar obstáculos a 
la competencia que terminen por alterar el adecuado comportamiento de los 
mercados. Para evitar estas situaciones, es importante disponer de institucio-
nes orientadas a preservar el clima de competencia en los mercados, estable-
ciendo los marcos normativos más adecuados para ello y penalizando los 
comportamientos indebidos. 

a) Acceso a los mercados 
El clima de competencia está altamente condicionado por la capacidad para el 
acceso de potenciales competidores al espacio de concurrencia del mercado. 
Como es sabido, incluso en aquellos casos en que existen elevados niveles de 
concentración, las capacidades para que los agentes instalados ejerzan su poder 
de mercado depende de lo contestables que sean los mercados. De ahí la impor-
tancia de reducir las barreras a las que se enfrentan los potenciales nuevos 
competidores para acceder al mercado. Esto comporta una normativa adminis-
trativa y fiscal favorable para la puesta en marcha de iniciativas empresariales. 
Por supuesto, para activar el clima de competencia en los mercados, lo impor-
tante es potenciar la movilidad de la demografía empresarial, lo que afecta tanto 
a las entradas (nacimientos) como a las salidas (cierres) de empresas en los 
mercados. 

b)Información fiable sobre los mercados
Para que pueda regir un adecuado clima de competencia en los mercados, es 
necesario que exista información accesible y fiable acerca del funcionamiento de 
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los agentes en los mercados. Esa información es imprescindible para que los 
consumidores puedan ejercer la defensa de sus derechos frente a los potencia-
les abusos de las empresas. Adicionalmente, es importante que exista un clima 
de transparencia en todo lo que se refiere al marco normativo en el que deben 
operar las empresas en los mercados, al objeto de aminorar los costes para 
obtener la información relevante, anulando las ventajas indebidas que se deri-
varan del acceso a canales privilegiados de información.

c) Persecución de las prácticas contra la competencia 
Aun cuando exista movilidad empresarial o transparencia informativa, es posi-
ble que en algunos mercados se produzcan comportamientos empresariales 
que atenten contra el adecuado clima de competencia. Esto es especialmente 
relevante en el caso de aquellos mercados en los que rigen altos niveles de con-
centración empresarial o en aquellos que son objeto de intensa regulación 
pública. Para detectar, corregir y penalizar estos comportamientos, es necesa-
rio que existan, por una parte, normativas claras de defensa de la competencia y, 
por otra, instituciones encargadas de vigilar su cumplimiento y detectar o penalizar 
los comportamientos ilícitos. 

d) Competencia en las licitaciones públicas
Uno de los ámbitos donde mayor proclividad puede haber a la conculcación de 
las normas de competencia es el que se refiere a las compras y contrataciones 
realizadas por el sector público (central, regional y local). Es importante dispo-
ner de un marco normativo que garantice que las licitaciones públicas se realizan 
bajo un marco normativo adecuado en el que se garanticen los criterios de efi-
ciencia, publicidad y concurrencia. Eficiencia, para garantizar que se siguen 
procedimientos de bajo coste para la toma de decisiones; publicidad, en el sen-
tido que se ha dado a conocer suficientemente la demanda pública, y concu-
rrencia, en el sentido de permitir que prospere la propuesta más competitiva en 
términos de eficacia, calidad y costes.

e) Mercados abiertos a la competencia internacional
La apertura internacional constituye una de las vías más vigorosas para alentar 
un clima activo de competencia en los mercados, al tiempo que contribuye a 
dotar de nuevas bases al proceso de crecimiento. La protección frente a la com-
petencia internacional no solo encarece los precios en los mercados domésti-
cos, sino que también propicia comportamientos de reserva del mercado por 
parte de los grupos domésticos. Por ello, es importante propiciar la apertura de 
la economía a la competencia internacional, no solo en el ámbito del comercio 
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sino también de la inversión. No obstante, aunque la apertura económica pueda 
contribuir a activar el clima de competencia en los mercados, no se trata de un 
resultado ni obligado, ni espontáneo. De ahí la importancia de acompañar los 
procesos de apertura con el fortalecimiento de las instituciones encargadas de 
regular y supervisar el clima de competencia en los mercados.

f) Adecuado gobierno corporativo
Por último, un ámbito relevante en relación con la defensa de la competencia 
tiene que ver con la promoción de comportamientos responsables en el seno de las 
estructuras de gobierno corporativo por parte de los agentes económicos. Un com-
ponente básico de ese propósito es la promoción de la transparencia informa-
tiva por parte de las empresas acerca de sus resultados y sus procedimientos de 
gobierno. Un paso adelante en ese proceso es la adopción de normas contables 
homologadas y de la adecuada publicidad, transparente y confiable, de los 
resultados empresariales.

6.3. Coordinación y fomento de los mercados

En determinados ámbitos, pueden existir fallos que hagan que los mercados 
sean incompletos o que no funcionen correctamente. Entre los fallos de mer-
cado a considerar aquí están los que se relacionan con la presencia de externa-
lidades, la existencia de bienes públicos, el carácter imperfecto y asimétrico de 
la información entre los agentes económicos o la vigencia de complementarie-
dades y de problemas de coordinación en la inversión. En todos estos casos 
existen problemas para que los mercados funcionen eficientemente, requi-
riéndose de cierta intervención pública que garantice el logro del óptimo social. 
Ahora bien, el hecho de que exista un fallo de mercado no garantiza que la acción 
correctora mejore la situación. Para que esto suceda es necesario: i) identificar 
adecuadamente el fallo de mercado y sus causas; ii) definir de forma precisa el 
tipo de intervención que corrige el fallo de mercado detectado; y iii) analizar 
cuidadosamente no solo los beneficios que cabe derivar de la intervención 
correctora, sino también sus posibles costes. 

Uno de los ámbitos en los que se producen problemas relacionados con la 
presencia de potentes externalidades, complementariedades y problemas de 
coordinación es el de la inversión industrial. Lo que aconseja que los países estén 
en condiciones de diseñar una política que aliente la capacidad industrial, corri-
giendo aquellos fallos de mercado que dificultan o penalizan la inversión indus-
trial. Este es el caso, por ejemplo, de la inversión en la infraestructura para la 
industria (suelo industrial, abastecimiento energético o comunicaciones), en 
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donde pueden intervenir las instituciones públicas para reducir los costes fijos 
y hundidos que han de afrontar las empresas. Un segundo ámbito susceptible 
de intervención es el que se refiere al más pleno aprovechamiento de las exter-
nalidades que derivan de la actividad industrial. Lo que sugiere la conveniencia 
de apoyar la formación de cluster, que permitan aprovechar más plenamente los 
eslabonamientos entre industrias para favorecer la eficiencia agregada del sis-
tema. Un tercer ámbito posible para la política industrial es el que remite a la 
política regional, tratando de lograr una distribución más homogénea de las capa-
cidades productivas sobre el territorio. Un cuarto ámbito relevante para la política 
industrial es el que se refiere a la creación de instituciones de capital riesgo, que 
alienten la puesta en marcha de iniciativas empresariales, especialmente en aque-
llas actividades que comportan elevados grados de incertidumbre. Un quinto 
ámbito relevante es el destinado a promover la regularización creciente de la eco-
nomía informal, ajustando las normativas administrativas y fiscales para facilitar 
ese proceso a la pequeña y mediana empresa. Por último, el sexto ámbito relevan-
te para la política industrial es el que se refiere a la promoción de capacidades 
tecnológicas, un aspecto sobre el que se volverá más adelante.

El mercado financiero es otro de los casos donde se registran importantes 
fallos de mercado: de hecho, son mercados caracterizados por la presencia de 
información imperfecta y asimétrica. La asimetría informativa entre acreedor y 
deudor (o entre asegurador y asegurado) exige un fuerte marco normativo de 
carácter cautelar, que normalmente es desempeñado por una institución de 
vigilancia (la Superintendencia de Bancos, en unos casos, o el propio Banco 
Central, en otros). Ahora bien, más allá de estos aspectos, la asimetría informa-
tiva genera un problema adicional asociado a las dificultades de acceso al crédi-
to de ciertos segmentos de la población. También en este ámbito es necesario 
disponer de mecanismos institucionales para asegurar que los costes de la 
exclusión sean los menores posibles. El desarrollo de una normativa sobre 
microfinanzas puede aliviar este problema, como también lo hará el apoyo a los 
procesos de bancarización de los ahorros familiares.

La actividad innovadora es otro ámbito en donde se registran numerosos 
fallos de mercado. Una parte de la actividad investigadora —investigación bási-
ca— tiene los rasgos propios de un bien público, por lo que difícilmente puede 
ser dejada su gestión enteramente al mercado. Más allá de este aspecto, la acti-
vidad innovadora presenta algunos rasgos (acumulabilidad, difícil apropiabili-
dad y alta incertidumbre) que hacen que el mercado pueda no conducir a una 
asignación de esfuerzos óptima. Por esta razón, los países ponen en marcha 
iniciativas destinadas a apoyar el esfuerzo innovador, apoyando la creación de 
capacidades tecnológicas. 
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La implantación exterior y el desarrollo de los mercados internacionales puede 
requerir que la empresa asuma costes fijos importantes para proyectarse sobre 
los nuevos mercados y para acceder a la información especializada relativa a las 
oportunidades de negocios en el exterior y a la especificidad de la operativa 
internacional. Parte de ese conocimiento tiene características parciales de bien 
público, en la medida en que una vez generado puede estar disponible para 
todos sin exclusión.

El espacio de los recursos, bienes y servicios ambientales es donde más mani-
fiestos son los fallos de mercado. En este ámbito es posible encontrar bienes 
públicos cuasi puros (como el cambio climático, el deterioro de la capa de 
ozono, la contaminación atmosférica o la biodiversidad), bienes comunes de 
libre acceso (como pesquerías internacionales o bosques), bienes de club 
(como el acceso a zonas exclusivas de pesca) y bienes, en general, sujetos a 
importantes externalidades. Todo ello hace del medio ambiente un campo 
donde los mercados son inexistentes, incompletos o manifiestamente imper-
fectos, requiriéndose de la regulación pública para conseguir que los resultados 
se aproximen al óptimo social. Es importante, por tanto, disponer de las insti-
tuciones necesarias para la regulación ambiental, para la generación de los 
estímulos (o penalizaciones) necesarias para aproximar los comportamientos 
individuales a los socialmente deseables y para la vigilancia y penalización de 
los comportamientos prohibidos. 

Otro ámbito donde es frecuente la presencia de fallos de mercado es el 
referido al cuidado y promoción del patrimonio cultural. También en este caso son 
frecuentes las externalidades y la presencia de bienes y servicios que presentan 
rasgos parciales de bienes públicos. Difícilmente el mercado puede operar en 
solitario en estos ámbitos en condiciones de eficiencia, siendo necesaria la 
presencia reguladora de las instituciones públicas. 

6.4. Condiciones macroeconómicas para la estabilidad 			 
y el crecimiento

La estabilidad macroeconómica se conforma como un requisito para cualquier pro-
ceso de crecimiento sostenido. De hecho, forman parte de las actividades tradicio-
nalmente asignadas al Estado las orientadas a reducir las perturbaciones cíclicas 
de la economía, para conseguir una senda más equilibrada de crecimiento, 
haciendo compatibles elevados niveles de empleo y de estabilidad de precios.

Un primer requisito para la estabilidad macroeconómica es la existencia 
de un marco normativo estable, creíble y predecible en el país. Al fin, una de las 
tareas básicas que se le encomiendan al Estado es la definición de aquellas 
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normas que fijan los límites para actuación de los agentes económicos. Un 
segundo ámbito relevante en este capítulo es el referido a la existencia de una 
hacienda pública, en su doble componente de ingresos y gastos, eficiente, flexible, 
equitativa y eficaz. Como es sabido, de la dimensión y capacidad de gestión de la 
hacienda pública dependen tanto las actividades reguladoras del Estado como 
las vinculadas a sus funciones redistributivas. En ambos casos, lo relevante es 
la consideración conjunta de los ingresos y gastos públicos. En el primer caso, 
se ha tendido en muchos países a la conformación de una estructura institucio-
nal especializada (Agencia Tributaria) encargada de la gestión de la recaudación 
fiscal y de la persecución del fraude. La adecuada dotación de recursos, la pro-
fesionalidad e independencia de esta Agencia se revelan factores clave para su 
éxito. Por su parte, la gestión de los gastos públicos debiera responder a los 
mismos propósitos de eficiencia, flexibilidad, eficacia y equidad que debiera 
caracterizar la intervención pública. También en este ámbito se han desarrolla-
do mecanismos institucionales (intervención o controlaría) para garantizar el 
adecuado uso de los recursos públicos.

Por último, el tercer ámbito es la existencia de instituciones adecuadas 
para la promoción de la estabilidad macroeconómica, a través de las políticas fun-
damentales en los ámbitos monetario, fiscal y cambiario. A este respecto, exis-
te un generalizado nivel de consenso acerca de la respuesta institucional nece-
saria para el diseño de la política monetaria. En concreto, se trata de promover 
un Banco Central, con un nivel de autonomía suficiente como para aislarlo del 
ciclo político. Más allá de esta coincidencia, existen discrepancias acerca de si 
la autoridad monetaria debe centrarse en objetivos explícitos de inflación 
(como el Banco Central Europeo) o en un elenco más amplio de objetivos (como 
la Reserva Federal de Estados Unidos). En el ámbito de la política fiscal no exis-
te igual coincidencia en el diseño institucional. Aun cuando hay elevada coin-
cidencia en la necesidad de mantener las cuentas públicas en orden, preser-
vando el equilibrio fiscal a lo largo del ciclo económico (en el medio plazo, por 
tanto), no existe consenso en la respuesta institucional que garantice ese com-
portamiento por parte del Estado. Por último, en el ámbito cambiario existe, 
por el momento, una amplia gama de opciones institucionales y de política 
económica, de acuerdo con las circunstancias de cada país. 

6.5. Cohesión social y gestión eficaz del conflicto

Como antes se comentó, una de las funciones básicas del Estado es la de aproxi-
mar la distribución de la renta a aquella que se considera socialmente deseable. El 
mercado, en condiciones de competencia perfecta, garantiza una solución 
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óptima (en el sentido de Pareto), cualquiera que sea la distribución de ingresos 
y activos de partida que exista en la sociedad. No obstante, la sociedad no es 
indiferente a la distribución de la renta y activos de la que se parta, lo que exige 
que el Estado trate de corregir esa distribución, utilizando para ello las posibi-
lidades que le brindan su actividad reguladora y la política de ingresos y gastos 
públicos. Un tarea tanto más necesaria cuanto el mercado puede potenciar 
dinámicas acumulativas que conduzcan a una creciente polarización en la dis-
tribución de la renta. 

Un primer requisito para la promoción de la cohesión social es la existen-
cia de instituciones sólidas y creíbles para la representación y canalización de los 
intereses de los diversos grupos sociales. La existencia de una adecuada gober-
nanza no pretende la anulación del conflicto social, sino conseguir la canaliza-
ción de esas tensiones de forma que no sea disruptiva para las posibilidades de 
progreso de la sociedad. Para que tal proceso se desarrolle de una manera ade-
cuada se requiere, en primer lugar, que existan instituciones legitimadas para 
la representación de los diversos grupos sociales y, en segundo lugar, que haya 
espacios públicos de diálogo y de participación donde los diversos intereses se 
expresen y puedan incidir, de forma institucionalizada, sobre la acción de 
gobierno. 

El mercado puede ser generador de desigualdad social, bien porque los 
agentes operen en un entorno de información imperfecta y asimétrica (merca-
dos de capital, por ejemplo), que es origen de mercados incompletos y de pro-
cesos de exclusión, bien porque activen importantes externalidades que sean 
potencial fuente de una dinámica de polarización económica (concentración 
espacial de la actividad, por ejemplo). Las instituciones públicas deben ser 
conscientes de esos procesos para poner en marcha mecanismos correctores que 
impidan la consolidación de los procesos de exclusión y potencien la igualdad de 
oportunidades entre los agentes económicos. 

Aun cuando existan instituciones que combatan la exclusión, las personas 
pueden verse en situaciones de extrema vulnerabilidad como consecuencia de 
circunstancias imprevistas o de una acumulación de carencias que mutuamen-
te se refuerzan (extrema pobreza). Si se quiere promover la cohesión social, es 
necesario disponer de instituciones que atiendan esas situaciones extremas. Para 
ser sostenibles, las políticas contra la exclusión deben ser capaces de generar 
cambios en los hábitos de los agentes beneficiados que conduzcan a pautas de 
comportamiento que refuercen el objetivo último de esas instituciones (erradi-
car la pobreza). 

El mercado no garantiza una adecuada distribución de la actividad econó-
mica a lo largo del territorio. Es más, es posible que la potencia de las 
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externalidades conduzca a dinámicas acumulativas desde el punto de vista de la 
distribución regional de la renta. Si se quiere promover la cohesión social es 
necesario poner en marcha políticas regionales que corrijan esa dinámica polari-
zadora. 

Por último, el papel del gobierno es clave en la promoción del consenso 
social, a través de su acción distanciada respecto a los intereses inmediatos y 
particulares de los diversos grupos sociales. La promoción del consenso social 
no solo deriva de una adecuada atención a las demandas de los diversos sectores 
sociales, sino también a la integración de todas ellas en una lógica agregada de 
beneficios compartidos. Por ello resulta clave para la gestión adecuada del con-
flicto la capacidad del gobierno para sobreponerse a la presión de los grupos de 
interés y erigir un proyecto de desarrollo integrador. 

7. Cuba: nuevas instituciones para el emergente sector 
no estatal

Cuba tiene mucho que avanzar en cada uno de los cinco ejes definidos como 
cruciales para el desarrollo de los mercados. Varias de las instituciones men-
cionadas como necesarias para una economía de mercado o bien no existen o 
bien lo hacen con funciones muy distintas en una economía, como la cubana, 
estatizada y centralmente planificada. De hecho, entre los países socialistas, 
Cuba se identificó como uno de los países más estatalizados del mundo. El sec-
tor no estatal se mantuvo acotado a los campesinos individuales y a las coopera-
tivas agropecuarias, y a un grupo muy reducido de actividades por cuenta 
propia. 

El país está emplazado hoy en día en el proceso de liberalización de deter-
minados espacios para el sector no estatal, pero de forma paralela está obligado 
a ampliar, o en algunos casos crear, instituciones que promuevan la competen-
cia, protejan los derechos de propiedad y regulen los fallos de los mercados. 
Para gobernar adecuadamente el proceso de liberalización se requieren normas 
que aporten seguridad de los nuevos contratos, reduzcan los costos de transac-
ción y aporten certidumbre, tanto de los microempresarios y campesinos como 
de los grandes inversionistas externos. 

Es clave poder afianzar el desarrollo que experimentó el sistema financie-
ro cubano desde los años noventa para ponerlo ahora en función también de los 
nuevos actores económicos, de manera tal que los mejores emprendimientos e 
inversiones puedan contar con los recursos necesarios. No menos importante 
es continuar la lucha contra la corrupción, no solo a través de las auditorías que 

A0086 CUBA (5).indd   243 6/6/13   12:45:09



244

efectúa la Contraloría General de la República, sino también anulando los cana-
les de acceso privilegiado a la información, obligando a las licitaciones públicas 
en los contratos con el Estado y, en general, incrementando la transparencia y 
rendición de cuentas. De esta manera, no solamente se ataca la corrupción, 
sino también todas las actividades de búsqueda de renta. Ello aportaría ganan-
cias a favor de la credibilidad, la cohesión social y la estabilidad del marco ins-
titucional que se requieren para el desarrollo de los mercados.

En suma, Cuba está emplazada a un proceso de cambio institucional pro-
fundo que acompañe la senda de reformas. Dadas las especificidades del caso 
cubano, su particular sistema económico y social de partida, el cambio institu-
cional tiene que estar alimentado por un permanente ejercicio de innovación 
institucional, de experimentación y adaptación. Los cambios ganarán en agili-
dad y eficiencia si se analizan otras experiencias, pero inevitablemente las 
opciones elegidas deben ser adaptadas a una realidad social que es, en buena 
medida, peculiar. Una observación que apunta en contra del mero trasplante 
institucional como solución.

A continuación, ejemplificamos algunos de los retos más inmediatos del 
marco institucional asociado a los mercados en que se moverán los nuevos 
actores no estatales y que en algunos casos también afectarán a empresas esta-
tales más autónomas y competitivas. 

7.1. El trabajo por cuenta propia y la microempresa

Es visible en el paisaje urbano cubano la proliferación de nuevos negocios a 
cargo de cuentapropistas. Los datos confirman esta impresión, los negocios 
existentes en 2011 duplican los mayores registros históricos previos. Ha sido 
muy positiva la respuesta del sector privado al nuevo marco regulatorio que 
desde octubre de 2010 reorganizó y amplió ligeramente la lista de tipos de acti-
vidades autorizadas. La mayor novedad del nuevo marco regulatorio es la auto-
rización para contratar fuerza de trabajo, lo cual significa trascender la 
empresa unipersonal o familiar para convertirse en microempresas y en algu-
nos casos en pequeñas empresas privadas. No hay límites máximos para la 
contratación de personal, aunque sí deben pagar un impuesto progresivo por la 
utilización de fuerza de trabajo en los que casos que empleen más de cinco tra-
bajadores. 

Quedan muchos asuntos pendientes en el perfeccionamiento del marco 
regulatorio del sector con vistas a proteger los derechos económicos de los 
agentes, promover la competencia y corregir los fallos de mercado. Los traba-
jadores por cuenta propia y microempresas han venido operando sin un 
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mercado de insumos mayorista y sin permisos para efectuar importaciones. 
Tienen que acudir a los mercados minoristas estatales con altos costos (margen 
comercial de 200 por ciento) y con una oferta inestable que presenta recurren-
tes episodios de desabastecimiento de productos claves. La lista de actividades 
permitidas es restringida a poco menos de 200 tipos de licencias, lo cual limita 
la flexibilidad de la iniciativa privada para adaptarse a la demanda y reduce la 
competencia. 

Otra limitante para la formación de nuevos negocios es la alta incidencia 
impositiva. La Oficina Nacional de Administración Tributaria (ONAT) recono-
ce solo hasta un 40 por ciento de gastos sobre los ingresos, a la hora de hacer el 
cálculo de los beneficios sujetos a impuesto. No existe un efectivo sistema de 
avales y facturas en las cadenas de tiendas donde los microempresarios com-
pran sus insumos y tampoco la ONAT cuenta con un mecanismo cruzado de 
chequeo de aprovisionamiento y ventas (Díaz, Pastori y Piñeiro, 2011). La res-
puesta de la ONAT al poco control que tiene sobre la evasión fiscal ha sido la 
definición de tipos impositivos altos (entre 25 y 50 por ciento) y un bajo reco-
nocimiento de gastos sobre los ingresos, lo cual incentiva la subdeclaración y 
establece una penalización a los emprendedores honestos.  

En lo que respecta al marco financiero, los nuevos negocios habían tradi-
cionalmente tenido como fuente de capital el ahorro de los propios emprende-
dores, las remesas de familiares en el exterior o recursos que llegaban por la vía 
de las finanzas informales. Solo en 2012 el sistema bancario estatal comenzó a 
abrir al crédito al sector privado. El volumen de los montos crediticios espera-
dos (equivalente a algunos cientos de dólares), el tipo de receptores de los 
créditos (microempresas, personas naturales y productores agrícolas), así 
como las características de las garantías permitidas (no apoyadas en hipotecas), 
ubican el nuevo marco financiero dentro del campo de las microfinanzas. 

Una de las mayores fortalezas de la apertura actual a las microfinanzas en 
Cuba es que comienza desde entidades reguladas (bancos), con posibilidades 
de ofrecer varios servicios microfinancieros. La mayor debilidad es la poca 
experiencia de la banca cubana en este sector, lo cual puede afectar a la cober-
tura, los costos y, en general, la sostenibilidad del microcrédito (Vidal, 2012b). 
Un gran esfuerzo en capacitación y aprendizaje tiene por delante la banca cuba-
na y el propio sector no estatal. Tal y como sucede con muchos otros aspectos 
del proceso de reforma, los nuevos marcos institucionales están necesitados de 
un proceso de experimentación, aprendizaje y aceptación social. 

Los procesos de aprendizaje no deben reducirse a cómo manejar un nego-
cio, considerando también el esfuerzo que es requerido para educar a los ciu-
dadanos en el respeto a los derechos de propiedad privada, en la cultura 
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impositiva y en el compromiso por honrar las obligaciones adquiridas. Casi el 
cien por ciento de los microempresarios y trabajadores contratados provienen 
del sector estatal, por lo que tendrán que adaptarse a un nuevo marco de incen-
tivos e insertarse en una cultura laboral en muchos aspectos dispar a la existente 
en sus lugares de trabajo de origen.

Las nuevas reglas que se diseñen para el emergente sector privado deben 
tener como objetivo último reducir la incertidumbre y los costos de transacción 
con que estos agentes operan. La posibilidad de asociación (y cooperativismo) 
entre microempresarios, el fortalecimiento de las vías judiciales para la resolución 
de conflictos, el establecimiento de dispositivos formales para la publicidad, las re
gulaciones para la defensa de los derechos de marca y propiedad intelectual, las 
normas y mecanismos para la protección de los consumidores, la clarificación de 
los derechos laborales de los empleados, las estructuras que promuevan el flujo 
de información, los canales formales y especializados para el aprovisiona-
miento de insumos o el equipamiento y las ventas, son algunos de los requeri-
mientos del marco regulatorio que deberá acompañar el actual proceso de libera-
lización con el fin de promover la competencia leal y la eficiencia de los mercados. 

A pesar de todas las insuficiencias institucionales aún presentes, el sector 
cuentapropista y las microempresas han crecido significativamente desde fina-
les de 2010, en gran medida apoyado en instituciones ya existentes en la infor-
malidad. Una parte de estas instituciones informales fueron creadas desde los 
años noventa como estrategia de sobrevivencia de las familias ante la crisis 
(Espina, 2008). Hay que considerar que una proporción no despreciable de los 
nuevos negocios ya operaban en algún grado en el entorno del mercado negro y 
de la informalidad antes de 2010. Otras estructuras para favorecer la operativi-
dad de cuentapropistas y microempresarios se han desarrollado desde finales 
de 2010 de forma paralela a los espacios pensados y establecidos centralmente 
por las autoridades económicas. Así, han crecido las cadenas de suministros 
informales de insumos y equipamientos importados y nacionales —que en algu-
na proporción tienen como fuente la corrupción en el sistema empresarial 
estatal—, junto a otro grupo de servicios de apoyos al sector no recogidos en la 
legalidad vigente.

Como la apertura de 2010 aprovechó instituciones informales desarrolla-
das desde los años noventa, los futuros pasos para perfeccionar el marco regu-
latorio podrían partir por reconocer las nuevas reglas informales desarrolladas 
desde entonces. Esta sería una vía para buscar las menores resistencias a los 
cambios. La formalización de las normas espontáneas es otra manera de reducir 
los costos de transacción del sector y de protegerlos contra la asimetría de la 
información y los comportamientos oportunistas. 
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Este ha sido el caso de la autorización que se otorga en 2011 a que los ciu-
dadanos puedan comprar y vender casas y autos usados, algo que ya venía fun-
cionando en el mercado negro. Dicha medida tiene, además, otras implicacio-
nes, al comportar un reconocimiento de los derechos de propiedad individual, 
promover las relaciones entre individuos sin interferencia estatal y aceptar en 
mayor grado la heterogeneidad en los ingresos familiares. Para el emergente 
sector privado, estas son medidas que favorecen su certidumbre toda vez que 
marcan una señal gubernamental hacia el reconocimiento de los derechos de 
propiedad y las diferencias de ingresos. 

7.2. La agricultura

La agricultura es otra de las ramas en las que ha venido otorgando crecientes 
grados de libertada al sector no estatal. Esta rama de la economía ha sido prio-
rizada por los cambios liderados por la presidencia de Raúl Castro. Se presenta 
la contradicción de que el país dispone de tierras ociosas —más del 40 por cien-
to de la superficie agrícola—, mientras que importa alrededor del 70 por ciento 
del consumo doméstico de alimentos. El incremento internacional de los pre-
cios de los alimentos y la crisis financiera que atraviesa el país desde 2008 son 
factores que presionan hacia una transformación del sector que resulte en una 
respuesta productiva a corto plazo. 

Para estimular la producción agrícola y sustituir importaciones, la acción 
central de la reforma agrícola ha sido la entrega en usufructo de tierras ociosas 
del Estado a privados y cooperativas. La entrega de tierras ha sido acompañada 
por otras acciones para incentivar al sector. Entre ellas se encuentran el incre-
mento de precios en los productos de acopio mayorista estatal, cierta flexibili-
zación en la comercialización final en los mercados agropecuarios, el estableci-
miento de mercados estatales para suministrar insumos a los campesinos, la 
reorganización de las estructuras estatales que regulan el sector con la inten-
ción de favorecer la descentralización hacia las instancias locales, el desarrollo 
de la agricultura urbana y periurbana, entre otras. Los productores agrícolas 
privados igualmente se benefician del nuevo marco financiero que abre el cré-
dito y los servicios microfinancieros desde los bancos al sector no estatal, en 
este caso con tasas de interés preferenciales para los noveles usufructuarios 
durante los dos primeros años de explotación de la tierra. 

Sin embargo, la respuesta productiva a la entrega de tierras y el resto de las 
medidas ha sido insuficiente. Son varios los factores que se pudieran mencio-
nar como limitantes que todavía persisten en el marco normativo en que opera 
la rama agrícola. La tierra ha sido entregada en usufructo al sector no estatal, 
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pero no se ha permitido un entorno de mercado generalizado para la compra de 
insumos, equipamiento y tecnología, al tiempo que siguen limitadas las activi-
dades de importación, exportación y comercialización final en los mercados 
locales. La empresa estatal nacional Acopio es la encargada de fijar a los pro-
ductores privados y cooperativos los compromisos de entrega mayorista al 
Estado a precios por debajo de los niveles de mercado, dejando solamente un 
promedio de 30 por ciento para su comercialización en los mercados agrope-
cuarios locales. Algunos productos como la papa (patata), carne vacuna o leche 
deben entregarse a Acopio en un cien por cien. La empresa Acopio incumple en 
ocasiones sus pagos, no cuenta con un sistema efectivo de transporte y almace-
namiento —que ha llevado a significativas pérdidas de las cosechas— y es fuen-
te de corrupción2. 

La evidente ineficiencia de este sistema estatal de comercialización ha sido 
reiteradamente reflejada en la prensa nacional, examinada críticamente por 
distintos centros de investigación y otras instancias públicas, y por los propios 
agricultores en los últimos congresos de la Asociación Nacional de Agricultores 
Pequeños (ANAP); hasta los propios líderes del gobierno en ocasiones han 
hecho duros señalamientos al mecanismo de Acopio. Parecería existir el con-
senso que se necesita para emprender una reforma integral de este canal de 
comercialización, pero ello no ha sucedido, lo cual da una idea de lo complejo 
que es avanzar hacia nuevas instituciones aun cuando se reconoce la ineficien-
cia de las existentes. De alguna manera, la persistencia de Acopio es una señal 
de que la resistencia a las transformaciones y la falta de consenso también radi-
can en las propias autoridades que lideran los procesos. Este es otro ejemplo de 
que las autoridades que diseñan la reforma están dispuestas a poner en manos 
del mercado los asuntos que no consideran estratégicos, pero las cuestiones 
fundamentales, como la producción de alimentos, se resiste a su salida de los 
mecanismos convencionales de control estatal, a pesar de existir suficiente 
evidencia y consenso en la necesidad de su desmantelamiento. 

Además de flexibilizarse o desmantelarse este mecanismo estatal centrali-
zado de comercialización agrícola, hay otras propuestas para transformar el 
marco normativo del sector. Entre ellas se encuentra:

Extender el periodo de usufructo a los privados (actualmente limitado a •	
10 años), reducir la discrecionalidad implícita en los contratos para la 
renovación del usufructo una vez cumplido el término y facilitar los 
procedimientos de herencia y traspaso a familiares. 
Estrechar e incentivar el vínculo entre los productores agrícolas y los •	
numerosos centros de investigación y estaciones experimentales con 
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resultados científicos relevantes, incluyendo la biogenética, que en 
muchos casos se exportan en la modalidad de servicios a otras econo-
mías pero no son empleados en la producción nacional de alimentos. 
Simplificar aún más las estructuras organizativas que regulan el sector •	
agrícola y fortalecer las instancias municipales.
Lograr una mayor participación de la inversión extranjera.•	

En suma, la ausencia de resultados significativos en la agricultura muestra 
que la estrategia seguida de cambios puntuales, graduales y aislados no está 
produciendo los mejores réditos. Se requiere, por tanto, una transformación 
más profunda y estructurada del marco institucional para el sector agrícola. Los 
esfuerzos deben concentrarse en desplegar una nueva matriz de incentivos que 
descanse en mayor medida en el mercado y en la apertura al sector externo y 
que, a su vez, logre promover el aprovechamiento de las capacidades tecnológi-
cas existentes en el país. Debe brindarse una señal clara a los usufructuarios 
agrícolas que reduzca la incertidumbre y la discrecionalidad y los convoque a 
invertir y desarrollar proyectos familiares de vida vinculados a la tierra.

Parecería posible obtener resultados significativos a corto plazo en la agri-
cultura mediante una liberalización más acelerada y una marco regulatorio que 
aporte una mayor definición y seguridad de sus derechos de propiedad. En este 
sector la reforma institucional sería menos dramática, dado que las formas no 
estatales de producción nunca fueron extirpadas del todo del campo. 

7.3. Las cooperativas

Las cooperativas agrícolas, de conjunto con los campesinos privados, seguirán 
desempeñando un papel fundamental en la producción de alimentos, para ello 
el gobierno ha anunciado que les otorgará un mayor margen de autonomía, en 
particular, a las Unidades Básicas de Producción Agropecuaria (UBPC), surgi-
das con demasiadas limitaciones en los años noventa. Las otras dos formas 
agrícolas de organización cooperativa, las Cooperativas de Producción 
Agropecuaria (CPA) y las Cooperativas de Créditos y Servicios (CCS) histórica-
mente han presentado mejores rendimientos que las empresas estatales y las 
UBPC, pero igualmente requieren de renovadas reglas e incentivos para des-
plegar todo su potencial.

En 2012 comenzaron a funcionar por primera vez en Cuba, desde 1959, las 
cooperativas no agrícolas. Estas se forman por la unión voluntaria de más de 
dos personas naturales para conformar un patrimonio colectivo, por la unión 
de socios que conservan la propiedad de sus bienes con la finalidad de adquirir 
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conjuntamente insumos y servicios o a partir del arrendamiento de inmuebles 
y medios de producción de patrimonio estatal a través de procesos de licitación. 
Las cooperativas pueden contar además con trabajadores asalariados. 
Comenzarán en los sectores del transporte, la gastronomía, la pesca, los servi-
cios personales y domésticos, la recuperación de materias primas, la produc-
ción de materiales y los servicios de la construcción. Dos elementos favorables 
que facilitarán un verdadero proceso de liberalización es, primero, que las coo-
perativas no se subordinarán administrativamente a ninguna entidad estatal y, 
segundo, que los precios de los productos y servicios que comercialicen serán 
determinados según la oferta y la demanda. 

En una fase inicial el desarrollo de este proceso se basará en experimentos 
piloto. Este es el modo (prueba y error) preferido por el gobierno para poner en 
práctica nuevas instituciones, observando cómo funciona la experiencia piloto 
(prueba), con la posibilidad de corregir desviaciones (error) antes de su gene-
ralización. 

En la necesaria formación de consensos para hacer avanzar la reforma, las 
cooperativas tienen la ventaja de ser consideradas propiedad social y no priva-
da, por lo que cuentan con seguidores en sectores más amplios de la población. 
Para muchos es esta la mejor de las alternativas para Cuba como modo de per-
feccionar el socialismo, desestatizar la economía y crear, en su lugar, unidades 
de producción donde sea posible una mayor participación de los trabajadores 
en la gestión y los resultados empresariales. Las propias autoridades económi-
cas han otorgado en la nueva ley tributaria incentivos fiscales a estas formas de 
producción, aunque no se han sumado a las propuestas más radicales que pro-
ponen un sistema productivo que tienda a acercarse a ser cien por ciento 
cooperativo3.

Un reto para el gobierno es cómo lograr hacer que funcione de forma 
masiva un sector de cooperativas. Internacionalmente, la tasa de natalidad de 
cooperativas es más baja que la de empresas privadas, aunque una vez formadas 
son más estables. Las cooperativas ciertamente promueven valores de solidari-
dad, pero al mismo tiempo requieren de una organización y equilibrios inter-
nos complejos para evitar comportamientos oportunistas en sus miembros 
(free-riders). 

7.4. La inversión extranjera directa

Reportes recientes confirman que existe una tendencia en los últimos años al 
incremento discreto del número de negocios vinculados a Inversión Extranjera 
Directa (IED) en Cuba. En 2011, el número de negocios de IED igualó el nivel 
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del año 2005, aunque todavía se encuentra muy lejos de su pico en 2002. A par-
tir de 2002 comenzaron a controlarse de forma más estricta los resultados de las 
empresas extranjeras ya establecidas, se liquidaron aquellas que no cumplían 
con el objeto social aprobado, no honraban las cifras de exportación acordadas 
o generaban pérdidas en sus balances financieros. Por otro lado, se inició una 
política mucho más selectiva de las inversiones. 

El gobierno cubano necesita seguir atrayendo inversión extranjera para 
poder incrementar la deprimida tasa de formación bruta de capital fijo (apenas 
un 11 por ciento del PIB), mejorar su inserción en los mercados internaciona-
les, renovar su infraestructura y tener acceso a las nuevas tecnologías. Para ello, 
los Lineamientos ofrecen como una nueva opción las Zonas Especiales de 
Desarrollo, las cuales esperan atraer capitales no tanto a través de exenciones 
arancelarias e impositivas, sino por la provisión de una infraestructura y logís-
tica competitiva. Hasta el momento el proyecto más avanzado que funcionará 
bajo este esquema es la zona cercana al Puerto del Mariel. El marco institucio-
nal que regulará la entrada y el funcionamiento de las empresas extranjeras que 
operarán en las Zonas Especiales de Desarrollo está aún por definir.

Un examen del marco institucional para la IED lo ofrece el reporte de 
Vidal, Pérez y Pons (2012) apoyado en un grupo de entrevistas. Los entrevista-
dos señalaron como el elemento más favorable el clima de seguridad personal 
que ofrece Cuba, que se beneficia del desarrollo social del país en relación a 
otros de la región. En segundo lugar, se señaló como atractivo las posibilidades 
de expansión internas, sobre todo en términos de oportunidades a mediano y 
largo plazo, una vez que no esté presente o se flexibilice el embargo estadouni-
dense. En tercer lugar, con signo positivo se situaron la calidad de la fuerza de 
trabajo y su capacidad para resolver problemas, en lo que determina su nivel de 
educación e instrucción. 

Sin embargo, señalaron los problemas de desmotivación y falta de disci-
plina que en muchos casos se aprecia como resultado del régimen laboral en 
que tiene que operar la IED en Cuba. Los inversionistas extranjeros no tienen 
total control sobre sus recursos laborales, pues dependen de la intermediación 
de una agencia empleadora estatal. Por otro lado, los costos de salario pagados 
a dicha agencia son en general elevados con respecto a la media regional, a lo 
que se adicionan los estímulos directos que el inversionista suele dar a los tra-
bajadores, buscando un mayor compromiso y motivación, dado que la agencia 
empleadora estatal retiene el salario en divisas y paga al trabajador en pesos 
cubanos un salario inferior. 

También como atractivo, señalaron la estabilidad política, aunque apunta-
ron como preocupación de los inversionistas la incertidumbre respecto a cuáles 
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serán los líderes futuros del gobierno cubano, y en relación al impacto que 
pudiera tener sobre la sociedad cubana un cambio de la situación política en 
Venezuela, dada la alta dependencia que existe con dicho país. Otro atractivo 
reflejado es el bajo nivel de competencia en el mercado interno, dado el redu-
cido número de empresas que operan en cada sector. Los mecanismos de 
ingreso selectivo y las barreras a la entrada de nuevas inversiones se convierten 
en una relativa ventaja, dado que el inversor opera sin competidores significa-
tivos y con mayores posibilidades de expansión. 

Esta ventaja en algún grado compensa dos de los aspectos señalados como 
limitantes del marco institucional: los procedimientos de autorización de los 
nuevos negocios y los costos de establecimiento. En concreto, se alude a que los 
costes de establecimiento se encuentran en el entorno de la media regional, 
exceptuando los costes laborales y los de las telecomunicaciones, que son 
mucho más elevados. Sin embargo, un factor que encarece el proceso inicial de 
establecimiento en el país es el largo periodo de tiempo que transcurre en las 
negociaciones previas a la autorización de la inversión. Este proceso de autori-
zación de los nuevos negocios es otro de los factores criticados, debido a la falta 
de información y transparencia. 

Otra de las mayores preocupaciones se dirige hacia el sistema financiero y 
la estabilidad macroeconómica. En primer lugar, la obligación de operar a tra-
vés de bancos públicos cubanos mantiene latente el riesgo de que los desequi-
librios financieros públicos sean transferidos automáticamente a las cuentas de 
los inversionistas mediante el bloqueo de transferencias. Aun cuando el 
gobierno actual ha ido cumpliendo paulatinamente sus obligaciones más 
recientes de deuda (desde 2010), en la percepción de los inversionistas Cuba 
continúa siendo un país de muy alto riesgo financiero debido a los problemas 
de deuda externa, incrementados desde 2008 con la crisis financiera doméstica 
y el congelamiento de cuentas bancarias de empresas extranjeras. El poco desa-
rrollo de instrumentos financieros para la gestión de riesgos y la ausencia de 
fuentes de ahorro y financiamiento internas también constituyen una limita-
ción, tomando en cuenta que con el paso de los años y las deudas acumuladas 
por Cuba, se han ido cerrando las diferentes líneas de crédito que apoyaban las 
inversiones y el comercio con la isla. 

El marco legal fue calificado como negativo. En opinión de los entrevista-
dos la legislación vigente es demasiado abierta y se presta a diferentes interpre-
taciones. El espacio que deja a la toma de decisiones discrecional no ofrece 
protección a los inversionistas y, por otro lado, se consideran insuficientes los 
mecanismos de resolución de conflictos nacionales e incluso los Acuerdos 
Bilaterales para la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones (APPRI). 
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De igual manera afloró una percepción negativa con respecto a las garantías a 
los derechos de propiedad. Los resultados de los episodios que han ocurrido 
desde los años 2000 de liquidación de empresas extranjeras no han actuado a 
favor de este elemento del marco institucional. 

8. Comentarios finales

La reforma impulsada por el presidente Raúl Castro desde 2008 está obligada a 
transformar las reglas y los incentivos con que operaron los cubanos en el pasa-
do. Es necesario desarrollar instituciones que estén acordes con las nuevas 
realidades económicas que se desean impulsar. Es más, sin ese cambio en los 
marcos de incentivos y reglas es difícil que la reforma pueda ser llevada a buen 
puerto. En este empeño es crucial que las nuevas instituciones logren gobernar 
los nuevos espacios que se abren al sector no estatal a través de la promoción de 
la competencia, el aseguramiento de los derechos de propiedad y la corrección 
de los fallos de mercado, proporcionando estabilidad y certidumbre a la con-
ducta de los agentes sociales, al tiempo que se actúa para favorecer la cohesión 
social, corrigiendo las asimetrías y tensiones distributivas a que puede dar 
lugar el funcionamiento del mercado. Los resultados satisfactorios del sector 
no estatal son indispensables para que se pueda avanzar en la reforma en otros 
ámbitos de la economía (particularmente, el sector estatal) y para que se pueda 
ampliar la base social que respalda la reforma.

Es importante que ese proceso de cambio institucional venga animado por 
un esfuerzo continuo de creatividad, abierto a la innovación y a la experimen-
tación, buscando soluciones institucionales adecuadas a las condiciones espe-
cíficas del caso cubano. El punto de partida de la reforma es enteramente espe-
cífico, como lo es también la historia y las tradiciones y convenciones que 
conforman la sociedad cubana. Así pues, la respuesta institucional tendrá que 
ser en buena medida contingente al momento y a la realidad a la que se aplique. 
En este caso se trata no tanto de buscar marcos ideales óptimos, sino respuestas 
transicionales que sean funcionales al propósito de la reforma. Ello no debiera 
comportar una renuncia a aprender de las experiencias internacionales más 
exitosas, tratando de extraer enseñanzas de los casos de éxito, pero es una 
advertencia frente a las ideas simplistas de quienes buscan en el mero “tras-
plante” institucional —cualquiera que sea el modelo elegido— la solución al 
cambio institucional que requiere Cuba. 

En todo caso, la reforma institucional no es un mero problema técnico: 
para que un nuevo equilibrio institucional funcione es requerido que las nuevas 
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reglas y normas estén interiorizadas en las funciones de decisión de los agen-
tes, de forma que modulen su conducta. Para conseguir ese objetivo es importan-
te que los agentes asuman las nuevas reglas y entiendan que son una buena res-
puesta a los problemas de coordinación que plantea la nueva realidad económica 
que se quiere crear. Es necesario, en suma, conseguir que las instituciones sean 
sentidas como legítimas y creíbles por parte de los agentes, lo cual comporta con-
siderar de forma muy detenida el efecto que tienen en la generación y distribu-
ción de oportunidades de progreso entre los distintos actores implicados.

Toda reforma institucional, incluso aquella que promueve una mejora 
agregada de la eficiencia y del bienestar colectivo, tiene detractores. Una 
parte de las resistencias derivan del peso de la inercia y del miedo al cambio; 
otra parte, sin embargo, estará motivada por la presión de aquellos grupos de 
interés que ven que con la reforma pueden perder posiciones relativas en la 
jerarquía social. Es importante que las autoridades contemplen la economía 
política de las reformas, tomando en cuenta la aritmética de intereses que 
están implicados en el proceso de cambio. La gradualidad puede ser una res-
puesta apta para aminorar la resistencia de quienes se oponen a la reforma, 
pero no siempre es la mejor opción. No solo porque dilata el horizonte tem-
poral de los cambios, lo cual no siempre es conveniente, sino también porque 
puede provocar indeseables paralizaciones o regresiones en la reforma. Una 
vía más prometedora es la de jerarquizar los cambios, comenzando por aque-
llos que generan efectos beneficiosos a corto plazo en las expectativas y en las 
condiciones de vida de amplios sectores de la sociedad. Esos cambios amplia-
rán la base de apoyo a las reformas y reducirán el respaldo de los grupos que 
las impugnan.

notas

	 1.	V éanse Mesa-Lago (2012), Vidal y Pérez (2012) y De Miranda y Pérez (2012) para una explicación y 
valoración más completa de los principales contenidos del proceso de reforma actual en Cuba.

	 2.	V éase Nova (2012) para más detalles sobre la reforma en la rama agrícola.
	 3.	V éase Piñeiro (2012) para un examen del proceso actual de cooperativismo.
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